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Notas explicativas
En los cuadros de la presente publicación se han empleado

los siguientes signos

… Tres puntos indican que los datos faltan o no constan por separado.

— La raya indica que la cantidad es nula o despreciable.

Un espacio en blanco en un cuadro indica que el concepto de que se trata no es aplicable.

– Un signo menos indica déficit o disminución, salvo que se especifique otra cosa.

. El punto se usa para separar los decimales.

/ La raya inclinada indica un año agrícola o fiscal, p. ej., 1998/1999.

- El guión puesto entre cifras que expresan años, p. ej., 1998-1999, indica que se trata de todo
el período considerado, ambos años inclusive.

Salvo indicación contraria, la palabra “toneladas” se refiere a toneladas métricas, y la palabra “dó-
lares”, a dólares de los Estados Unidos. Las tasas anuales de crecimiento o variación corresponden a
tasas anuales compuestas. Debido a que a veces se redondean las cifras, los datos parciales y los
porcentajes presentados en los cuadros no siempre suman el total correspondiente.

Orientaciones para los colaboradores
de la Revista de la CEPAL

La Dirección de la Revista tiene interés permanente en estimular la publicación de artículos que
analicen el desarrollo económico y social de América Latina y el Caribe. Con este propósito en
mente y con el objeto de facilitar la presentación, consideración y publicación de los trabajos, ha
preparado la información y orientaciones siguientes que pueden servir de guía a los futuros colabo-
radores.

• El envío de un artículo supone el compromiso por parte del autor de no someterlo simultá-
neamente a la consideración de otras publicaciones periódicas.

• Los trabajos deben enviarse en su original español, francés, inglés o portugués, y serán
traducidos al idioma que corresponda por los servicios de la CEPAL.

• Se deberá acompañar un extracto del artículo (de alrededor de 300 palabras), en que se
sinteticen sus propósitos y conclusiones principales. Este extracto será publicado en la página de
presentación de la CEPAL en la Internet.

• La extensión total de los trabajos —incluyendo extracto, notas y bibliografía, si la hubiere—
no deberá exceder de 10 000 palabras, pero también se considerarán artículos más breves.

• El artículo deberá enviarse con una copia, acompañado de un disquete en Word para
Windows 95 ó 98, a Revista de la CEPAL, Casilla 179-D, Santiago, Chile; de no haber disquete, se
ruega enviar dos ejemplares en papel. También puede enviarse por correo electrónico a:
edesolminihac@eclac.cl.

• Toda colaboración deberá venir precedida de una hoja en la que aparezca claramente, además
del título del trabajo, el nombre del autor, su afiliación institucional, nacionalidad, dirección, fax,
teléfono y correo electrónico.

• Se recomienda limitar las notas a las estrictamente necesarias.
• Asimismo, se recomienda restringir el número de cuadros y gráficos al indispensable, evitan-

do su redundancia con el texto. En el caso de los gráficos, éstos deben ser confeccionados teniendo
en cuenta que se publicarán en blanco y negro. Finalmente, deberá indicarse la ubicación en el texto
de cuadros y gráficos, pero incluirlos separadamente al final.

• Recomendación especial merece la bibliografía, que no debe extenderse innecesariamente. Se
solicita consignar con exactitud, en cada caso, toda la información necesaria (nombre del o los
autores, título completo y subtítulo cuando corresponda, editor, ciudad, mes y año de publicación
y si se trata de una serie, indicar el título y el número del volumen o la parte correspondiente, etc.).

• La Dirección de la Revista se reserva el derecho de encargar la revisión y los cambios
editoriales que requieran los artículos, incluyendo los títulos de éstos.

• Los autores recibirán una suscripción anual de cortesía, más 30 separatas de su artículo en
español y 30 en inglés, cuando aparezca la publicación en uno y otro idioma.
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¿Por qué hay tanta
inseguridad económica

en América Latina?

Dani Rodrik

Universidad de Harvard
dani-rodrik@harvard.edu

R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  7 3

La idea de que una inseguridad económica generalizada ame-
naza el respaldo político a las reformas en curso orientadas al
mercado ha pasado a ser una de las más escuchadas en los
debates actuales sobre los asuntos latinoamericanos. Por lo
tanto, ocuparse de tal inseguridad parece ser un componente
clave de la agenda inconclusa de las reformas latinoamerica-
nas. El autor sostiene que en América Latina la inseguridad
económica es multifacética y proviene de muchas fuentes que
se nutren recíprocamente. Parte de la inseguridad se debe a la
declinación de la protección del empleo y la mayor volatilidad
de los resultados de los hogares, parte a flujos de capital
erráticos y la inestabilidad sistémica generada por el divorcio
entre los instrumentos de estabilización y la economía real y,
por último, parte importante a la debilidad de las instituciones
de expresión (voz) y de representación. Los programas de pro-
tección social per se sólo dan una ayuda parcial. Habrá que
complementarlos con políticas macroeconómicas, en particular
las relativas a los flujos de capital y el tipo de cambio, que con-
tribuyan más a la estabilidad de la economía real, y con la re-
lajación del control que ejercen los mercados financieros sobre
los instrumentos de la política macroeconómica. Asimismo,
tendrán que tener acceso a instituciones representativas —sin-
dicatos, partidos políticos y órganos legislativos— con mayor
sensibilidad y legitimidad que las que existen actualmente.
Pero tal vez lo que más necesita América Latina es una visión
de cómo se puede mantener la cohesión social frente a grandes
desigualdades y resultados volátiles, agravados ambos por una
confianza creciente en las fuerzas del mercado. La región ten-
drá que desarrollar una visión que ayude a aliviar la tensión
entre las fuerzas del mercado y las ansias de seguridad econó-
mica.
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I
Introducción

El problema se hace evidente en las últimas en-
cuestas realizadas en la región. Una gran encuesta
transnacional de 14 países latinoamericanos concluyó
recientemente que 61% de los encuestados pensaba que
sus padres habían vivido mejor que ellos. Además,
menos de la mitad de los encuestados (46%) pensaba
que sus hijos terminarían viviendo mejor que ellos,
porcentaje que variaba desde 30% en México hasta
61% en Chile (cuadro 1).

La misma encuesta detectó una fuerte demanda de
seguro social en la región. Casi tres cuartos de los
encuestados favorecían un mayor gasto en seguro de
desempleo y más de 80% expresaban el deseo de que
se gastara más en pensiones. Además, estas demandas
incluían a todos los grupos sociales. La preferencia por
un mayor gasto en pensiones y seguro de desempleo

  El presente artículo fue preparado para el Banco Mundial y
financiado por él. Agradezco a Guillemo Perry por haberme so-
licitado la elaboración de este trabajo, a Jorge Domínguez, Nora
Lustig, Norman Hicks, Bill Maloney, Guillermo Perry, Martín
Rama, Guilherme Sedlacek, Luis Serven y Mariano Tommasi

Durante los años noventa el ingreso per cápita en Amé-
rica Latina y el Caribe creció a una tasa media anual
de un 2%, tras haber caído a una tasa de casi 1% du-
rante los años ochenta. El desempeño en los noventa
se mantuvo a la zaga del ritmo de expansión econó-
mica al que la región estaba acostumbrada antes de la
crisis de la deuda de 1982; pero da esperanzas de que
podría estarse dejando atrás definitivamente la “déca-
da perdida” de los ochenta. No obstante, la región si-
gue siendo presa de un nivel desconcertante de inse-
guridad económica. La idea de que la inseguridad eco-
nómica generalizada pone en peligro el respaldo polí-
tico que se presta a las reformas en curso orientadas
al mercado ha pasado a ser una de las cantilenas más
comunes en los debates actuales sobre los asuntos la-
tinoamericanos.

CUADRO 1

América Latina (14 países): Respuestas a una encuesta sobre
cambios previstos en los niveles de vida, 1999
(En porcentaje, a menos que se indique otra cosa)

Muestra total Países

Argen- Boli- Bra- Colom- Costa Chile Ecua- Guate- Méxi- Pana- Para- Perú Uru- Vene-
Nº % tina via sil bia Rica dor mala co má guay guay zuela

14 839 100 1 200 794 1 000 1 200 1 000 1 200 1 200 1 000 1 200 1 000 600 1 045 1 200 1 200

Tomando todo en consideración, ¿diría usted que sus padres vivían mejor, igual o peor que como usted vive hoy?

Mejor 9 081 61.2 63 51 64 78 56 45 67 57 43 52 75 80 59 70
Igual 3 261 22 22 31 9 14 26 32 20 31 35 24 14 12 18 19
Peor 2 139 14.4 12 16 25 8 14 22 10 11 20 21 6 6 20 10
No responde 2 358 2.4 3 3 2 1 5 1 2 1 3 3 5 2 3 2

Y respecto a sus hijos, ¿cree usted que vivirán mejor, igual o peor que como usted vive hoy?

Mejor 6 843 46.1 43 56 58 36 52 61 34 51 30 48 48 37 46 53
Igual 3 071 20.7 22 20 12 21 25 22 21 23 23 20 26 19 22 17
Peor 3 261 02 20 13 21 38 11 11 29 17 41 21 13 26 19 19
No responde 1 664 11.2 16 11 9 6 12 7 16 8 6 12 13 19 13 12

Fuente: Mirror on the Americas Poll (1999), Wall Street Journal Interactive Edition.

por sus inapreciables observaciones sobre una versión prelimi-
nar anterior. Vladunur Kliouev se desempeñó como asistente de
investigación especializado. Ninguna de estas personas, y me-
nos aun el Banco Mundial, es responsable de las opiniones aquí
vertidas.
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variaba muy poco con el nivel de ingreso, educación
y tipo de ocupación de los encuestados (cuadro 2).
Como era de prever, la demanda de seguro social tien-
de a ser más alta en los países en que impera un ma-
yor pesimismo respecto al futuro. Pero hay excepcio-
nes interesantes. En México, las demandas de mayor
gasto en seguro social son débiles pese a un alto nivel
de pesimismo sobre las perspectivas de la próxima
generación. En Chile, en tanto, donde las expectativas
son razonablemente auspiciosas, el porcentaje de
encuestados que favorece un mayor gasto llegaba a
85% en el caso del seguro de desempleo y a 93% en
el caso de las pensiones.

¿Significan algo estas cifras? Un indicio de que
sí lo hacen proviene de las respuestas a otras pregun-
tas de la encuesta. Por ejemplo, cuando los mismos
individuos eran interrogados acerca de la defensa na-
cional y las fuerzas armadas, menos de un tercio con-
testaba que desearía que se incrementara el gasto en
ellas (cuadro 2). Esto demuestra que los encuestados
hacían una clara distinción entre la seguridad econó-
mica y la seguridad nacional, y que situaban a la pri-
mera muy por encima de esta última. Otro indicio pro-
viene de comparar resultados de encuestas similares en

otros entornos. Cuando las encuestas de esta índole se
realizan en países industrializados, la proporción de
encuestados que favorece un mayor gasto en pensiones
y seguro de desempleo tiende a ser notoriamente me-
nor. Además, las proporciones varían apreciablemente
según los niveles de ingreso.1 El New York Times des-
tacaba hace poco un ejemplo patético en Brasil, donde
no menos de un millón de personas (uno de cada 160
brasileños) competían en agosto de 1999 por 10 000
empleos de oficina en el Banco do Brasil, una insti-
tución administrada por el gobierno que “paga los
sueldos íntegros y oportunamente” y ofrece un segu-
ro de salud integral y beneficios previsionales. “Ne-
cesito estabilidad en mi vida”, habría declarado una
candidata de 23 años al preguntársele por qué postu-
laba a un empleo en que ganaba menos que en la
ocupación que tenía (Romero, 1999). El hecho de
ocuparse de la inseguridad económica parece ser una
parte clave de la agenda inconclusa de las reformas
latinoamericanas.

CUADRO 2
América Latina (14 países): Respuestas a una encuesta sobre aspectos
vinculados con el seguro social, por categoría socioeconómicaa
(En porcentaje, a menos que se indique otra cosa)

Muestra total Edad Empleo Educación Ingreso
18- 30- 50+ Autó- Gob. Sect. Des- Reti- Ama Estud. Prim. Sec. Univ. Alto Medio Bajo

Nº % 29 49 nomo priv. emp. rado de
casa

Seguro de desempleo
   No responde 551 3.7 3 4 4 4 5 3 3 4 4 3 4 3 4 4 4 3
   Gastar más 10 088 73.4 74 73 73 74 69 74 80 74 73 74 74 75 71 72 73 74
   Gastar menos 2 543 17.1 18 18 16 17 19 17 13 16 17 19 16 16 19 19 17 17
   No sabe 857 5.8 5 5 7 5 7 6 3 6 7 5 7 5 6 4 6 6

Pensiones
   No responde 172 1.2 1 1 1 1 2 1 1 1 1 1 1 1 1 2 1 1
   Gastar más 12 426 83.7 83 83 86 83 84 84 88 88 84 82 83 85 83 83 85 83
   Gastar menos 1 861 12.5 13 13 10 13 12 13 9 9 12 15 13 12 14 14 11 13
   No sabe 380 2.6 3 3 3 3 2 2 1 2 3 2 3 2 2 2 2 3

Defensa y fuerzas armadas
   No responde 623 4.2 4 5 5 4 6 3 3 5 4 3 4 4 5 5 5 3
   Gastar más 4 810 32.4 33 31 34 34 28 29 36 33 35 32 37 33 27 32 31 34
   Gastar menos 8 359 56.3 58 57 53 56 59 60 56 54 52 60 50 57 62 58 56 57
   No sabe 1 047 7.1 5 7 9 6 7 7 5 8 9 5 8 7 7 6 8 7

Fuente: Mirror on the Americas Poll (1999), Wall Street Journal Interactive Edition.

a Texto de la pregunta: “¿Podría decirme si cree que en su país sería mejor gastar más o menos en cada uno de los siguientes
rubros?”

1 Véanse algunos datos comparativos en Taylor-Gooby (1989).
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¿Cómo avanzan las autoridades desde aquí? El
primer paso es conocer las causas fundamentales de la
inseguridad económica. En el presente artículo se des-
taca el papel de tres conjuntos de factores decisivos que
contribuyen a ella. Primero, debemos comenzar por el
trauma de los años ochenta. La profunda recesión que
experimentó la mayoría de los países de la región al
término de la crisis de la deuda recuerda, en cierta
forma, la Gran Depresión que afectó a los Estados Uni-
dos durante los años treinta. Aunque esa crisis provo-
có una caída más abrupta de los ingresos, la recupera-
ción posterior también fue más rápida. En los Estados
Unidos, las penurias causadas por la Gran Depresión,
y especialmente las pérdidas sufridas por las clases
medias, estimularon la creación de un conjunto de
programas gubernamentales —conocidos colectiva-
mente como el Nuevo Trato— que ampliaron sobre-
manera el papel del gobierno, establecieron redes de
seguridad social y brindaron seguro social. En Améri-
ca Latina, el resultado final de la crisis de la deuda fue
una serie de reformas que en realidad sirvieron para
debilitar las instituciones de seguro social. El empleo
se tornó en general menos estable y las redes de se-
guridad proporcionadas por el sector público se de-
bilitaron.

Segundo, al entrar América Latina en los años
noventa se encontró en un mundo de gran volatilidad
macroeconómica, impulsada en parte por flujos de
capital erráticos o al menos magnificada por ellos. La
difusión de los mercados financieros internacionales y
la acogida entusiasta que les dio la región dejaron a la
política macroeconómica dependiente (y a menudo
rehén) de los caprichos de los inversionistas de corto
plazo. Instrumentos claves como la política fiscal y el
tipo de cambio fueron sobrepasados por la necesidad
de gestionar flujos de capital y ya no pudieron desti-
narse a la estabilidad interna. La política macroeconó-
mica se divorció cada vez más de la economía real, lo
que exacerbó la volatilidad de los resultados económi-
cos tanto en el tiempo como entre los hogares.

Tercero, una deficiencia clave en América Lati-
na es que hasta ahora las instituciones sociales y po-
líticas no se han sensibilizado adecuadamente al cla-
mor por una mayor seguridad económica. Cabe recor-
dar que los Estados han eludido, más que asumido,
las nuevas responsabilidades que exige la gestión del
riesgo en sociedades orientadas al mercado. Pero el
problema trasciende los gobiernos. Los sistemas po-
líticos en su conjunto no han creado mecanismos

viables de participación: los parlamentos nacionales
se han fragmentado y no son representativos, y los
partidos políticos son débiles. Los sindicatos no han
sido capaces de desarrollar una estrategia adecuada
y global para encarar la inseguridad en el empleo y
han perdido afiliados. Y la monopolización de los
debates de política en torno a una visión estrecha de
la política de desarrollo, por las líneas del Consenso
de Washington y notoriamente restringida por los
“requisitos” de la integración económica mundial, ha
impedido el surgimiento de una visión alternativa (o
al menos complementaria) de una reforma económi-
ca impulsada por los intereses locales y las aspiracio-
nes nacionales.

Examinaré estos aspectos y sus implicaciones de
política en el resto del artículo. Pero cabe formular de
partida una advertencia crucial. Este artículo no está
centrado en los pobres y los más vulnerables per se.
No me ocupo aquí de políticas contra la pobreza, ni
analizo cómo reducir la vulnerabilidad de los pobres a
la volatilidad y las perturbaciones (shocks).2 Los po-
bres de América Latina han sido siempre excluidos y
vulnerables. Lo que parece ser novedoso es que el te-
mor a la movilidad descendente afecta ahora también
a gran parte de las clases medias. La encuesta mencio-
nada más atrás revela que en algunos de los países más
grandes de la región —en particular Argentina, Bra-
sil, México y Venezuela— los grupos de ingresos
medios están más pesimistas sobre el futuro de sus
hijos que los grupos de bajos ingresos. De hecho, esto
es lo que otorga a la demanda de “protección social”
su notoriedad política en la región. Me centraré en esta
noción más amplia de inseguridad económica y sus
consecuencias.

Por último, debo destacar que la finalidad de este
artículo es estimular el debate, sugerir hipótesis y di-
señar una agenda para investigaciones futuras, como
también lo es presentar argumentos concretos con da-
tos que los respalden. Muchos de los argumentos que
expongo siguen siendo especulativos. Las “pruebas”
empíricas que presento son sugerentes y no definiti-
vas. Pero el artículo habrá logrado su objetivo en la
medida en que sirva para abrir nuevas líneas de in-
vestigación.

2 Véase un buen conjunto de ensayos sobre estos temas en Lustig,
ed. (1995).
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II
El trauma de los años ochenta

cápita en 1997, último año con estimaciones disponi-
bles sobre el ingreso nacional (Banco Mundial, 1999),
todavía eran inferiores a los de 1981. Además, la eco-
nomía de los Estados Unidos, impulsada en parte por
la Segunda Guerra Mundial, experimentó una expan-
sión mucho más rápida en los años cuarenta que en los
veinte. La tasa de crecimiento de América Latina du-
rante los años noventa no logró equiparar las cifras de
los años sesenta y setenta.

Los Estados Unidos respondieron a la Gran De-
presión con una serie de importantes innovaciones
institucionales que ampliaron sobremanera el papel del
gobierno en la economía y representaron en buena
medida una ruptura violenta con el pasado. Muchas de
estas innovaciones se tradujeron en seguro social (Bor-
do, Goldin y White, eds., 1998, p. 6): la seguridad
social, la compensación por desempleo, las obras públi-
cas, la propiedad pública, la garantía de depósitos y la
legislación favorable a los sindicatos figuraban entre
los nuevos mecanismos creados para encarar las defi-
ciencias que se advertían en el mercado privado. Como
señala Jacoby (1998), antes de la Gran Depresión las

La crisis de la deuda de 1982 sumió a América Latina
en una recesión profunda y prolongada. El gráfico 1
muestra el índice del ingreso per cápita en los princi-
pales países de la región, comparando su experiencia
con la de los Estados Unidos durante la Gran Depre-
sión. En los Estados Unidos, los ingresos declinaron
35% en promedio entre 1929 y 1933 y el desempleo
llegó a un máximo de 25% en este último año. Como
se indica en el gráfico, la declinación de los ingresos
reales (y el aumento del desempleo) no fue tan abrup-
ta en América Latina después de 1981: alrededor de
20% en Argentina, Chile, México y Venezuela, y de
10% en Brasil. Entre los países principales, sólo Perú
experimentó (gracias a las políticas desastrosas del Pre-
sidente García) un colapso del ingreso de la misma
magnitud que los Estados Unidos en la Gran Depre-
sión. Sin embargo, con la notable excepción de Chile,
la recuperación en América Latina fue también más
gradual. En los Estados Unidos, el ingreso per cápita
tardó 10 años en recuperar su nivel previo a la crisis.
En Argentina y Brasil tardó 12 y 13 años, respectiva-
mente, y en México, Perú y Venezuela los ingresos per

GRAFICO 1
Comparación entre América Latina después de 1981 y los Estados Unidos
en la Gran Depresión: Declinación de los ingresos reales per cápita
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clases medias podían en general autoasegurarse o com-
prar seguros a intermediarios privados. Al colapsar
estas formas de seguro privado, las clases medias uti-
lizaron su considerable peso político para ampliar el
seguro social y crear lo que posteriormente se deno-
minaría el Estado benefactor.

La Gran Depresión tuvo dos efectos: primero,
minó la confianza de la clase media en el sistema pri-
vado para manejar los riesgos del mercado laboral; el
colapso del capitalismo de bienestar, sumado a despi-
dos masivos y quiebras bancarias, creó una crisis de
confianza que llevó a la clase media estadounidense a
movilizarse en búsqueda de alternativas. Segundo, hizo
que la clase media percibiera como precaria su condi-
ción social; la movilidad descendente real o en cier-
nes disminuyó la distancia social entre la clase media
y las que la seguían, hizo más probables las alianzas
entre clases y debilitó la resistencia a los programas
redistributivos que pudieran beneficiar a los que des-
cendían... En suma, las experiencias de los años trein-
ta y cuarenta inclinaron a la clase media estadounidense
a favorecer la solidaridad social en vez del individua-
lismo duro, un cambio que promovió el Estado bene-
factor, la educación pública y otras formas de gasto del
gobierno (Jacoby, 1998, pp. 29-31).

Nótese el paralelismo con la experiencia latinoa-
mericana después de la crisis de la deuda. Tal como
en el caso de los Estados Unidos, la crisis de los años
ochenta ejerció grandes presiones sobre los mecanis-
mos de seguro privado en América Latina. Por ejem-
plo, Glewwe y Hall (1998) observan en su análisis de
Perú que las redes de transferencia entre hogares
colapsaron casi por completo durante el segundo lus-
tro de los años ochenta. Dado que los hogares que
hacen las transferencias también sufren durante las
grandes crisis, los sistemas privados de apoyo al in-
greso tienden a no ser muy flexibles frente a las
macroperturbaciones. Y una consecuencia de la crisis
generalizada fue que, según se señaló en la introduc-
ción, el seguro social pasó a ser asimismo una preocu-
pación de la clase media en América Latina.

 Pero también hubo un respaldo ideológico al
crecimiento de los programas gubernamentales en los
Estados Unidos. Rockoff (1998) ha sostenido que el
cambio de actitudes frente al papel del gobierno se
facilitó en los Estados Unidos debido a que hubo un
cambio ideológico entre los economistas —del
laissez-faire al intervencionismo— que se remonta al
menos a una década antes de la Gran Depresión.
Mientras que los macroeconomistas tendían a ser
conservadores, los microeconomistas abogaban por

una larga lista de reformas como el salario mínimo,
las bolsas de empleo, las pensiones de vejez, los ser-
vicios de utilidad pública regionales de propiedad
estatal, etc. (ibid. p. 134). De aquí que la ideología y
los intereses coincidieran en espolear la adopción de
programas de seguro social.

En cuanto al papel del gobierno, América Latina
entró a los años ochenta desde una posición estratégi-
ca muy diferente a la de los Estados Unidos al ingre-
sar a los años treinta. La mayoría de los países de la
región se había industrializado merced a restricciones
comerciales impuestas por el gobierno, las empresas
públicas habían pasado a ser una cosa corriente, y los
déficit fiscales y la mala gestión macroeconómica eran
las causas próximas de la crisis de la deuda. Y tal como
en el caso de los Estados Unidos, la opinión académi-
ca había cambiado considerablemente durante los años
setenta, pero esta vez hacia favorecer los mercados y
no la intervención del gobierno.

Las reformas que América Latina adoptó en los
años ochenta, y con posterioridad, se destinaron en con-
secuencia a realzar el radio de acción del mercado y a
frenar el del gobierno. La privatización, la desregu-
lación, la liberalización comercial y la liberalización
financiera fueron elementos claves del Consenso de
Washington. Las encuestas de opinión pública, como
las ya citadas, muestran en general que la mayoría de
los latinoamericanos prefieren los mercados y el siste-
ma de empresa privada al control del gobierno. Sin
embargo, lo que es importante desde nuestra perspec-
tiva es la ausencia completa en la agenda del Consen-
so de Washington de recetas dirigidas a combatir la
inseguridad económica.

Esto es sorprendente, en especial porque muchas
de las reformas en pro del mercado tenían el efecto
predecible de incrementar el riesgo para los trabajado-
res y hogares. La privatización, la desregulación y la
liberalización comercial entrañaban la reestructuración
de la economía y un mayor riesgo de pérdida de ocu-
paciones, al menos en el corto plazo. La reducción del
sector público significaba menores oportunidades de
lograr un empleo público relativamente seguro. Era de
suponer que la liberalización financiera generaría
volatilidad en el entorno económico. La mayor movi-
lidad del capital implicaba desplazar el riesgo-país
idiosincrásico desde el capital móvil a la mano de obra
inmóvil. Sólo últimamente se ha venido a reconocer
la importancia de tales efectos.

Por lo tanto, podemos suponer que la inseguridad
económica generada por la prolongada crisis de la
deuda sólo se vio amplificada por las reformas orien-
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3 Cifras del Ministerio del Trabajo de Chile, publicadas en The Eco-
nomist Intelligence Unit, 1998.

tadas al mercado que todos los países de la región
adoptaron en definitiva, sin instituir programas com-
plementarios de seguro social. Mientras que en los
Estados Unidos la respuesta a la Gran Depresión fue

el fortalecimiento significativo de la protección social,
en América Latina la respuesta a la crisis de la deuda
fue el debilitamiento del seguro social frente a mayo-
res riesgos en el mercado laboral.

III
La declinación de la seguridad en el empleo

Si bien se podría haber esperado que muchas de las
reformas emprendidas en América Latina aumentaran
la inseguridad en el empleo, al menos en el corto pla-
zo, no es fácil conseguir datos directos que avalen esta
suposición. Las medidas de desplazamiento involun-
tario del empleo no son muchas, y en todo caso están
contaminadas por las respuestas conductuales que ge-
nera la inseguridad económica: los trabajadores que se
sienten menos seguros son más propensos a aceptar re-
ducciones salariales o a hacer otras concesiones para
evitar la pérdida de sus empleos. Además, no ha habi-
do muchos cambios en la legislación formal sobre pro-
tección del empleo, pese a que se ha hablado mucho
sobre la necesidad de volver más “flexibles” los merca-
dos laborales (Márquez y Pages, 1998). No obstante,
los datos disponibles sí sugieren que la proporción de
trabajadores con empleos “seguros” ha declinado en ca-
si todos los países de la región con datos al respecto.

 Un indicio de ello es la violenta reducción de la
densidad de los sindicatos desde los años ochenta en
todos los países, salvo Chile. Esto es importante pues-
to que negociar para obtener mayor seguridad en el
empleo en nombre de sus afiliados es una función cla-
ve de los sindicatos. El cuadro 3 presenta estadísticas
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) so-
bre la afiliación sindical y la densidad sindical en 10
países latinoamericanos. Cuando se puede establecer
una comparación entre los años ochenta y noventa, las
cifras revelan habitualmente una brusca declinación. En
Argentina, por ejemplo, el porcentaje de la mano de
obra no agrícola representada por sindicatos cayó de
49% en 1986 a 25% en 1995. En México, la cifra
correspondiente disminuyó (si ha de creerse en las
estadísticas) de 54% a 31% en el lapso de dos años
(1989 a 1991). Chile, donde el término del régimen de
Pinochet y la transición a la democracia produjo un
brusco aumento inicial de la afiliación y densidad sin-
dical, es la única excepción a la regla. Sin embargo,
incluso en Chile las cifras más recientes indican que

las tasas de afiliación han disminuido desde comien-
zos de los años noventa, y actualmente han retrocedi-
do a los niveles previos al regreso de la democracia.3

El cuadro 3 muestra asimismo otro indicador de
inseguridad en el empleo: la proporción de trabajado-
res que no están “protegidos” por contratos escritos
formales o incluidos en los programas de prestaciones
sociales. La definición de empleo desprotegido, toma-
da de la OIT (1999), es algo escurridiza, y se refiere a
cosas diferentes en países diferentes. Por ejemplo, en
Argentina las cifras se refieren a los empleados del
sector privado sin contrato escrito como proporción del
empleo privado total en el Gran Buenos Aires. En
Bolivia, las cifras se refieren a aquellos que no están
cubiertos por la legislación laboral y social, expresa-
dos como proporción del total del empleo asalariado.
En Brasil, las cifras (tomadas de Ferreira y Paes de
Barros, 1999) corresponden a los empleados sin
carteira expresados como una fracción de todos los
empleados asalariados y trabajadores autónomos.

En los siete países donde es posible comparar
entre dos momentos en el tiempo, las cifras revelan un
salto ascendente del empleo “desprotegido”: de 22%
a 34% en Argentina, de 64% a 69% en Brasil, de 44%
a 50% en México. Esta vez Chile no es la excepción a
la tendencia (con un incremento de 17% a 22%). Nó-
tese que estas proporciones no pueden compararse
entre países puesto que las muestras cubiertas varían
considerablemente, y las proporciones absolutas en sí
no son muy significativas (a diferencia de los cambios
en ellas). Puesto que los denominadores suelen incluir
a los trabajadores más privilegiados (los de las zonas
urbanas o los asalariados), las proporciones mencio-
nadas subestiman en la mayoría de los casos la ver-
dadera proporción de trabajadores desprotegidos. La
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afirmación tan repetida de que la economía informal
representa el 80% de los nuevos empleos creados en
América Latina en las dos últimas décadas (véase OIT,
1999) ofrece una perspectiva que complementa estas
observaciones.4, 5

Puesto que la propia legislación no ha cambiado
gran cosa, estas tendencias tienen que interpretarse
como las respuestas endógenas de la economía a las
perturbaciones conjuntas de la crisis de la deuda y la
reforma estructural. En Chile, por ejemplo, el período
posterior a la crisis de la deuda ha presentado históri-
camente altos niveles de rotación laboral. Además, la
liberalización comercial ha causado la expansión de ac-
tividades (en particular, silvicultura y agricultura) en
que el empleo con contrato a largo plazo es poco co-
mún y predomina más el empleo por cuenta propia, a
diferencia de lo que sucede en las actividades tradicio-
nales (como la minería del cobre y las manufacturas).
La expansión de las exportaciones ha estado vincula-
da también con un aumento de la subcontratación, que
generalmente traslada el riesgo a la pequeña empresa

CUADRO 3
América Latina (10 países): Indicadores de seguridad en el empleo

Afiliación sindical Densidad sindical Empleo “desprotegido”a

(En miles) (Como porcentaje de la (Como porcentaje
mano de obra no agrícola) de los empleados)

Argentina 1986 3 262 1986 48.7 1990 21.7
1995 3 200 1995 25.4 1996 34.0

Bolivia 1994 276 1994 16.4 1991 28.0
1997 34.8

Brasil 1991 15 205 1991 32.1 1985 63.6
1996 68.5

Chile 1985 361 1985 11.6 1990 17.0
1993 684 1993 15.9 1996 22.3

Colombia 1985 877 1985 11.2
1995 840 1995 7.0

El Salvador 1985 79 1985 7.9 1994 59.1
1995 103 1995 7.2 1997 61.3

México 1989 9 500 1989 54.1 1990 43.4
1991 7 000 1991 31.0 1997 49.6

Perú 1991 442 1991 7.5 1990 25.5
1996 34.1

Uruguay 1990 222 1990 19.9
1993 151 1993 11.6

Venezuela 1988 1 700 1988 25.9
1995 1 153 1995 14.9

Fuente: OIT (1997, cuadros 1.1 y 1.2); OIT (1999, cuadro 7); Ferreira y Paes de Barros (1999, cuadro 1).

a El término empleo “desprotegido” se refiere a la proporción de empleados sin contrato escrito o prestaciones sociales, según el país. Los
empleados son del sector privado o tienen empleo urbano. Véase OIT (1999, cuadro 7) para las fuentes originales y mayores detalles.

4 Sigue siendo debatible en qué medida la menor participación del
empleo en el sector formal es el resultado de una legislación res-
trictiva en materia de empleo, tal como el salario mínimo y las
prestaciones legales. Amadeo y Camargo (1997) sostienen, en el
contexto brasileño, que tal legislación explica sólo una pequeña parte
de la situación. Pessino (1997) ofrece otra perspectiva respecto a
Argentina.
5 Nótese que el empleo en el sector informal, pese a niveles gene-
ralmente más reducidos de seguridad en el empleo, no implica
necesariamente peores resultados para los trabajadores. En muchos
casos, los trabajadores preferirían la informalidad para evitar el pago
de impuestos a la renta.
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y a los trabajadores por cuenta propia. En la silvicul-
tura, un desempeño exportador impresionante ha ido
acompañado de un tipo de organización laboral carac-
terizado por una elevada proporción de actividades de
subcontratación y por inestabilidad en el empleo (OIT,
1998). En Brasil, la rotación laboral sigue siendo bas-
tante alta comparada con los estándares europeos o
incluso estadounidenses, una situación que Amadeo y
Camargo (1997) caracterizan como un caso de flexi-
bilidad “excesiva” del empleo.

¿La declinación manifiesta de la protección del
empleo se ha compensado con menores tasas de des-
empleo global? La literatura empírica sobre la relación
entre costos por terminación de contrato y tasas de
desempleo no arroja conclusiones firmes. Los datos
nacionales sugieren generalmente que los efectos de
primer orden de la protección del empleo son distri-
butivos: los beneficiarios tienden a ser hombres más
viejos en desmedro de mujeres más jóvenes. Pero la
relajación de la legislación de protección del empleo
parece tener pocos efectos sobre el nivel de empleo
global. Los escasos datos al respecto provenientes de
América Latina son compatibles con esas conclusio-
nes (Márquez y Pages, 1998).

El cuadro 4 presenta las tasas de desempleo en 16
países latinoamericanos, correspondientes a tres
subperíodos posteriores a 1981 (1981-1988, 1989-1993
y 1994-1998). En la mayoría de los países, el patrón
de desempleo tiene forma de U. Los primeros años tras
la crisis de la deuda fueron, en general, de alto des-
empleo. Este disminuyó a fines de los años ochenta,
pero posteriormente se ha elevado desde mediados de
los noventa. Brasil, México, Uruguay y Venezuela pre-
sentan este patrón. Pero también hay excepciones. En
Chile, el desempleo se ha mantenido muy por debajo
de los niveles registrados en la primera mitad de los
años ochenta. En Argentina, ha aumentado en forma

CUADRO 4
América Latina (16 países): Tasas
de desempleo
(En porcentaje)

1981-1988 1989-1993 1994-1998

Argentina 5.4 7.6 15.3
Bolivia 7.6 6.9 3.6
Brasil 5.6 4.7 5.7
Chile 14.9 7.2 7.6
Colombia 11.6 9.9 10.4
Costa Rica 6.2 4.4 5.4
Ecuador 8.2 8.1 8.8
El Salvador 9.4 8.5 7.2
Guatemala 9.1 4.1 4.0
Honduras 10.3 7.1 5.6
México 4.0 2.9 4.8
Nicaragua 13.0 14.7 16.5
Paraguay 5.6 5.6 6.0
Perú 6.9 8.3 7.8
Uruguay 11.3 8.8 10.8
Venezuela 10.4 8.4 10.5

Fuente: Banco Interamericano de Desarrollo (BID, s/f).

más o menos sostenida desde principios de los años
ochenta para los trabajadores con cualquier nivel de es-
pecialización (Pessino, 1997). Llama la atención que
la mitad de los países del cuadro (ocho de dieciséis)
tuvieron tasas de desempleo más elevadas en 1994-
1998 que en 1981-1988 (Argentina, Brasil, Ecuador,
México, Nicaragua, Perú, Paraguay y Venezuela).

Por lo tanto, la menor protección del empleo se
acompañó de niveles de desempleo crecientes durante
los años noventa en la mayoría de los países de la re-
gión. Aunque es posible que el desempleo se hubiera
elevado más si los sindicatos no hubieran perdido afi-
liados y no se hubieran debilitado otras protecciones
del empleo, los datos internacionales sugieren que éste
no es un escenario muy probable. Los riesgos de pér-
dida del empleo seguido de un período de desempleo
parecen haber aumentado claramente.

IV
La volatilidad macroeconómica y su relación con
el ingreso de los hogares: una descomposición

Aunque el temor a la reducción drástica del ingreso
asociada a la pérdida del empleo y el desempleo es un
componente importante de la inseguridad económica,

otro componente es la mera volatilidad de los ingre-
sos de los hogares. Según lo han destacado Gavin y
Hausmann (1996) en sus escritos, América Latina es
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una región volátil, donde la desviación estándar de las
tasas de crecimiento del producto nacional bruto (PNB)
tiende a ser, en general, alrededor del doble del nivel
observado en las economías industrializadas. En cada
hogar, lo que interesa es la volatilidad de su propia
corriente de ingresos. Si bien, por definición, no todos
los hogares pueden protegerse con éxito de la vola-
tilidad media de la economía (captada por los movi-
mientos del PNB agregado), la distribución de la incer-
tidumbre entre los hogares sí depende de la medida en
que los riesgos de los hogares varían con el producto
nacional.6

Podemos expresar la relación entre la volatilidad
del ingreso del hogar y del ingreso nacional utilizan-
do una descomposición simple basada en la identidad:

d y d y d y d yit t it tln ln ( ln ln )≡ + −

donde yit e yt son los ingresos del hogar y nacional en
el tiempo t, y d ln yit y d ln yt son la tasa de crecimiento
del ingreso del iésimo hogar y del PNB, respectivamen-
te. Definamos las tasas de crecimiento del hogar y na-
cional como:

d ln yit = δit

d ln yt = δt

Además, que la tasa de crecimiento del ingreso
del hogar en relación con el promedio nacional esté
dada por:

( ln ln ) .d y d yit t it− = ρ

Ahora, podemos descomponer la volatilidad del
crecimiento del ingreso del iésimo hogar en tres tér-
minos separados.

σ σ σ ρ δδ δ ρi i it t
2 2 2 2= + + cov( , ).

El primer término representa la volatilidad de la
economía nacional (  ). Este término capta las
macroperturbaciones a que está sujeta la economía y
es la volatilidad en que se centra el trabajo de Gavin y
Hausmann (1996). El segundo término es la volatilidad
de los ingresos relativos del hogar (    ). Éste capta las

perturbaciones puramente idiosincrásicas que golpean
un hogar determinado. Por último, el tercer término es
la covarianza entre las tasas de crecimiento del PNB y
los ingresos relativos del hogar (               ). Este
término será positivo cada vez que el ingreso relativo
del hogar sea procíclico, es decir, cuando el ingreso del
hogar crece más rápido que el promedio en épocas pro-
picias para la economía nacional y más lento que el
promedio en épocas adversas. Por cierto que el tercer
término no puede tener el mismo signo para todos los
hogares de la economía. Lustig (1999) cita estudios que
demuestran que por cada punto porcentual en que cae
el crecimiento, la pobreza aumenta 2%. Si los pobres
son más vulnerables a las recesiones económicas, como
indican estos estudios, el tercer término será positivo
para los hogares situados al pie de la escala de distri-
bución del ingreso y negativo para los hogares situa-
dos en la cima.

La descomposición sirve para organizar nuestro
pensamiento sobre cómo abordar mejor la incertidum-
bre a nivel del hogar. Destaca tres fuentes de incerti-
dumbre con tres clases diferentes de implicaciones en
materia de políticas. Si la mayor parte de la incertidum-
bre está a nivel macroeconómico, mejorar la calidad
de las políticas macroeconómicas sería el método más
directo y efectivo de reducir el riesgo del hogar. En
cambio, si la mayor parte de ella es idiosincrásica,
específica de cada hogar, lo que se necesita es simple-
mente un seguro (suministrado por el sector privado o
el gobierno). Y si parte considerable de la incertidum-
bre se origina en la excesiva susceptibilidad de deter-
minados hogares a las recesiones macroeconómicas,
entonces habrá que identificar esos hogares y asegu-
rarse de que los mecanismos de transferencia sean
i) focalizados en forma adecuada, y ii) resistentes a las
macroperturbaciones.7

Para efectuar esta descomposición se requieren
datos de paneles repetidos de hogares que no existen
para muchos países. Las encuestas de medición de
niveles de vida de Perú sí los ofrecen. Glewwe y Hall
(1998) los han utilizado con el fin de identificar los
hogares que son más vulnerables a las perturbaciones.

Con el fin de mostrar cómo puede utilizarse la
descomposición, realizaré un ejercicio muy burdo ba-
sado en datos sobre salarios reales medios de fácil
obtención. El ejercicio consiste en hacer cálculos

6 Para los fines de este análisis, el ingreso nacional y el PNB son
intercambiables.

7 Véase Lustig (1999), en particular sobre el diseño de medidas en
favor de los pobres ante perturbaciones adversas. Lustig aboga por
la institución de redes de seguridad anticíclicas para proteger a los
pobres de la vulnerabilidad excesiva a las recesiones económicas.

σδ
2

σ ρ i

2

cov ,( )ρ δit t
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ilustrativos para el hogar de un trabajador promedio.
Consideremos un hogar cuya única fuente de ingresos
son los salarios, que percibe el salario medio de la
economía y que no puede variar las horas trabajadas.
La descomposición de la volatilidad pertinente para
este hogar puede escribirse así:

σ σ σ ρ δδ ρw
2 2 2 2= + + cov ,(  ),

donde       representa la volatilidad del crecimiento del
salario real,     representa la volatilidad de los salarios
reales en relación con el PNB, y los demás términos
tienen las interpretaciones obvias. Como antes, la ecua-
ción descompone la volatilidad del salario del trabaja-
dor medio en tres componentes: un término macro-
económico, un término idiosincrásico y un término de
covarianza.

 Cabe formular aquí una advertencia importante:
el hecho de basar los cálculos en el salario medio de
toda la economía conspira contra la finalidad de la
metodología de descomposición, pues empaña la dis-
tinción entre el riesgo idiosincrásico y el macroeconó-
mico. Se omite la incidencia de riesgo entre los traba-
jadores. La única fuente de riesgo idiosincrásico que
este cálculo particular puede captar es la que afecta al
ingreso laboral medio (sector formal) en relación con
otras fuentes de ingreso. Por esa razón, no puede pen-
sarse que el ejercicio ofrece una guía precisa sobre la
magnitud relativa de los riesgos idiosincrásicos y ma-
croeconómicos. Es sólo una guía ilustrativa sobre la
experiencia de un trabajador “promedio”.

 El cuadro 5 muestra los cálculos para cuatro
países (Chile, México, Perú y Venezuela), selecciona-
dos según la disponibilidad de datos salariales reales,
en dos subperíodos posteriores a 1980. El resultado
principal que se advierte en este cuadro es la diferen-
cia entre Chile y los demás países de la muestra. Pri-
mero, la volatilidad de los salarios reales se incrementó
notoriamente en los años noventa en todos los países,
salvo en Chile. En este último el crecimiento salarial
fue considerablemente más estable en el período pos-
terior al colapso de los años ochenta. Segundo, el cre-
cimiento de los salarios en relación con el ingreso
nacional es o bien procíclico (Perú) o pasó a serlo en
los años noventa (México y Venezuela), pero no así
en Chile. En otras palabras, la volatilidad macroeco-
nómica se transmite a los salarios en estos países de
una manera magnificada. Tercero, el componente
idiosincrásico de la volatilidad salarial representa para
el trabajador promedio alrededor de la mitad o menos
de la volatilidad salarial total de los países considera-
dos, salvo Chile. Por lo tanto, las macroperturbaciones
y su interacción con los movimientos salariales son una
parte importante —si no la más importante— de la
incertidumbre salarial en México, Perú y Venezuela.
En Chile, es el componente idiosincrásico de los mo-
vimientos salariales el que ejerce la influencia domi-
nante.

Estos cálculos y conclusiones son necesariamen-
te provisionales, sobre todo porque uno quisiera efec-
tuar las descomposiciones con datos a nivel del hogar
en vez de usar los salarios medios. No obstante, son
indicadores del papel importante y creciente que des-

σ w
2

σ ρ
2

CUADRO 5

América Latina (cuatro países): Descomposición de la volatilidad del salario reala

Var (d ln w) Var (d ln y) Var (d ln w – d ln y) 2xcov (d ln y, d ln w – d ln y)
Períodos Valor Porcentaje Valor Porcentaje Valor Porcentaje Valor Porcentaje

Chile 1981-1986 2.13 100 0.77 36 3.13 147 –1.77 –83
1987-1992 0.22 100 0.13 60 0.29 131 –0.20 –91

México 1984-1989 0.40 100 0.66 165 0.21 54 –0.48 –119
1990-1995 0.86 100 0.35 41 0.42 48 0.09 11

Perú 1983-1988 3.11 100 1.30 42 1.12 36 0.70 23
1989-1994 6.90 100 1.61 23 3.25 47 2.04 30

Venezuela 1983-1988 0.36 100 0.34 93 1.16 320 –1.13 –312
1989-1994 1.77 100 0.53 30 0.91 51 0.33 19

Fuente: Calculado con datos del Banco Mundial (1999), del FMI (varios años) y del BID ( s/f).

a Las varianzas y covarianzas se han multiplicado por 100.
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empeña la inestabilidad macroeconómica —además de
las perturbaciones idiosincrásicas— en impulsar la in-
certidumbre respecto del ingreso en los trabajadores de
la región. Esto implicaría que una mayor estabilidad
del entorno macroeconómico debería hacer una con-
tribución sustancial —quizá en algunos casos más que
los propios programas de seguro social— a la seguri-
dad económica de los trabajadores.

América Latina y el Caribe es en efecto una re-
gión con un nivel muy elevado de volatilidad macro-
económica agregada. Aunque la volatilidad ha dismi-
nuido un tanto desde los años de la crisis de la deuda,
todavía permanece alta en términos comparativos. El
cuadro 6 muestra las cifras de volatilidad para los
países de la región correspondientes a los años ochen-
ta y noventa. En términos no ponderados, la volatilidad
del crecimiento medio del PNB se ha reducido de 4.5
puntos porcentuales durante los años ochenta a 3.2

puntos en los años noventa. Aun así, es todavía el doble
de la que experimenta una economía industrial como
la de los Estados Unidos. Además, en varios casos
importantes, la volatilidad ha aumentado: en Argenti-
na y Venezuela, países con niveles de volatilidad su-
periores al promedio, los años noventa han sido, inclu-
so, más volátiles que los ochenta.

El cuadro 7 muestra una comparación a más lar-
go plazo con los años sesenta y setenta para los países
más grandes de la región. En vez de presentar desvia-
ciones estándares brutas, he preferido entregar las ci-
fras en forma algo diferente. Las de este cuadro res-
ponden a la siguiente pregunta: ¿cuál es la probabili-
dad en un año dado de que el ingreso per cápita baje
5% o más? Puesto que la inseguridad económica sue-
le basarse en el temor a una caída abrupta del ingreso,
ésta parecería ser una medida mejor que la propia
volatilidad. He basado mis cálculos en los promedios

CUADRO 6
América Latina y el Caribe (26 países): Indicadores de la volatilidada

Volatilidad de la relación Volatilidad de los
Volatilidad del PNB de intercambio del ingreso flujos de capital privado

País Años 80 Años 90 Años 80 Años 90 Años 80 Años 90

Argentina 0.048 0.050 0.007 0.004 0.032 0.058
Bahamas 0.028 0.023
Barbados 0.052 0.030 0.047 0.045
Belice 0.032 0.010 0.031 0.011
Bolivia 0.045 0.031 0.009 0.016 0.025 0.003
Brasil 0.044 0.039 0.008 0.003 0.009 0.040
Chile 0.070 0.027 0.021 0.029 0.049 0.018
Colombia 0.015 0.016 0.019 0.011 0.010 0.012
Costa Rica 0.045 0.024 0.042 0.014 0.068 0.028
República Dominicana 0.047 0.043 0.030 0.035 0.023 0.036
Ecuador 0.044 0.012 0.030 0.027 0.035 0.009
El Salvador 0.027 0.007 0.039 0.022 0.026 0.009
Guatemala 0.049 0.052 0.013 0.013 0.011 0.006
Guyana 0.026 0.024 0.063 0.197 0.058 0.051
Haití 0.017 0.069 0.026 0.016 0.004 0.014
Honduras 0.036 0.024 0.026 0.040 0.010 0.014
Jamaica 0.042 0.038 0.039 0.024
México 0.051 0.023 0.016 0.008 0.029 0.017
Nicaragua 0.069 0.026 0.032 0.060
Panamá 0.083 0.053 0.021 0.019
Paraguay 0.035 0.015 0.020 0.011 0.021 0.016
Perú 0.047 0.019 0.014 0.006 0.017 0.032
Suriname 0.060 0.074 0.140 0.034
Trinidad y Tabago 0.043 0.022 0.037 0.032
Uruguay 0.055 0.028 0.026 0.008 0.037 0.033
Venezuela 0.050 0.052 0.060 0.030 0.085 0.104

Media 0.045 0.032 0.026 0.028 0.037 0.028
Mediana 0.045 0.027 0.023 0.016 0.031 0.024

a La volatilidad se calcula como la desviación estándar de las tasas de crecimiento anual del PNB y la relación de intercambio del ingreso,
y la desviación estándar de los flujos brutos de capital privado como proporción del PNB. La información sobre el PNB y la relación de
intercambio proviene de la base de datos del BID, y aquella sobre los flujos de capital privado proviene de Banco Mundial (1999).
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CUADRO 7
América Latina (ocho países):
La inseguridad económica en una
perspectiva de largo plazo
(Probabilidad de que el ingreso per cápita
caiga 5% en un año, en porcentaje)

Años 60 Años 70 Años 80 Años 90

Argentina 7.9 5.4 36.5 3.3
Brasil 2.3 0.2 12.4 14.4
Chile 0.4 25.5 17.5 0.0
Colombia 0.0 0.0 0.5 0.0
México 0.0 0.0 17.1 19.0
Perú 3.5 3.6 36.5 17.8
Uruguay 4.3 0.3 28.7 0.4
Venezuela 5.4 1.5 37.3 9.0

Media 3.0 4.6 23.3 8.0
Mediana 2.9 0.9 23.1 6.1

Fuente: Cálculos del autor, basados en los promedios decenales de
las tasas de crecimiento del ingreso per cápita y su desviación
estándar y suponiendo que las tasas de crecimiento se distribuyen
en forma idéntica y normal en una década.

decenales de las tasas de crecimiento y sus desviacio-
nes estándares, suponiendo que las tasas de crecimiento
anual se distribuyen en forma idéntica y normal. Para
una tasa de crecimiento dada, la probabilidad de una

declinación del ingreso de 5% aumenta con la volati-
lidad. Por otra parte, para un nivel dado de volatilidad
(expresado como la desviación estándar del crecimien-
to), la misma probabilidad es declinante en la tasa de
crecimiento medio. Por ende, las probabilidades seña-
ladas en el cuadro 7 combinan la información tanto de
la tasa de crecimiento del ingreso como de su volati-
lidad.

El cuadro revela que los años noventa registran
una enorme mejoría con respecto a los ochenta. Pero
también deja en claro que para la mayoría de los paí-
ses indicados, la inseguridad del ingreso agregado es
sustancialmente mayor en los años noventa de lo que
era en los años sesenta y setenta. En Brasil, México,
Perú y Venezuela, la probabilidad de que los ingresos
medios bajen 5% o más fluctúa en el rango de 10% a
20%, muy por encima de los niveles anteriores a los
años ochenta. Puede decirse que sólo Argentina y Chile
han exhibido mejorías claras en la seguridad del ingre-
so conforme a esta medición. Tomando la muestra de
países en su conjunto, la probabilidad media de una
contracción abrupta del ingreso (de 5% o más) en los
años noventa es alrededor del doble de la observada
en los años sesenta y setenta (8.0% contra 3.0% y
4.6%, respectivamente).

V
Las fuentes de la volatilidad macroeconómica:
la importancia de los flujos de capital

Las causas de la volatilidad macroeconómica en Amé-
rica Latina han sido investigadas por Hausmann y
Gavin (1996). Como lo destacan estos autores, la
volatilidad es impulsada tanto por perturbaciones ex-
ternas como por fallas de política internas. En el fren-
te externo, la inestabilidad de la relación de intercam-
bio y de los flujos de capital son los factores claves
(véase algunos datos sobre ellos en el cuadro 6). En lo
que toca a las políticas, el colapso de los regímenes de
cambio fijo y las políticas monetarias erráticas han
desempeñado generalmente un gran papel. Por ende,
en general han pesado tanto las perturbaciones
exógenas como las instituciones y políticas internas.

Para los años noventa, los datos sugieren que la
inestabilidad de los flujos de capital privado ha sido
quizá el factor principal de la volatilidad macro-

económica. Este es el mensaje central que surge de las
regresiones del cuadro 8.

Dicho cuadro muestra los resultados de regresar
promedios de la volatilidad del crecimiento del PNB,
tanto para los años ochenta como para los noventa, res-
pecto a varios elementos determinantes: la volatilidad
de la relación de intercambio, la volatilidad de los flu-
jos brutos de capital privado, la volatilidad de las con-
diciones monetarias, la profundización financiera, el
ingreso per cápita y una variable ficticia para los años
noventa.8 La primera columna del cuadro, que agrupa
los promedios de ambas décadas (y contiene hasta dos

8 Véase un análisis transnacional de índole similar en Easterly, Is-
lam y Stiglitz (1999).
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observaciones por país), indica que la volatilidad de los
flujos de capital es un correlato altamente significati-
vo de la volatilidad del PNB. El coeficiente estimado de
la volatilidad de la relación de intercambio es insigni-
ficante. La profundización financiera (sustituida por
M2/PNB) parece no importar. La volatilidad de las con-
diciones monetarias internas es estadísticamente sig-
nificativa, pero sólo a un nivel de confianza de 90%.
La variable ficticia correspondiente a los años noven-
ta es negativa y significativa, con un coeficiente esti-
mado que es aproximadamente igual a la declinación
de la volatilidad media del PNB entre las dos décadas.
Por último, hay una asociación negativa y significati-
va entre ingreso per cápita y volatilidad. La segunda
columna del cuadro 8 omite las variables insignifican-
tes (la volatilidad de la relación de intercambio y la
profundización financiera) para obtener algunas obser-
vaciones adicionales. Los resultados permanecen inva-
riables. En particular, la volatilidad de los flujos bru-

tos de capital privado participa con un coeficiente muy
significativo.

Las dos últimas columnas del cuadro 8 muestran
los resultados cuando las regresiones se ejecutan dé-
cada por década. Observamos que la asociación entre
la volatilidad del PNB y la volatilidad de los flujos de
capital privado es particularmente estrecha en los años
noventa. De hecho, junto con el ingreso per cápita, la
volatilidad de los flujos de capital explica aproxima-
damente la mitad de la variación internacional de la
volatilidad del PNB en América Latina durante los años
noventa (comparada con menos de 20% durante los
años ochenta). La estimación del coeficiente indica que
un punto de aumento de la desviación estándar de los
flujos brutos de capital privado (expresados como
porcentaje del PNB) se asoció con un incremento de la
desviación estándar de las tasas de crecimiento del PNB

de más de medio punto porcentual. La relación excep-
cionalmente estrecha durante los años noventa entre la

CUADRO 8
América Latina y el Caribe: Determinantes de la volatilidad del
producto nacional bruto, años ochenta y noventaa

Variable dependiente: desviación estándar de las tasas de crecimiento del PNB

(1) (2) (3) (4)

Constante 0.087* 0.067* 0.044 0.079*
(0.029) (0.019) (0.031) (0.024)

Log. ingreso per cápita –0.009** –0.006** –0.003 –0.009**
(0.004) (0.003) (0.005) (0.003)

Volatilidad de la política 0.011*** 0.010*** 0.012 0.003
monetaria (desv. est. del (0.006) (0.005) (0.007) (0.009)
crecimiento de M1)

Volatilidad de la relación –0.049
de intercambio del ingreso (0.112)

Volatilidad de los flujos 0.505* 0.454* 0.419** 0.509*
brutos de capital privado (0.130) (0.099) (0.177) (0.127)

Profundidad financiera 0.0000
(M2/PNB) (0.0003)

Variable ficticia para los –0.010** –0.010**
años noventa (0.005) (0.004)

Período cubierto Años 80 Años 80 Sólo años 80 Sólo años 90
Años 90 Años 90

N 36 44 22 22
R2 ajustado 0.39 0.41 0.16 0.46

a Las regresiones usan hasta dos observaciones por país, una para los años ochenta y otra para los noventa. Los errores estándar están entre
paréntesis. Los asteriscos indican los niveles de significancia:* 99%; ** 95%; *** 90%. Se excluyen de las muestras utilizadas en estas
regresiones cuatro países pequeños que registran flujos de capital privado muy volátiles: Suriname, Panamá, Bahamas y Nicaragua.
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volatilidad de los flujos de capital y la volatilidad del
PNB en la región figura también en el gráfico 2. Como
se indica en dicho gráfico, algunos de los países más
pequeños de la región con poco acceso a los flujos de
capital privado (Bolivia y Guatemala) han tenido los
niveles más bajos de volatilidad macroeconómica.
Argentina y Venezuela están en el extremo opuesto,
con riesgo muy elevado de volatilidad en los flujos de
capital privado y, por consiguiente, con altos niveles
de macrovolatilidad. Países como Brasil, Chile y Co-
lombia, que han regulado flujos de capital privado,
figuran en una situación más bien intermedia.

Es posible interpretar estos resultados de una ma-
nera diferente, poniendo de relieve la causalidad en la
dirección opuesta. Tal vez los flujos de capital respon-
dan sencillamente a la volatilidad subyacente en el en-
torno económico y no sean un factor determinante de
ella. Esta sería la interpretación apropiada conforme a
las premisas de que los flujos de capital privado siguen
a las variables macroeconómicas fundamentales y que
no hay equilibrios múltiples, de modo que los flujos de
capital no constituyen una fuente de perturbaciones in-
dependiente. Sin embargo, incluso en este escenario
nuestros resultados indican que los flujos de capital, por
ser muy sensibles a otras perturbaciones, podrían
magnificarlas. En este sentido, los países que están muy

GRAFICO 2
Relación entre la volatilidad del PNB y la
volatilidad de los flujos brutos de capital
privado durante los años noventa
(considerando el ingreso per cápita y la
volatilidad monetaria)
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abiertos a las corrientes de capital privado pueden su-
frir una volatilidad adicional generada por reversiones
de esas corrientes, aunque los flujos de capital respon-
dan sólo a las variables macroeconómicas fundamenta-
les. Este aspecto se retoma con mayor detalle en la sec-
ción siguiente, que muestra cómo la movilidad del ca-
pital agrava el riesgo para la economía nacional, inclu-
so en casos en que el capital responde sólo a perturba-
ciones exógenas de la productividad.

VI
La movilidad del capital y la incidencia del
riesgo macroeconómico

La observación de que los flujos de capital erráticos
son un correlato estrecho de la volatilidad macroeco-
nómica tiene una connotación importante para la dis-
tribución del riesgo macroeconómico entre los hoga-
res del país. Tal como destacaba la descomposición en
una sección previa, los hogares cuyo ingreso relativo
covaría con el promedio nacional corren un mayor ries-
go en materia de ingreso que aquéllos cuyos ingresos
relativos son anticíclicos. En particular, como se des-
tacó en mi ilustración empírica, los trabajadores cuyos
salarios reales son procíclicos —aumentan más que el
ingreso nacional en épocas propicias, y bajan más que
éste en épocas adversas— sufren desproporcionada-
mente con la volatilidad macroeconómica.

Una consecuencia de la movilidad del capital es
precisamente que una mayor proporción del riesgo

macroeconómico se traslada a los factores de produc-
ción nacionales —como el trabajo— que no son mó-
viles en el plano internacional. Dado que el capital
puede entrar y salir en respuesta, por ejemplo, a los
cambios bruscos de la productividad interna, puede
evadir el riesgo que plantea el carácter estocástico del
entorno económico nacional. Pero los flujos de capi-
tal imponen con ello una externalidad a los grupos
inmóviles en el plano internacional, porque estos últi-
mos tienen ahora que asumir una mayor proporción del
riesgo que no es posible diversificar en el país.

Un modelo sencillo, adaptado de Rodrik (1997,
cap. 4) ilustra como opera esto. Supongamos una eco-
nomía pequeña abierta que produce (y exporta) un solo
bien, cuyo precio es determinado en los mercados
mundiales. Este bien es producido bajo rendimientos
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de escala constantes y utilizando trabajo y capital. A
diferencia del trabajo, el capital puede cruzar las fron-
teras, pero a un cierto costo. La magnitud de este cos-
to será el parámetro que capte el grado de movilidad
del capital en la economía. El trabajo, cuyo bienestar
es el centro del análisis, sólo consume lo importable.
La única fuente de incertidumbre del modelo es el nivel
de productividad en el sector exportable, que se supo-
ne es estocástico. El ingreso del trabajo se compone
del ingreso salarial más lo proveniente de un impues-
to al capital nacional.

Sea la función de producción del sector exporta-
ble pf(k,l), con las condiciones habituales de regulari-
dad: fk>0, fl>0, fkk<0, fll<0, y fkl>0. El parámetro de
productividad estocástica está dado por p. (De igual
forma podríamos pensar que p es la relación de inter-
cambio). Normalizamos la dotación fija de trabajo de
la economía a la unidad, de modo que la función de
producción pueda expresarse también como pf(k). El
acervo de capital de propiedad nacional se fija exóge-
namente en k0. Nótese que k, el capital utilizado en el
país, puede diferir de k0 ya que el capital entra y sale
del país. Un supuesto clave es que los capitalistas in-
curren en un costo creciente cuando el capital cruza las
fronteras. Podemos pensar que esto equivale al costo
de instalar un negocio en un entorno menos familiar,
de transportar de vuelta los bienes finales a la econo-
mía matriz, de comunicarse con las filiales en un país
diferente, etcétera. La mayor movilidad del capital se
captará en el modelo por reducciones del parámetro λ.

El modelo puede describirse en tres ecuaciones:

r = pfk(k) – τ [1]

r = r* – λ(k0 – k) [2]

w = pft(k) [3]

La rentabilidad interna del capital (r) está dada por el
valor marginal del producto del capital una vez dedu-
cido el impuesto interno. El comercio internacional de
servicios de capital exige que esta rentabilidad sea igual
a la internacional (r*) menos un margen que está rela-
cionado con el costo de trasladar el capital al exterior.
Por lo tanto, una salida de capital que redujera el acervo
de capital en el país a k1 deprimiría la rentabilidad que
perciben los capitalistas nacionales a r* - λ(k0 - k1). La
ecuación [2] expresa esta condición de arbitraje. Por
último, la ecuación [3] establece que el salario interno
(w) es igual al valor marginal del producto del traba-
jo. Estas tres ecuaciones determinan las tres variables
endógenas del sistema, w, r, y k.

El gráfico 3 ilustra cómo funciona el modelo. La
curva de pendiente descendente muestra la relación
negativa entre r y k expresada en la ecuación [1]. Al
desplazarse la productividad interna (p), también lo
hace esta curva. Intuitivamente, para todo monto dado
de capital invertido en el país, el rendimiento del ca-
pital fluctúa a la par de la productividad en el sector
exportable. A su vez, la curva de pendiente ascenden-
te representa la relación expresada en la ecuación [2].
Se muestran dos versiones de esta curva, una para λ
elevada (escasa movilidad del capital) y otra para λ
baja (gran movilidad del capital). Mientras más baja
es λ, más plana es esta curva. En el límite, con un ca-
pital totalmente móvil a costo nulo, la curva sería ho-
rizontal y fijaría la tasa interna de rentabilidad en r*.

Denótese por k(p, τ, λ) el nivel de equilibrio del
capital empleado en el país. Considérese un equilibrio
inicial donde la combinación de parámetros es tal que
k(p, τ, λ) = k0 . En este equilibrio, representado por A
en el gráfico 3, r = r*. Las variaciones de λ no tendrían
efecto sobre w o k (o r) a partir de este equilibrio ini-
cial, puesto que

dk
d
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p f -
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d

 =  p f  k -  k
p f -

0
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0
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λ λ
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
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y ambas expresiones son iguales a cero cuando k = k0.
Intuitivamente, fijamos el equilibrio inicial de manera
que el capital no tenga ningún incentivo para entrar o
salir de la economía nacional, y por consiguiente las

GRAFICO 3
Funcionamiento del modelo
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variaciones del costo de la movilidad no tienen impor-
tancia (manteniendo p constante).

Considérese ahora qué ocurre si p fluctúa. La
reducción de p deprime el rendimiento interno del
capital y provoca una salida de capital, cuya magnitud
es inversamente proporcional a λ. Como lo demuestra
el gráfico, mientras mayor es la movilidad del capital,
más amplias son las fluctuaciones del acervo de capi-
tal interno en respuesta a las variaciones del precio
mundial. Formalmente,

dk
dp

 =  
f

 -  pf
 >  0,k

kkλ

que decrece respecto a λ. Las consecuencias para la
fuerza de trabajo pueden deducirse fácilmente. Dado
que el salario interno (en términos de lo importable)
está determinado por el valor marginal del producto del
trabajo en lo exportable —ecuación [3]— , la movili-
dad del capital acentúa la fluctuación del salario de
consumo. Mientras más baja es λ, mayor es la ampli-
tud de las fluctuaciones en w:

  

dw
dp

 =  f  +  p f f
 -  p f

 >  0,l
k k

kk

l

λ

que es decreciente en λ.
De hecho, las cosas son incluso peores para el

trabajo en la medida en que parte del ingreso de los
trabajadores proviene del impuesto al capital. Siendo
I el ingreso (real) de los trabajadores,

I = w + τk

Por lo tanto, las fluctuaciones de I provienen no
sólo de las fluctuaciones salariales, sino también de
las fluctuaciones de la base impositiva (k) a medida
que el capital va y viene en busca de rendimientos
mayores.

Así, al hacer el capital más sensible a los cam-
bios de la productividad interna, la movilidad del ca-
pital magnifica la amplitud de las fluctuaciones de los
ingresos de los trabajadores en el país. El efecto se pro-
duce porque los ingresos de los trabajadores dependen
no sólo de la productividad interna, sino también de i)
el acervo de capital interno, que fluctúa en respuesta a
los cambios bruscos de la productividad, y ii) la base
impositiva de la economía, que también fluctúa en
mayor medida como resultado de la movilidad del
capital. El efecto de tal movilidad es que el trabajo está
expuesto a un mayor riesgo macroeconómico. Esto
puede considerarse con propiedad como una
externalidad negativa que el capital impone al trabajo.
Además, cuando la movilidad del capital es suficien-
temente elevada, se torna imposible compensar el tra-
bajo mediante ajustes adecuados del impuesto al capi-
tal: la movilidad del capital permite que los capitalis-
tas evadan el impuesto, lo que deja a los trabajadores
en peor situación aún. El modelo capta de manera es-
quemática un dilema de política que se plantea en todo
el mundo, pero con especial fuerza en América Lati-
na, donde la volatilidad de los flujos de capital es par-
ticularmente significativa.

VII
Los tipos de cambio, la movilidad del capital
y la volatilidad macroeconómica

Ya se ha señalado la asociación entre política cambiaria
y volatilidad macroeconómica: el colapso de tipos de
cambio fijos insostenibles ha sido tradicionalmente una
fuente importante de inestabilidad para los países lati-
noamericanos. Una de las observaciones de Hausmann
y Gavin (1996) es que los países con tipos de cambio
flexibles han experimentado una menor volatilidad del
PNB que los países con tipos de cambio fijos. Una ra-
zón es que se evitan las crisis monetarias. La otra es
que los tipos de cambio flexibles aíslan mejor que los

fijos de las perturbaciones reales: una baja de la pro-
ductividad en los sectores transables o de la relación
de intercambio puede solucionarse con una deprecia-
ción monetaria inmediata, soslayando un proceso de
ajuste que en un régimen de tipo de cambio fijo ten-
dría que producirse a través de variaciones de los pre-
cios internos y tardaría mucho más.

La movilidad del capital en los años noventa ha
socavado la capacidad de los tipos de cambio flexibles
para cumplir esa función estabilizadora. Cuando no son
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fijos, los tipos de cambio se han guiado menos por las
perturbaciones de la competitividad o las fluctuacio-
nes de la balanza comercial y más por el deseo de
mantener los flujos de capital a corto plazo y la con-
fianza de los inversionistas. Michael Gavin sintetiza así
la respuesta en la región a las perturbaciones ocurri-
das a partir de la crisis asiática:

El primer hecho estilizado es que pese a la mag-
nitud de las perturbaciones externas, la mayoría
de los países usó su flexibilidad cambiaria con
mucha parsimonia... En Perú —un país con un
tipo de cambio flotante oficial que fue afectado
severamente por El Niño y el colapso de la rela-
ción de intercambio— la devaluación acumulativa
apenas se mantuvo a la par de la inflación. Chile
también permitió movimientos mínimos de su tipo
de cambio pese a la gran caída del precio del
cobre y de la demanda asiática de sus exportacio-
nes (Gavin, 1999, p. 3).

El autor citado pasa a analizar cómo la política
que se eligió como respuesta fue la de recurrir en cam-
bio a la tasa de interés, que se utilizó agresivamente
para defender el tipo de cambio. En otras palabras, en
vez de dejar que el tipo de cambio nominal se depre-
ciara lo suficiente para dar un impulso a la economía
real, los gobiernos latinoamericanos optaron por res-
tringir las condiciones monetarias para impedir la de-
preciación. La política cambiaria se desvinculó de las
necesidades de la economía real.

El cuadro 9 ofrece una visión más sistemática de
lo anterior al analizar la correlación entre los tipos de
cambio reales y los flujos de la balanza de pagos de
diferentes clases. El ejercicio está inspirado en uno
similar publicado por la OIT (1999, cuadro 3), que sólo
abarca un país latinoamericano. En él se calculan los
coeficientes de correlación entre los movimientos tri-
mestrales del tipo de cambio real y los flujos de dos
clases: flujos “reales” y flujos “financieros”. La prime-
ra categoría de flujos se define como la suma de la
cuenta corriente y la afluencia de inversión extranjera
directa (IED). La segunda categoría abarca todos los
movimientos de la cuenta de capital salvo la IED y las
variaciones de las reservas, e incluye errores y omi-
siones.9 El ejercicio se realiza para todos los principa-

les países latinoamericanos sobre los cuales el FMI ha
publicado en las International Financial Statistics da-
tos trimestrales pertinentes por algún tiempo durante
los años noventa. Son seis países en total.

Los resultados entregan un relato consistente. La
correlación entre los flujos financieros y los movimien-
tos del tipo de cambio real es negativa en todos los
casos, salvo en Perú. Esto indica que hay una tenden-
cia general a que el tipo de cambio real se aprecie en
respuesta a la afluencia financiera. La correlación en-
tre el tipo de cambio real y los flujos reales, por otra
parte, es positiva en cinco de los seis casos (aquí Chi-
le es la excepción). En otras palabras, en todos los
países, salvo Chile, el deterioro de la cuenta corriente
(y del balance de la IED) está vinculado con una apre-
ciación del tipo de cambio real.

 Lo que estos resultados parecen reflejar es un
patrón cada vez más habitual en que los flujos finan-
cieros llevan las riendas del tipo de cambio real. En lo
que respecta a la demanda estabilizadora de la produc-
ción interna, el tipo de cambio tiende a moverse en la
dirección “correcta” en el caso de los flujos financie-
ros —una reducción de las entradas deprecia el tipo de
cambio real—, pero al moverse en la dirección “erra-
da” en el caso de los flujos comerciales, un deterioro
de la cuenta corriente se acompaña de una apreciación
del tipo de cambio real. Este patrón es clarísimo en el

CUADRO 9
América Latina (seis países): Correlaciones
entre el tipo de cambio real y los flujos de
la balanza de pagosa

Coeficiente de correlación entre el
tipo de cambio real y:

Cuenta corriente Entradas Períodob

 + IED financieras

Argentina 0.19 –0.52* 89T2-98T4
Brasil 0.40*** –0.23 93T1-97T4
Chile –0.24 –0.03 89T1-98T4
México 0.68* –0.69* 89T1-98T4
Perú 0.40 0.21 94T1-97T4
Venezuela 0.24 –0.06 94T1-98T4

Fuente: Calculado con datos de FMI (varios años).

a Los tipos de cambio están definidos en términos de moneda na-
cional por unidad de moneda extranjera, de modo que un incre-
mento es una depreciación real. Las entradas financieras corres-
ponden a todos los movimientos de la cuenta de capital distintos
de la afluencia de inversión extranjera directa (IED) y variaciones
de reservas, incluidos errores y omisiones. Los períodos se se-
leccionaron según la disponibilidad de datos trimestrales. Los
niveles de significancia estadística son los siguientes: *99%;
**95%; ***90%.

b T= trimestre.

9 Nótese que dado que las variaciones de las reservas están exclui-
das de los cálculos, los dos conjuntos de correlaciones no tienen
que producir resultados simétricos (idénticos en valor absoluto y de
signo contrario).
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caso de México, donde la entrada creciente de recur-
sos financieros y el deterioro de la cuenta corriente
entre 1988 y 1994 fueron equiparados con una apre-
ciación real continua de la moneda. Esto se registra en
el cuadro 9 en la forma de correlaciones muy estrechas
entre estos flujos y el tipo de cambio real. Naturalmen-
te, es posible interpretar la experiencia de México

como una apreciación de equilibrio de la moneda en
previsión de futuros aumentos de la productividad, pese
a la eventual crisis del peso; no obstante, ocurre que
el tipo de cambio real estuvo regido por las expectati-
vas de los inversionistas de corto plazo y no por el
estado de la demanda interna o el enorme y creciente
déficit en cuenta corriente.

VIII
La flexibilidad cambiaria como seguro social

El manejo de la política cambiaria durante los años
noventa ha contribuido también a una mayor inseguri-
dad económica en la región de manera más sutil. Un
tipo de cambio que está dirigido a la economía real no
sólo desempeña una función estabilizadora; sirve tam-
bién como un seguro. La razón es que cuando el tipo
de cambio sigue el comportamiento de la cuenta co-
rriente, las perturbaciones de la competitividad de las
industrias se disipan a través de toda la economía
mediante variaciones del valor de la moneda. Por otra
parte, cuando el tipo de cambio es fijo o es sensible
sobre todo a los flujos financieros, las industrias afec-
tadas tienen que soportar todo el peso de la perturba-
ción. Dado que éste es un aspecto que en general no
se reconoce, lo explicaré con un modelo sencillo.

Considérese una economía abierta pequeña que
produce dos bienes transables (1 y 2) y un solo bien no
transable (n). Supóngase, para simplificar, que ninguno
de los dos bienes transables se consume en el país, y
que la producción interna total de ellos se exporta. Los
hogares consumen el bien no transable así como un bien
importado que no se produce en el país. Fijemos los
precios mundiales (exógenos) de los bienes transables
en la unidad. Sea e el tipo de cambio nominal en unida-
des de la moneda del país por moneda extranjera. El
precio interno de los tres bienes transables (los dos ex-
portables y el importable) está dado entonces por e. Sea
p el precio del bien no transable.

Simplifiquemos más la estructura de la economía
suponiendo que el trabajo es el único factor de produc-
ción, y que cada uno de los tres sectores productivos
del país utiliza mano de obra específica para esa acti-
vidad en particular. No hay movilidad intersectorial de
la mano de obra. Digamos que la mano de obra de cada
tipo suministrada en forma inelástica esté dada por
l1 , l2  y ln , con sus correspondientes salarios w1, w2 y

wn , y que la productividad laboral en los tres sectores
esté dada por a1, a2 y 1, respectivamente.

Para permitir que la política cambiaria nominal
tenga efectos reales, supondremos que w1 y w2 son rígi-
dos a la baja. Esto implica que cuando los costos unita-
rios de la mano de obra sobrepasan los precios en cual-
quiera de los sectores exportadores, la mano de obra de
ese sector quedará desempleada. Formalmente,

l
l if w ea

en los demás casos1
1 1 1

0
=

≤



 , [2.1]

y de manera similar para el otro sector exportador:

l
l if w ea

en los demás casos2
2 2 2

0
=

≤



 , [2.2]

La mano de obra en el sector no transable está
siempre con pleno empleo, y la relación precio-costo
en ese sector está dada por

w pn =  . [2.3]

Nótese que las desigualdades en [2.1] y [2.2] se
mantendrán como igualdades mientras la mano de obra
del tipo respectivo no esté desempleada.

Para cerrar el modelo, tenemos que especificar la
igualdad entre demanda y oferta. Supondremos que la
balanza comercial está equilibrada, de modo que para
nuestros fines basta con establecer la igualdad entre
oferta y demanda para los transables. Supóngase que
Y ea l e a l p ln= + +1 1 2 2  represente el ingreso agregado,
y D(e,p,Y) la función de demanda de los importables.
La ecuación de la balanza comercial es:

a l a l D e p Y1 1 2 2 0+ − =( , , ) . 
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Convendrá trabajar con una forma funcional es-
pecífica, de modo que supondremos que las preferen-
cias son Cobb-Douglas. Sea α la que represente la
participación presupuestaria de los importables, de
manera que D Y e(.) /= α . Entonces, la ecuación de la
balanza comercial puede escribirse así:

( ) ( )1 1 01 1 2 2− + − − 



 =α α αa l a l p

e
ln . [2.4]

Para ver cómo funciona el modelo, considérese
primero el caso sin rigidez salarial. Entonces tenemos
pleno empleo con l1= l1  y l2= l2 , y la ecuación [2.4]
determina el “tipo de cambio real” (e/p) como una
función de las productividades laborales a1 y a2. Una
disminución de la productividad de cualquiera de los
sectores exportadores provoca una depreciación del
tipo de cambio real (un aumento de e/p). Las
ecuaciones [2.1] a [2.3] nos dan tres ecuaciones adi-
cionales con variables endógenas adicionales w1, w2 y
wn. Tenemos un total de cuatro ecuaciones y cinco
precios (los tres salarios más p y e), de modo que sólo
pueden determinarse cuatro precios relativos. No im-
porta que se utilice como numerario el tipo de cambio
nominal o una de las remuneraciones salariales.

Para referencia futura, hagamos el análisis estáti-
co comparativo del caso sin rigidez nominal. (Las so-
luciones de este caso seguirán siendo válidas también
en condiciones de rigidez salarial, mientras no se
requiera en equilibrio un ajuste a la baja de los sala-
rios del sector transable). Considérese un cambio
en a1, mientras a2 permanece invariable. Defínase,

      , siendo 1 > θ > 0. Entonces puede demos-
trarse que los precios relativos se mueven como sigue:

ˆ ˆ ˆw e a1 1− = [2.5]

       ˆ ˆ ( )ˆw p a1 11− = − θ [2.6]

 ˆ ˆw e2 0− = [2.7]

   ˆ ˆ ˆw p a2 1− = − θ [2.8]

 ˆ ˆ ˆw e an − = θ 1 [2.9]

[2.10]

donde una cejilla indica el cambio proporcional
( ˆ /x dx x≡ ). Estas relaciones nos permiten determinar
los efectos en los salarios reales y, por ende, el bienes-
tar de cada uno de los tres grupos de trabajadores.

Supóngase que la productividad del sector 1 dis-
minuye (â1 < 0). De las ecuaciones [2.5] y [2.6] ve-
mos que los trabajadores del sector 1 pierden claramen-
te. Los trabajadores de la otra industria exportadora
(sector 2) se benefician, no obstante, puesto que su
salario permanece invariable en términos de lo
importable pero aumenta en términos del bien no
transable (véanse las ecuaciones [2.7] y [2.8]). Los
trabajadores del sector no transable pierden, debido a
la depreciación real del tipo de cambio. Estos resulta-
dos son independientes del “régimen cambiario”, pues-
to que en un modelo sin rigidez salarial, el tipo de
cambio nominal no tiene ningún efecto real.

1. La rigidez del salario nominal y los tipos de
cambio fijos

Considérese ahora qué ocurre cuando postulamos que
los salarios de ambos sectores transables sean rígidos
a la baja, es decir ŵ1 0≥  y ŵ2 0≥ . El tipo de cambio
ahora sí importa porque en un régimen de cambio fijo
(con ê = 0), el ajuste a la baja de los salarios en rela-
ción con los precios de los bienes transados queda
bloqueado. Puesto que se precisa un ajuste de esta
especie para mantener el pleno empleo cuando una
empresa se ve afectada por una perturbación negativa
de su productividad, el resultado será desempleo.

El análisis comparativo estático de este caso, con
â1< 0 como antes, da los siguientes resultados en regí-
menes de cambio fijo.

dl l1 1= − [2.11]

ˆ ˆw e2 0− =

  ˆ ˆ ˆw p a2 1− = − +θ θ [2.8']

 ˆ ˆ ˆw e an − = −θ θ1 [2.9']

Observamos tres cambios. Primero, todos los tra-
bajadores de la industria 1 pierden sus empleos [ecua-
ción 2.11]. Segundo, los trabajadores de la industria 2
experimentan ahora un aumento incluso mayor de sus
salarios reales (compárense [2.8] y [2.8'], recordando
que â1< 0). Tercero, los trabajadores del sector no
transable experimentan una caída mayor de su salario
real (compárense [2.9] y [2.9']). Los dos últimos re-
sultados se deben a una variación más abrupta del tipo
de cambio real cuando la rigidez salarial combinada

θ ≡
+

a l
a l a l

1 1

1 1 2 2

ˆ ˆ ,w pn − = 0 

ˆ ˆ .w pn − = 0 
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con tipos de cambio fijo conduce al desempleo. Se
intuye lo siguiente: cuando la industria exportadora 1
colapsa como resultado de haberse tornado no compe-
titiva, el déficit comercial incipiente es mucho mayor,
y la corrección requerida de los precios relativos es
también mucho mayor.

El resultado que importa desde nuestra perspec-
tiva es que se acentúan los efectos distributivos de la
perturbación de la productividad. La rigidez salarial
combinada con tipos de cambio fijo provoca no sólo
resultados ineficientes (captados aquí por el desem-
pleo), sino también una mayor dispersión de los resul-
tados distributivos.

2. La rigidez del salario nominal y los tipos de
cambio flexibles

Cuando el tipo de cambio no es fijo, y se puede
focalizar en la balanza comercial, estos efectos pueden
compensarse mediante una depreciación del tipo de
cambio nominal de magnitud suficiente para restable-
cer los costos unitarios de la mano de obra en la in-
dustria 1 a su nivel original (es decir, ê = –â1). La fle-
xibilidad en e permite reducir el salario del sector 1
en función de los precios de los bienes transados, eli-

minando el desempleo. Por lo tanto, las ecuaciones
[2.5] a [2.10] continúan describiendo el comportamien-
to de la economía, pese a la rigidez a la baja en w1

.

Los resultados distributivos son los mismos que en
ausencia de rigidez salarial.

Los resultados de las perturbaciones de la produc-
tividad en el sector 2 son análogos, y no es necesario
analizarlos en detalle. El cuadro 10 reseña los impac-
tos distributivos de los tres sectores, con perturbacio-
nes tanto positivas como negativas. Nótese que en las
perturbaciones positivas de la productividad, los im-
pactos distributivos no dependen de si el tipo de cam-
bio es fijo u orientado a la balanza comercial. Esto
obedece al supuesto (plausible) de que los salarios son
rígidos a la baja pero no al alza.

En consecuencia, los resultados no clásicos ri-
gen con tipos de cambio fijo solamente cuando uno
de los sectores sufre una perturbación negativa. Cuan-
do eso ocurre, los efectos distributivos se agravan con
tipos de cambio fijos merced a los dos conductos ya
mencionados: primero, el ingreso colapsa en el sec-
tor afectado debido al desempleo; y segundo, hay una
mayor variación del precio relativo que beneficia al
otro sector transable en detrimento del sector no
transable.

CUADRO 10
Efectos distributivos de las perturbaciones (shocks) de la
productividad en diferentes regímenes cambiarios

Perturbación en el sector exportador 1 Perturbación en el sector exportador 2
Positiva (â1>0) Negativa (â1>0) Positiva (â2>0) Negativa (â2>0)

Implicación para el sector Implicación para el sector Implicación para el sector Implicación para el sector

Régimen
cambiario 1 2 n 1 2 n 1 2 n 1 2 n

Tipos de
cambio fijos + - + --- ++ -- - + + ++ --- --

Tipos de
cambio flexibles + - + - + - - + + + - -

a El modelo supone que los salarios nominales son rígidos a la baja en los sectores 1 y 2. Véase en el texto la descripción del modelo y
el análisis.
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IX
Instituciones de expresión

El término de los regímenes militares y la transición a
la democracia han sido los acontecimientos más alen-
tadores ocurridos en América Latina en las dos últi-
mas décadas. Los datos de diversos países sugieren que
las sociedades con mayor apertura y participación po-
lítica se ajustan mejor a las perturbaciones externas, ex-
perimentan una menor volatilidad económica y gene-
ran menos inflación (Rodrik, 1998). Por ende, la
institucionalización de la democracia debería producir
en definitiva resultados económicos más estables y
aliviar la inseguridad económica en la región.

La evidencia transnacional sobre la relación en-
tre el tipo de régimen político y la estabilidad econó-
mica figura en los gráficos 4 y 5. Estos diagramas de
dispersión —para un conjunto de 96 países— presen-
tan la asociación (parcial) entre una medida de parti-
cipación política de las no elites y dos indicadores de
volatilidad macroeconómica en el lapso de dos déca-
das (años setenta y ochenta). Las medidas de la
volatilidad son la desviación estándar de las tasas de
crecimiento del PNB real (gráfico 4) y la tasa de infla-
ción media (gráfico 5). La medida de la participación
(parcomp) es un índice tomado del conjunto de datos
Polity III de Jaggers y Gurr (1995), y se define como
la medida en que las no elites son capaces de acceder
a las estructuras institucionales de expresión política.
Esta última tiene una estrecha correlación con las
medidas habituales de democracia (como el índice
Freedom House que se utiliza habitualmente), pero he
observado que es un mejor predictor de la volatilidad
macroeconómica. Las regresiones en que están basa-
dos los diagramas de dispersión contienen los siguien-
tes controles adicionales: ingreso per cápita, tamaño de
la población, volatilidad de la relación de intercambio
y variables ficticias regionales para América Latina,
Africa y Asia oriental. Los diagramas de dispersión
muestran la asociación entre participación política y
volatilidad considerando estas otras variables.

La participación política resulta tener una estre-
cha correlación negativa tanto con la volatilidad del PNB

como con los niveles de inflación. Aunque correlación
no prueba causación, otros estudios econométricos y
una serie de estudios de caso sugieren que la medida
en que un sistema político está abierto a la participa-
ción desde abajo sí afecta para mejor la calidad de la

GRAFICO 4
Relación transnacional (96 países) entre
la volatilidad del PNB y la participación
política, 1975-1990

GRAFICO 5
Relación transnacional (96 países)
entre la la inflación y la participación
política, 1970-1990
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gestión macroeconómica (véase Rodrik, 1999, y publi-
caciones allí mencionadas). La participación es útil por
varios motivos. Primero, la democracia permite trans-
ferir el poder sin contratiempos desde políticos (y
políticas) fracasados a un nuevo grupo de líderes de
gobierno. Segundo, la participación posibilita el esta-
blecimiento de mecanismos de consulta y negociación,
lo que permite que las autoridades creen el consenso
necesario para emprender con decisión los ajustes de
política indispensables. Tercero, los mecanismos

coef = -.00302049, se = .00093256, t = -3.24

coef = -.02464033, se = .01042947, t = -2.36
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institucionalizados de expresión (voz) obvian la nece-
sidad de los grupos afectados de recurrir a disturbios,
protestas y otras acciones perturbadoras, y reducen
también el apoyo que otros grupos de la sociedad dan
a esa conducta.

Las instituciones de participación en América La-
tina retienen, sin embargo, varias deficiencias importan-
tes, pese a la transición a la democracia. Estas deficien-
cias tienen que verse como uno de los elementos que
agravan la inseguridad económica: cuando grandes seg-
mentos de la población carecen de un mecanismo efi-
caz de expresión en asuntos que los afectan, es natural
que sientan que controlan menos sus destinos.

Cabe recordar que los sindicatos, una institución
importante de expresión colectiva, han perdido afilia-
dos en todos los países con datos al respecto, salvo
Chile. Los sindicatos son importantes para los traba-
jadores no sólo porque obran como grupos de presión
en el ámbito político, sino también porque permiten la
participación en la toma de decisiones en el lugar de
trabajo. Por ambos conceptos, los sindicatos brindan
a sus miembros una mayor sensación de que contro-
lan su entorno laboral. Como lo plantea Pencavel
(1997, p. 58) en su análisis de América Latina:

Es importante …que los trabajadores no se sien-
tan alienados del sistema económico y social y
[que] perciban que tienen intereses en él. El pro-
ceso tiene importancia: aunque los resultados sean
idénticos, los empleados valoran el hecho de que
ellos o sus agentes contribuyan a configurar su
entorno laboral. El sindicato ha sido el vehículo
primordial para alcanzar tal situación.

El viejo estilo de actividad sindical en América
Latina —cabildear para obtener protecciones labora-
les y ventajas salariales establecidas por ley— podría
decirse que no se adapta bien a las exigencias de eco-
nomías con mercados competitivos y unidades de pro-
ducción más pequeñas. Hasta ahora, los sindicatos se
han asociado muy a menudo con políticas populistas
y proteccionistas. Tal como lo sostienen Márquez y
Pages (1998), ni los líderes sindicales ni las autorida-
des han logrado crear todavía un entorno en que los
sindicatos sean considerados suficientemente sensibles
a las necesidades de los trabajadores como grupo.

El sistema político latinoamericano, en general,
confronta lo que J. Domínguez denomina una “crisis
de representación”. Según dicho autor, las formas tra-
dicionales de representación —los partidos populis-
tas y los llamados arreglos corporativistas— se han
debilitado precisamente en el momento en que hay

que buscar el apoyo público que contribuya a garanti-
zar la estabilidad de las reformas económicas y del
gobierno constitucional. Los funcionarios de gobierno
en América Latina son percibidos como corruptos, los
partidos políticos como un conjunto de facciones, los
parlamentos como ineficaces y los presidentes o bien
como salvadores o bien como granujas que deben ser
sometidos a una acusación constitucional. Aunque los
golpes militares casi han desaparecido, han surgido
nuevas formas de amenaza al constitucionalismo: el
gobierno por decreto presidencial, los motines encabe-
zados por militares de rango medio descontentos y gol-
pes presidenciales contra el parlamento, los tribunales
y todos los vehículos que sirven para que la sociedad
civil procure la defensa y representación de sus intere-
ses (Domínguez, 1997, pp. 109-112). Han estallado
motines militares en Argentina, Ecuador, Guatemala, Pa-
namá y Venezuela. Ha habido tentativas de golpe pre-
sidencial en Guatemala, Perú y Venezuela.

El coronel Hugo Chávez, paracaidista venezola-
no, caracteriza todas estas tendencias: en 1992 fraca-
só en su intento de derrocar el gobierno de Venezuela
elegido democráticamente. Aun así, su tentativa fue lo
suficientemente popular como para darle una clara
mayoría en las elecciones presidenciales de 1998. A
fines de 1999, Chávez mantenía altos índices de po-
pularidad pese a su decisión de disolver efectivamen-
te el parlamento y reemplazarlo por una asamblea
constituyente elegida para redactar una nueva consti-
tución. Este es un indicio de la frustración manifiesta
que sienten los latinoamericanos respecto a sus siste-
mas políticos.

Como en tantas otras circunstancias, Chile resul-
ta ser la excepción a muchas de estas tendencias. La
transición a la democracia en Chile en 1990 se acom-
pañó del inicio de un diálogo social entre trabajado-
res, empresarios y gobierno, y de una serie de acuer-
dos anuales tripartitos. El gobierno democráticamente
elegido de Patricio Aylwin procuró brindar legitimi-
dad social a sus políticas económicas mediante el in-
cremento del gasto en programas sociales y recurrien-
do al movimiento laboral. Uno de los primeros logros
legislativos importantes del gobierno de Aylwin fue un
aumento impositivo destinado a financiar gasto social
(Domínguez, 1998). Los acuerdos tripartitos permitie-
ron que los sindicatos participaran en la toma de deci-
siones del país sobre asuntos tales como el aumento
del salario mínimo y la reforma de las leyes laborales.
Según Cortázar (1997), las coaliciones de centro izquier-
da que han gobernado Chile desde 1990 han considera-
do que los sindicatos son una oportunidad para el desa-
rrollo y no una amenaza a éste. Los empleadores, por
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su parte, han estimado conveniente en el período pos-
terior a Pinochet tener un copartícipe social en la mesa
de negociaciones para evitar conflictos sociales. El re-
sultado ha sido un sistema comparativamente armóni-

10 En una encuesta realizada en 1997 entre 300 empresas del sector
privado en Santiago, se observó que un porcentaje sorprendente de
los empleadores —83.7%— consideraba que los sindicatos contri-
buían a las relaciones laborales, y que sólo 6% creía que las dificul-
taban más. Entre los líderes sindicales, 65.3% manifestó que los
empleadores facilitaban casi siempre la labor de los sindicatos (ci-
tado en The Economist Intelligence Unit, 1998).

co de relaciones laborales,10 y un sistema político que
posee tal vez una medida sorprendente de legitimidad
popular, pese a que no ha podido librarse de algunas
ataduras heredadas de Pinochet.

X
Observaciones finales

He sostenido en este artículo que la inseguridad eco-
nómica en América Latina es multifacética y tiene
muchas fuentes que se nutren unas de otras. Parte de
la inseguridad emana de la menor protección del em-
pleo y la mayor volatilidad de los resultados de los
hogares. Parte de ella deriva de flujos de capital
erráticos y de la inestabilidad sistémica generada por
el divorcio entre los instrumentos de estabilización y
la economía real. Por último, un componente impor-
tante es la debilidad de las instituciones de expresión
y representación.

De lo anterior se desprende que los programas
destinados a la protección social per se sólo prestan una
ayuda parcial. Las redes de seguridad que funcionan
bien —compensación por desempleo, prestaciones de
vejez y atención médica, fondos sociales focalizados—
pueden servir para paliar algunos de los riesgos idiosin-
crásicos que encaran los hogares. Pero tendrán que
complementarse con políticas macroeconómicas (en
particular relativas a los flujos de capital y el tipo de
cambio) que sean más conducentes a la estabilidad de
la economía real, y con la relajación del control que
ejercen los mercados financieros sobre los instrumen-
tos de la política macroeconómica. Asimismo, tendrán
que tener acceso a instituciones representativas —sin-
dicatos, partidos políticos y órganos legislativos— que
tengan mayor sensibilidad y legitimidad que las que
existen actualmente.

Pero tal vez lo que más necesita América Latina
es una visión de cómo se puede mantener la cohesión

social frente a grandes desigualdades y a resultados vo-
látiles, agravados ambos por una confianza creciente
en las fuerzas del mercado. En los países industria-
lizados de hoy, la expansión del papel de los merca-
dos ha ido tradicionalmente de la mano con el fortale-
cimiento de las instituciones de seguro social. Desde
el Nuevo Trato en los Estados Unidos, y sobre todo
desde la Segunda Guerra Mundial en Europa, eso ha
significado el crecimiento del sector público y la cons-
trucción de un Estado benefactor. Para que América
Latina se labre una trayectoria diferente, la región ten-
drá que desarrollar una visión alternativa que lleve a
aliviar la tensión entre las fuerzas del mercado y las
ansias de seguridad económica.

Lo bueno es que este asunto está por lo menos
encarándose. Lo malo es que hasta ahora nadie, y
menos aun los economistas, tiene una respuesta real-
mente útil que ofrecer.

(Traducido del inglés)
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Las fuertes crisis financieras internacionales que sacudieron a

las economías latinoamericanas en los años ochenta y noventa

sugieren que el sistema financiero internacional adolece de

serios defectos. En este artículo se examina una de las refor-

mas que se han puesto sobre el tapete en años recientes: el

fortalecimiento de la cooperación financiera regional. Se llega

a la conclusión de que un fondo latinoamericano que contara

con una porción modesta de las reservas de los países de la

región, reforzadas quizás con créditos contingentes de la banca

internacional, podría ser una línea de defensa eficaz contra las

crisis financieras ocasionadas por fugas de capitales y contri-

buir a evitar la propagación por contagio de las crisis dentro de

la región. Un fondo de esta naturaleza podría también tener

otras funciones, como la de proveer financiamiento para en-

frentar problemas de balanza de pagos asociados a deterioros

temporarios de los términos del intercambio. Asimismo, un

fondo regional contribuiría a la armonización de las políticas

macroeconómicas de sus miembros, condición indispensable

para lograr una mayor estabilidad en los tipos de cambio bila-

terales y una efectiva integración regional. Un fondo regional

no sería un sustituto del Fondo Monetario Internacional, sino

que más bien lo complementaría.
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I
Introducción

Las recurrentes crisis financieras internacionales que
han azotado a las economías “emergentes” han dado
lugar a un vigoroso debate sobre posibles reformas a
la arquitectura financiera internacional. Existen nume-
rosas propuestas de reforma y algunas de ellas inclu-
yen la creación de entidades monetarias regionales
(véase Ocampo, 1999, pp. 68-70; Mistry, 1999; FLAR,
2000). En este artículo se analiza la importancia que
puede tener el fortalecimiento de la capacidad de los
organismos regionales para hacer frente al contagio
financiero y para promover el comercio y las inversio-
nes intrarregionales.

Los países latinoamericanos, en particular, han
realizado algunos esfuerzos por construir instituciones
financieras subregionales que vayan en ayuda de paí-
ses con problemas de balanza de pagos. También exis-
ten en América Latina mecanismos regionales y subre-
gionales de pagos recíprocos cuyo objetivo es reducir
la necesidad de recurrir a divisas para financiar pagos
entre los países que participan en ellos. Aunque estas
instituciones han desempeñado un importante papel en
las últimas dos a tres décadas, deben ser fortalecidas
para encarar los desafíos de la globalización y para
constituirse en el eslabón regional del que carece la
arquitectura financiera internacional.

Con el refuerzo de la institucionalidad financiera
regional se perseguirían los siguientes objetivos:

i) ayudar a los países miembros a enfrentar crisis
de balanza de pagos que ocurren por motivos ajenos a
la calidad de sus políticas macroeconómicas;

ii) contribuir a la integración regional promovien-
do una mayor estabilidad en los tipos de cambio bila-
terales entre los países de la región;

iii) proteger el comercio y las inversiones intrarre-
gionales en momentos de crisis financiera global;

iv) proveer un foro que propenda a la coordina-
ción de las políticas macroeconómicas, lo que redun-
daría en menos vulnerabilidad frente a crisis externas
y una mayor estabilidad en los tipos de cambio bila-
terales, y

v) promover el intercambio de información sobre
temas vitales para la estabilidad financiera internacio-
nal, como son las regulaciones prudenciales en el sec-
tor financiero y para los flujos de capital.

Se postula en este artículo que la naturaleza de
las crisis financieras en el contexto de la globalización
de las finanzas aconseja contar con instituciones regio-
nales más fuertes en este campo. La sección II siguien-
te trata de las crisis financieras de última generación
y sus efectos sobre las economías receptoras. La sec-
ción III presenta argumentos en favor del fortaleci-
miento de los mecanismos financieros regionales. En
la sección IV se aborda el papel que dichos mecanis-
mos pueden tener en la promoción de la integración
regional. En la sección V se describen dos de las ins-
tituciones de cooperación financiera internacional exis-
tentes en la región: el Fondo Latinoamericano de Re-
servas (FLAR) y el Convenio de Pagos y Créditos Re-
cíprocos (CPCR) de la Asociación Latinoamericana de
Integración (ALADI). La sección VI presenta algunas
alternativas para reforzar la institucionalidad financiera
regional con miras a enfrentar los desafíos de la
globalización financiera y de la integración latinoame-
ricana. En la sección VII se analiza la factibilidad de
un fondo regional reforzado y cuál debiera ser el ta-
maño de dicho fondo para que se le considere capaz
de hacer frente a los avatares de la globalización. La
sección VIII presenta algunas reflexiones a modo de
conclusión.

investigación de Ricardo Mayer y Víctor Zúñiga facilitó la prepara-
ción del estudio. Este trabajo fue financiado por un proyecto de la
CEPAL que contó con recursos del Fondo Latinoamericano de Reser-
vas (FLAR) y de la Corporación Andina de Fomento (CAF).
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La crisis financiera internacional que se desató a par-
tir de la depreciación del baht tailandés en julio de
1997 tuvo alcances mundiales y afectó profundamen-
te a los países en desarrollo que habían logrado inser-
tarse en los mercados internacionales de capital. En
este contexto, los países de América Latina no pudie-
ron aislar sus economías de los vaivenes de los capi-
tales internacionales. A partir de 1998, la tasa de cre-
cimiento de la región se deterioró sensiblemente y 1999
fue el año de su peor desempeño económico desde la
crisis de la deuda.

Más adelante definimos con más precisión el tér-
mino contagio. Baste decir aquí que consideramos
contagio a una perturbación (shock) externa pura que
no se relaciona en forma alguna con las bondades o
yerros de la política económica interna de los países
que la sufren. Por lo general, la expresión contagio se
ha aplicado al ámbito financiero: una crisis financiera
actúa como señal y esta señal desencadena conductas
de manada en los mercados de capitales. Si bien ésta
es una de las formas más importantes de contagio en
una economía mundial financieramente globalizada,
por cierto no es la única. Hay países de América La-
tina que participan en forma muy parcial en los mer-
cados financieros globales, pero se ven profundamen-
te afectados por los efectos indirectos que los aconte-
cimientos en dichos mercados tienen sobre los térmi-
nos de su intercambio o el volumen de sus exportacio-
nes. Por estos motivos, usamos el término contagio en
un sentido más amplio, que por supuesto también abar-
ca las fugas de capitales causadas por problemas finan-
cieros internacionales en otros países o por alzas de las
tasas de interés en los países industriales.

Los mecanismos del contagio que experimentó la
región durante la crisis financiera mundial más reciente
fueron de varios tipos:

i) hubo contagio comercial a través del impacto
que tuvo, sobre los términos del intercambio, la rece-
sión en las economías asiáticas (las más fuertemente
castigadas por la crisis financiera): los precios de va-
rias materias primas que los países latinoamericanos
exportan a los mercados internacionales disminuyeron
apreciablemente. Si bien es cierto que la caída de los
precios de los productos de exportación fue, en algu-
nos casos, compensada por menores precios de algu-

nos productos importados (en particular petróleo y
manufacturas), los términos del intercambio de la
mayoría de los países se deterioraron;1

ii) el contagio comercial también se manifestó a
través de la contracción de los volúmenes exportados
a Asia, que afectó con particular intensidad a los paí-
ses para los cuales las economías asiáticas son un
mercado importante. Pero el contagio comercial tam-
bién tomó la forma de una contracción más que pro-
porcional de las exportaciones intrarregionales, las que
se concentran en bienes manufacturados;

iii) el contagio financiero fue importante para la
mayoría de los países de la región y sus efectos fue-
ron particularmente adversos. Como consecuencia de
una corrida de capitales de todos los países emergen-
tes, los bancos y empresas de muchos países de la
región tuvieron dificultades para renovar sus líneas de
crédito. Los spreads con que pudieron colocarse nue-
vos bonos corporativos aumentaron dramáticamente.
En algunos casos, las empresas de primera línea de la
región simplemente no pudieron realizar colocaciones
de bonos a ningún precio. Los inversionistas extranje-
ros de cartera liquidaron sus posiciones;

iv) el contagio financiero tuvo también un aspec-
to puramente nacional. El aumento repentino del ries-
go cambiario motivó a los propios agentes nacionales
a trasladar sus inversiones desde papeles en moneda
nacional a otros denominados en dólares, lo que agra-
vó la tendencia a la depreciación del tipo de cambio.
Las empresas con pasivos en divisas, acumulados du-
rante la larga bonanza de capitales externos, se apre-
suraron a cubrirse y con ello agudizaron la crisis pro-
vocada por la fuga de capitales extranjeros y la no
renovación de créditos por parte de la banca interna-
cional;

v) todos los países (a excepción de aquellos que
mantienen tipos de cambio fijo) acusaron depreciacio-
nes cambiarias (nominales e incluso reales) excesivas,
algunas de las cuales ya se han revertido.

La mayoría de los países de la región sufrieron
contagio comercial y también financiero, lo que hizo

II
Las crisis financieras de última generación

1 Este trabajo se terminó de redactar antes de las alzas del precio del
petróleo en la segunda mitad de 2000.
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que la crisis tuviera efectos tan adversos. Las conse-
cuencias de ambos tipos de contagio pueden ser ami-
noradas por la vía del financiamiento. En lo comercial,
si se espera que el deterioro de los términos del inter-
cambio y/o la caída de los volúmenes exportados sean
temporarios y reversibles, la mejor política es obtener
financiamiento compensatorio mientras dure el proble-
ma. Esta es la razón de ser del Servicio de Financia-
miento Compensatorio y Contingente del Fondo Mo-
netario Internacional (FMI).

El contagio financiero también es temporario por
naturaleza. Como nos enseñan las crisis de los años
noventa (tanto la mexicana como la asiática), las en-
tradas y salidas de capitales se suceden en forma cí-
clica, tema que abordaremos más adelante con mayor
detención. Si el origen del problema de balanza de
pagos es el contagio financiero, se justifica contar de
antemano con líneas de crédito que complementen las
reservas internacionales del país que sufre el proble-
ma, evitando así que sus autoridades tengan que apli-
car políticas excesivamente restrictivas para reducir el
déficit externo.

Dados la globalización de las finanzas, la partici-
pación creciente de los países de la región en los mer-
cados internacionales de capital y el comportamiento
de los agentes financieros (tanto nacionales como in-
ternacionales), es muy probable que las crisis financie-
ras sean cada vez más frecuentes y cada vez más se
deban al contagio. Las reformas que se han propuesto
a la arquitectura financiera internacional apuntan a
reducir la probabilidad de que dichas crisis ocurran y
proteger a los países en desarrollo de los peores efec-
tos de las que se produzcan.2

Esto implica que las crisis de balanza de pagos
que ya están experimentando muchos países pueden
tener poco que ver con políticas macroeconómicas
desacertadas. Las típicas crisis de balanza de pagos a
las que estábamos acostumbrados en la región se ori-
ginaban en déficit en cuenta corriente que se tornaban
no financiables. Las políticas macroeconómicas asocia-
das a estas crisis incluían elevados déficit fiscales (aun
en períodos de auge cíclico) que debían ser moneti-
zados en alguna medida, así como políticas moneta-
rias demasiado expansivas o la insistencia en mante-
ner un tipo de cambio sobrevaluado (quizás porque la
inflación interna había sido superior a la internacional

por un período suficientemente largo). Políticas macro-
económicas imprudentes llevaban a déficit eventual-
mente insostenibles en la cuenta corriente y a pérdi-
das de reservas por parte del Banco Central. Este es el
tipo de situaciones con las que el FMI está preparado a
lidiar otorgando sus préstamos condicionados.

Por supuesto que la región no está enteramente
liberada de estas “crisis de primera generación” (cuya
expresión formal como modelo puede encontrarse en
Krugman, 1979). Lo que distingue a las crisis actua-
les es que ellas ocurran en varios países en forma
secuencial y muchas veces sin que existan causas evi-
dentes en el manejo macroeconómico de los países
afectados. A esto es lo que llamamos “contagio finan-
ciero”. Como se verá más adelante, esta característica
secuencial fue muy evidente en la crisis financiera
asiática.

Es una constante empírica que los países que caen
presa de esta nueva generación de crisis asociadas con
la globalización experimentan primero una poderosa
oleada de afluencia de capitales. Es lo que sucedió en
México en el período previo a 1994 y ha sucedido en
todos los países que han resultado más vapuleados por
la reciente crisis financiera: Tailandia, Malasia, Indone-
sia, Filipinas, la República de Corea, Rusia, Brasil y
Argentina. De manera, pues, que en cierto sentido la
crisis financiera se gesta durante períodos de excesi-
vas entradas de capital, particularmente de corto pla-
zo (Rodrik y Velasco, 1999). La masiva afluencia de
recursos a determinados países obedece a una conste-
lación de factores, entre los cuales figuran la favora-
ble percepción de los inversionistas financieros extran-
jeros o simplemente las expectativas de que la respec-
tiva moneda se apreciará.3 Dado que normalmente las
tasas de interés son más altas en mercados emergen-
tes que en los países desarrollados, las expectativas de
una apreciación cambiaria pueden desencadenar cuan-
tiosas entradas de capitales.

Esas mismas entradas a menudo no son en abso-
luto marginales para un receptor individual. En eco-
nomías emergentes, pueden llegar a representar más del
10% del producto interno bruto (PIB). Por otra parte,
como los mercados financieros de dichas economías
son muy poco profundos, los movimientos de capital

2 Existe una extensa literatura sobre el tema y numerosas propues-
tas de reforma han sido puestas sobre la mesa. El lector interesado
puede consultar Ocampo (1999), Eichengreen (1999), Agosin (1999)
y Ahluwalia (2000).

3 Esta es una versión internacional bastante sui generis de “los
concursos de belleza” de Keynes (Eatwell, 1997, p. 243). Así, algu-
nos agentes son más sensibles a lo que otros agentes se proponen
hacer que al valor subyacente de los activos. Cuando estos agentes
predominan sobre los “fundamentalistas”, los mercados financieros
pueden tornarse muy volátiles.



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  7 3  •   A B R I L  2 0 0 1

FORTALECIMIENTO DE LA COOPERACION FINANCIERA REGIONAL • MANUEL R. AGOSIN

37

con frecuencia constituyen una proporción muy eleva-
da de las finanzas nacionales. Como puede apreciarse
en el cuadro 1, mientras en los países desarrollados los
movimientos internacionales de capital casi nunca so-
brepasan el 5% de la cantidad de dinero (medida por
el M2), en las economías emergentes ellos pueden lle-
gar al 25%.

Por lo tanto, las oleadas de capital pueden provo-
car importantes externalidades negativas en los países
en desarrollo: en efecto, ellas generan déficit en cuenta
corriente, aprecian el tipo de cambio, desencadenan
burbujas en los precios de los activos y aumentan la
vulnerabilidad del sistema financiero nacional a una
corrida o no renovación de créditos de corto plazo.
Además, a menudo hacen elevarse el coeficiente de
deuda de corto plazo a reservas internacionales. A la vez,
la naturaleza cortoplacista de las corrientes de capital
hace que los inversionistas puedan fácilmente irse en
manada del país y los acreedores negarse a renovar sus
préstamos tan pronto perciban algún problema.

Al cambiar las variables económicas fundamen-
tales, en algún momento las percepciones de vulnera-
bilidad comienzan a crecer y la entrada de capitales a
disminuir, pudiendo incluso transformarse en salidas
netas, con fugas masivas de recursos. Cuando el país
ha perdido cierto volumen de reservas, los inversio-
nistas financieros extranjeros y nacionales descubren

la existencia de riesgo cambiario, y cuando los temo-
res a la depreciación cobran ímpetu, todos buscan li-
quidar posiciones en moneda nacional o cubrir sus
posiciones pasivas en divisas, acelerando la pérdida de
reservas y precipitando una aguda crisis.

Como los bancos fueron grandes receptores de
créditos externos durante la bonanza, las salidas de
capital están asociadas a la no renovación de créditos
y causan profundas crisis bancarias. Por ello, las cri-
sis de última generación suelen ser “crisis gemelas”:
de balanza de pagos y bancarias al mismo tiempo
(Kaminsky y Reinhart, 1996; Kaminsky, Lizondo y
Reinhart, 1998).

Cabe recalcar en el contexto actual que tanto las
entradas como las salidas de capital están sujetas a
contagio. En lo que toca a las entradas, los inversio-
nistas de cartera y los acreedores bancarios tienden a
subestimar el riesgo de invertir o de prestar a agentes
de la economía receptora. Las entradas de capital a una
economía emergente suelen estar acompañadas de
entradas a otros países con características similares. Y
en momentos de salidas abruptas, se tiende a sobrees-
timar el riesgo de quedarse en ella (Ocampo, 1999, p.
21). Una gran mayoría de las economías latinoameri-
canas recibieron ingentes capitales de cartera y prés-
tamos de la banca internacional durante los años no-
venta. Entre esas economías había algunas que ya ha-
bían realizado profundas reformas económicas y otras
que estaban iniciando tal proceso (Calvo, Leiderman
y Reinhart, 1993; Devlin, Ffrench-Davis y Griffith-
Jones, 1995; Ocampo y Steiner, 1994). Por lo tanto,
aunque muchos países habían realizado enormes pro-
gresos en su manejo macroeconómico, muchos esta-
ban muy vulnerables al contagio de una estampida fi-
nanciera como la que ocurrió a partir de la crisis de
Asia, la crisis rusa (julio de 1998) y las dos crisis bra-
sileñas (la primera en agosto-septiembre de 1998 y la
segunda en enero de 1999).

Ante entradas de capital de gran magnitud en
relación con el tamaño de los mercados financieros de
las economías receptoras, el manejo macroeconómico
en éstas se hace muy complejo. Si bien es posible con-
trarrestar en algún grado el efecto expansivo de las
entradas de capital con políticas fiscales y monetarias
restrictivas, ningún país latinoamericano ha sido total-
mente exitoso en esta tarea, ni siquiera aquellos que,
como Chile y Colombia, se lo propusieron como ob-
jetivo explícito de política económica. La experiencia
muestra que lo más aconsejable para las economías
emergentes son las regulaciones prudenciales sobre las
corrientes de capitales.

CUADRO 1
Economías desarrolladas y emergentes
(14 países): Flujos netos de capitala a M2b
(Porcentajes)

País 1990-1998 1990-1994 1995-1998

Japón 1.7 1.8 1.7
Canadá 3.1 4.2 1.7
Estados Unidos 3.1 2.1 4.2
Suiza 5.7 5.3 6.0
Corea 5.7 4.7 7.0
Brasil 7.2 3.3 10.4
Indonesia 9.1 8.9 8.4
Malasia 11.2 13.2 6.3
Venezuela 14.5 18.5 11.4
Chile 18.6 18.9 19.2
Colombia 18.5 11.8 26.0
México 18.9 23.8 12.9
Ecuador 19.6 16.4 19.3
Argentina 22.0 25.5 18.2

Fuente: FMI (2000).

a Entradas o salidas netas (salidas en Suiza y Japón, entradas en
otros países).

b Monedas y billetes en circulación, depósitos a la vista, depósitos
a plazo y depósitos de ahorro.
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Como ya afirmamos al principio de este artículo, los
fenómenos que describimos han hecho cundir la per-
cepción de que la arquitectura financiera internacional
necesita importantes modificaciones y ha suscitado un
debate internacional muy interesante acerca de cuáles
debieran ser los elementos constitutivos de esa nueva
estructura. Uno de ellos es el de asignar una importan-
cia mucho mayor a las instituciones monetarias regio-
nales como línea adicional de contención de las crisis
financieras y del contagio.

El objetivo de fortalecer la institucionalidad finan-
ciera regional no significa sustituir al FMI, institución
clave en el sistema monetario internacional. Ningún
fondo regional contaría ni con el volumen de recursos
del FMI ni con la capacidad política para movilizar res-
cates financieros de gran envergadura cuando ellos
fueran necesarios. Por lo demás, muchos problemas
financieros internacionales rebasan el ámbito regional
y requieren de soluciones globales.

Los fondos regionales pueden constituirse en un
vínculo importante entre países individuales y un FMI

fortalecido y reformado, dotando así al sistema de una
mayor capacidad para promover la estabilidad finan-
ciera internacional. Y si la reforma a nivel internacio-
nal no se diera, con más razón aún se justificaría que
los países latinoamericanos reforzaran sus líneas de
defensa frente a las crisis financieras mediante el for-
talecimiento de la cooperación regional.

Las razones para reforzar los fondos regionales
son varias. Todos los países latinoamericanos están
continuamente expuestos a perturbaciones externas
temporarias, ya sea por fluctuaciones en la relación de
precios de su intercambio, elevaciones en las tasas de
interés en los mercados financieros internacionales, o

perturbaciones financieras como las descritas más arri-
ba. Estas perturbaciones pueden enfrentarse de diver-
sas maneras. Una de ellas es el autoaseguro, que con-
siste en mantener niveles de reservas internacionales
más elevadas que las actuales o contratar líneas de
crédito contingentes con la banca internacional. Esta
solución entraña dos problemas: el costo de oportuni-
dad de las reservas es elevado y los créditos contin-
gentes de la banca privada internacional con que pue-
de contar cada país son costosos y modestos. Una se-
gunda opción es recurrir directamente al FMI. Los paí-
ses latinoamericanos, sin duda, seguirán haciéndolo
cuando enfrenten severas dificultades financieras; pero
el Fondo suele imponer condiciones que no siempre
son adecuadas para enfrentar el problema y sus deci-
siones suelen ser demasiado lentas para lidiar con si-
tuaciones que requieren una capacidad de respuesta
rápida. Por último, los países latinoamericanos tienen
escasísima influencia sobre las decisiones y criterios
del FMI.

Por todas estas razones, recurrir a un organismo
regional puede ser una opción atractiva. Una entidad
monetaria regional puede responder de manera eficaz a
problemas netamente regionales. La conveniencia de
contar con reservas adecuadas para hacer frente a pro-
blemas comunes es, entonces, un argumento poderoso
en favor de establecer lo que sería en efecto una coope-
rativa de crédito internacional en la región. Si, además,
las crisis financieras tienen un componente de contagio
regional, el argumento a favor de la constitución de
fondos regionales para hacerles frente se torna aun más
poderoso, particularmente si al evitar una crisis de ba-
lanza de pagos en un país de una región determinada se
estuvieran evitando crisis similares en otros países de

Aunque hay evidencia de que algunas formas de
contagio financiero son simultáneas (ampliación simul-
tánea de los spreads que deben pagar los deudores de
economías emergentes, por ejemplo), la experiencia de
los últimos años indica que las crisis financieras inter-
nacionales ocurren en forma secuencial. Luego que una
economía comienza a experimentar salidas de capital,

los inversionistas y acreedores internacionales empiezan
a dudar de la solvencia de deudores en otros países que
podrían presentar síntomas parecidos. En algunos casos,
el contagio es fruto de los efectos de la crisis inicial: la
depreciación cambiaria que resulta de la primera crisis
torna menos competitivas las exportaciones de otras
economías con perfiles de exportación parecidos.

III
El papel de los fondos regionales
ante las crisis financieras
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la misma región. En otras palabras, un organismo finan-
ciero regional tendría externalidades importantes.

El contagio regional fue claramente visible duran-
te la crisis financiera más reciente, que tuvo dos fases,
ambas con un fuerte contenido regional. La primera fue
netamente asiática; comenzó en julio de 1997 en
Tailandia y en la segunda mitad del año se extendió
gradualmente y, en forma secuencial, a casi todos los
mercados emergentes del Asia: Indonesia, Filipinas,
Malasia, la región administrativa de Hong Kong, la
provincia china de Taiwán, Singapur y, finalmente, a
la República de Corea en noviembre del mismo año.
Cayeron justos y pecadores: países con deudas de corto
plazo elevadas en relación con sus reservas (Tailandia,
Indonesia, Malasia y la República de Corea) y econo-
mías con una situación de reservas muy sólida (Hong
Kong y Singapur); países con elevados déficit en cuen-
ta corriente como proporción del PIB (Tailandia y
Malasia), países con déficit moderados (República de
Corea e Indonesia) e, incluso, economías con superá-
vit significativos (Singapur y Hong Kong).

En 1998, después de la crisis rusa, el real brasile-
ño debió soportar el primer ataque especulativo en
agosto y septiembre. Esto exacerbó la crisis en Amé-
rica Latina, región que ya estaba experimentando difi-
cultades comerciales y financieras importantes pero
aún manejables. Ya a mediados de 1998, con la estam-
pida de los inversionistas de cartera desde los países
emergentes y la reevaluación negativa de los deudo-
res latinoamericanos por los acreedores internaciona-
les, los países de la región habían comenzado a tener
graves problemas de balanza de pagos que requirieron
severas políticas de ajuste. Pero fue el segundo, y exi-

toso, ataque especulativo en contra del real, en enero
de 1999, lo que desató la crisis en su fase más aguda
en los demás países de la región.

Si las crisis financieras no fueran secuenciales, es
poco probable que un fondo regional pudiese contar con
recursos suficientes para enfrentar fugas de capital des-
de varios países al mismo tiempo. Como estas crisis sí
pueden ocurrir (la crisis de la deuda durante los años
ochenta fue un señalado ejemplo), el papel de una ins-
titución como el FMI en la resolución de tales crisis no
puede ser desempeñado por fondos regionales.

Si las crisis se van extendiendo gradualmente de
una economía a otra, un fondo regional capaz de dete-
ner la fuga de capitales desde el primer país de la re-
gión que se viese afectado reduciría significativamente
los riesgos para los demás países de la región. Por su-
puesto, suponiendo que la causa de la crisis inicial no
es el mal manejo macroeconómico. Para corregir esto
último, un mecanismo regional diseñado con miras a
controlar fenómenos de contagio no es la solución ade-
cuada. Sólo lo es la provisión internacional de liqui-
dez bajo una condicionalidad apropiada.

Los fondos regionales se justifican también por
otros motivos. Los países de una región tendrán mu-
cho más que decir sobre las políticas de un fondo re-
gional que sobre las políticas de un organismo como
el FMI. Por lo tanto, un fondo regional respondería a
las necesidades de los países que lo constituyen de ma-
nera mucho más cabal. Esto puede ser muy importan-
te a la hora de coordinar políticas monetarias y econó-
micas para alcanzar un estadio de integración regional
más avanzado, tema que abordaremos en la próxima
sección.

IV
El papel de los fondos regionales en
favor de la integración

La necesidad de fortalecer la cooperación financiera
regional va más allá de la defensa común frente a fe-
nómenos de contagio. La integración regional es un
objetivo privilegiado de la política de desarrollo de
todos los países latinoamericanos. En años recientes ha
habido importantes avances en los aspectos comercia-
les de la integración, tanto en el marco de los acuer-
dos plurilaterales de integración existentes en Améri-

ca Latina —el Mercosur, la Comunidad Andina, el
Mercado Común Centroamericano (MCCA), la Comu-
nidad del Caribe (Caricom)— como entre países indi-
viduales. Asimismo, desde el comienzo de los años
noventa se han celebrado numerosos acuerdos comer-
ciales bilaterales bastante completos. Tanto los acuer-
dos plurilaterales como los bilaterales han contribuido
a elevar significativamente el comercio intrarregional,
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que ha aumentado a tasas más aceleradas que el
interregional.

Sin embargo, la falta de armonización de las po-
líticas macroeconómicas y las agudas fluctuaciones
de los tipos de cambio bilaterales están conspirando
contra un avance más decisivo hacia la integración co-
mercial y las inversiones recíprocas entre los países
de la región. En la Comunidad Andina, a raíz de la
crisis financiera, el fuerte crecimiento del comercio
recíproco de los últimos años se detuvo bruscamente
en 1998.

 Hasta el momento, los gobiernos han actuado bajo
el supuesto implícito de que es posible avanzar hacia la
integración comercial ocupándose principalmente de
rebajar aranceles y desmantelar barreras no arancelarias
al comercio y dejando para una etapa posterior los te-
mas cambiarios y financieros. Quizás sea hora de invertir
el proceso. La experiencia ha demostrado una y otra vez
que la volatilidad del tipo de cambio y las crisis finan-
cieras desarticulan las corrientes de comercio y termi-
nan desarmando, en la práctica, el andamiaje formal de
los acuerdos comerciales. Una crisis financiera interna-
cional puede hacer variar repentinamente el tipo de cam-
bio de un país con respecto a los de sus socios regiona-
les en un porcentaje mucho mayor que su arancel de
nación más favorecida. Esto nos indica que la estabili-
dad cambiaria bilateral puede ser más importante que
la reducción arancelaria para incentivar los flujos comer-
ciales regionales y subregionales.

El propio Mercosur, el proceso de integración
subregional más ambicioso de los últimos tiempos, ha
sido sometido a considerables presiones precisamente
por la inestabilidad del tipo de cambio entre sus dos
socios más grandes, debido al impacto sobre las eco-
nomías nacionales de los cambios de dirección de los
movimientos de capital y a la falta de coordinación
macroeconómica y cambiaria entre los países.

Las razones por las cuales las crisis financieras
son tan dañinas para el comercio recíproco son varias.
Ante todo, cuando un país empieza a experimentar pro-
blemas de balanza de pagos, ocurren dos fenómenos:
se deprecia su tipo de cambio frente a las monedas de
sus vecinos y cae la demanda agregada. Este último
efecto puede ser amplificado por la adopción de polí-
ticas restrictivas orientadas a enfrentar la crisis de
balanza de pagos. Los efectos comerciales recaen en
forma particularmente aguda sobre los países vecinos,
los cuales encuentran más dificultades para vender sus
productos en el mercado del país en crisis y, a la vez,
deben enfrentar una mayor competencia proveniente de
las exportaciones de este último.

El comercio intrarregional en América Latina está
fuertemente concentrado en manufacturas, cuya de-
manda es muy sensible a las fluctuaciones de los ti-
pos de cambio y de la demanda agregada de los so-
cios. No sucede lo mismo en el comercio de produc-
tos básicos, los que se exportan fundamentalmente a
los países industriales.

La inestabilidad de los flujos financieros que se
dirigen a los países de América Latina produce una
gran volatilidad en los tipos de cambio bilaterales en
su interior y deprime la actividad económica en todos
ellos. Estos dos factores son muy perjudiciales para el
logro de una integración económica más estrecha.

Las crisis financieras generalizadas son particu-
larmente dañinas para la integración. Cuando un país
comienza a contagiarse de otras crisis dentro de la
región, se deprecia su moneda y sus productores recu-
peran la competitividad perdida durante el auge de
capitales que precedió a la crisis. Sin embargo, los
efectos positivos de la depreciación cambiaria se lo-
gran a expensas de sus socios regionales. Además, no
puede cosechar todos sus frutos porque, como resulta-
do de la crisis, los socios regionales están sufriendo una
recesión. Los cambios abruptos en la competitividad
de los productores brasileños comparada con la de los
argentinos durante la reciente crisis financiera son un
ejemplo paradigmático.

Es indudable, entonces, que para alcanzar una
mayor integración comercial y de las inversiones se
requiere una mayor estabilidad cambiaria entre los
países que buscan integrarse. Sin ella, es poco proba-
ble que en la región se logre seguir avanzando hacia
una integración mucho mayor. Ello no significa que se
deba ir rápidamente a la adopción de una moneda
común. Los procesos de integración se desarrollan
gradualmente y en América Latina están aún en sus
comienzos. Pero es indispensable dar los primeros
pasos hacia la integración financiera, para lo cual los
tipos de cambio bilaterales deben tener mucho más
estabilidad que la que han exhibido hasta ahora.

Baste recordar la experiencia europea. Toda la
primera etapa de la integración europea se dio en el
marco de la estabilidad cambiaria que le otorgaba el
régimen de tipos de cambio fijos (pero ajustables)
surgido de Bretton Woods. Cuando dicho régimen se
desintegró en 1971-1973, buena parte del trabajo para
establecer una unión aduanera ya se había hecho. No
obstante, los miembros de la Comunidad Económica
Europea rápidamente lograron dotar a sus tipos de
cambios bilaterales de un grado de estabilidad que no
se habría dado si se hubieran decidido a emplear el
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régimen que comenzó a imperar a partir de 1973 para
las monedas convertibles: tipo de cambio flexible con
flotación sucia. Los países europeos decidieron primero
que sus monedas flotaran juntas en lo que se denomi-
nó “la serpiente”, que limitaba las fluctuaciones de los
tipos de cambios bilaterales. Luego, adoptaron el Sis-
tema Monetario Europeo (SME), con su Mecanismo de
Tipos de Cambio (MTC), que fijaba un tipo de cambio
central para cada moneda con respecto a la Unidad
Monetaria Europea (el ECU) y bandas de flotación es-
trechas alrededor del tipo de cambio central. La etapa
final fue alcanzada a comienzos de 1999 con el esta-
blecimiento del euro.

Los embates que recibió el MTC durante las crisis
financieras de 1992-1993 no impidieron el avance
definitivo hacia la fijación irrevocable de los tipos de
cambio y la adopción del euro por 11 países europeos.
No cabe duda de que la estabilidad cambiaria entre
países europeos, con la que ellos se comprometieron
políticamente, dio un fuerte impulso a la integración
comercial y a los flujos de inversión real en Europa.

La existencia de instituciones monetarias comu-
nitarias y la intervención concertada en los mercados
cambiarios ayudaron a los países europeos a alcanzar
el alto grado de estabilidad cambiaria que han experi-
mentado desde el colapso del sistema de Bretton
Woods.

Una de las diferencias cruciales entre los países
que componen la Unión Europea y los países latinoa-
mericanos es que los primeros poseen monedas con-
vertibles y pueden realizar intervenciones en los mer-
cados cambiarios en sus propias monedas. Además, sus
bancos centrales (y ahora el Banco Central Europeo)
cuentan con líneas de crédito de la Reserva Federal de
los Estados Unidos y del Banco de Japón, con el fin
de intervenir en los mercados cambiarios.

Los países latinoamericanos están en fuerte des-
ventaja en estos aspectos, ya que, al ser la moneda
de intervención el dólar estadounidense, deben recu-
rrir a sus reservas; la intervención coordinada de
bancos centrales es mucho menos poderosa para im-
pedir fuertes fluctuaciones y desalineamientos en los
tipos de cambio bilaterales. Tampoco cuentan con
líneas de crédito de la Reserva Federal. Sólo en tiem-
pos de crisis, y únicamente los países más grandes,
pueden tener algún éxito en conseguir recursos finan-
cieros de emergencia de esa fuente. Por lo demás, esto
ocurre sólo una vez que se ha desatado una crisis y
en el marco de un programa de ajuste acordado con
el FMI.

Todo esto sugiere que el apoyo monetario y cam-
biario a la integración sólo vendrá de una instituciona-
lidad financiera regional más completa que la que
existe hoy en día. Para que América Latina pueda al-
canzar una mayor integración comercial, es importan-
te que se logre una mayor estabilidad de los tipos de
cambio entre los países de la región, la que también
incentivaría el crecimiento de las inversiones recípro-
cas, en un proceso que ya ha comenzado y que resulta
indispensable para llegar a una integración económica
más completa.

Desde luego, los objetivos de contar con recur-
sos financieros para limitar los fenómenos de conta-
gio a nivel regional o subregional y de dar mayor es-
tabilidad a los tipos de cambio bilaterales están rela-
cionados. Las crisis financieras tienen un efecto casi
inmediato sobre el tipo de cambio. Por lo tanto, si una
institución financiera regional cumple con el objetivo
de evitar las crisis financieras en los países miembros
contribuirá asimismo a una mayor estabilidad
cambiaria entre ellos.

Los tipos de cambio también responden a
desalineamientos de las políticas económicas. Por lo
tanto, al promover una mayor convergencia de las
políticas macroeconómicas, la existencia de una insti-
tución financiera regional acotaría la volatilidad
cambiaria entre los países miembros.

Como ya se ha anotado más atrás, las crisis finan-
cieras se gestan durante las bonanzas de capitales ex-
ternos. Para evitar tales crisis es indispensable que los
países tomen medidas para moderar las entradas de
capitales cuando ellas amenazan con ser excesivas y
con deteriorar sus equilibrios macroeconómicos. Una
de las misiones de una institución financiera regional
sería la de facilitar el intercambio de información y así
propiciar estándares comunes para la regulación ban-
caria y para la regulación prudencial de las corrientes
de capitales.4 Porque las entradas de capital desestabi-
lizadoras incluyen flujos no intermediados por la ban-
ca (préstamos directos a empresas nacionales y entra-
das de cartera), estas regulaciones prudenciales tienen
relación no sólo con una adecuada supervisión banca-
ria, aunque por supuesto es esencial.

4 La experiencia reciente de Chile y Colombia, en este campo, ha
sido analizada en Agosin y Ffrench-Davis (1997), Le Fort y
Lehmann (2000), Barrera y Cárdenas (1997) y Ocampo y Tovar
(1999).
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América Latina cuenta ya con instituciones financie-
ras y monetarias que cumplen parcialmente algunas
de las funciones que le estamos asignando a un fon-
do regional. Ellas son el Fondo Latinoamericano de
Reservas (FLAR), el Convenio de Pagos y Créditos Re-
cíprocos (CPCR) de la Asociación Latinoamericana de
Integración (ALADI), la Cámara de Compensación Cen-
troamericana del MCCA, el Fondo Latinoamericano de
Estabilización Monetaria del MCCA y el Caribbean
Multilateral Clearing Facility de la Caricom.5 Por lo
tanto, un buen punto de partida es el análisis de sus
actividades y de los montos de financiamiento que
estos organismos otorgan. Aquí concentraremos nues-
tra atención en dos de estas instituciones: el FLAR y
el CPCR.

1. El Fondo Latinoamericano de Reservas (FLAR)

El FLAR fue creado en 1978 por la Comunidad Andina
como Fondo Andino de Reservas. En 1991 sus miem-
bros (Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela)
decidieron abrirlo a la participación de otros países
latinoamericanos, convirtiéndolo de jure en una insti-
tución financiera regional. A fines de junio de 1998,
el FLAR tenía un patrimonio de unos 1 032 millones de
dólares, constituido por las cuotas de los países miem-
bros y por sus ganancias netas capitalizadas (FLAR,
1998). Con la incorporación de Costa Rica a media-
dos de 2000, el FLAR inició un proceso de ampliación
hacia países latinoamericanos que no son miembros de
la Comunidad Andina, con miras a darle mayor alcan-
ce (FLAR, 2000).

Los objetivos explícitos del FLAR son:
– Apoyar a los países miembros cuando enfrenten

problemas de balanza de pagos.
– Contribuir a armonizar políticas macroeconómicas

y cambiarias, con el fin de apoyar a los países en
el cumplimiento de los compromisos asumidos en
el Acuerdo de Cartagena, que creó la Comunidad
Andina, y el Tratado de Montevideo, que estable-
ció la ALADI.

– Mejorar las condiciones de inversión para las re-
servas internacionales de los países miembros.
El FLAR se financia fundamentalmente con cuotas

de los bancos centrales de los países miembros. Otra
modalidad para captar fondos es la aceptación de depó-
sitos a plazo de los bancos centrales y de otras entida-
des autorizadas. Durante el año financiero 1997/1998 (1
de julio de 1997 a 30 de junio de 1998), los bancos
centrales y el Parlamento Andino constituyeron depósi-
tos por 1 837 millones de dólares, con un saldo al 30
de junio de 1998 de 237 millones (FLAR, 1998).

La principal actividad del FLAR es la de prestar
servicios de apoyo a las balanzas de pagos de los paí-
ses miembros. De hecho, el FLAR ya es una cooperati-
va de crédito al estilo del FMI. Los bancos centrales de
dichos países pueden girar préstamos que son hasta dos
veces y media el valor del aporte de capital pagado,
en el caso de Colombia, Perú y Venezuela, y hasta tres
veces y media en el caso de Bolivia y Ecuador.

El FLAR provee los siguientes servicios a los ban-
cos centrales de los países miembros:
– Créditos de apoyo a las balanzas de pagos: Se

conceden hasta por cuatro años, incluyendo un
año de gracia, con compromisos de desempeño
macroeconómico.

– Créditos a la reestructuración de la deuda públi-
ca externa: Se otorgan en condiciones de cofinan-
ciamiento con otros organismos multilaterales,
con un plazo de hasta cuatro años, incluyendo un
año de gracia.

– Créditos de liquidez: Tienen por objeto ayudar a
los países a cubrir necesidades transitorias de li-
quidez con créditos de hasta un año de duración.

– Servicio de Financiamiento Contingente: Creado
en 1998, este servicio ayuda a los países miem-
bros a financiar desequilibrios de balanza de pa-
gos temporales y de origen externo no relaciona-
dos con una inconsistencia fundamental de las
condiciones de equilibrio de la balanza de pagos.
El plazo de este financiamiento es de seis meses
no renovables. Los préstamos otorgados por este
servicio deben estar garantizados por los deudo-
res con títulos aceptables para el FLAR.

V
Breve examen de algunas instituciones
regionales de apoyo a los pagos externos

5 Véase en CEPAL (1990) una descripción de otros mecanismos de
cooperación financiera en la región.
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– El peso andino: Fue creado para facilitar pagos
entre bancos centrales y otros tenedores autoriza-
dos. Ha sido poco utilizado hasta ahora.
Ciertamente, el FLAR cubre casi toda la gama de

actividades que desearíamos para un fondo regional
fortalecido. ¿Cuán importante es desde un punto de vista
cuantitativo el financiamiento que entrega a los bancos
centrales de los países miembros para evitar o paliar
crisis de balanza de pagos, particularmente las que se
producen por motivos exógenos, y su contribución a la
estabilidad de los tipos de cambio bilaterales?

La relevancia del FLAR como proveedor de finan-
ciamiento depende de sus cuotas, que son su única
fuente de financiamiento estable. Como puede apreciar-
se en el cuadro 2, las cuotas en el FLAR de los países
miembros, salvo Venezuela, son significativas con
respecto al monto de sus cuotas en el FMI. Además, el
acceso a los recursos del FLAR multiplica el valor de
las cuotas hasta en 3.5 veces para los países miembros
menos desarrollados (Bolivia y Ecuador) y en 2.5 ve-
ces para los otros tres. Vale decir, Bolivia y Ecuador
tienen acceso a préstamos del FLAR por 437.5 millones
de dólares, cifra considerablemente superior a la que
podrían obtener del FMI, el que rara vez otorga crédi-
tos superiores al tamaño de la cuota y, cuando lo hace,
ellos son fraccionados (en tranches), de lento desem-
bolso y contra prueba de que el deudor está cumplien-
do con las condiciones establecidas en la carta de in-
tención. Los préstamos del FLAR no están exentos de
condicionalidad, pero ella tiende a ser menos estricta.
Los desembolsos pueden ser bastante rápidos, median-
do sólo una reunión de directorio entre una solicitud
para girar montos superiores a la cuota y el otorgamien-
to del crédito.

Para los países miembros más pequeños, los cré-
ditos disponibles del FLAR representan una adición im-
portante a sus reservas y a su capacidad para hacer frente
a una crisis financiera internacional. Para los tres de
mayor tamaño, esto no es así: sus reservas internacio-
nales son un múltiplo elevado de sus cuotas en el FLAR.

La relación entre la deuda de corto plazo y las re-
servas internacionales suele ser considerada un indica-
dor certero de la vulnerabilidad a una corrida en contra
de la moneda de un país. En el cuadro 2 hemos realiza-
do dos cálculos: la razón entre la deuda de corto plazo
y las reservas imperante a fines de 1997 y la razón deu-
da/reservas incluyendo el máximo de crédito disponible
del FLAR. Como puede verse en el cuadro, el acceso a
los recursos del FLAR disminuye significativamente la
vulnerabilidad externa de Bolivia y Ecuador, aunque no
la de los países más grandes.

Con todo, y a pesar de sus modestos recursos, el
FLAR ya está desempeñando un papel importante en las
finanzas internacionales de los países de la Comuni-
dad Andina. Sin embargo, para que el FLAR o un suce-
sor con capacidades ampliadas se transforme en una
institución capaz de proveer el financiamiento que
necesitan los países miembros, tendrá que disponer de
recursos bastante más cuantiosos. En la sección VI
proponemos diversas maneras de lograrlo.

2. El Convenio de Pagos y Créditos Recíprocos
de la ALADI (CPCR)

El CPCR comenzó a operar en 1969 y tiene la finalidad
de minimizar el uso de las reservas internacionales en
la liquidación de pagos por operaciones de comercio
exterior entre los miembros de la ALADI. El sistema

CUADRO 2
Fondo Latinoamericano de Reservas (FLAR): Indicadores de
tamaño relativo de las cuotas, fines de 1997
(Millones de dólares; razones en porcentajes)

Bolivia Colombia Ecuador Perú Venezuela

Cuotas FLAR  125  250  125  250  250
Cuotas FMI  170  757  296  628  2 633
Reservas internacionales 1 359 9 611 2 213 11 306 17 704
Deuda corto plazo  374 5 759 2 069  6 832  4 395
Deuda/reservasa 27.5 59.9 93.5 60.4 24.8
Deuda/reservas
   aumentadas por FLARb 20.8 56.3 78.1 57.3 24.0

Fuente: FMI (1998); Banco Mundial (1999); FLAR (1998).

a Razón deuda de corto plazo/reservas.
b Razón deuda de corto plazo/reservas más el máximo de endeudamiento con el FLAR.
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tiene dos componentes: una cámara de compensación,
con el Banco Central de la Reserva del Perú como
banco agente, y líneas de crédito recíproco con venci-
mientos cuatrimestrales. El banco agente efectúa las
compensaciones entre acreedores y deudores en for-
ma cuatrimestral. Los bancos centrales se han otorga-
do líneas de crédito bilaterales en dólares que también
deben ser liquidadas cada cuatro meses. El sistema ha
sido exitoso, por cuanto un porcentaje elevado y cre-
ciente del comercio intrarregional ha sido cubierto por
sus operaciones (CEPAL, 1990). En 1990, la cobertura
de las operaciones cursadas por el convenio en rela-
ción con el valor del comercio intrarregional fue casi
del 100%. Por otra parte, las divisas transferidas por
el banco agente constituyeron menos del 20% del va-
lor de las transacciones. Por lo tanto, la existencia del
CPCR ha significado un importante ahorro de divisas
para los bancos centrales de los países miembros de la
ALADI.

El sistema fue puesto a prueba durante la crisis
de los años ochenta. A causa de dicha crisis, algunos
bancos centrales experimentaron dificultades para cu-
brir sus saldos deudores y debieron salir del sistema,
negociando bilateralmente condiciones de pago con los
bancos centrales acreedores. A medida que la crisis

financiera fue amainando, los bancos centrales volvie-
ron al sistema, el cual ya había recuperado a todos sus
miembros en 1988.

El Acuerdo de Santo Domingo de 1981 creó un
mecanismo para extender crédito a bancos centrales
que se viesen impedidos de liquidar sus saldos deudo-
res en el período de cuatro meses. El plazo de este
financiamiento es de cuatro meses adicionales, reno-
vables hasta por un año. El Acuerdo estableció un
programa de crédito especial para países que experi-
menten déficit generales de balanza de pagos y para
países que estén enfrentando catástrofes naturales. Para
los primeros, el plazo es de dos años, renovable por
un año adicional. Para los segundos, el plazo es de dos
años, renovable bilateralmente con los bancos centra-
les acreedores por cinco años.

A diferencia del FLAR, el CPCR no posee recursos
propios, sino que debe hacer efectivas las líneas de
crédito a las que se han comprometido los bancos cen-
trales. Al generalizarse la crisis regional, éstos no es-
tuvieron en condiciones de enterar los aportes a los que
se habían comprometido. Es por ello que se hace in-
dispensable que se maneje un sistema de pagos en
conjunción con una institución regional de mayor vo-
lumen y peso financiero.

VI
Opciones para fortalecer los organismos
regionales de pagos

El FLAR es ciertamente un buen punto de partida para
una institucionalidad financiera regional fortalecida:
sus operaciones son ya de una dimensión significativa
y las funciones que los países miembros le han asig-
nado son precisamente las que debe tener un mecanis-
mo financiero regional. En esta sección abordamos
varios aspectos que deberían tenerse en cuenta en un
escenario en que los países de la región acuerden la
creación de una institución financiera latinoamericana.6

1. Miembros

El fondo regional estaría abierto a todos los países de
América Latina y el Caribe. La participación en un
fondo regional de las características del FLAR puede
resultar muy atractiva. Las reservas depositadas en él
se multiplican en caso de crisis. Además, el fondo
podría acceder a recursos a los que no tendrían acceso
los países por sí solos.

2. Recursos

Los recursos con que cuente un fondo regional deben
ser de una magnitud que se condiga con su misión. Para
ello existen varias opciones:

6 No estamos sugiriendo que el FLAR deba, necesariamente, conver-
tirse en el organismo monetario regional fortalecido por el que se
aboga en este artículo. Las modalidades para pasar de la institucio-
nalidad existente a una con mayores recursos y capacidad de acción
es un tema político que rebasa el marco de este trabajo. El objetivo
de esta sección es esbozar las características que debería tener un
futuro organismo financiero de alcance continental.
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a) Aumentos en el capital pagado del fondo
Al ingresar nuevos miembros, aumentarían los

recursos del fondo. También se puede pensar en ele-
var  las  cuotas, que  hoy  representan  entre el  9  y el
1.5% de las reservas de los miembros del FLAR.

b) Compromisos contingentes de crédito
Los bancos centrales miembros podrían otorgar

líneas de crédito al fondo que se activaran sólo en ca-
sos de emergencias financieras de características
preestablecidas. Esta solución sería similar a los Ge-
neral Arrangements to Borrow (GAB) y los New Arran-
gements to Borrow (NAB) entre el Fondo Monetario In-
ternacional y los bancos centrales del Grupo de los 10
y de Suiza. Además, el FMI tiene un acuerdo paralelo
con Arabia Saudita. Bajo el GAB, 11 países industria-
les o sus bancos centrales han acordado prestar al Fon-
do ciertos volúmenes de recursos a tasas de interés de
mercado, en situaciones de crisis financiera que no
puedan ser abordadas con los recursos normales del FMI.
Aprobado en noviembre de 1994 a raíz de la crisis
mexicana, el NAB es similar, excepto que en él partici-
pan 25 países. Los recursos a los que tiene acceso el
FMI bajo ambos acuerdos pueden ser prestados tanto a
países participantes como a no participantes. Un me-
canismo de este tipo dotaría al fondo latinoamericano
de recursos muy superiores a su capital, para enfrentar
emergencias financieras en los países miembros.

c) Endeudamiento en los mercados internacionales
de capital
 El FMI no está autorizado a endeudarse para fi-

nanciar sus operaciones de asistencia a países que su-
fren crisis financieras. Pero no hay impedimentos para
que un organismo latinoamericano lo haga. El fondo
latinoamericano podría emular al Banco Mundial y
tener dos clases de capital: uno estaría constituido por
las cuotas de los bancos centrales y el otro serviría de
garantía para que el fondo se endeudara directamente
en los mercados. Esta opción es aún conservadora, ya
que la razón de apalancamiento (gearing ratio) del
fondo, incluso bajo esta modalidad, sería inferior a 1.

¿Estarían dispuestos los mercados financieros
internacionales a aceptar bonos de largo plazo de un
fondo latinoamericano y sería menor el spread otor-
gado a los papeles del Fondo que el que deben cance-
lar sus países miembros? La respuesta a ambas pregun-
tas es probablemente sí: la garantía de todos los miem-
bros del fondo en forma conjunta debe ser superior a
la de cada uno por separado, ya que la capacidad fi-
nanciera de un grupo de países actuando concerta-

damente es superior a la que tienen en forma indepen-
diente.7

Al aumentar la disponibilidad de recursos finan-
cieros, esta opción le daría al fondo una gran capaci-
dad para ayudar a los países miembros que enfrenta-
ran problemas financieros.

d) Créditos contingentes con la banca privada
El fondo podría negociar líneas de crédito con la

banca privada internacional que se activarían en situa-
ciones de crisis financieras que amenazaran a países
miembros. Los bancos centrales de Argentina y México
ya lo han hecho en forma individual. Sin duda, la in-
tervención de un organismo regional podría ayudar a
conseguir mayores volúmenes de recursos y mejores
condiciones, ya que estaría respaldada por todos los
bancos centrales o gobiernos de los países miembros.
Esta opción, junto con la discutida en el acápite ante-
rior, podría hacer que el fondo fuese atractivo aun para
países grandes con necesidades financieras en perío-
dos de crisis, que podrían rebasar la capacidad del
fondo.

e) Creación de un “derecho especial de giro latino-
americano”
El FLAR ya cuenta con una figura de esta natura-

leza: el peso andino. Pero ciertamente tendría más usos
un peso latinoamericano, que podría utilizarse en pa-
gos entre bancos centrales de la región. Una unidad
contable de esta naturaleza podría reforzar el CPCR y
ayudar a economizar en el uso de las reservas interna-
cionales.

Tal como en el FMI, los países miembros y el CPCR

recibirían asignaciones de pesos latinoamericanos que
podrían ser utilizados en los pagos entre bancos cen-
trales para liquidar posiciones deudoras en el CPCR. Los
países que hicieran uso neto de pesos latinoamerica-
nos se comprometerían a redimir los saldos deudores
netos cuando su situación de balanza de pagos mejo-
rara o en plazos máximos que determinaría el directo-
rio del FLAR. Está claro que esta opción involucra una
estrecha relación entre el CPCR y el fondo. Sería posi-
ble que el CPCR pasara directamente a constituir un
servicio del fondo.

7 Se podría argumentar que el spread que debería pagar el fondo
sería un promedio ponderado de los spreads sobre la deuda sobe-
rana de sus integrantes. Estamos asumiendo que el fondo tendría
una sinergia importante por tratarse de una institución con garan-
tías simultáneas de un grupo de países. En este sentido, la existen-
cia del fondo podría entenderse como la solución a un problema de
acción colectiva.
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f) Acceso a los recursos del FMI

 Si el fortalecimiento de la institucionalidad regio-
nal ocurriera en el contexto de una reforma a la arqui-
tectura financiera internacional que contemplara la
creación de una red de fondos regionales para comple-
mentar al FMI en caso de crisis que afectaran a varios
países de la región, el fondo latinoamericano, así como
otros, podría intermediar recursos entre el FMI y los
países afectados (Ocampo, 1999, p. 70). Asimismo, el
fondo latinoamericano podría ser designado como re-
ceptor de derechos especiales de giro (DEG), a los que
podría echar mano en tiempos de crisis.8

3. Los posibles servicios del fondo y su condicio-
nalidad

Es necesario establecer en forma clara las ocasiones en
que un país que experimentara problemas de balanza
de pagos podría acudir al fondo. Así, cabría distinguir
cuatro tipos de problemas de balanza de pagos: (a)
escasez temporaria de liquidez internacional; (b) cri-
sis de balanza de pagos debidas a desequilibrios fun-
damentales en la política económica del país miembro;
(c) crisis de balanza de pagos por contagio, y (d) pro-
blemas de balanza de pagos por deterioro transitorio
en los términos del intercambio.

a) Servicio de créditos de liquidez
El FLAR ya cuenta con un servicio para enfrentar

problemas transitorios de liquidez. Los países pueden
hacer uso de una proporción de sus cuotas (75% en el
caso de los dos países miembros de menor desarrollo
relativo, 50% en el caso de los otros tres) por perío-
dos de un año. Una institución monetaria latinoameri-
cana podría incorporar este mismo servicio sin mayo-
res alteraciones.

b) Servicio de créditos de apoyo a la balanza de
pagos
Este servicio estaría disponible para aquellos paí-

ses que experimentasen problemas de balanza de pa-
gos por razones de desequilibrio fundamental en sus
políticas económicas (cambiarias, monetarias y fisca-
les). Estos créditos debieran ser concedidos con fuerte
condicionalidad, a la usanza del FMI. Incluso sería con-

cebible que el fondo regional actuara en forma concer-
tada con el FMI en estos casos.

c) Servicio de crédito contingente
La existencia de este servicio tendría dos objeti-

vos: disuadir a potenciales especuladores y persuadir
a los países miembros de que coordinen sus políticas
económicas en forma más efectiva.

 Si se lo diseña bien, el uso de este servicio sería
poco frecuente. Se activaría cuando un país experimen-
tara una crisis de balanza de pagos asociada a una fuga
de capitales que no dijera relación con un desequili-
brio macroeconómico fundamental. El FLAR tiene en la
actualidad un servicio de crédito contingente, recien-
temente aprobado. Pero el plazo que da para reintegrar
los préstamos (seis meses) es demasiado corto y los
recursos de que dispone son demasiado exiguos.

Para evitar problemas de riesgo moral, los países
miembros tendrían que cumplir con condiciones ex
ante mínimas para acceder a este servicio. Ellas po-
drían incluir avances hacia la regulación bancaria,
particularmente en lo que se refiere a los potenciales
descalces de monedas entre activos y pasivos;
indicadores de fragilidad financiera (razones de deuda
de corto plazo a reservas y de reservas a M2), y metas
para el déficit en cuenta corriente.

Es importante que no se le agreguen demasiadas
dimensiones a estos requisitos previos. El mero hecho
de que un país pierda acceso al servicio podría desen-
cadenar una fuga de capitales. Por lo tanto, si bien es
imposible evitar algún grado de condicionalidad ex
ante, el fondo debiera tener libertad para manejarla con
flexibilidad y ambigüedad constructiva.

Para que el servicio pueda ser útil en detener los
efectos de manada en los mercados internacionales, los
desembolsos debieran ser expeditos. Con tasas de in-
terés más elevadas que para otras operaciones del fon-
do se incentivaría a los países usuarios a reintegrar los
recursos en el período más corto posible.

d) Servicio de financiamiento compensatorio
Este servicio se activaría cuando un país esté

enfrentando problemas de balanza de pagos debidos a
un deterioro transitorio y reversible de sus términos del
intercambio. Por lo tanto, cuando éstos mejorasen, los
países tendrían la obligación de pagar los créditos
insolutos y/o de prestar recursos al fondo. El Fondo
podría manejar una cuenta especial para este servicio.
Los países deudores pagarían interés y los acreedores
lo recibirían. Una opción sería incorporar a este servi-
cio, tal como lo hace el FMI, el financiamiento de ne-

8 En otro trabajo (Agosin, 1999), hemos argumentado que el FMI,
para enfrentar crisis agudas en el sistema financiero internacional,
podría recurrir a emisiones extraordinarias de DEG, los que se extin-
guirían al volver el sistema a la normalidad. La mera existencia de
dicha posibilidad haría menos probable las crisis sistémicas.
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cesidades asociadas a las alzas de las tasas de interés
internacionales.

Casi todos los países latinoamericanos sufren fluc-
tuaciones pronunciadas en los términos de su intercam-
bio, ya sea porque los precios de los productos que
exportan son volátiles o porque lo son los precios de
algunos productos específicos de importación (espe-
cialmente el petróleo y los cereales). Los ciclos de los
términos del intercambio no están sincronizados entre
países. Más aún, los movimientos de algunos precios
claves (del petróleo, por ejemplo) simultáneamente
mejoran los términos del intercambio de algunos paí-
ses y deterioran los de otros.9

Por lo tanto, es posible y deseable que exista un
fondo regional para ayudar a los distintos países a
enfrentar los problemas de balanza de pagos derivados
de esta condición estructural de sus economías. Al
existir compensaciones entre países cuyos términos de

intercambio se deterioran y otros que experimentan
mejorías en los suyos, un fondo regional podría hacer
un uso mucho más económico de las divisas que los
fondos de estabilización que manejan algunos países
para estos propósitos. Los países que ya cuentan con
dichos fondos podrían aportar parte de los depósitos
acumulados en ellos al fondo regional. Como ya se
dijo, estos aportes serían adecuadamente remunerados.

Los movimientos en los términos del intercambio
no están, en general, correlacionados entre los países
de la región, haciendo financieramente viable que una
entidad regional opere un esquema como el sugerido
aquí. Para el período 1981-1999 se calcularon 55 co-
eficientes de correlación entre las variaciones anuales
en los términos del intercambio de pares de países
considerados a la vez. De ellos, sólo 18 resultaron ser
significativamente distintos de cero.10  Cuatro de los 18
coeficientes fueron negativos; todos ellos involucraban
a un país exportador y a un país importador de hidro-
carburos (Bolivia-Brasil, Brasil-Ecuador, Brasil-Vene-
zuela y Costa Rica-Venezuela). Tres de los coeficien-
tes de correlación positivos y significativamente dis-
tintos de cero se dieron entre países exportadores de
hidrocarburos (Bolivia-Venezuela, Ecuador-Venezue-
la y Bolivia-Ecuador) y uno de ellos entre exportadores
de cobre (Chile-Perú). Los resultados se muestran en
el cuadro 3, con los coeficientes significativamente
distintos de cero resaltados en negrita.

9 Esto ocurre no sólo porque algunos países son exportadores y
otros importadores netos de petróleo. Existe también un efecto in-
directo sobre los precios de otros insumos industriales. Cuando
aumenta el precio del petróleo, las exportaciones de otras materias
primas (cobre, hierro, madera) pueden experimentar caídas en los
precios de sus exportaciones, si el aumento en el precio del petróleo
da lugar a expectativas de que la actividad económica en los países
industriales se resentirá.
10 Al 10 por ciento de significación. Se utilizó el estadígrafo z n= −

−

ˆ
ˆ

ρ
ρ

2
1 2

,

que tiene una distribución t, con n-2 grados de libertad. ρ̂  es el valor
estimado del coeficiente de correlación.

CUADRO 3
América Latina (10 países): Coeficientes de correlación entre
variaciones en los términos del intercambio, 1981-1999a

Argentina Bolivia Brasil Chile Colombia

Bolivia 0.62
Brasil –0.14 –0.55
Chile 0.01 –0.21 0.46
Colombia 0.44 0.40 0.05 –0.01
Costa Rica –0.22 –0.39 0.51 0.17 0.46
Ecuador 0.70 0.89 –0.67 –0.21 0.31
Paraguay 0.22 0.05 0.72 0.26 0.17
Perú 0.15 –0.22 0.47 0.82 –0.21
Uruguay 0.10 –0.10 0.16 0.70 –0.25
Venezuela 0.61 0.84 –0.60 –0.10 0.08

Costa Rica Ecuador Paraguay Perú Uruguay

Ecuador –0.44
Paraguay 0.10 –0.28
Perú –0.02 –0.15 0.25
Uruguay –0.13 0.17 0.16 0.53
Venezuela –0.67 0.91 –0.20 0.02 0.04

Fuente: CEPAL, 1999.

a Los coeficientes significativamente distintos de cero aparecen en negrita.
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Un servicio regional de financiamiento compen-
satorio podría coordinar sus actividades con el servi-
cio homólogo del FMI. De ser esto posible, el fondo
regional podría movilizar mayores recursos y contri-
buir a que los países de la región hicieran más uso del
servicio del FMI.

4. Coordinación de política económica y de
supervisión bancaria

Una institución monetaria regional podría convertirse
en un foro adecuado y probablemente muy eficaz para
coordinar las políticas económicas de los países de la
región con miras a propiciar que los países miembros
mantengan los equilibrios macroeconómicos funda-
mentales para así minimizar la probabilidad de crisis
financieras. La coordinación de políticas, que inclui-
ría aquellas relativas a los flujos de capital, es más fácil
y aceptable entre pares que cuando es impuesta desde
una institución lejana y percibida como hostil. Por lo
tanto, un mecanismo financiero latinoamericano forta-
lecido mejoraría los equilibrios macroeconómicos de
los miembros y, por esta vía, los haría menos suscep-
tibles al contagio.

Una mayor convergencia de las políticas econó-
micas, conjuntamente con la existencia de un fondo fi-
nanciero regional que tuviera acceso a importantes
recursos, favorecería la estabilidad cambiaria regional

y permitiría avanzar hacia una integración mayor de
las economías latinoamericanas.

La debilidad de la supervisión bancaria nacional
ha sido una de las causas —aunque ciertamente no la
única— de las crisis financieras nacionales. Entre otras
falencias, los organismos reguladores no han sabido
—o no han podido— impedir que los bancos naciona-
les se endeuden de manera excesiva en moneda extran-
jera para luego prestar a entidades que no tienen in-
gresos en divisas. Un organismo financiero regional
puede contribuir a elevar sustancialmente los están-
dares de supervisión prudencial de sus miembros.
Como ya se mencionó, contar con estándares apropia-
dos (y asegurar que se cumplan) puede ser una de las
condiciones ex ante para acceder a recursos del servi-
cio de crédito contingente. Asimismo, el organismo
podría instituir evaluaciones periódicas de la supervi-
sión bancaria nacional y establecer estándares que
pudiesen ser adoptados por todos sus miembros.

La existencia de un fondo regional también per-
mitiría el intercambio fluido de información sobre las
experiencias de los distintos países en lo que toca a
políticas para la regulación prudencial de los movi-
mientos de capital. Se facilitaría así el avance hacia
políticas consensuadas regionalmente en este impor-
tante y delicado tema, lo que contribuiría a aliviar las
crisis financieras que, como ya hemos señalado, tien-
den a ser la consecuencia de entradas excesivas de
capital extranjero.

VII
Factibilidad y tamaño de un fondo
regional ampliado

¿Es factible ampliar la cooperación financiera regio-
nal de la manera que estamos sugiriendo en este tra-
bajo? Que lo sea o no, va a depender de la magnitud
de las crisis nacionales y del grado de covarianza que
exista entre ellas. Si todos los países de la región su-
fren crisis de balanza de pagos simultáneas por conta-
gio financiero (o por deterioro de los términos del in-
tercambio), un fondo regional podría ser inviable des-
de el punto de vista financiero.

Para dilucidar los interrogantes sobre la covarian-
za de las crisis nacionales se hizo un análisis de corre-
lación, considerando dos países a la vez, entre cambios

en los flujos de capitales (descontándoles la inversión
extranjera directa y los flujos oficiales) en el período
1978-1998 (cuadro 4). El período se dividió en dos
subperíodos, 1978-1987 y 1988-1998, para ver hasta
qué punto ha aumentado la covarianza entre los flujos
de capital a distintos países. En el cuadro 4, los coefi-
cientes de correlación bilaterales que son significa-
tivamente distintos de cero al 10 por ciento de signifi-
cación aparecen en negrita.

Este análisis reveló que, efectivamente, hay bas-
tante covarianza entre los flujos de capital a distintos
países latinoamericanos, pero ella no es tan elevada
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CUADRO 4
América Latina (10 países): Coeficientes de correlación entre
las entradas netas de capital, 1978-1998ab

1978-1998

Argentina Bolivia Brasil Chile Colombia

Bolivia 0.02
Brasil 0.30 –0.20
Chile 0.22 –0.49 0.41
Colombia 0.50 –0.07 0.61 0.29
Costa Rica 0.54 –0.07 0.38 0.17 0.13
Ecuador 0.27 –0.19 0.66 0.38 0.09
Paraguay 0.58 –0.01 0.51 0.34 0.37
Perú 0.58 –0.43 0.62 0.61 0.40
Uruguay 0.29 0.05 0.26 0.45 0.03
Venezuela 0.04 0.13 –0.09 0.16 –0.39

Costa Rica Ecuador Paraguay Perú Uruguay

Ecuador 0.66
Paraguay 0.47 0.45
Perú 0.52 0.42 0.76
Uruguay 0.27 0.32 0.38 0.30
Venezuela 0.15 0.37 0.25 0.00 0.08

1978–1987

Argentina Bolivia Brasil Chile Colombia

Bolivia –0.20
Brasil 0.27 –0.23
Chile 0.41 –0.57 0.39
Colombia –0.19 –0.29 0.42 0.46
Costa Rica 0.67 0.26 0.42 0.11 –0.11
Ecuador 0.65 –0.05 0.75 0.35 0.07
Paraguay 0.36 0.00 0.42 0.58 0.19
Perú 0.32 –0.76 0.55 0.75 0.43
Uruguay 0.38 0.06 0.11 0.45 –0.37
Venezuela 0.71 0.29 0.13 0.17 –0.38

Costa Rica Ecuador Paraguay Perú Uruguay

Ecuador 0.83
Paraguay 0.30 0.44
Perú 0.05 0.33 0.56
Uruguay 0.13 0.30 0.36 0.04
Venezuela 0.88 0.62 0.22 –0.08 0.43

1988–1998

Argentina Bolivia Brasil Chile Colombia

Bolivia 0.51
Brasil 0.36 0.33
Chile 0.33 0.47 0.44
Colombia 0.60 0.18 0.88 0.33
Costa Rica 0.65 0.06 0.13 –0.01 0.33
Ecuador 0.36 0.07 0.33 0.27 0.39
Paraguay 0.62 0.82 0.57 0.15 0.51
Perú 0.71 0.80 0.63 0.52 0.52
Uruguay 0.60 0.55 0.73 0.33 0.60
Venezuela –0.10 0.38 –0.43 0.14 –0.41

Costa Rica Ecuador Paraguay Perú Uruguay

Ecuador –0.24
Paraguay 0.13 0.30
Perú 0.51 0.12 0.76
Uruguay 0.57 0.17 0.67 0.92
Venezuela –0.56 –0.06 0.10 –0.22 –0.56

Fuente: FMI, 1999.
a Excluidos los flujos de inversión extranjera directa y los flujos oficiales.
b Los coeficientes de correlación bilaterales significativamente distintos de cero al 10% aparecen en negrita.
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como para hacer financieramente inviable un fondo
regional. En 1988-1998, sólo 22 de 55 coeficientes de
correlación fueron significativamente distintos de cero
y positivos. Otra conclusión que puede avalar la nece-
sidad de contar con un fondo regional es el aumento
que ha experimentado en el tiempo el número de co-
rrelaciones bilaterales elevadas: las correlaciones po-
sitivas y significativamente distintas de cero aumenta-
ron de 11 a 22 entre 1978-1987 y 1988-1998, mien-
tras que las negativas (y significativas) se mantuvie-
ron constantes en dos.

Con el objeto de establecer el orden de magnitud
que debiera tener un fondo regional, también se exa-
minaron los cambios anuales en los flujos de capital
privados —excluyendo la inversión extranjera directa
(IED)— a los seis países más grandes de la región, sal-
vo México, en el período 1991-1998. Si las salidas
anuales se producen simultáneamente de todos los
países, es poco probable que un fondo regional pueda
hacerles frente. En el cuadro 5 se puede advertir una
tendencia a que tanto los aumentos como las disminu-
ciones de los capitales extranjeros privados estén
correlacionados entre los países. Sin embargo, hay
suficiente divergencia en las situaciones individuales
como para que un fondo regional sea viable. Por ejem-
plo, mientras en Argentina había grandes necesidades
de financiamiento en 1994 debido a la “crisis del
tequila”, Brasil exhibía cuantiosas entradas de capital.
Exactamente lo contrario ocurrió en 1997-1998. Las
mayores necesidades de financiamiento se registraron
en 1994-1995 y 1997-1998. El monto máximo de di-
chas necesidades puede estimarse como la suma de las
cifras negativas en el cuadro 5. En estos años de cri-
sis, dichas cifras se ubicaron entre 25 y 30 mil millo-

nes de dólares, ciertamente abordables por un fondo
regional.

Es importante considerar que la existencia de un
fondo regional con capacidad para enfrentar crisis
podría resultar en un cambio de régimen: al detener una
crisis en un país, la probabilidad de que ella se extien-
da a otros países podría disminuir considerablemente.
En otras palabras, la existencia del fondo reduciría la
covarianza de los flujos de capital a los países de la
región.

Si es efectivo que las crisis son secuenciales, y
que la existencia de un fondo de dimensión adecuada
disminuiría la probabilidad de contagio a otros países
de la región, el fondo debiera tener suficientes recur-
sos como para que un país miembro vulnerable y con
capacidad para generar contagio pudiera enfrentar la
no renovación de su deuda de corto plazo. Un fondo
que contara, digamos, con un 15% de las reservas (en
1997, el último año “normal” para la región en su
conjunto) de los 11 países incluidos en el cuadro 6
(unos 20 mil millones de dólares), podría cubrir cómo-
damente fugas de capitales equivalentes a toda la deu-
da de corto plazo de cada país del grupo, excepto la
de Brasil. Para enfrentar posibilidades de fugas de
capital simultáneas desde más de un país, líneas de
crédito contingentes como las sugeridas más arriba
dotarían al fondo de una capacidad financiera aun ma-
yor.

La primera línea de defensa en contra de las fu-
gas de capital son las reservas propias. Como también
se observa en el cuadro 6, los países latinoamericanos
son bastante prudentes en este sentido, ya que en casi
todos ellos las reservas en 1997 superaban con holgu-
ra el total de su deuda de corto plazo, lo que no suce-

CUADRO 5
América Latina: Cambios en los flujos de capital privadosa
a seis países de la región, 1991-1998
(Miles de millones de dólares)

Argentina Brasil Chile Colombia Perú Venezuela Sumab

1991  5.6  0.7  –2.3 –0.6 –0.2 –12.8 –15.8
1992  3.9  9.0  1.6  0.6  1.1  1.4  0.0
1993  26.2  2.7  0.2  2.9 –0.5  –0.9  –1.4
1994 –21.6  31.5  0.1  0.2  0.5  –5.3 –26.9
1995 –11.6 –15.3 –1.6  1.1  0.1  1.3 –28.5
1996  8.7  1.7  1.2  0.0 –0.5  0.4  –0.5
1997  1.4 –18.4 –1.0 –3.2  2.3  –1.0 –23.6
1998  4.0 –20.9 –4.6  0.6 –2.7  0.8  28.2

Fuente: FMI, 1999.

a Excluyendo a la inversión extranjera directa.
b De las disminuciones de financiamiento privado.
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dió en los países asiáticos en la última crisis. Sin em-
bargo, es necesario tomar en cuenta que, en una cri-
sis, las fugas de capital tienen otros componentes, como
la liquidación de inversiones extranjeras de cartera y
la sustitución por parte de inversionistas nacionales de
activos en moneda nacional por otros denominados en
moneda extranjera.

En situaciones de crisis, la dimensión máxima de
las presiones sobre la balanza de pagos está dada por
la cantidad de dinero. Si los agentes pierden totalmen-
te la confianza en una economía, buscarán convertir
una alta proporción de sus activos líquidos en divi-
sas. Esos activos líquidos están determinados por los
acervos de dinero nacional, que para estos fines po-
demos medir como M1 (monedas y billetes en circu-
lación más depósitos a la vista) o M2 (M1 más de-
pósitos a plazo y depósitos de ahorro). Las cifras
correspondientes también se muestran en el cuadro 6.

El 15% de las reservas de los 11 países allí conside-
rados asciende a 20.4 mil millones de dólares. Esto
indica que todos ellos, salvo Brasil y Argentina, po-
drían enfrentar una fuga de capitales equivalente a la
totalidad de su M2 con reservas propias (85% de la
cifra indicada en el cuadro 6 como reservas interna-
cionales) y las de un fondo constituido con el 15%
de las reservas de los 11 países en conjunto. Argen-
tina, por su parte, podría financiar salidas de capital
equivalentes a todo su M1 y más de la mitad de su
M2. Dicho de otra manera, un fondo con 15% de las
reservas representa un potencial importante para di-
suadir ataques especulativos en contra de las mone-
das de los países de la región. Si se le pudieran agre-
gar otras fuentes de financiamiento, como las sugeri-
das más arriba, el fondo propuesto podría desempe-
ñar un importante papel en la promoción de la esta-
bilidad de las economías latinoamericanas.

CUADRO 6
América Latina (11 países): Reservas internacionales, deuda de
corto plazo y cantidad de dinero, 1997
(Miles de millones de dólares)

Reservas internacionales Deuda de corto plazo Cantidad de dinero (M1) Cantidad de dinero (M2)

Argentina 22.8 18.0 21.5  77.6
Bolivia  1.2  0.4  0.7  3.8
Brasil 52.0 36.2 47.3 236.5
Chile 17.7  9.9  7.7  33.6
Colombia  9.7  5.7 10.3  24.9
Costa Rica  1.3  0.5  1.5  4.0
Ecuador  2.2  2.1  1.7  6.7
Paraguay  0.7  0.5  0.9  2.9
Perú 11.3  6.8  5.7  16.8
Uruguay  1.7  1.9  1.1  8.6
Venezuela 15.2  4.4 11.4  19.0

Total 135.8 86.3

Fuentes: Banco Mundial (1999) y FMI (1999).

VIII
Conclusiones

En este artículo se ha argumentado a favor de la crea-
ción de un fondo regional que contribuya a llenar un
vacío en la arquitectura financiera internacional. Tal
fondo sería de gran utilidad para los países de la re-
gión como línea adicional de defensa ante las crisis
financieras internacionales, que se han vuelto cada vez

más exógenas a las políticas nacionales y que proba-
blemente continuarán golpeando a la región aun cuan-
do los países continúen mejorando la calidad de sus
políticas macroeconómicas.

Por supuesto, un fondo regional no puede susti-
tuir a la prudencia macroeconómica. Más bien, su
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existencia contribuiría a que los países de la región
fuesen mejorando la calidad de sus políticas macroeco-
nómicas. Un fondo con recursos importantes para pres-
tar a países que pongan en práctica buenas políticas
sería un incentivo poderoso en esa dirección.

El fondo regional puede concebirse en el marco
de una reforma profunda de la estructura financiera
actual o como un organismo que se inserte en un sis-
tema que no sufriría variaciones fundamentales. Aun-
que el primer escenario es el más favorable desde el
punto de vista de la eficiencia del nuevo organismo
para proteger a los países de la región de los efectos
adversos de turbulencias financieras internacionales, en
el segundo escenario dicho fondo sería aun más nece-
sario. Por lo demás, como hemos argumentado en la
sección anterior, el fondo regional no está fuera del
alcance de las capacidades financieras de los países
latinoamericanos en las circunstancias actuales.

Un fondo regional como el propuesto tendría la
misión adicional, de gran importancia para el desa-
rrollo futuro de la región, de contribuir a la integra-
ción de la economía regional a través de la promo-
ción de la estabilidad cambiaria y la coordinación de
políticas macroeconómicas. En sus políticas para pro-
mover la integración regional, hasta ahora los países
han privilegiado el avance hacia la armonización de
las políticas comerciales. Las barreras comerciales
entre ellos han tendido a disminuir significativamente

en la última década, y los retrocesos que se han ob-
servado han estado casi siempre relacionados con
turbulencias financieras. En algunos casos, los gobier-
nos han tenido que recurrir a la protección comercial
para defenderse de los efectos de entradas de capital
que aprecian el tipo de cambio y amenazan a activi-
dades nacionales transables en el ámbito internacio-
nal. En otros, la fuga de capitales provoca crisis de
balanza de pagos que no dejan más alternativa que
restringir los flujos comerciales. Definitivamente, la
mayor amenaza que se cierne sobre el progreso de la
integración regional es la inestabilidad financiera
internacional, que ha acrecentado significativamente
la volatilidad cambiaria y la inestabilidad interna de
los países de la región.

El mecanismo institucional propuesto podría
amortiguar los efectos adversos de la inestabilidad fi-
nanciera internacional sobre las economías nacionales
y, además, contribuir a que los países puedan avanzar
hacia la integración económica. Con cada crisis finan-
ciera de las que azotan periódicamente a los países de
la región, los avances en materia de integración que
se logran con mucho esfuerzo suelen ser sucedidos por
retrocesos parciales. Una mayor estabilidad de los ti-
pos de cambio y de las economías internas permitiría
a los países de América Latina converger hacia la
deseada integración comercial, sueño nacido hace cua-
tro décadas y aún no realizado.
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Terminada la década de los noventa, el bajo crecimiento eco-
nómico, su vulnerabilidad ante la inestabilidad financiera in-
ternacional y los escasos avances en materia de equidad, obli-
gan a reflexionar respecto de la agenda social futura. En ella
seguirá teniendo un papel importante la lucha por la supera-
ción de la pobreza y la indigencia, condicionada en buena
parte por la capacidad de la transformación económica y su di-
namismo para crear puestos de trabajo en gran cantidad y de
mayor calidad en términos de productividad e ingresos. A la
vez, por la pesada herencia de rezagos sociales, es imprescin-
dible que los programas sociales hagan uso eficiente de sus
recursos, y para precaverse ante posibles crisis, hay que
implementar redes de protección para los períodos recesivos.
Dichos programas deberán asignar gran importancia a la crea-
ción de capital humano, cuidando de mejorar la mala distribu-
ción actual de la educación entre estratos sociales que consti-
tuye uno de los símbolos de los rezagos sociales latinoameri-
canos. Pero la educación por sí sola no basta para superar la
falta de equidad, mejorar la distribución del ingreso y generar
una movilidad social que permita que los hijos superen las
oportunidades de bienestar material y de status social alcanza-
dos por sus padres. La transformación económica debiera
aprovechar los mayores niveles educativos creando más pues-
tos de trabajo de mayor productividad, para lo cual hay que
elevar los actuales coeficientes de inversión y la captación y
difusión del progreso técnico. Una mejor combinación de tra-
bajo, capital y progreso técnico sentará las bases de sociedades
más inclusivas e igualitarias.

R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  7 3
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I
Introducción

La vulnerabilidad de la mayoría de los países de la re-
gión frente a la inestabilidad financiera internacional,
el reducido crecimiento económico, los escasos progre-
sos en equidad y la insatisfacción que se detecta en la
opinión pública, han modificado las coordenadas del
debate económico y social vigente en la región, ponien-
do en tela de juicio algunos de los principios de las
modalidades de desarrollo predominantes.

Por un lado, se postula la conveniencia de intro-
ducir cambios en la arquitectura del sistema financie-
ro internacional (CEPAL, 1998), que tiendan a favore-
cer una estabilidad sostenible y a facilitar la toma de
decisiones oportunas para prevenir y manejar las cri-
sis (CEPAL, 1999a).

En la discusión internacional se expresa asimis-
mo una fuerte preocupación por la equidad,1 aun cuan-
do también se insta a mantener la disciplina
macroeconómica (Camdessus, 1996). Se afirma que
“El desarrollo es algo más que el ajuste. [Hasta ahora
nos] hemos centrado excesivamente en lo económico,
sin comprender bien los aspectos sociales, políticos,
ambientales y culturales de la sociedad”. Habría que
ir entonces, se predica, “más allá de la estabilización
financiera” y “abordar los problemas del crecimiento
con equidad en el largo plazo, [que son la] base de la
prosperidad y el progreso humano” (Wolfenson, 1998).

Por otro lado, en Europa ha surgido la discusión
sobre la desigualdad “tolerable” en esas sociedades y
las alternativas viables para desarrollar (o mantener) la
protección de los vulnerables (Giddens, 1998). En ese
contexto, ha logrado gran difusión, por lo menos me-
diática, el planteo de perseguir estos objetivos mediante
una “tercera vía” entre las opciones tradicionales.2

En América Latina, entretanto, se ha perdido el
optimismo de comienzos de los años noventa. Las
sucesivas crisis condujeron a un crecimiento económi-
co inferior al de otras épocas. Recuérdese que, a co-
mienzos de los años setenta, el producto regional se
incrementaba en torno al 6% anual; hacia el final de
esa década se redujo a l.5% y cayó a 0 con la crisis de
los ochenta. En la primera mitad de los noventa tuvo
una recuperación esperanzadora, que alcanzó el 3%, y
llegó a su máximo en 1997 (5.3%), para volver a caer
en 1998 a 2.5%; en 1999 el crecimiento fue negativo
en la mayor parte de América del Sur, y se recuperó
débilmente en 2000. También preocupa en la región
que dicho crecimiento lento no genere ocupaciones de
buena calidad en la cantidad necesaria para emplear a
quienes ingresan a la fuerza de trabajo, especialmente
jóvenes y mujeres. Esto se ha traducido en muestras
de malestar de la opinión pública, desinterés en algu-
nos casos por la actividad política y críticas al funcio-
namiento de los partidos políticos y del gobierno.

Ante el legado de los años noventa que se ha
descrito, conviene reflexionar sobre cuáles son los te-
mas que se encuentran incluidos en la agenda social
de América Latina, y que marcarán los años iniciales
del nuevo siglo.

1 Se reclaman buenas políticas sociales, porque sin ellas la glo-
balización y la democracia perderían legitimidad. Se recomiendan
redes de protección social, la reforma agraria, fomentar la igualdad
de oportunidades, y reducir las inequidades extremas en la distribu-
ción del ingreso a través de transferencias justas de ingresos desde
los sectores más ricos a los más necesitados, desde los que gozan
de buena salud hacia los enfermos, y desde los que tienen empleo
a los que sufren de falta del mismo (Camdessus, 1996, p. 35).

2 Los planteos son diversos. Un amplio grupo de líderes políticos
mundiales parece coincidir con los partidarios de la tercera vía,
que buscan combinar los aportes socialdemócratas del período de-
nominado los “treinta gloriosos”, combinándolo con las que se re-
conocen como ventajas del mercado. Empero, hay socialdemócra-
tas reacios a esos cambios, al mismo tiempo que ciertos analistas
para los que “la idea de la socialdemocracia carece [actualmente]
de sentido, ya que corresponde al acceso al poder del sindicalismo,
hoy en retroceso en todas partes”, pero que creen que el nuevo
“social-liberalismo” implica una alianza de centroderecha entre el
Estado y las fuerzas económicas, por lo cual plantean una alterna-
tiva “dos y medio” en la que el Estado otorgue mayor peso a las
presiones sociales (Touraine, 1998). Otros sectores parecen tam-
bién motivados a renovar perspectivas, como sucede en Estados
Unidos, con la tesis del “conservadurismo compasivo” (Olasky,
2000), adoptada por uno de los candidatos presidenciales (uno de
los cuales prologó el libro mencionado anteriormente), y en la re-
gión, el intento de construir un “centro reformista”. Cabe destacar
asimismo ciertas coincidencias que superan las tradiciones políticas
(Blair y Aznar, 2000).
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1. Pobreza e indigencia

Según las mediciones efectuadas por la CEPAL, la po-
breza disminuyó en América Latina, de 41% a 36%,
entre 1990 y 1997, recuperando así un nivel cercano
al previo a la crisis de la deuda. La indigencia tuvo una
evolución similar: pasó de 18% a 15% en el mismo
período (CEPAL, 1999b). La crisis de 1998-1999 elevó
la proporción de pobres en algunos países y atenuó la
tendencia favorable que se venía observando en otros.
El decenio se cerró con cerca de 38% de los hogares
por debajo de la línea de pobreza y 16% en indigencia
(Ocampo, coord., 2000).

La reducción que tuvo lugar en los inicios de los
años noventa permitió estabilizar la cantidad de indi-
viduos pobres, mientras que el impacto de la crisis
posterior volvió a elevarlo a cerca de 220 millones de
personas. También subió el número de indigentes de
93.4 millones a casi 100 millones (Ocampo, coord.,
2000).

Cabe extraer dos conclusiones de lo acaecido en
la región en estos años. Puede afirmarse que el creci-
miento económico tiene un impacto positivo en la re-
ducción de la pobreza, aunque la intensidad de esa
reducción depende del perfil de ese crecimiento. Tam-
bién es evidente el impacto regresivo que tienen los
episodios recesivos sobre la reducción de la pobreza:
un año de recesión lleva a perder entre la mitad y todo
lo ganado durante cuatro o cinco años de crecimiento.

2. Empleo y desocupación

Hacia fines de los años noventa, junto con
desacelerarse el crecimiento, se elevaron las tasas de
desempleo abierto y los porcentajes de trabajo asala-
riado no permanente, así como el número de trabaja-
dores sin contrato de trabajo y sin seguridad social
(Ocampo, coord., 2000, pp. 49-53 y 95-102).

La tasa media regional de desempleo abierto, en
1999, fue la más alta de la década (8.7%), pese a que
bajó la tasa de participación laboral (de 58.5% a
57.9%). Sin embargo, conviene distinguir dos situacio-
nes: mientras México y algunos países centroamerica-
nos y caribeños mostraron un apreciable dinamismo
económico y una disminución del desempleo, este úl-
timo aumentó en los países sudamericanos que enfren-

taron problemas de estancamiento. El fenómeno fue
especialmente notable en Chile, donde el incremento
de la desocupación pasó de 6.4% en 1996 a 9.8% en
1999 (Ocampo, coord., 2000, p. 95), para seguir cre-
ciendo en 2000 hasta 10.6%. Igual propensión mostró
Argentina, aunque con una intensidad mucho menor,
dado que frente a una caída de 3% en el producto, la
desocupación sólo aumentó de 12.9% a 14.3%.

También hubo cambios significativos en la orga-
nización del trabajo, que se caracterizaron por el au-
mento de la precariedad. Se acentuó la desregulación
laboral, mediante la reducción de los costos de la mano
de obra, las contrataciones de corta duración (tempo-
ral, estacional o a tiempo parcial), la ampliación de las
causales de término de contrato, la reducción de las
indemnizaciones por despido y del derecho de huelga,
con lo que se buscó mantener o incrementar la compe-
titividad de la economía a nivel internacional.

En esa línea se aprecia un incremento de la ocu-
pación no permanente, aunque con gran heterogenei-
dad, que fluctuó entre 9.5% (Costa Rica) y 45.1%
(Ecuador) en 1997, y con ascensos extremos en Co-
lombia, donde pasó de 6.6% en 1980 a 20.0% en 1997.
Este tipo de empleo temporal es más común en las
microempresas, y entre los menores de 30 años, las
mujeres y las personas de bajo nivel educativo (Mar-
tínez y Tokman, citados en Ocampo, coord., CEPAL,
2000, p. 99).

Se incrementó asimismo el número y la propor-
ción de quienes estaban ocupados pero no tenían con-
trato de trabajo. En 1996, la proporción de asalariados
en esta situación fluctuaba entre 65% y 22%, según los
países. Obviamente, la precariedad estaba vinculada
con menores remuneraciones y mayor vulnerabilidad
y pobreza.

 Una importante proporción de trabajadores no
contaba con protección de la seguridad social y de la
salud. Las diferencias nacionales son notables: van de
más de 60% sin protección en Bolivia y Paraguay a una
protección casi total en Uruguay (CEPAL, 2000, p. 101).

3. Distribución del ingreso

Durante los años ochenta, los gobiernos centraron su
preocupación en el crecimiento económico y el alivio
de la pobreza. Para ello se suponía que bastaba con

II
La situación social actual
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recuperar los equilibrios macroeconómicos, acabar con
la inflación, retirar al Estado de ciertas áreas y ampliar
espacios para el sector privado. Muchos de quienes
propiciaban estas políticas pensaban que, en el largo
plazo, el chorreo (trickle-down) terminaría con la po-
breza. La distribución del ingreso no era un objetivo,
porque se creía que podría afectar tanto el crecimien-
to económico como la posibilidad de reducir la pobre-
za que derivaba de él.

Hoy, la distribución del ingreso ha vuelto a ga-
nar status político, tanto porque el crecimiento econó-
mico no parece haber conducido en general a una mejor
distribución, como porque el debate económico ha
vuelto a considerar la distribución, relacionándola con
tres temas relevantes.

Una primera línea de análisis retoma la tesis de
que una distribución del ingreso más igualitaria pro-
mueve el crecimiento económico, en oposición al ar-
gumento de que, por lo menos en las primeras fases
del proceso de desarrollo, el ingreso debe concentrar-
se en ciertos grupos que tienen capacidad de ahorrar e
invertir. Se han planteado dudas, incluso, sobre si los
grupos de mayores ingresos de la región tienen esa
capacidad, por la tendencia al consumo que suelen
mostrar (ILPES, 1999, pp. 15-19).

También se han relacionado distribución del in-
greso y pobreza. El argumento, de carácter mecánico,
sostiene que hoy existiría una pobreza “innecesaria” en
América Latina (Berry, 1997), por cuanto si se hubie-
ra mantenido la distribución del ingreso de comienzos
de los años ochenta, el aumento de la pobreza deriva-
do de la crisis habría sido 50% inferior (Londoño y
Szekely, 1997).

Finalmente, se sostiene que la reducción de las
desigualdades incrementa la estabilidad de los sistemas
políticos democráticos, mientras que la concentración
crea mayores riesgos, derivados de la reacción de los
grupos perdedores que buscan mejorar su desmedrada
posición.

La distribución del ingreso en América Latina en
los años noventa puede analizarse a través de los si-
guientes indicadores:

i) el porcentaje de hogares que obtiene un ingre-
so inferior al ingreso promedio de la sociedad mues-
tra que, entre 1970 y 1990, la cifra pasó de 67% a 75%,
manteniéndose en ese nivel a lo largo de los años
noventa. Esto permite afirmar que la evolución del
ingreso promedio no representa bien lo que le está
sucediendo a tres cuartas partes de la población lati-
noamericana;

ii) el coeficiente de Gini indica que, en el perío-
do 1990-1997, aumentó la desigualdad en siete países

y se redujo en sólo cuatro (CEPAL, 1999b). Como suele
recordarse, América Latina es la región del mundo que
tiene la peor distribución del ingreso. Sin embargo,
constituye un conjunto heterogéneo de naciones entre
las cuales existen grandes diferencias, ubicándose en
los polos extremos Brasil y Uruguay (CEPAL, 1998,
pp. 216-217, cuadro 23);

iii) la razón entre los ingresos obtenidos por el
10% más rico de la población y por el 40% de meno-
res ingresos entre 1990 y 1997 creció en siete países y
se redujo en cuatro (CEPAL, 1999b, pp. 64 y 66).

Cabe concluir, entonces, que la modalidad de
crecimiento económico vigente en la región durante los
últimos años, en el mejor de los casos, no ha contri-
buido a disminuir las desigualdades que tradicional-
mente la han caracterizado. Empero, “los problemas no
son un producto del modelo actual de desarrollo, ya
que también caracterizaron al anterior y [a] los que le
antecedieron. Reflejan, de esta manera, y no debe ocul-
tarse, problemas fundamentales de la estructura eco-
nómica y social” (Ocampo, 2000, p. 125).

Esa vocación por la desigualdad parece no ser
peculiar de América Latina. Se encuentra incluso en
el mundo desarrollado, aunque con otros niveles de
concentración. En Estados Unidos, por ejemplo, varios
analistas han hecho notar que las tecnologías de la
información incrementan las oportunidades de empleo
e ingresos para los “analistas simbólicos”, como se
designa a aquellos trabajadores de alta calificación
dedicados a producir bienes inmateriales que hacen uso
intensivo de conocimiento (Reich, 1993). A la inver-
sa, los obreros de la línea de montaje se ven afectados
por la creciente exigencia de calificaciones informá-
ticas, y porque las empresas trasladan los procesos
rutinarios de producción a otros países (Thurow, 1992).
Asimismo, en la Comunidad Europea se han percibi-
do notables diferencias entre “las retribuciones de los
sectores acomodados de la población [que] están au-
mentando de manera significativa” y las posibilidades
de ocuparse, las características del tipo de empleo que
consiguen y las remuneraciones que obtienen las per-
sonas del 40% inferior (Dahrendorf, 1996, p. 44).

Esas características del sistema económico mun-
dial, que derivan en parte de la incorporación de nue-
vas tecnologías, se unen en América Latina a factores
específicos que explican la concentración de la distri-
bución del ingreso y que no facilitan su modificación
en el corto plazo.

La CEPAL (1998) ha identificado cuatro especial-
mente relevantes:

i) Patrimonio: La distribución del patrimonio en
América Latina es aun más concentrada que la del in-
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greso total. En promedio, el ingreso patrimonial se si-
túa en el percentil 85 (CEPAL, 1998, gráfico 4), lo que
indica que 85% de la población latinoamericana tiene
un acceso al patrimonio menor que el nivel medio de
la sociedad.

ii) Demografía: Los hogares de menores ingresos
tienen más miembros, en promedio cinco o más per-
sonas, que los hogares de mayores ingresos.

iii) Ocupación: La densidad ocupacional, vale
decir, la cantidad de ocupados en relación con el total
de miembros del hogar, tiene especial importancia para
explicar lo que sucede con la distribución del ingreso.
En algunos países, el estrato alto dobla a los estratos
bajos en este indicador. Dada la importancia que tiene
el ingreso laboral en el ingreso total del hogar, esta
diferencia explica buena parte de la alta concentración
distributiva. La distancia que separa a quienes se ubi-
can en el primer decil de la distribución del ingreso y
a los que están en el 40% inferior aumenta por la ya
anotada disparidad creciente de las remuneraciones
entre ocupaciones modernas y empleos de baja produc-
tividad.

iv) Educación: La distribución del ingreso está
condicionada también por la educación. Si bien ella ha
aumentado en los últimos 25 a 30 años, al punto que
las nuevas generaciones tienen en promedio tres años
de estudio más que sus padres, existe una alta concen-
tración del capital educativo.

4. Gasto social: ¿ventana de oportunidades
desaprovechada?

Luego de la reducción del gasto público social que se
dio en la mayoría de los países en la década de l980,
se produjo un significativo aumento de ese gasto du-
rante los años noventa. Entre 1990-1991 y 1996-1997
creció 38% para el conjunto de la región, duplicando
así el crecimiento del producto por habitante y hacien-
do que tres cuartas partes de los países superaran su
nivel máximo histórico. Esa tendencia pareció conti-
nuarse hacia fines de la década, aunque al respecto cabe
esperar los resultados que presentará la CEPAL en su
Panorama Social de América Latina, 2000-2001.

Sin embargo, esta “ventana de oportunidades” —que
acompaña al “bono demográfico”3 de que disfruta la re-

gión—, no ha sido aprovechada a cabalidad. Convie-
ne insistir en que gastar mucho no significa necesaria-
mente gastar bien, siendo una de las tareas pendientes
el incrementar la eficiencia, la eficacia y el impacto4

de este tipo de recursos, hecho de especial importan-
cia para una región que dedica al gasto público por-
centajes del PIB claramente inferiores a los que desti-
nan a ese fin los países desarrollados.

Debe advertirse, además, que resulta cada vez
menor el margen de que disponen los gobiernos para
seguir elevando su gasto público social a un ritmo más
rápido que el de su crecimiento económico. El mante-
nimiento de los actuales niveles de recursos públicos
para los programas sociales es un desafío inmediato.

5. Insatisfacción en la opinión pública

En los comienzos de los años noventa, la preocupación
principal de los latinoamericanos se centraba en los
procesos inflacionarios que corroían sus ingresos. Los
gobiernos que tuvieron éxito con la estabilización reci-
bieron respaldo electoral (Mora y Araujo, 1992). Sólo
algunos sectores, en especial los ocupados en el sector
público, reaccionaron frente a las pérdidas relativas de
salarios y beneficios (CEPAL, 1995). El resto de la ciu-
dadanía apostó al futuro, con la esperanza de que tam-
bién recibirían su parte de los frutos del crecimiento.

Hoy, en cambio, predomina la incertidumbre. La
situación económica y social descrita ha contribuido a
diluir esperanzas y ha hecho que aflore, en muchos
casos, el cansancio con el ajuste permanente. Encues-
tas de opinión realizadas en 16 países señalan que
aproximadamente 67% de los entrevistados considera
que la distribución de la riqueza es injusta y 61% sos-
tiene que su país no se está desarrollando (CEPAL, 1998).

Obviamente, tales opiniones están fuertemente
basadas en la experiencia personal de quien las emite.
No piensan igual los que participan de los sectores
emergentes o quienes están saliendo de la pobreza, que
los miembros de sectores medios hoy empobrecidos,

3 La expresión “bono demográfico” busca destacar la ventaja para la
región latinoamericana que deriva de un crecimiento de la población
que se ha hecho más pausado y, por consiguiente, ha elevado la pro-
porción de población adulta dentro del total, lo que hace que en teo-
ría disminuya la tasa de dependencia (CEPAL/CELADE, 1996).

4 La eficiencia mide la relación que existe entre costos y productos
(bienes o servicios) entregados por el proyecto. El objetivo del
análisis de eficiencia es encontrar la alternativa que minimiza los
costos por unidad de producto. La eficacia da cuenta del grado en
que se han alcanzado las metas de producción del proyecto, en un
período de tiempo, con independencia de los costos en que se haya
incurrido.

El impacto expresa la magnitud del beneficio recibido por la po-
blación objetivo, según los fines del proyecto: por ejemplo, el por-
centaje de reducción de la desnutrición de grado 1 y 2 en el grupo
meta, que se alcanzó por un proyecto orientado a ese fin (véase
Cohen y Franco, 1992).
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que pueden comparar su nivel de vida actual con el que
disfrutaron en el pasado.

Existen, por lo demás, diferencias generacionales.
La generación actual siente que tiene menores oportu-
nidades, tanto respecto de la generación que la ante-
cedió como de la que la sucederá (Latinobarómetro,
2000, p. 11).

Es muy común que los jóvenes demuestren insa-
tisfacción por las dificultades que afrontan para encon-
trar un empleo acorde con sus aspiraciones. Conviene
hacer notar que esta percepción parece tener una fuer-
te base material, sobre todo en la evolución del mer-
cado de trabajo y en las dificultades para el funciona-
miento adecuado de las microempresas y pequeñas
empresas.

Llama la atención la similitud entre el porcentaje
de jóvenes insatisfechos (entre 49% y 63%, según
encuestas realizadas en siete países) y el de quienes no
han logrado una educación que les asegure cierta
movilidad social mediante una integración adecuada al
mercado de trabajo5 (entre un tercio y la mitad). Po-
dría sostenerse que estos jóvenes con capitales educa-
tivos insuficientes toman conciencia tempranamente de
cuán predeterminada y limitada es la secuencia de
oportunidades de bienestar de que disfrutarán a lo lar-
go de su vida (Gerstenfeld, 1998).

En Chile —donde las reformas económicas han
madurado más que en otros lados y se han alcanzado
elevados niveles de crecimiento—, se aprecia una cre-
ciente preocupación por la desigualdad, que ha tendi-
do a desplazar a la pobreza concebida como carencia
de recursos. “Este cambio implica que la población
presta particular atención al diferente ritmo con que los
beneficios del progreso económico alcanzan a diferen-
tes sectores de nuestra sociedad” (Manzi y Catalán,

1998, p. 555). Los opinantes de sectores bajos y me-
dios consideran que los niveles de pobreza y desigual-
dad vigentes no se condicen con el crecimiento alcan-
zado. Piensan que esa incongruencia deriva de la pro-
pia dinámica del sistema y de la política de los acto-
res sociales con poder de decisión, a los que critican
su falta de sensibilidad. Reclaman, asimismo, un pa-
pel más activo del Estado (ibid., p. 532).

La percepción de la desigualdad y de la falta de
oportunidades lleva a que los ciudadanos pierdan pro-
gresivamente confianza en los políticos y en las insti-
tuciones, al tiempo que se alejan de los partidos (Manzi
y Catalán, 1998). Se produce un distanciamiento de la
actividad política, a la que ya no se ve como instancia
en la cual es posible defender los intereses grupales y
contribuir a crear una sociedad cuyas distancias socia-
les tengan una magnitud razonable. Sin embargo, existe
apoyo a la democracia como el mejor sistema de go-
bierno, aunque no hay igual satisfacción con su fun-
cionamiento, debido a las altas expectativas cifradas en
la capacidad del sistema democrático para dar solución
a los problemas. Sólo el 37% de los latinoamericanos
está satisfecho con el desempeño de la democracia
(Latinobarómetro, 2000, p. 6).

Debe reconocerse, sin embargo, que un proceso
de desarrollo implica desencadenar demandas. Inclu-
so cuando hay crecimiento económico y avances so-
ciales en la satisfacción de necesidades básicas (agua
potable, electricidad, caminos rurales), las encuestas de
opinión no necesariamente mostrarán satisfacción. La
teoría de Maslow (1954), según la cual la satisfacción
de ciertas necesidades primarias implica el inmediato
surgimiento de otras nuevas fuertemente sentidas, pue-
de explicar parcialmente el descontento frente al sur-
gimiento de nuevas expectativas y aspiraciones.

5 Esto es, lograr una educación de duración superior a la de sus
padres, descontada la devaluación, y alcanzar el umbral mínimo
para incorporarse adecuadamente al mercado de trabajo.

III
Los temas sociales emergentes

Ante un panorama como el descrito, un elemento fun-
damental de la agenda latinoamericana en la próxima
década será la construcción de sociedades más iguali-
tarias, lo que pasa por la incorporación de altos por-

centajes de la población a la sociedad de consumo y
la existencia de canales que promuevan la movilidad
social.

1. Integración a la sociedad de consumo

En América Latina, la mayoría de los hogares no lo-
gra ingresos suficientes para acceder a un nivel míni-
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mo del consumo de masas. Este es una dimensión no
sólo del bienestar material, sino de status y de integra-
ción, crecientemente valorados por la sociedad. Pese
a ello es común que se insista en denunciar lo que de-
nominan “consumismo”, que sería una desviación de
ciertos patrones culturales, la que derivaría del efecto
de demostración por el cual se adoptan modas “pro-
pias” de otros estratos sociales y de otros países.

En general, sólo dos a tres de cada 10 hogares ur-
banos registran actualmente un ingreso per cápita su-
ficiente para integrarse a la sociedad de consumo de
dimensiones y calidades latinoamericanas.6 En las áreas
rurales, la situación es aun menos favorable. Como
excepción, en Uruguay alrededor de la mitad de los
hogares tiene esa posibilidad; en otros países, un ter-
cio. Una hipótesis optimista sostiene que en 2005 sólo
Argentina y Chile se podrían incorporar al grupo de
países latinoamericanos con más de la mitad de sus
hogares integrados al consumo (Gerstenfeld, 1998).

Probablemente, son los miembros de estos hoga-
res no pobres urbanos con ingresos insuficientes para
integrarse plenamente al consumo los que más influ-
yen en la sensación de frustración que detectan las
encuestas (Gerstenfeld, 1998).

El crecimiento económico sostenido es, sin duda,
el instrumento por el cual podrá lograrse que las gran-
des masas puedan incorporarse al consumo.

2. Movilidad social

Una sociedad abierta, moderna, preocupada por la
equidad, debería caracterizarse por la fluidez de su
movilidad social. Una manera de asegurar el buen
desempeño de los roles sociales es que existan las
posibilidades y los incentivos para acceder a las posi-
ciones mejor remuneradas o de mayor status. En las
sociedades tradicionales, en cambio, los roles se asig-
nan básicamente por principios de adscripción que
reservan esas posiciones por nacimiento.

En las primeras fases de desarrollo tiene lugar un
tipo de movilidad “estructural”, por la cual se crean
aceleradamente nuevas posiciones de mejor nivel, a las
cuales se accede cualquiera sea la preparación para

ejercer esas funciones. En fases más avanzadas, la
movilidad se torna “circular”: la generación de nuevas
posiciones es menor y el cambio tiene que darse por
rotación, esto es, por el abandono de alguno de los
ocupantes de la posición más elevada (por retiro, muer-
te o desempleo), y el que asciende requiere  creden-
ciales adecuadas para su desempeño (Pastore y Silva,
2000, p. 5).

Los estudios muestran que, en la región, sólo tu-
vieron movilidad educacional dos de cada cuatro jó-
venes urbanos y uno de cada cuatro rurales. En conse-
cuencia, cabe concluir que la probabilidad de movili-
dad social prácticamente no ha cambiado desde 1980
(CEPAL, 1998a). La alteración de ese patrón está ligada
fuertemente al sistema educativo.

Conviene destacar aquí que la sociedad merito-
crática, donde las posiciones son desempeñadas por
poseer ciertas capacidades, puede sumir en la exclu-
sión y la pobreza a aquellos que no las posean. Esto
justifica el argumento de que es preciso incorporar un
elemento de solidaridad, que permita compensar esas
carencias.

3. Hacia sociedades más igualitarias

Suele hacerse mucho hincapié en los aspectos econó-
micos de la desigualdad. La experiencia latinoameri-
cana muestra que incluso en aquellos países donde se
ha logrado cumplir con la recomendación de mante-
ner tasas de crecimiento de 6% anual, la distribución
no mejora y tampoco hay diferencias respecto a la
satisfacción de la opinión pública con lo que está suce-
diendo. Se destaca por ello “la necesidad de poner
especial atención a las políticas económicas y sociales
que tienen directa incidencia en aspectos de carácter
distributivo, especialmente en aquellas áreas donde la
sensibilidad por la desigualdad se manifiesta con ma-
yor fuerza (educación, vivienda, y salud)” (Manzi y
Catalán, 1998, p. 555). Asimismo, la ya mencionada
nueva reflexión intelectual sobre la distribución del
ingreso analiza relaciones que parecen mostrar que
incluso para crecer es preferible una mayor igualdad
en esta dimensión.

Siendo muy importante ese tema, conviene re-
calcar que la preocupación por construir sociedades
más igualitarias va más allá de lo económico y lo re-
lacionado con el bienestar material. Importan otras
formas de igualdad sin las cuales no existe una bue-
na sociedad.

Esos avances en la satisfacción de necesidades
básicas generan costos monetarios que deben ser

6 Para integrarse a la sociedad de consumo se requiere un ingreso
per cápita del hogar superior a tres líneas de pobreza. En ese punto,
la distribución muestra un claro salto en el nivel de gasto. Recuér-
dese que una línea de pobreza es, justamente, el nivel de la pobre-
za; percibir un ingreso de hasta dos líneas de pobreza muestra vul-
nerabilidad y riesgo de sufrir esa situación en alguna etapa de la
vida.
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enfrentados por los beneficiarios, lo que resulta difícil
cuando no se ha elevado la productividad de esos secto-
res atrasados y no han surgido nuevas opciones labo-
rales que les permitan sustentar los avances logrados.

Pero la sociedad igualitaria va más allá del con-
senso sobre los elementos económicos cruciales. En
primer lugar, porque es un requisito previo para el buen
funcionamiento del propio mercado. Así sucede con la
igualdad ante la ley, que si bien aparece expresada en
las constituciones latinoamericanas, dista mucho de
estar vigente en la práctica. Las reformas a la justicia
constituyen el reconocimiento de las carencias existen-
tes en la región. También es un requisito ineludible la
igualdad de oportunidades, entendida como la supera-
ción de la desventaja que deriva para algunas perso-
nas de la existencia de ciertas barreras o constricciones
o de la imposibilidad de acceso a ciertos medios. Igua-
lar oportunidades implica eliminar las conexiones que
existen entre las posibilidades de bienestar y ciertas
características personales que no pueden ser modifica-
das o sólo son difícilmente alterables (sexo, raza), o
que derivan del nacimiento en una familia con deter-
minados atributos (nivel socioeconómico, casta, etc.).

En definitiva, incluso cuando se privilegia la li-
bertad, corresponde asegurar una igualdad de liberta-
des, esto es, “preocuparse igualmente, al nivel que sea,
por todas las personas implicadas” (Sen, 1999, p. 7).

También corresponde promover la igualdad de
posibilidades de expresión del pensamiento. Existen sin
duda, en cualquier país, múltiples perspectivas sobre
cómo organizar la sociedad. Y debe reconocerse a las
personas, a las comunidades y a los grupos su dere-
cho a expresar sus preferencias y a organizarse para
sostenerlas en el debate democrático.

Muchos de esos principios son fundamentales pa-
ra un adecuado funcionamiento de la democracia. El
principio de “un hombre, un voto” tiene que ser res-
petado para que la democracia funcione. Se requiere
igualdad ciudadana. Si bien se habla del “mercado
político”, no puede aceptarse que el mercado (econó-
mico) determine las decisiones políticas. Se necesita
cautelar “que quienes pesan y valen distinto en el
mercado a partir de lo que tienen, adquieran peso y
valor equivalente a la hora de ejercer como ciudada-
nos sus derechos cívicos y políticos, sociales y labo-
rales, valóricos e ideológicos” (Hardy, 2000).

La igualdad de derechos ciudadanos lleva a que
las diferencias personales no se transformen en privi-
legios de algunos y exclusiones de otros.

En el campo de la sociedad y la cultura se nece-
sita también igualdad en la diversidad, esto es, que los

individuos, las comunidades y los grupos de diferente
tipo tengan la posibilidad de desarrollar su propia vi-
sión de las diferentes dimensiones del comportamien-
to humano y poder así desenvolver sus “hechos dife-
renciales”; esto lleva al pluralismo cultural.

Pero el crecimiento también depende de las políti-
cas sociales en cuanto éstas forman el capital humano
que se movilizará para poder desempeñar correctamen-
te los puestos de trabajo que requiere el funcionamien-
to del aparato económico. Asimismo, las políticas so-
ciales contribuyen a crear condiciones políticas que son
básicas para generar la estabilidad necesaria para la in-
versión y la realización de los proyectos productivos.

4. Responsabilidad de las políticas públicas

Sin duda, uno de los instrumentos claves para enfren-
tar la agenda social finisecular serán las políticas pú-
blicas. Una buena política económica tiene efectos
sociales positivos. Genera condiciones para crear em-
pleos y buenos salarios. Incluso cuando sólo se crean
ocupaciones con productividad e ingresos bajos, como
ha sucedido predominantemente en estos años, ello
permite que un número mayor de miembros de los
hogares pobres consiga ocuparse, con lo que aumenta
la densidad ocupacional de los hogares y, consecuen-
temente, su ingreso per cápita. El crecimiento econó-
mico facilita, además, la expansión del gasto público,
con su potencial de mejorar en equidad y disminuir la
pobreza en el corto y largo plazo.

Sin embargo, conviene tener presente que “la
sensibilidad del crecimiento regional a los ciclos finan-
cieros internacionales sigue siendo tan marcada como
siempre, pese a la creciente sofisticación del manejo
macroeconómico” (Ocampo, 2000, p. 122). Esto obli-
ga a tratar de reducir el impacto de dichos ciclos so-
bre la población en general y en especial sobre los más
desprotegidos. Asimismo, la creciente segmentación
del mercado del trabajo exige políticas orientadas a
evitar que los precios relativos afecten la contratación
laboral; que aseguren una capacitación permanente de
la mano de obra y preparen a los trabajadores para
operar con nuevas tecnologías, y que perfeccionen la
legislación laboral y establezcan seguros de desempleo
que brinden protección a los trabajadores en coyuntu-
ras recesivas y readecuaciones productivas. Dado que
los sectores de baja productividad están compuestos
por empresas pequeñas y microempresas, las que ocu-
pan más de la mitad de los trabajadores latinoameri-
canos, hay que fomentar en ellas la absorción de nue-
va tecnología, para lo que se les debe garantizar el
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acceso al crédito y a los mercados, y apoyarlas en lo
que toca a información, desarrollo de productos y ca-
nales de comercialización y gestión empresarial.

Asimismo, las políticas de vivienda popular y
equipamiento comunitario son vitales para mejorar las
condiciones de vida de las personas, elevar la calidad
de la salud y crear el entorno propicio para que los es-
colares aprovechen la educación, al mismo tiempo que
contribuyen a mejorar la distribución del patrimonio.
Donde la población rural es aún significativa, es pre-
ciso facilitar el acceso a los mercados a productores
de regiones apartadas mediante la realización de obras
de infraestructura y el acceso a la tierra y al agua.

En cuanto a las políticas sociales, es claro que no
pueden asumir solas el objetivo de la equidad. El de-
sarrollo social no es de su responsabilidad exclusiva:
comparte tal responsabilidad con la política económi-
ca. Las políticas sociales influyen directa e indirecta-
mente en la disminución de la pobreza y el mejora-
miento de las condiciones de vida, a través de sus tres
funciones básicas: inversión en capital humano, com-
pensación social e integración o cohesión social.

a) Inversión en capital humano: la educación
Cuando el principal factor productivo es el cono-

cimiento hay una base sólida para justificar la conve-
niencia de una mayor equidad. Ya no es necesario
recurrir solamente a argumentos éticos, filantrópicos o
de solidaridad. Los países no podrán ser competitivos
si no tienen una fuerza de trabajo adecuadamente for-
mada y capacitada, que pueda acceder al progreso téc-
nico e incorporarlo a su rutina de trabajo. Es posible,
entonces, concebir la competitividad y la equidad como
objetivos que pueden perseguirse simultáneamente y
retroalimentarse. De esta manera, desde el punto de
vista agregado, la política social que se orienta a in-
vertir en capital humano se convierte en un prerrequi-
sito del crecimiento económico. Otro tanto sucede con
la necesidad de habilitar a la población en términos de
salud para que pueda ejercer sus funciones producti-
vas a un nivel adecuado.

La educación también es clave para los indivi-
duos. Sin embargo, es preciso reconocer que ella (es-
pecialmente la de calidad) es un bien que se hereda.
Hay una transmisión intergeneracional de las oportu-
nidades de bienestar (CEPAL, 1998) que vincula al ho-
gar de origen con los años de educación, el tipo de
ocupación y el nivel de bienestar que sus nuevos miem-
bros podrán alcanzar a lo largo de su vida.

En primer lugar, el hogar de origen tiene un pa-
pel fundamental en el aprovechamiento escolar. Hay

varias características de ese hogar que influyen: i) el
nivel socioeconómico; ii) el clima educacional, defi-
nido como la cantidad de años de estudio que tienen
los adultos del hogar; iii) las condiciones habitacionales
(si hay hacinamiento o no), y iv) la organización fa-
miliar (que puede ser monoparental, o con ambos pa-
dres presentes, influyendo también el tipo de unión).

Tempranamente, entonces, se decide el futuro de
las nuevas generaciones, diferenciando entre los exclui-
dos (aquellos cuya educación es insuficiente como para
tener la posibilidad de ocupar empleos bien remune-
rados que los liberen de la pobreza) y los integrados.
Los excluidos no alcanzarán niveles de vida adecua-
dos, ni estarán en condiciones de aportar a la competi-
tividad, por cuanto carecerán de conocimientos y de
la flexibilidad necesaria para incorporar el progreso
técnico a sus formas de producción.

En otro eslabón de la cadena, el capital educati-
vo es clave en las oportunidades ocupacionales al lle-
gar a la vida activa, debido a dos fenómenos fuerte-
mente relacionados y que es necesario considerar en
el diseño de políticas: devaluación educativa y umbral
educativo.

La devaluación educativa es la pérdida de impor-
tancia de ciertos niveles académicos a medida que se
generaliza su obtención; en definitiva, da cuenta de la
necesidad de cursar cada vez más años de educación
formal para acceder a la misma ocupación o para ob-
tener un salario similar al que se lograba en la genera-
ción precedente.7 La experiencia muestra que cuanto
menor sea el nivel educativo, mayor es la devaluación.

El umbral educativo, a su vez, es el número de
años que se debe cursar como mínimo, en cada mo-
mento determinado, para obtener una ocupación que
asegure una alta probabilidad (90%) de evitar la po-
breza a lo largo del ciclo de vida. Dicho umbral hoy,
en América Latina, se sitúa en muchos casos en los 12
años de educación formal (CEPAL, 1999b) y sólo lo
alcanza un tercio de los jóvenes en las zonas urbanas
y un décimo en las rurales.

Finalmente, la ocupación a la que se acceda se
encadena con las oportunidades de bienestar, como se
ha destacado en el Panorama social de América Lati-
na. Quienes tienen menos de ocho años de estudio sólo
podrán acceder a ocupaciones que les proporcionarán
ingresos que se sitúan en torno a dos y media líneas

7 Este tema fue profundamente analizado hace ya mucho tiempo
por Aldo E. Solari, y se encuentra presente en estudios de la CEPAL.
Recientemente ha cobrado expresión en la prensa: véase La Ter-
cera (2000).
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de pobreza, que resultan insuficientes para un bienes-
tar mínimo. En el otro extremo, quienes tienen 12 ó
más años de estudio se desempeñarán como técnicos,
gerentes o propietarios y, en esas ocupaciones, obten-
drán ingresos superiores a las cuatro líneas de pobre-
za. Quienes se encuentren en una posición interme-
dia (9 a 11 años de estudio) trabajarán como vende-
dores en general o en profesiones similares, recibien-
do un ingreso que, en ciertas etapas de su ciclo de vida
—cuando hayan constituido una familia y sus hijos lle-
guen a la adolescencia—, puede no proporcionarles un
nivel de bienestar adecuado (CEPAL, 1998).

Desde el punto de vista societal, el costo de los
recursos humanos sin capacitación, que no resultan
eficientes en sistemas de producción competitivos,
puede definirse como “el potencial de crecimiento en
la dotación de capital humano, que no se concreta
como consecuencia de los déficit educativos existen-
tes” (Cohen, 1996, p. 4).

Por lo mismo, si bien tienen gran importancia las
políticas de reforma educativa que buscan reducir la
repetición y la deserción y mejorar la calidad de la
educación, no son suficientes por sí solas para superar
la falta de equidad. Hay que considerar los factores
extraescolares en el rendimiento educativo, y compen-
sar las diferencias ligadas al hogar de origen de los
alumnos, como única manera de evitar que el sistema
educativo funcione como mecanismo de reproducción
de diferencias preexistentes.

Conviene insistir en que mejorar la educación no
basta para modificar la distribución del ingreso en los
próximos 10 años. Como la rotación de personas en la
fuerza de trabajo se realiza a un ritmo de 2% ó 3%
anual, el perfil ocupacional del 80% de los trabajado-
res que estarán en funciones hacia fines de la próxima
década ya está incorporado hoy al mercado laboral. Por
ello, no obtendrán ventaja alguna de las mejoras en el
sistema educacional, que se orientan justamente a quie-
nes aún no se han incorporado al mercado de trabajo.

La distribución del acceso a la salud también es
inequitativa, aunque cabe reconocer avances en la reduc-
ción de la mortalidad infantil y el aumento de la espe-
ranza de vida, entre otros logros. Sin embargo, existen
hoy nuevas demandas que obligarán a ampliar las polí-
ticas y a otorgar servicios más diversificados y moder-
nos, no sólo en actividades preventivas. Los procesos
de reforma llevados a cabo, en los cuales el sector pri-
vado desempeña un papel significativamente más im-
portante que en el pasado, han dado lugar a un impor-
tante debate sobre la mejor manera de mejorar la efi-
ciencia y responder a demandas cada vez mayores.

b) Compensación social: redes de protección
La lucha por la superación de la pobreza y la in-

digencia seguirá siendo central. Cobran importancia las
redes de protección social, vale decir, aquellos “con-
juntos de intervenciones compensatorias que incre-
mentan el ingreso y otros activos mediante transferen-
cias focalizadas, y que están diseñadas específicamente
para sostener o aumentar el bienestar de los grupos
pobres o vulnerables en períodos de transición econó-
mica” (Graham, 1994). Algunos creen incluso que
pueden facilitar un respaldo popular al proceso de
transición económica, siempre que exista una comu-
nicación adecuada y se fomente la participación de
los beneficiarios, fortaleciendo su capacidad de orga-
nización.

Estas redes deben ser estables, pertenecer a siste-
mas institucionales permanentes, tener personal espe-
cializado, mecanismos de elegibilidad, carteras de pro-
yectos y prácticas establecidas para evaluarlos, etc. De
no ser así, no podrán responder oportunamente a las
necesidades de protección en momentos de crisis
(Cornia, 1999).

Desde los años ochenta la protección de los po-
bres en las crisis se ha basado en programas de em-
pleo de emergencia, programas contra la pobreza y
fondos sociales de emergencia o de inversión social,
con los que se buscó complementar a los tradicionales
programas de asistencia social. Pero también cabe re-
currir a medidas que les mantengan la ocupación me-
diante, por ejemplo, el adelanto de la inversión progra-
mada en infraestructura o la promoción de obras pú-
blicas en comunidades que hayan enfrentado desastres
naturales o coyunturas económicas desfavorables (Igle-
sias, por publicarse). Como criterio básico de estos
programas debe considerarse su operación contracícli-
ca, expandiendo su cobertura y beneficios en los pe-
ríodos de recesión. Corresponde, por ello, que se iden-
tifiquen aquellos rubros que no deben recortarse, o que
necesitan ampliarse durante las crisis.

c) Cohesión social
Una sociedad integrada es aquella en la cual la

población se comporta según patrones socialmente
aceptados y existe un ajuste entre las metas culturales,
la estructura de oportunidades para alcanzarlas y la
formación de capacidades individuales para aprovechar
tales oportunidades. Por cierto, siempre hay compor-
tamientos que no se ajustan a esas pautas, que pueden
inducir aumentos de la cohesión social o procesos de
desintegración usualmente vinculados a fenómenos de
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exclusión, vale decir, a circunstancias en que la socie-
dad no pone a disposición de las personas los medios
(oportunidades) adecuados para que puedan alcanzar
las metas impuestas por la cultura (CEPAL, 1997, cap.
III, p. 73).

La preocupación por la cohesión no implica la
búsqueda de la homogeneización, por cuanto una so-
ciedad moderna tiene que respetar el derecho a la iden-
tidad cultural propia y valorar la diversidad, junto con
los aportes que derivan de la creatividad de cada gru-
po cultural. Así, se comparten objetivos globales y nor-
mas, y existe espacio para una amplia gama de metas
particulares, tanto individuales como grupales. Esto es
de especial importancia en sociedades multiétnicas y
multiculturales.

A los tradicionales problemas de baja integración
social que presenta la región (pobreza y otros ya vis-
tos, discriminación étnica, segmentación social, segre-
gación residencial), se agregan ahora nuevos fenóme-
nos (violencia en diversas formas, inseguridad ciuda-
dana, narcotráfico, corrupción).

Este conjunto de situaciones debilitan o anulan los
lazos de una pertenencia compartida, la aceptación de
patrones de comportamiento común y el ejercicio de
una ciudadanía efectiva, al mismo tiempo que refuerza
particularismos excluyentes y genera desconfianza
hacia el ordenamiento público.

Por lo mismo, el mejoramiento de la integración
social se liga a la recomposición de canales de movi-
lidad social adecuados a las transformaciones en cur-
so, a la puesta en práctica de un desarrollo cuyos fru-
tos lleguen al conjunto de la sociedad, a un ámbito
público que reconozca y valore la diversidad y aliente
el fortalecimiento de los actores de la sociedad civil,
y a un sistema político en que se representen y nego-
cien las demandas e intereses de todos los actores.

La incorporación de los excluidos por discrimi-
naciones de diverso tipo (étnicas, de género y otras)
es una tarea pendiente. En ella, la acción afirmativa o
discriminación positiva es un medio fundamental para
avanzar en la superación de las desigualdades adscri-
tas al origen familiar, étnico y de género.8

8 Recurriendo, por ejemplo, a la discriminación positiva o acción
afirmativa para reducir las diferencias y desigualdades, solución
hoy cuestionada en algunos medios. Así, el Presidente Fernando
Henrique Cardoso destaca las resistencias que existen en Brasil a
un sistema de cuotas para facilitar el acceso de los negros a la
educación (véase Cardoso, 1998, p. 328).

IV
Conclusiones

El fin de siglo en América Latina, en el plano social,
no es satisfactorio. Si bien se ha recuperado la senda
del crecimiento económico, éste no tiene el ritmo ne-
cesario para mejorar los niveles de vida en toda la
población. Las políticas sociales, por su parte, han
recibido recursos muy importantes, que no será fácil
mantener si no se asienta el crecimiento económico, y
que en todo caso exigen mejoras notables en la eficien-
cia de su aplicación, en la eficacia para alcanzar los
objetivos y en el impacto de los programas sobre la
población beneficiaria.

En la agenda futura de la región estará presente
la aspiración de construir sociedades más inclusivas e
igualitarias, con una incorporación creciente a la so-
ciedad de consumo y a la movilidad social, de estra-
tos de la población hasta ahora excluidos.

Conviene insistir en la importancia de la demo-
cracia y de su calidad. Ella es un ingrediente básico
para una buena sociedad. Las democracias de analfa-
betos no son tales democracias y, con mucha facilidad,
abren camino al clientelismo y al populismo. Las so-
ciedades de excluidos también son el caldo de cultivo

de la violencia y la inseguridad ciudadana y terminan
afectando el funcionamiento de la democracia. Dete-
rioran asimismo las condiciones de vida no sólo de los
pobres, sino también de los integrados, que pasan a
vivir en bunkers, a no circular con tranquilidad por su
propia ciudad y a fomentar el desarrollo de la indus-
tria de la seguridad privada.

Uno de los debates europeos actuales gira en tor-
no a la sociedad de dos tercios, esto es, aquélla donde
sólo dos de cada tres personas están integradas. Hoy,
en América Latina predominan sociedades de un ter-
cio. El desafío, entonces, es crear sociedades donde,
como dice el título de un libro reciente, Todos entran
(Bustelo y Minujin, 1998). Ese es el desafío de la re-
gión, que sólo será auténticamente competitiva si si-
multáneamente logra el desarrollo humano.
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Como ha sostenido Dahrendorf (1996), “Alcan-
zar al mismo tiempo crecimiento, cohesión y libertad
puede ser difícil; puede incluso implicar la cuadratura

del círculo, [esto] por supuesto no puede lograrse de
manera perfecta; pero es posible que podamos acercar-
nos a ello”.
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Este artículo analiza las políticas de educación del sexenio

1995-2000 en el Brasil. Tras señalar la necesidad de preparar

al ciudadano y al país para enfrentar el siglo XXI, considera el

atraso secular de la educación brasileña y las características

generales del sistema educativo en dicho país. Enseguida des-

cribe las opciones de la política educacional del período, que

apuntan sobre todo a la expansión con calidad del sistema;

analiza las particularidades de los programas para la educación

básica (entendida como la educación que se imparte desde los

cero años hasta el fin de la enseñanza media); los programas

compensatorios orientados a la retención escolar; la educación

especial; los planes de alfabetización y la educación de jóve-

nes y adultos. Examina la formación de docentes, la enseñanza

secundaria y técnico-profesional y la educación superior. Con-

sidera temas relativos a la transparencia de la información

sobre el sistema educativo y a las posibilidades de evaluarlo.

Pasa revista asimismo al financiamiento de la educación y la

puesta en práctica de las normas constitucionales correspon-

dientes. El artículo concluye con la consideración de los desa-

fíos y perspectivas de la educación en Brasil, señalando como

reto principal la búsqueda de índices de calidad crecientes en

todos los niveles educativos, lo que está íntimamente ligado a

la calificación del cuerpo docente y al financiamiento del sis-

tema.

R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  7 3
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I
Preparando el ciudadano y el
país del siglo XXI

Con una población de 165 millones de habitantes,
Brasil es el quinto país más populoso del planeta, sólo
superado por China, India, Rusia y Estados Unidos. Es
el cuarto en extensión territorial y está entre las diez
mayores economías del mundo.

Su sociedad y economía son diversificadas y com-
plejas, con enormes potencialidades pero también con
graves problemas, herencia del pasado. Existe hoy en
el país una clara conciencia de que invertir en educa-
ción es la vía principal para enfrentar esos problemas
y transformar en realidad la enorme esperanza con que
su pueblo encara el futuro.

Consciente de la importancia estratégica de la
educación para insertar el país en una economía glo-
bal cada vez más anclada en el conocimiento y la in-
novación, Brasil pasó a considerar la enseñanza como
una prioridad nacional. Además de tomar medidas
destinadas a garantizar el financiamiento del sector,
durante los últimos seis años aplicó en forma continua
un conjunto coherente de políticas en todos los nive-
les de la educación brasileña.

Como telón de fondo de esas políticas está la com-
prensión de que el mundo vive un gran proceso de cam-
bio estructural, desde el punto de vista de su historia
económica, con todas las consecuencias sociales y
políticas que esto significa. El modo de producir dio
un salto gigantesco, lo que tuvo un enorme efecto so-
bre el consumo, el empleo, los salarios y, especialmen-
te,  sobre la productividad del trabajo.

El surgimiento de la informática revolucionó la
tecnología de producción industrial, tornando obsoletas
las antiguas especializaciones y requiriendo un nuevo
tipo de trabajador, más versátil y mejor equipado inte-
lectualmente. El gran salto de las comunicaciones,
potenciado por el desarrollo de la tecnología espacial,
rompió literalmente las barreras nacionales: a los paí-
ses se les hizo imposible mantenerse aislados en un
mundo con acceso instantáneo a la información, y se
tornó inviable la aparición de procesos de desarrollo
nacionales autóctonos.

En este mundo globalizado e interdependiente en
una escala nunca antes vista en la historia universal,
la superación de la pobreza y el arraigamiento de la
democracia pasan necesariamente por la capacidad de
apropiación y generación del conocimiento científico
y tecnológico, raíz y motor del dinamismo del capita-
lismo contemporáneo, y por la afirmación de una ciu-
dadanía dotada de los instrumentos para comprender,
criticar e influir en la definición de los rumbos de di-
chas transformaciones.

Para la educación, el desafío es doble: formar el
individuo y preparar el país tanto para comprender un
mundo nuevo cuyas bases se reorganizan por completo
como para participar en él. Recuperar el tiempo perdi-
do, superar las deficiencias básicas y esenciales here-
dadas del pasado y, al mismo tiempo, implantar la re-
forma educacional que exige la nueva sociedad, es una
tarea gigantesca que exige de los gobiernos y la socie-
dad la asignación de una clara prioridad a la educación.

II
Un atraso secular en la educación brasileña

Pese a todas las deficiencias y desigualdades de su
modelo de desarrollo elitista y concentrador, Brasil
ocupó el segundo lugar entre los países con mayor
crecimiento económico del mundo entre 1890 y 1980.
Pero fue el último país en abolir la esclavitud, en 1889,
y el modelo agrario brasileño siguió manteniendo en
la exclusión y la ignorancia a las grandes masas cam-

pesinas, descendientes en gran medida de los esclavos
y de poblaciones indígenas que han perdido sus carac-
terísticas culturales.

El proceso de industrialización —entre 1930 y
1980— se caracterizó por la sustitución de importacio-
nes, sin hacer hincapié en la competitividad o la inno-
vación. Las exportaciones se originaban sólo en los
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sectores que hacían uso intensivo de recursos natura-
les y mano de obra barata, y la alta concentración del
ingreso convivía con la profundización de la exclusión
social.

Hasta 1950, casi 70% de la población todavía
vivía en el campo. En 1960, sólo 60% de los niños de
siete a catorce años asistía a la escuela y la tasa de
analfabetismo era de 40%. Pero ya en 1997 el 80% de
los brasileños vivía en las ciudades. Ese vertiginoso
proceso de urbanización estuvo acompañado hasta fi-
nes de los años ochenta por altas tasas de crecimiento
demográfico. Las grandes metrópolis, especialmente,
tuvieron que acoger en sus redes ya deficientes de
equipamiento y servicios urbanos a una población jo-
ven de origen rural, desprovista de casi toda califica-
ción para las actividades productivas de la economía
industrial.

A mediados de los años noventa, 89% de los ni-
ños asistía a la escuela y la tasa de analfabetismo ha-
bía caído a 16%. Eran avances considerables, aunque
insuficientes ante las exigencias de la nueva sociedad
del conocimiento, sobre todo si se considera que sólo
50% de los niños que iniciaban el primer curso prima-
rio terminaba los ocho cursos, tardando un promedio
de doce años en completar el ciclo, debido a las altísi-
mas tasas de repitencia y deserción escolar.

Este panorama educacional desolador —el país
tiene todavía hoy un legado de 15 millones de analfa-
betos mayores de 14 años— era coherente y hasta “fun-
cional’’ frente al modelo de desarrollo vigente hasta
entonces, que se hallaba al servicio de una política
proteccionista y era capaz de equilibrarse internamen-
te, protegido de la competencia internacional. Para esta
modalidad de desarrollo industrial privilegiada por las
elites, bastaba con tener en la educación un segmento
de buena calidad que abarcara todos los niveles (pri-
mario, secundario y universitario), sin preocuparse por
ampliar la cobertura, pues no era prioritario que toda
la población recibiese educación.

Dentro de estos límites, el país siguió ese mode-
lo educacional con cierta competencia, ya que en él se
desarrolló y prosperó, sobre todo entre los años sesen-
ta y ochenta, la mejor especialización de posgrado de
los países en desarrollo.

Pero, sobre todo a partir de los años noventa, se
intensificó la presión por lograr mejores condiciones
educacionales para la población en general, ejercida
tanto por los jóvenes y las familias que buscaban el
ascenso económico y social como por la propia eco-
nomía, cada vez más urbanizada y compleja, y cada
vez más expuesta a la competencia externa.

III
Características del sistema de
educación brasileño

Una particularidad del sistema educacional brasileño
es su carácter extremadamente diversificado y descen-
tralizado. El país es una república federal, constituida
por 26 estados federativos y el distrito federal. Las
unidades de la federación se subdividen a su vez en
municipios, los que actualmente bordean los seis mil.

Todo el sistema de educación, excepto el de ni-
vel superior, es predominantemente público. Existen
hoy en el país, matriculados en todos los niveles de
enseñanza, 54.7 millones de estudiantes. Esta cifra
representa cerca de un tercio de la población general
y equivale prácticamente a la suma de las poblaciones
totales de Argentina, Chile y Uruguay. Las escuelas del
sector público dan educación gratuita al 89% del total
de 52 millones de alumnos de educación básica —in-

fantil, primaria y media— que equivalen a la suma de
las poblaciones totales de Venezuela y Perú.

La nueva Ley de Directrices y Bases de la Edu-
cación Nacional, promulgada en diciembre de 1996,
redefinió los papeles y responsabilidades de cada sis-
tema de enseñanza (federal, estadual y municipal). Al
dar mayor autonomía a la escuela, flexibilizar los con-
tenidos curriculares y estimular la calificación del
magisterio —estipula que para el año 2007 todos los
profesores de educación básica deben tener formación
superior—, la nueva ley creó el ambiente necesario
para poner en marcha cambios significativos en el
escenario educacional del país.

La educación primaria (fundamental) obligato-
ria que abarca de primero a octavo grado, así como
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las guarderías infantiles (cero a tres años), la ense-
ñanza preescolar (cuatro a seis años) y la educación
media han sido siempre responsabilidad de estados y
municipios. El papel del gobierno central en esos ni-
veles es normativo, pues establece los grandes linea-
mientos del sistema redistributivo y subsidiario, otor-
gando asistencia y subsidios para disminuir las des-
igualdades sociales y regionales. Sólo las institucio-
nes de enseñanza superior y las escuelas técnico-pro-
fesionales de nivel medio son mantenidas direc-
tamente por la Unión.

A partir de la aprobación de la Ley de Directri-
ces y Bases de la Educación Nacional se desencadenó
un amplio proceso de “municipalización” de la educa-
ción primaria y de “estadualización” de la educación

media. En 1997 había 18 millones de alumnos en las
escuelas estaduales y 12 millones en las municipales.
En 1999, las redes municipales y estaduales se iguala-
ron con 16 millones de alumnos cada una. La enseñan-
za media, que se expandió a tasas medias de 14% entre
1996 y 1999, se ha concentrado cada vez más en las
redes estaduales. Los datos preliminares del censo es-
colar de 2000 muestran que la expansión de 5.4% de
la matrícula se originó en la red estadual, que creció
7.9%, mientras que todas las demás redes experimen-
taron descensos: -10.2% la federal, -4.9% la munici-
pal y -4.2% la privada.

Este movimiento es coherente con la Ley de Di-
rectrices y Bases de la Educación Nacional, que prevé
la oferta de educación media por los estados.

IV
Las grandes opciones de la nueva política
educacional del gobierno federal

Todo el esfuerzo del gobierno federal se concentra
actualmente en promover, de la base a la cima de la
estructura, la expansión con calidad de las oportuni-
dades educacionales; está dirigido especialmente a la
población en edad escolar, pero busca asegurar tam-
bién oportunidades de ingreso a quienes no tuvieron
acceso a la educación en edad adecuada, tomando en
cuenta el derecho de los brasileños en general a la ciu-
dadanía y el modelo de desarrollo necesario para que
esa ciudadanía pueda ejercerse plenamente.

En la enseñanza primaria, lo más importante era
matricular y mantener a los niños de 7 a 14 años en la
escuela, garantizándoles una enseñanza de calidad. El
segundo objetivo del gobierno, después del de univer-
salizar el acceso, fue el de asegurar el éxito escolar,
representado por el avance de los alumnos hasta la
conclusión del último curso dentro del tiempo previs-
to, meta que incluía necesariamente la mejoría de la
calidad de la educación.

Pero también cabe destacar, junto a la prioridad
otorgada a la cobertura universal de la enseñanza pri-
maria, las medidas relativas a la reforma y diversifi-
cación de la enseñanza media y técnico-profesional
correspondiente, a la formación y capacitación de los
profesores y a la expansión y evaluación de la ense-
ñanza superior.

Los aspectos cuantitativos y cualitativos de esas
políticas fueron sometidos a un control permanente a
través de mecanismos confiables de información y
evaluación educacional, de manera que, habiendo par-
tido de cero hace cinco años, hoy se cuenta con un
sistema que puede compararse con los de los países
más desarrollados.

Además, se han elaborado programas complemen-
tarios de carácter compensatorio —algunos de los cua-
les se incluyen entre los más integrales del mundo—
destinados a contrarrestar una herencia histórica de
desigualdades en la sociedad brasileña. Entre ellos cabe
destacar la distribución gratuita de la merienda esco-
lar y el libro didáctico en la enseñanza primaria, la
complementación del ingreso de las familias más po-
bres que tienen niños en la escuela y el crédito educa-
tivo para los jóvenes que llegan a la educación supe-
rior. Además, los programas de aceleración del apren-
dizaje, de alfabetización y educación de jóvenes y
adultos y de apoyo a los sistemas educacionales de las
regiones Norte y Nordeste también están orientados a
compensar desequilibrios regionales y de ingreso, y a
contribuir al gran esfuerzo de inclusión social hoy en
marcha en Brasil.

El programa educacional del gobierno, basado en
la búsqueda de la igualdad de oportunidades, incorpo-
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ró junto a los principios de cobertura universal, cali-
dad y descentralización, la participación de la comu-
nidad en la gestión de las escuelas y el mayor control
social del gasto público y sus resultados. Para ello, la
tradicional asignación de recursos federales a los en-
tes federados mediante convenios negociados fue sus-
tituida gradualmente por mecanismos de transferencia
automática basados en criterios transparentes y univer-
sales. Los instrumentos burocráticos de seguimiento y
evaluación fueron sustituidos por la participación de
la comunidad en órganos colegiados de supervisión y
fiscalización.

1. Educación primaria (fundamental)

En cinco años se registró una fuerte expansión del
acceso a la enseñanza primaria. La proporción de ni-
ños de 7 a 14 años matriculados en las escuelas au-
mentó de 89% en 1994 a 96% en 1999, habiéndose
incorporado al sistema 4 millones de alumnos en ese
período. Las desigualdades regionales están disminu-
yendo. En la región Nordeste, la matrícula creció casi
27%, comparada con 13% para el país en su conjunto.

Al contrario de lo que suele suponerse, las escue-
las públicas de la enseñanza básica tendrían vacantes
suficientes —naturalmente, con adaptaciones a un
perfil diferente de estudiantes— para absorber a toda
la población de 7 a 14 años (correspondiente a la edu-
cación primaria obligatoria) y de 15 a 17 años (corres-
pondiente a la enseñanza media). Según el censo es-
colar de 1999, Brasil tenía 44 millones de alumnos ma-
triculados en la educación básica pública, mientras que
la población de 7 a 17 años era de 37 millones. El ex-
ceso de alumnos proviene de la repitencia, altísima en
los primeros grados, y del ingreso tardío.

Pese a que la distorsión edad/grado sigue siendo
alta —46.6% de los estudiantes podrían ir más adelan-
tados— Brasil está mejorando su desempeño en la
educación primaria.

Entre 1994 y 1999, el número de egresados de la
enseñanza primaria saltó de 1 588 000 a 2 383 000, lo
que representa un crecimiento de 50.1%. En el mismo
período, el número de egresados de la enseñanza media
aumentó en 67.8%, es decir, de 915 000 a 1 535 000.

La tasa de promoción, que mide el número de
alumnos que pasan de curso, aumentó de 65% en 1995
a 74% en 1998; la expectativa de conclusión del pri-
mer grado se elevó a 63% y el tiempo medio para ter-
minar los ocho grados se redujo de 12 a 10 años. En
el año 2000 comenzó a disminuir por primera vez la
matrícula en el ciclo primario, especialmente en los

primeros cuatro grados, ya que la del quinto al octavo
grado sigue creciendo. Hay más alumnos concluyen-
do la enseñanza primaria que ingresando a ella, lo que
significa que la distorsión edad/grado y los índices de
reprobación están disminuyendo. Esta mayor eficien-
cia alivia las cargas educacionales de los municipios
y amplía el desafío de los estados responsables de velar
por la expansión de la enseñanza media.

Un elemento importante de la recuperación del
desfase edad/grado es el programa de aceleración del
aprendizaje. Por su intermedio, el gobierno federal fi-
nancia el establecimiento de clases especiales para
alumnos con alto desfase en este sentido, para procu-
rar que avancen rápidamente hasta el grado compati-
ble con su edad. Entre 1998 y 2000 más de 3.5 millo-
nes de alumnos se beneficiaron del programa, consi-
guiendo la mayoría de ellos progresar en sus estudios.

Se reitera que el principal problema de la ense-
ñanza primaria no es cuantitativo, sino cualitativo. La
formulación y difusión de los parámetros y referen-
cias curriculares nacionales para todos los niveles y
modalidades de la enseñanza básica (educación pre-
escolar, primaria, media, de jóvenes y adultos e indí-
gena), y también programas como TV Escola o
Proinfo, que se tratarán más adelante, se suman al
mejoramiento y extensión de otros programas, como
el del libro didáctico y el de bibliotecas escolares,
para responder al desafío de elevar la calidad de la
educación primaria.

A los profesores primarios se les hizo entrega de
más de 1.4 millones de ejemplares de los parámetros
y referencias curriculares. En 1998, se distribuyeron a
las escuelas 20 mil colecciones de la llamada bibliote-
ca del profesor, compuesta por obras de referencia
sobre la formación histórica, social y política de Bra-
sil, y en 1999 se entregaron otras 35 mil bibliotecas
de literatura infantil y juvenil destinadas a alumnos de
la enseñanza primaria.

Los programas de carácter compensatorio, orien-
tados a corregir los efectos de las grandes disparidades
sociales y de ingreso que afectan a gran parte de las
familias brasileñas, contribuyen también a aumentar las
condiciones propicias para el éxito escolar de los es-
tudiantes de bajos ingresos.

2. Programas compensatorios

El Programa Nacional de Alimentación Escolar (PNAE),
conocido como “merienda escolar”, proporciona duran-
te los 200 días del año lectivo al menos una comi-
da diaria a los 36 millones de niños de la enseñanza
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primaria y preescolar del sistema público y de estable-
cimientos privados de naturaleza filantrópica. La po-
blación atendida supera en número a la población to-
tal de Canadá y es igual a la suma de las poblaciones
de Australia, Grecia, Nueva Zelandia y Singapur. La
cobertura del programa es prácticamente universal: en
1999 funcionaba en 96.7% de las escuelas públicas
urbanas y en 98.1% de las rurales. Buena parte de los
directores de escuela (75% de los de escuelas rurales
y 61% de los de las urbanas) cree que la merienda
escolar es la comida principal del día para la mayoría
de los alumnos.

El programa se ha mejorado, expandido y descen-
tralizado totalmente. El gobierno actual duplicó casi las
inversiones en merienda: desde 1995 hasta fines de
1999 el país invirtió 3 600 millones de reales en la
alimentación de los alumnos de la enseñanza prima-
ria. Sólo en 1999 se destinaron 903 millones de rea-
les, que representaron 33% de la dotación presupues-
taria autorizada del Fondo Nacional de Desarrollo de
la Educación (FNDE). Los recursos son enviados direc-
tamente a más de 5 000 municipios, donde la comuni-
dad y las escuelas deciden el menú con autonomía de
acuerdo con los hábitos de alimentación locales y re-
gionales y se encargan de controlar la calidad de los
alimentos. A partir de este año, la constitución de un
consejo municipal de merienda escolar pasó a ser una
condición indispensable para que los recursos del pro-
grama sean traspasados a los municipios.

El antiguo Programa Nacional del Libro Didácti-
co (PNLD), a través del cual el gobierno federal adqui-
ría y distribuía libros de texto de la enseñanza prima-
ria, fue perfeccionado y ampliado a partir de 1995.
Restringido a los primeros cuatro grados, con proble-
mas crónicos de impuntualidad en la distribución y
carente de una evaluación de contenidos y
metodologías orientada por referentes curriculares na-
cionales adecuados, el antiguo programa dejaba mu-
cho que desear.

A partir de 1996 el PNLD comenzó a ocuparse de
todos los alumnos de primero a octavo grado de la
educación primaria. Entre 1994 y 2000 fueron adqui-
ridos directamente por el FNDE o en forma descentrali-
zada por los estados de São Paulo y Minas Gerais, 597
millones de libros didácticos, escogidos por los pro-
pios profesores a partir de un catálogo de obras eva-
luadas por una comisión independiente de profesores.
En 1999 se enviaron 502 títulos diferentes de 27 edi-
toriales a 170 mil escuelas en todo el país.

Una sociedad entre el Ministerio de Educación y
la Empresa Brasileña de Correos y Telégrafos garan-

tiza la entrega del 100% de los libros en las escuelas
antes del inicio de clases, incluso en los municipios
más distantes. El programa está diseñado para que el
libro sea reutilizado por un período de tres años, por
lo cual se exigió a las editoriales mejorar la calidad del
papel y las tapas, y se lanzó una campaña educativa
dirigida a los alumnos y sus familias para estimular los
cuidados en la conservación del material; la tasa de
retorno ha sido sorprendentemente elevada. Según una
evaluación independiente, 93.5% de los directores de
escuela opinaron que los alumnos “utilizan con agra-
do” y aprueban los libros didácticos adoptados.

Para asegurar la permanencia en la escuela de los
niños de menores ingresos, la iniciativa más importante
y eficaz es sin duda el Programa Nacional de Garantía
de Renta Mínima (PGRM), conocido como “Todo niño
en la escuela”. Dentro de la tendencia mundial a des-
centralizar los recursos y focalizar la atención, el pro-
grama otorga una ayuda financiera mensual a familias
carentes (cuyo ingreso familiar es inferior a medio
salario mínimo per cápita) con niños en edad escolar.
El PGRM es instituido por los municipios en los que el
ingreso familiar medio es inferior al promedio de su
estado, pero aquellos que no estén en condiciones de
sufragar el costo total del programa pueden recibir
apoyo financiero de la Unión. En 2002 se pretende
cubrir el universo de más de tres mil municipios aptos
para participar del beneficio. A fines de 1999 el pro-
grama ya había favorecido a más de 500 mil familias,
cerca de un millón de niños de 7 a 14 años, en más de
mil municipios. El programa colabora también para
erradicar el trabajo infantil y reducir el éxodo de las
familias hacia las grandes ciudades.

El reconocimiento de la situación extremadamente
desfavorable de la educación en la región Nordeste del
país, que presenta indicadores muy inferiores a los
promedios brasileños, condujo a establecer el Proyec-
to Nordeste en esa región. Además de aplicar cuantio-
sos recursos a programas municipales y estaduales de
educación, el proyecto apoya las investigaciones que
faciliten la formulación de estrategias eficaces para
superar las deficiencias educacionales.

Entre 1993 y 1998, el Proyecto Nordeste invirtió
recursos nacionales y externos —provenientes estos
últimos de un préstamo del Banco Mundial— por cer-
ca de 500 millones de dólares. Fue reformulado en
1998 con el nuevo nombre de Fondo de Fortalecimien-
to de la Escuela (Fundescola) y pasó a incluir también
las regiones Norte y Centro-oeste.

El crecimiento cuantitativo y cualitativo de los
indicadores educacionales en las regiones Nordeste y
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Norte ha superado con creces la media nacional. Esta
evolución favorable, que se acentuó en los últimos
años, muestra que las diferencias regionales se están
reduciendo rápidamente. La educación primaria en
ellas creció 27.2% a partir de 1994, mientras que en
el país en su conjunto creció 13%; la matrícula de
quinto a octavo grado subió 49%, en tanto que la cifra
a nivel nacional fue 27%. Más de la mitad de los alum-
nos que cursan las clases de aceleración del aprendi-
zaje están en la región Nordeste (50.6%). En la ense-
ñanza media, mientras la matrícula se expandió en
5.4%, en la media del país entre 1999 y 2000 su cre-
cimiento fue de 11% en el Nordeste y de 8.3% en el
Norte.

3. Educación infantil (de cero a seis años) y edu-
cación especial

En la educación infantil se destacan dos avances: la
concepción de la atención educacional de niños de cero
a seis años como una primera etapa de la educación
básica, y la expansión de la matrícula. La inclusión de
las guarderías infantiles (cero a tres años) en los siste-
mas de enseñanza y la definición de la responsabili-
dad de los municipios por la educación infantil com-
pletan los cambios institucionales efectuados. La ma-
trícula preescolar, orientada a la atención de niños de
cuatro a seis años, se expandió de 35.4% de esta po-
blación etaria en 1990 a 50.4% en 1998. Otro dato
positivo es que en el nivel preescolar, si bien los índi-
ces de cobertura siguen siendo insatisfactorios, las
disparidades regionales son mucho menores que en los
demás niveles de enseñanza y la distribución de las
matrículas entre la zona rural y la urbana es mejor.

Mejorar el catastro de escuelas de educación in-
fantil, sobre todo de aquellas que poseen guarderías,
es una tarea que exige una gran movilización, ya que
muchas funcionan informalmente ligadas a iglesias,
asociaciones y organizaciones no gubernamentales. A
fin de incluir toda esa red informal de atención en las
estadísticas del Ministerio de Educación, el Instituto
Nacional de Estudios e Investigaciones Educaciona-
les (INEP) realizará a partir de octubre de 2000 el pri-
mer censo de educación infantil, cuyas informacio-
nes serán fundamentales en la definición de políticas
educacionales para el sector. Actualmente, el censo
escolar que divulga anualmente el INEP recopila los
datos de las guarderías y preescuelas. La realización
de un censo exclusivo de la educación infantil tiene
por objeto ampliar la cobertura de las informaciones
recogidas.

En la educación especial, el análisis de la evo-
lución habida en los años noventa muestra que el ac-
ceso a la educación de los portadores de necesidades
especiales ha experimentado un notorio aumento. Este
resultado es fruto del esfuerzo por superar tanto el
paradigma como la práctica de la segregación y avan-
zar en una educación “inclusiva” en la red regular de
enseñanza, en la cual el respeto a la diversidad de los
alumnos sea el eje principal de la acción pedagógi-
ca. Entre 1988 y 1998 la matrícula de alumnos con
necesidades especiales registró un crecimiento de
102.8%.

4. Alfabetización y educación de jóvenes adul-
tos

El crecimiento continuo de la tasa de escolaridad en
todo el país viene reduciendo el analfabetismo, elevan-
do el nivel de instrucción de la población y disminu-
yendo gradualmente las acentuadas disparidades regio-
nales. El porcentaje de niños de 7 a 14 años de edad
fuera de la escuela, que en 1989 se situaba en 16.2%,
disminuyó de 9.8% a 4.3% entre 1995 y 1999.

En el grupo de 10 a 14 años de edad, en que se
espera que el niño esté por lo menos alfabetizado, la
tasa de analfabetismo bajó de 14.8% en 1989 a 9.9%
en 1995 y cuatro años después cayó a 5.5%. Pero la
pesada herencia de analfabetismo y baja escolaridad
media de la población, resultante de históricas deficien-
cias cuantitativas y cualitativas de la enseñanza prima-
ria, obliga a seguir enfrentando estos flagelos con pro-
gramas específicos.

Según dispone la Constitución, el Estado tiene el
deber de promover la oferta gratuita de enseñanza para
todos, incluso para aquellos que no tuvieron acceso a
ella en la edad apropiada. Por lo tanto, se han puesto
en marcha diversas experiencias de alfabetización de
adultos y tentativas de reinserción tardía en la enseñan-
za primaria regular de jóvenes que habían abandona-
do la escuela.

Sin embargo, comenzó a difundirse cada vez más
la noción de que la educación de jóvenes y adultos (EJA)
requería una política específica, además de los conte-
nidos y metodologías adecuados al universo del joven
y el trabajador adulto. A partir de 1994, el gobierno
federal comenzó a invertir en soluciones de esa índole,
con programas orientados a la producción de materia-
les didácticos apropiados y la capacitación de profesores
especializados. Se valorizaron sobre todo experiencias
de asociación y otras experiencias exitosas realizadas
por el sector empresarial, por organizaciones de la



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  7 3  •   A B R I L  2 0 0 1

EDUCACION Y DESARROLLO EN BRASIL, 1995-2000 • PAULO RENATO SOUZA

74

sociedad civil y por universidades y secretarías
estaduales y municipales de educación.

Como resultado de esa política, el censo escolar
de 1998 mostraba ya 2.8 millones de alumnos matri-
culados en cursos presenciales de educación de jóve-
nes y adultos, la gran mayoría de los cuales estaba
terminando la enseñanza primaria.

En 2000 la EJA llegó a 3.1 millones de alumnos,
considerando todos sus niveles. Siguiendo las mismas
tendencias de la enseñanza regular, hubo un pequeño
aumento en los grupos de alfabetización (3.7%) y de
primero a cuarto grado (2.3%), y una expansión signi-
ficativa en las clases de quinto a octavo grado (9.9%).
La enseñanza media se expandió notablemente: creció
33.3% respecto del año anterior, y abarcó 807 600
estudiantes. En relación con el censo de 1995 ese cre-
cimiento fue de 169.6%.

Para combatir el analfabetismo en el grupo de 12
a 18 años —problema que se concentra en los munici-
pios más pobres del país— se destaca la iniciativa
denominada Alfabetización Solidaria, un proyecto in-
novador del programa Comunidad Solidaria, vincula-
do a la Presidencia de la República. Creado en enero
de 1997, el proyecto, que opera en asociación con
universidades y con iniciativas privadas, contabiliza-
ba hasta diciembre de 1999 unos 300 mil alumnos en
866 municipios, la mayoría de las regiones Norte y
Nordeste.

5. Formación de profesores y calidad de la edu-
cación

Mejorar la calidad de la educación es la gran batalla
que el Ministerio comenzó a librar en varios frentes.
Se halla en curso una extensa reforma curricular de
todos los niveles. Por primera vez en la historia de la
educación brasileña el gobierno federal definió pará-
metros curriculares nacionales para los ocho grados de
la enseñanza primaria, además de referentes para la
educación infantil y reformuló todo el sistema de for-
mación de profesores. Asimismo, se establecieron pará-
metros para la educación de jóvenes y adultos y para
la educación indígena. Este último es uno de los as-
pectos más singulares de la política del actual gobier-
no, pues lo que se quiere es preservar y valorizar cla-
ramente la cultura de los grupos indígenas.

Uno de los rasgos más innovadores de los pará-
metros curriculares es su cobertura, que va mucho más
allá de las materias que componen el currículo tradi-
cional, pues tratan también temas vinculados con la
formación del ciudadano y abordan cuestiones de éti-

ca, ciudadanía y pluralidad cultural, además de educa-
ción ambiental, educación para la salud y orientación
sexual.

Para la educación a distancia se crearon nuevos
programas, como el de la televisión escolar (TV Esco-
la), con el objetivo de ofrecer a sesenta mil escuelas
en todo el país programas educativos de refuerzo es-
colar, asistencia a la labor del profesor y formación
continuada de docentes. Transmitida en un canal ex-
clusivo vía satélite, la televisión escolar proporciona
tres horas de programación diaria de alta calidad, que
se repite cuatro veces al día.

El Programa Nacional de Informática en Educa-
ción (PROINFO) demostró ser otra iniciativa importante.
Ha capacitado hasta ahora a más de 20 mil profesores
en el uso didáctico de la computadora. Hasta la fecha
el gobierno ha instalado 30 mil computadoras y acce-
sorios en más de dos mil escuelas de los 26 estados y
del distrito federal, beneficiando directamente a cerca
de 200 mil alumnos. La meta del programa es instalar
de aquí a 2001 cien mil computadores en 6 000 escue-
las, lo que significa llegar a 7.5 millones de estudian-
tes. En 2000, gracias a la creación del Fondo de Uni-
versalización de los Servicios de Telecomunicaciones
(FUST), el gobierno federal va a destinar 300 millones
de reales a conectar las escuelas de la red pública a la
Internet.

Para elevar la calidad de la enseñanza primaria es
preciso hacer frente a otro gran desafío: la formación
de profesores. Ese desafío lleva implícita la necesidad
de valorizar el magisterio, mejorando las condiciones
de trabajo y los salarios. El Fondo de Mantención y
Desarrollo de la Educación Primaria y de Valorización
del Magisterio (FUNDEF) comenzó a corregir el proble-
ma salarial, al destinar obligatoriamente 60% de sus
recursos a la recalificación y remuneración de los pro-
fesores. Luego del primer año de funcionamiento del
fondo, el salario medio nacional de los profesores au-
mentó en 13%, pero el incremento llegó a 50% en las
redes municipales del Nordeste, donde la remuneración
era menor.

Además del aumento del número de profesores en
los últimos cinco años —10% en la enseñanza prima-
ria y 36% en la enseñanza media— el censo escolar
revela que ellos están más calificados, ya que ha me-
jorado considerablemente el nivel de su formación.
Entre 1994 y 1999, la proporción de profesores sin for-
mación adecuada —los llamados legos— cayó a 41%
en la enseñanza primaria, el número de profesores con
educación media completa aumentó en 8% y el de
aquellos con educación superior completa en 24%.
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Entretanto, la Ley de Directrices y Bases de la
Educación Nacional estipula que de aquí al año 2007
todos los profesores de la educación básica deben te-
ner formación superior. En el país hay actualmente 600
mil profesores sin esa formación, de los cuales 95 mil
no tienen siquiera la calificación mínima que se exige
actualmente (habilitación de nivel medio para el ma-
gisterio). Casi 80% de los profesores de los primeros
cuatro grados de la enseñanza primaria deberá ser reca-
lificado, así como cerca de 25% de los docentes de los
últimos cuatro grados.

Eso exigirá un gran esfuerzo conjunto de los tres
niveles de gobierno en los próximos años, pues la ta-
rea es gigantesca y el plazo es corto. Se están introdu-
ciendo grandes cambios en la organización del siste-
ma de formación de profesores. La concepción de los
institutos superiores de educación y de la carrera nor-
mal superior, la definición de programas especiales de
formación pedagógica y la formulación de nuevas di-
rectrices curriculares para las carreras de pedagogía y
para las licenciaturas en general, son medidas que de-
berán producir un fuerte impacto a corto plazo.

Entretanto, hay consenso entre los especialistas en
educación de que ninguna formación inicial, ni siquiera
la mejor de nivel superior, basta para el desarrollo
profesional. Esa certeza hace indispensable la creación
de un sistema de formación continuada y permanente
para todos los profesores.

El gobierno viene invirtiendo cada vez más en
cursos a distancia con el propósito de hacer viable la
calificación de profesores en servicio. Algunos estados,
con el apoyo de universidades, también desarrollan
programas eficaces de calificación en servicio que lle-
gan a millares de profesores en sus respectivas redes
de enseñanza.

El programa de televisión escolar TV Escola, que
se transmite por un canal exclusivo vía satélite, pro-
mueve la actualización del profesor mediante el apo-
yo sistemático a su labor en el aula. En la instalación
del programa, el gobierno capacitó a 200 mil profeso-
res y actualmente hay 56 506 escuelas equipadas que
reciben tres horas de programación diaria. En el aire
desde hace tres años, la televisión escolar beneficia hoy
a cerca de un millón de profesores y 28 millones de
estudiantes.

6. Educación media y técnico-profesional

En la enseñanza media el aumento del número de
matrículas fue vertiginoso: 11.5% en 1999 y 57% de
1994 a 1999. En la región Nordeste el crecimiento fue
incluso mayor: 62%.

La expansión impresionante de la matrícula en la
enseñanza media se explica por tres factores principa-
les: hay más estudiantes que están terminando la edu-
cación primaria; hay más alumnos que están egresando
con menos edad y, por lo tanto, están en condiciones
de continuar los estudios; y ha aumentado la demanda
de los jóvenes de lograr una mayor escolaridad, inclu-
so por las exigencias de un mercado laboral cada vez
más competitivo. La enseñanza complementaria de
nivel medio (educación de jóvenes y adultos a partir
de los 18 años) creció 169% entre 1995 y 2000.

La educación media y la educación técnico-pro-
fesional están sufriendo una profunda reforma. Caren-
te de identidad y desconectada de las exigencias del
mundo moderno, la enseñanza media no estaba cum-
pliendo las funciones que se le exigían. Se le pedía que
enseñara al estudiante a aprender, lo orientara en rela-
ción con la vida práctica y con una carrera profesio-
nal, y lo preparara para el ejercicio indispensable de
la ciudadanía y la democracia. Además, debía estar en
condiciones de enseñar al joven el uso de las nuevas
tecnologías y formas de producir bienes, servicios y
conocimiento.

El primer paso de la reforma de la educación de
nivel medio fue de naturaleza estructural: se separó la
educación media de la enseñanza técnico-profesional.
Actualmente, una y otra existen en forma independien-
te y la segunda pasó a ser complementaria de la pri-
mera. Esta medida va a facilitar el logro de otra de las
grandes metas del gobierno en pro de la educación, que
es la cobertura también universal de la enseñanza
media.

En la educación media, el Ministerio ha introdu-
cido, además de modificaciones estructurales, cambios
de naturaleza didáctico-pedagógica y curricular. En el
plano didáctico-pedagógico, la nueva enseñanza me-
dia va a asociar el conocimiento con la vida práctica
del alumno, orientándolo respecto a su futuro y no
siendo sólo una etapa de preparación para ingresar a
la enseñanza superior.

Las directrices curriculares nacionales para la
enseñanza media se definieron con carácter obligato-
rio para todas las escuelas del país. A continuación, el
Ministerio elaboró los parámetros curriculares, conjun-
to de orientaciones y recomendaciones para apoyar la
labor de los profesores en la nueva concepción de la
enseñanza media.

Los currículos se tornaron más flexibles: 75% del
contenido curricular se compone de una base nacional
común y el 25% restante lo definen las propias escue-
las basadas en las características socioeconómicas loca-
les y regionales o en los intereses de la comunidad
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escolar. Con esa innovación el alumno pasa a tener
mayor libertad para construir su propio currículo.

Junto con efectuar cambios en la educación me-
dia, el Ministerio dio inicio a la reforma de la educa-
ción técnico-profesional, según lo establece la Ley de
Directrices y Bases de la Educación Nacional. Hoy, tal
enseñanza se estructura en tres niveles independientes:
básico (con independencia de cualquier escolaridad
anterior), técnico (simultáneo o posterior a la enseñanza
media) y tecnológico (de nivel superior, posterior a la
enseñanza media). Las carreras técnico-profesionales
de nivel medio, posmedio y superior se impartían tra-
dicionalmente en escuelas presenciales con estructuras
curriculares rígidas vinculadas a ocupaciones muy bien
definidas y orientadas de preferencia al público joven.

Hoy, además de estar separada del ciclo medio,
la educación técnico-profesional ofrece carreras que
responden a las necesidades de los mercados de traba-
jo locales y regionales. El poder público propicia la
diversificación de la enseñanza técnico-profesional de
nivel posmedio, tanto técnico como superior, con
amplia flexibilidad curricular y libertad para que jóve-
nes y adultos entren y salgan varias veces de los siste-
mas de enseñanza. La estructura curricular en módu-
los permite que el alumno siga varios cursos cortos en
diferentes momentos de su vida y presenta contenidos
flexibles que toman en cuenta las preferencias de los
estudiantes. Con esta reestructuración, la educación
técnico-profesional será capaz de habilitar de hecho al
alumno para desempeñarse en diversas ocupaciones.
Además, atraerá sólo a los jóvenes que realmente quie-
ren trabajar como profesionales de nivel medio.

A través del Servicio Brasileño de Apoyo a la
Micro y Pequeña Empresa (SEBRAE), 10 mil profesores
de la enseñanza técnica están recibiendo capacitación
para transmitir a sus alumnos nociones de administra-
ción y gestión empresarial, preparando a los estudian-
tes que así lo deseen para trabajar por cuenta propia o
abrir una pequeña empresa al concluir su formación.

El Programa de Expansión de la educación técni-
co-profesional (PROEP), financiado por los Ministerios
de Educación y de Trabajo y con apoyo del Banco
Interamericano de Desarrollo (BID), está destinando 500
millones de dólares a reequipar escuelas técnicas pú-
blicas y a crear una red de escuelas técnico-profesio-
nales comunitarias, en asociación con municipios, en-
tidades sindicales y organizaciones civiles.

7. Educación superior

El sistema brasileño de educación superior, pese a ser
reducido para las dimensiones del país y a presentar

enormes diferencias de calidad, no llegó jamás a cons-
tituirse en un impedimento importante para el proceso
de desarrollo brasileño.

El porcentaje de población con enseñanza supe-
rior completa entre los adultos mayores de 25 años de
edad es semejante al de países como Austria, Chile,
Italia y Uruguay, y superior al de China, India,
Indonesia y Turquía.

En 1997 el 7% de la población de 25 a 34 años
contaba con enseñanza superior. En el grupo de 35 a
44 años el porcentaje aumentaba a 9%. Y entre los
adultos de 45 a 54 años y de 55 a 64 años, el porcen-
taje disminuía a 8% y 5%, respectivamente. Los índi-
ces que registra Italia para cada uno de los grupos de
edad señalados son parecidos: 8% (25 a 34 años), 11%
(35 a 44 años), 8% (45 a 54 años) y 5% (55 a 64 años).

En la política de educación superior el desafío que
debía enfrentarse —garantizar la expansión y diversi-
ficación del sistema con calidad— se delineaba clara-
mente, dados el gran incremento de las tasas de con-
clusión de la enseñanza media y las exigencias de un
mercado laboral cada vez más sofisticado y
segmentado.

En términos cuantitativos, a partir de 1994 la
expansión repuntó, después de un largo período de
estancamiento del número de alumnos. La matrícula de
la enseñanza superior creció en términos absolutos en
los cuatro años siguientes más que en los 14 años
anteriores, con 424 mil matrículas nuevas.

En 1998 había 2.1 millones de alumnos en la
enseñanza superior, 28% más que en 1994. El total de
egresados representa hoy a 9% de la población con 21
años de edad. Este porcentaje es de 7% entre los hom-
bres y de 11% entre las mujeres.

En cuanto a la diversificación, se está reforman-
do la estructura curricular de las carreras superiores que
innova en dos aspectos: flexibiliza su estructura, lo que
permite certificaciones parciales de carreras de corta
duración, y abandona la fijación de currículos mínimos
para cada carrera, sustituyéndola por el concepto de
directrices curriculares por área de enseñanza.

En cuanto a la calidad, hasta 1995 la expansión
del sistema contaba sólo con controles burocráticos ex
ante, sin que existiera un sistema de evaluación que
permitiera vincular la acreditación de las instituciones
con un juicio sobre su desempeño y calidad.

La legislación sobre la acreditación de cursos e
instituciones se modificó sustancialmente, instituciona-
lizándose la evaluación del desempeño como el meca-
nismo principal de acreditación y reacreditación. Se
creó un innovador sistema de exámenes de finales de
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carrera a los que deben someterse los alumnos que
egresan, como forma indirecta de evaluar el funciona-
miento de los cursos respectivos. Los resultados de ese
examen, sumados a la evaluación de las condiciones
de funcionamiento efectuada por comisiones de espe-
cialistas designadas por el Ministerio, permiten que la
sociedad sepa cuáles son las instituciones y las carre-
ras con mejor desempeño. Además de democratizar la
información, favorecer la fiscalización y el control
social y señalar las deficiencias, esos resultados sirven
de base para que el Ministerio decida si renueva o no
la acreditación de instituciones y carreras.

A partir de la creación de ese sistema de evalua-
ción integral, se otorgó mayor libertad a la expansión
del sector privado en la enseñanza superior, sujeto al
cumplimiento de patrones de calidad bajo la supervi-
sión y evaluación sistemática del Ministerio de Edu-
cación. Se verificó un movimiento significativo de
expansión hacia el interior del país y de corrección de
los desequilibrios regionales. Cerca de un tercio del
crecimiento de la oferta de vacantes en el sector pri-
vado tuvo lugar en las regiones Norte, Nordeste y Cen-
tro-Oeste.

Dado que buena parte de la expansión de la ofer-
ta se da y se seguirá dando en el sector privado, el
gobierno se ha preocupado de perfeccionar los meca-
nismos de apoyo para que alumnos provenientes de
familias de bajos ingresos accedan a la educación su-
perior.

El nuevo Programa de Financiamiento Estudian-
til (FIES), creado en 1999, otorgó en su primer semes-
tre de funcionamiento créditos a más de 80 mil alum-
nos matriculados en facultades de todo el país. Dicha
cifra supera en 173% la del último proceso selectivo
realizado en 1997 por el antiguo sistema de crédito
educativo y los recursos empleados sobrepasaron los
150 millones de reales en 1999.

En la educación superior pública, que es gratuita,
se estimuló el aumento de la productividad del siste-
ma, que presentaba una de las relaciones alumno/pro-
fesor más bajas del mundo. En el actual gobierno los
recursos destinados por el sistema público federal a la
enseñanza superior aumentaron 28% y se buscó trans-
parencia y eficiencia en el uso de los mismos. Los
recursos federales se distribuyen hoy a las universida-
des públicas según el número de alumnos y de
egresados y se ha implantado un sistema de remune-
ración de los docentes vinculado con su desempeño
académico.

Por consiguiente, la expansión de la enseñanza
superior incorporó una característica nueva e impor-

tante: la red pública retomó su dinamismo. El número
de estudiantes de pregrado creció 17% de 1994 a 1999
y el de aquellos de posgrado registró avances signifi-
cativos: entre 1995 y 1998 los alumnos de maestría su-
bieron de 43 mil a 51 mil y los de doctorado de 16 mil
a 27 mil. Esto significa que Brasil forma 13 mil maes-
tros y 4 mil doctores por año.

Se está invirtiendo en recursos humanos y en
equipos e instalaciones físicas. Mejoró la calificación
media del cuerpo docente, pues la proporción de doc-
tores subió de 22% a 29%. Se dio prioridad a la ense-
ñanza de pregrado, dedicando más de cien millones de
reales a bibliotecas, computadoras e infraestructura de
informatización. Se realizó una licitación internacional
para adquirir equipos de laboratorio destinados a la
enseñanza de pregrado y a hospitales universitarios por
un valor de 300 millones de dólares, los que ya se están
entregando a las instituciones públicas de enseñanza
superior.

8. Información y evaluación

En este gobierno hubo una verdadera revolución en
términos de información y evaluación educacionales.
La alta calidad de las investigaciones las ha converti-
do en un instrumento indispensable para la planifica-
ción y ejecución de las políticas públicas del Ministe-
rio de Educación. Gracias a ellas el gobierno, además
de gastar más en educación, está gastando mejor los
recursos.

El punto de partida fue la transformación del Ins-
tituto Nacional de Estudios e Investigaciones Educa-
cionales (INEP) en una entidad autónoma (autarquía). En
esa condición, el INEP pasó a encargarse de todo el sis-
tema de captación, evaluación y almacenamiento de la
información sobre todo el ámbito de la educación en
el país.

El Sistema de Evaluación de la Enseñanza Bási-
ca (SAEB), que investiga el desempeño de los alumnos
de enseñanza primaria y media, es reconocido como
uno de los más sofisticados del mundo en materia de
evaluación del rendimiento escolar.

El Examen Nacional de Enseñanza Media
(ENEM), que se realizó por tercera vez en 2000, tien-
de a afianzarse como un instrumento importante de
evaluación del desempeño de los alumnos y las es-
cuelas. Este año, 350 mil estudiantes rindieron el
examen que ya es aceptado por 130 instituciones
como prueba válida para acceder a la enseñanza su-
perior, en forma aislada o combinado con el examen
de ingreso tradicional.
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A partir del año que viene las inscripciones para
este examen serán gratuitas para todos los alumnos de
las escuelas públicas. El objetivo es presionar a las
universidades federales para que acepten el examen:
entre las más de 50 universidades federales brasileñas,
sólo siete lo adoptan actualmente como una de las
formas de ingreso. Se espera que de un universo de 1.8
millones de alumnos que egresarán de la enseñanza
media en 2001, habrá unos 900 mil candidatos que se
inscribirán en el ENEM.

En la educación superior se ha consolidado el
Examen Nacional de Cursos (Provão) tras cuatro años
de aplicación; cubre actualmente 18 carreras superio-
res y evalúa 2 889 cursos mediante un examen que
se toma a nivel nacional a 214 mil alumnos (70% del

total de alumnos de pregrado). El examen nacional,
que es esencial para evaluar la calidad de las carre-
ras superiores de pregrado, está contribuyendo nota-
blemente a mejorar el nivel de las instituciones edu-
cativas.

La calidad de la labor realizada por el INEP en los
últimos cinco años ha conquistado el respeto interna-
cional. Gracias a los avances logrados en los sistemas
de evaluación e información, el país participa hoy en
estudios internacionales comparativos como el World
Educational Indicators (WEI) de Unesco/OCDE y el PISA

2000 de la Organización de Cooperación y Desarrollo
Económicos (OCDE), que permiten un diagnóstico pre-
ciso de la situación de Brasil en relación con los de-
más países.

V
Los recursos públicos para la educación

La legislación brasileña asegura un flujo regular de
recursos públicos a la educación. El gasto público de
Brasil en educación, comparado con el producto inter-
no bruto, es uno de los mayores entre los países que
participan en el proyecto WEI y es igual a la media de
los países de la OCDE.

En 1997 el gasto público en educación ascendía a
37 mil millones de reales. Equivalía a 4.8% del PIB, cifra
mayor que la de Argentina (3.7%), Chile (3.2%), Filipi-
nas (3.0%), México (4.6%), Malasia (4.4%), Tailandia
(4.3%) y Uruguay (2.6%) y semejante a la de España
(4.8%) y a la media de los países de la OCDE (4.9%).

En 1997 el gasto total fue de 43.3 mil millones
de reales, desglosado en 8.6 mil millones de la Unión
(19.8%), 21 mil millones de los estados (49.8%) y 13.1
mil millones de los municipios (30.4%). El gobierno
federal aporta 62% de los recursos invertidos en la
educación superior y ejerce una acción subsidiaria
considerable en la educación primaria y media.

En el mismo año el gasto en personal y cargas
absorbía 57.6% de los recursos directos aportados por
las tres esferas gubernamentales. Esa participación tien-
de a aumentar gracias a las políticas de capacitación y
valorización del magisterio. Entre 1994 y 1999 hubo
un crecimiento de 45.3% del número de profesores con
formación superior completa y una caída de 65.8% del
número de profesores legos (sin habilitación de nivel
secundario).

La Constitución de 1988 establece que los esta-
dos y municipios están obligados a destinar a la edu-
cación al menos 25% de los ingresos resultantes de la
recaudación tributaria, y dedicar al menos 60% de esos
recursos a la enseñanza primaria. En el caso de la
Unión, el porcentaje mínimo es de 18% de la recau-
dación.

Además, la enseñanza primaria cuenta con recur-
sos complementarios que provienen del “salario-edu-
cación”, una contribución social exigida a las empre-
sas por un valor equivalente a 2.5% de la nómina. De
esos recursos, un tercio se destina a un fondo federal,
el FNDE, que elabora programas de apoyo destinados
exclusivamente a las redes estaduales y municipales de
enseñanza primaria, y dos tercios se destinan directa-
mente a los estados donde se verifica la recaudación.
En 1998 los recursos destinados por las tres esferas de
gobierno exclusivamente a la educación primaria to-
talizaron 18.3 mil millones de reales.

Si no fuera por la mala distribución de las parti-
das existentes, sumada a su mala aplicación, los recur-
sos disponibles serían suficientes para mantener un
sistema educacional de mucho mejor calidad y mayor
cobertura que el que efectivamente existía en el país
hasta 1995.

La mala distribución emanaba de las grandes di-
ferencias de capacidad de recaudación entre los esta-
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dos y municipios más ricos y los más pobres. Los pri-
meros no destinaban el 25% de su recaudación a la
educación primaria obligatoria o a la educación infan-
til: invertían una parte importante de esos recursos en
la enseñanza media y, en algunos casos, incluso en la
superior. En los municipios más pobres, especialmen-
te en la región Nordeste, los recursos no eran suficien-
tes para asegurar una educación de calidad. En muchas
de esas localidades el gasto medio por alumno/año era
inferior a 100 reales y el salario de los profesores no
llegaba ni siquiera al salario mínimo vigente. Por lo
tanto, no había una relación entre los recursos dispo-
nibles y el número de alumnos atendidos por las dife-
rentes redes de enseñanza.

La mala aplicación iba desde la destinación de los
recursos de la educación primaria a otros niveles de
enseñanza hasta el desvío puro y simple de las parti-
das, que se perdían en los meandros de la burocracia
antes de llegar a la escuela, tanto por falta de una de-
finición clara de lo que podía incluirse como gasto en
educación como por falta de control y fiscalización.

Precisamente para corregir tales distorsiones y
poner en práctica las propuestas de la nueva Ley de
Directrices y Bases de la Educación Nacional el actual
gobierno propuso y aprobó en 1996 la enmienda cons-
titucional número 14 que creó un Fondo de manten-
ción y desarrollo de la educación primaria y de valo-
rización del magisterio (FUNDEF).

VI
El Fondo de mantención y desarrollo
de la educación primaria y de valorización
del magisterio (FUNDEF)

La enmienda constitucional número 14 que estableció
el FUNDEF, estipula que durante un decenio, a partir de
su promulgación, los estados y municipios deberán
destinar a la educación primaria no menos de 60% de
los recursos que ya estaban vinculados con la educa-
ción en virtud de la Constitución de 1988. Aunque el
FUNDEF no recoge todos los impuestos recaudados por
estados y municipios, esa obligatoriedad se aplica a
todos los ingresos que componen los presupuestos de
esas esferas de gobierno.

Los recursos destinados previamente “a la educa-
ción” en forma genérica —y sin que estuviera defini-
do claramente lo que podía considerarse gasto en edu-
cación— no se asignaban necesariamente a las priori-
dades reales definidas por el país: la enseñanza prima-
ria, el incremento del número de alumnos, una mejor
remuneración del profesor, un nivel de recursos que
rescate la calidad de las escuelas de las regiones más
pobres.

Implantado en 1998 en todas las unidades de la
federación por un plazo de diez años, el FUNDEF es un
fondo contable (es decir, no aporta nuevos recursos
sino que distribuye en forma diferente los de fuentes
ya disponibles) que abarca a las principales fuentes de
ingreso estaduales y municipales.

Antes de la creación de este mecanismo, la repar-
tición de los ingresos tributarios entre estados y muni-
cipios no guardaba ninguna correspondencia con la
división de cargas educacionales entre las redes
estaduales y municipales de enseñanza. Eso acentua-
ba sobremanera las desigualdades entre los municipios
más ricos y más pobres dentro de cada estado, además
de no ayudar a combatir los tradicionales desequilibrios
regionales del país.

Después de la creación del FUNDEF, la redistri-
bución entre cada estado y sus municipios de los re-
cursos que componen el fondo se realiza automática-
mente, de acuerdo con el número de alumnos matricu-
lados en las respectivas redes de educación primaria.

Con la nueva definición —ahora con fuerza de
ley— de lo que puede incluirse como gasto en educa-
ción, los valores redistribuidos por el fondo se depo-
sitan en una cuenta bancaria específica, lo que mejora
notoriamente la fiscalización pública de su utilización.

Los recursos recibidos por las redes estaduales o
municipales de enseñanza en la cuenta del fondo de-
ben asignarse de modo de satisfacer las siguientes
exigencias:

i) un mínimo de 60% debe destinarse a la remu-
neración de los profesores que ejercen efectivamente
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en la educación primaria, permitiéndose entretanto la
utilización de parte de esos recursos en la capacitación
de profesores legos hasta 2001;

ii) el 40% restante debe dedicarse a acciones de-
finidas por ley como de mantenimiento y desarrollo de
la educación: construcción, ampliación, terminación o
reforma de escuelas, adquisición de material didáctico
y equipos, servicios diversos y pago de jubilaciones.

El gobierno federal garantiza una “comple-
mentación” cuando la distribución del fondo en cada
estado no alcanza un cierto mínimo nacional por alum-
no que se estipula anualmente y que hoy es de 333 rea-
les por alumno/año en los primeros cuatro grados de
la enseñanza primaria y de 349.65 reales en los últi-
mos cuatro.

En 1998, primer año de funcionamiento del fon-
do, se aseguró la destinación de casi 13.3 mil millo-
nes de reales a la enseñanza primaria obligatoria. En
2000 el ingreso previsto del fondo es de 17 mil millo-
nes de reales. La región Sur participará con 2.5 mil
millones de reales, el Sudeste con 8 mil millones, el
Centro-oeste con 1.1 mil millones, el Nordeste con 4
mil millones y el Norte con 1.4 mil millones. Los es-
tados más pobres, que no alcanzan al gasto mínimo por
alumno, recibirán recursos complementarios: 511.6 mi-
llones de reales para el Nordeste y 122.6 millones para
el Norte. En las demás regiones, los estados superan
el gasto mínimo por alumno.

La enmienda constitucional que creó el fondo
exigió también la creación de consejos integrados por
representantes de la sociedad civil en las diversas ins-
tancias del gobierno con el fin de fiscalizar los gastos
efectuados.

Ultimamente, ante denuncias de irregularidades en
la asignación de los recursos del FUNDEF —no asigna-
ción de 60% de los recursos a la enseñanza primaria;
financiamiento de actividades no consideradas como
de mantenimiento y desarrollo de la enseñanza— en
cerca de 5.5% de los municipios, el gobierno determi-
nó con carácter permanente el término del secreto
bancario de las cuentas de todas las prefecturas y go-
biernos estaduales donde se depositan los recursos de
la educación. Además, entabló demandas en los tribu-
nales de cuentas y el ministerio público de los estados
donde ocurrieron los hechos, lo que ya derivó en el
despido de cinco prefectos y en más de 100 sumarios
en curso en 20 estados.

Los diputados estaduales, ediles, miembros del
ministerio público y de los tribunales de cuentas de los
estados y municipios, además de los integrantes de los
consejos de fiscalización del fondo, tienen hoy libre ac-
ceso a los extractos de las cuentas del fondo. Por lo tan-
to, el FUNDEF constituye un ejemplo innovador de una
política social transparente que articula los tres nive-
les de gobierno e incentiva la participación de la socie-
dad en la fiscalización de la gestión de los recursos.

VII
Otras fuentes de financiamiento

1. Recursos internacionales

Los empréstitos externos son importantes para llevar
a cabo proyectos especiales, siempre que el financia-
miento ordinario del sistema no dependa de esos re-
cursos. En esos términos, la cooperación internacional
ha sido muy relevante en Brasil, bajo la forma de asis-
tencia técnica y financiamiento de investigaciones y
proyectos. Tanto el Banco Interamericano de Desarro-
llo (BID) como el Banco Mundial constituyen fuentes
importantes para financiar proyectos que tienen como
objetivo central mejorar la calidad de la educación y
la equidad del sistema educacional.

La iniciativa principal favorecida con recursos del
Banco Mundial es el Proyecto Nordeste, orientado a

las áreas más pobres del país, y que hoy reformulado
y ampliado bajo el nombre de FUNDESCOLA atiende tam-
bién las regiones Norte y Centro-oeste del país. El BID

apoya el importante Programa de Expansión de la
Educación Profesional (PROEP), por un valor total de
500 millones de dólares, que incluye recursos de los
Ministerios de Educación y Trabajo; además, contri-
buye en programas como la Red Internacional Virtual
de Educación (RIVED), que reúne a especialistas de
Brasil, Venezuela y Colombia para promover el desa-
rrollo de programas computacionales de apoyo a la
enseñanza de matemáticas y ciencias en las escuelas
públicas.

Sumándose a los recursos internos, incluidos los
estaduales, el BID financiará también la mitad del total
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de 500 millones de dólares que se destinarán al inno-
vador proyecto PROMED-Escuela Joven. El objetivo es
dotar a las escuelas de las condiciones necesarias para
la aplicación de la reforma curricular de la enseñanza
media. El PROMED se orienta sobre todo a la creación
de espacios escolares destinados específicamente a los
jóvenes, mediante la construcción, ampliación y me-
joramiento de la red física y la instalación de bibliote-
cas, laboratorios para la enseñanza de ciencias y equi-
pos de informática. Por otra parte, el programa estimu-
lará el protagonismo juvenil, previendo la incorpora-
ción de proyectos que serán desarrollados por los alum-
nos en cualquier área —ciencias, artes, deportes, ini-
ciativas comunitarias— de las actividades regulares de
las escuelas.

2. Asociaciones con la comunidad

El objetivo principal del vasto programa de asociación
con la comunidad desarrollado por el Ministerio de
Educación —Acorda, Brasil. Está na hora da Esco-
la!— es sembrar en el país una cultura de compromi-
so con la educación, sobre todo con la primaria. Des-
de la dueña de casa que transforma su residencia en
lugar de matrícula hasta el padre del alumno que pinta
o repara las instalaciones de la escuela de su hijo, desde
el artista consagrado que participa gratuitamente en las
campañas de escolaridad hasta el profesor jubilado que
dicta clases de recuperación ad honorem, hay millares
de acciones cuyo valor es imposible medir en térmi-
nos monetarios.

Pero, además de incentivar la colaboración es-
pontánea entre el estado y la comunidad para resol-

ver los problemas educacionales, el programa busca
también estructurar asociaciones formales con los
agentes sociales. Hasta septiembre de 1998 había
estructurado 121 sociedades, que significaron inver-
siones por casi 25 millones de reales destinadas a
proyectos educacionales, donaciones de equipo y
material didáctico-pedagógico, cesión de espacios
publicitarios y capacitación de profesores, que bene-
ficiaron a alrededor de 20 millones de alumnos de la
red pública en todo Brasil.

A medida que la comunidad va adoptando paula-
tinamente una postura más proactiva con relación a la
escuela crece el número de empresas, órganos de co-
municación, fundaciones y organizaciones no guber-
namentales, gobiernos estaduales y municipales, insti-
tutos y asociaciones empresariales e instituciones fi-
nancieras que están colaborando con la educación,
incluso sin ser formalmente “socios” del gobierno. Por
ejemplo, una empresa financiera por sí sola mantiene
36 escuelas en 23 estados y ofrece enseñanza prees-
colar, primaria, media, complementaria y técnico-pro-
fesional a cerca de 95 mil estudiantes, con una inver-
sión de 80 millones de reales al año.

Las donaciones de laboratorios de informática,
equipos de televisión, videos educativos, enciclopedias,
concursos y premios, las actividades deportivas y ar-
tísticas fuera de clases, la participación en asociacio-
nes de padres y en consejos escolares, la fiscalización
de los programas y la asignación de las partidas públi-
cas son formas de participación que van en aumento y
contribuyen a crear el capital social que es la condi-
ción y consecuencia de la revolución silenciosa que
Brasil está realizando en la educación.

VIII
Desafíos y perspectivas

El gran desafío actual para la educación brasileña ya
no es la cobertura universal de la enseñanza primaria
y ni siquiera la erradicación del analfabetismo, sino la
búsqueda de índices crecientes de calidad en todos los
niveles, lo que está íntimamente vinculado con la ca-
lificación del cuerpo docente.

Entre 1991 y 1998 disminuyó el número absolu-
to de personas analfabetas, de 19.2 millones a 15.2
millones, y hubo una rápida disminución de las tasas
de analfabetismo en los grupos más jóvenes beneficia-

dos por la mayor cobertura del sistema escolar. Brasil
logró dar acceso universal a la educación primaria,
amplió la cobertura de la enseñanza media y superior
y mejoró la calificación de los profesores.

Pero es preciso hacer mucho más: aplicar la re-
forma curricular, aumentar el número de docentes con
educación superior, ampliar con calidad las matrícu-
las en la enseñanza media y aumentar los años de es-
colaridad de la población. Actualmente, ya no basta
con garantizar la cobertura universal de la enseñanza
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primaria de ocho años. Para tener una ciudadanía ple-
na y llevar una vida productiva es imprescindible te-
ner como mínimo 12 años de escolaridad.

La rapidez con que Brasil ha logrado ampliar la
cobertura de la enseñanza secundaria tal vez no tenga
paralelo en ningún otro país. Pero la tasa neta de
escolarización (33.4% de la población de 15 a 17 años)
todavía se considera baja, pese a haber crecido 57%
entre 1994 y 1999.

El desafío de formar y actualizar profesores para
la nueva etapa de ampliación de la enseñanza media
y técnico-profesional es inmenso. Habrá que echar
mano a las nuevas tecnologías, con una creciente
combinación de educación presencial y educación a
distancia. Será preciso desarrollar programas compu-
tacionales, programas de televisión, módulos inter-
activos de aprendizaje por la Internet, nuevas tecno-
logías donde el profesor actúa en el aula como un
monitor polivalente que utiliza los recursos de la
enseñanza a distancia y a la vez aprende y se actua-
liza.

Las universidades se están preparando para asu-
mir el liderazgo en este proceso, integrándose en re-
des para la enseñanza virtual. La Uni-Red es un con-
sorcio que fue creado en enero de 2000 y está inte-
grado por 65 universidades públicas, federales y
estaduales que cubren todo el territorio nacional por
la Internet y la televisión por cable, para atender en
conjunto la demanda de enseñanza pública superior
en todo el país. Cada institución va a producir en las
áreas donde es más competente y esos programas van
a transmitirse y compartirse. El primer programa ofre-
cerá licenciaturas en áreas definidas de acuerdo con
las necesidades nacionales, regionales y locales. La
formación de profesores en servicio para atender las
exigencias de formación superior establecidas por la
Ley de Directrices y Bases de la Educación Nacio-
nal es uno de los objetivos prioritarios de la Uni-Red,
que pretende atender a 100 mil alumnos/año, llevan-
do contenidos y recursos pedagógicos elaborados por
las mejores universidades brasileñas a los rincones
más apartados del país.

No sólo en el campo de las licenciaturas, sino en
todas las áreas de enseñanza superior, la tendencia a
combinar la educación a distancia y la enseñanza pre-
sencial dentro de las instituciones se torna cada vez
más fuerte. Las universidades van a poder tener acce-
so a cursos compactos de los mejores centros del mun-
do: al premio Nobel de macroeconomía, al mejor es-
pecialista en determinado tipo de cirugía, y en su cuer-
po docente, al profesor preparado para trabajar con esa
metodología y traspasarla a los estudiantes. No se tra-
ta de la antigua enseñanza a distancia, del alumno que
se queda en casa, extrae de noche el material de la
Internet y hace las tareas en su domicilio. Eso no es
gran cosa; lo importante va a ser la combinación del
trabajo presencial con los nuevos recursos de la tec-
nología.

Por cierto, el financiamiento de la educación es
un problema en todo el mundo. El gasto público de
Brasil en educación, como proporción del PIB, es uno
de los más elevados entre los países que participan en
el proyecto de Unesco/OCDE e igual a la media de los
países de la OCDE. Los esfuerzos del gobierno en bus-
ca del equilibrio fiscal no han afectado en forma sig-
nificativa las inversiones en educación. Por otra parte,
se ha avanzado mucho en el mejoramiento de la pro-
ductividad dentro del sistema, pero hoy los incremen-
tos que se logran son ya marginales.

Brasil tendrá que seguir recurriendo al financia-
miento internacional para asegurar, por una parte, la
expansión y mejoramiento de la red física de estable-
cimientos de enseñanza y, por otra, la utilización in-
tensiva de las tecnologías de educación presencial y a
distancia más avanzadas. Sería del todo deseable, no
sólo para Brasil sino para todos los países prestatarios,
que esos empréstitos no se calcularan conforme a los
límites de endeudamiento incorporados en las metas de
los programas de ajuste fiscal de las cuentas públicas.

Las perspectivas del sistema nacional de educa-
ción son muy promisorias. Se ha avanzado mucho, el
país está mucho mejor de lo que estaba, pero aún que-
da un largo camino por recorrer.

(Traducido del portugués)
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Este artículo analiza las reformas puestas en práctica a media-
dos de los años noventa para activar un proceso de cambios
profundos en la educación preescolar, básica y media en Chile,
y los principales cambios operados, así como algunos de sus
logros y dificultades actuales. Considera el contexto inicial de
las reformas, en el que, habiéndose alcanzado en buena medi-
da los objetivos de cobertura del sistema educativo, se plantea-
ban los nuevos objetivos de mejorar la calidad de la enseñanza
y hacerlo con equidad. Toma en cuenta, asimismo, los cam-
bios institucionales en la organización del sistema educativo:
en los ochenta, la consolidación del sistema de subvenciones y
el traspaso de los establecimientos educacionales a los munici-
pios; en los noventa, el cambio en las condiciones laborales de
los docentes. Se reseñan luego las principales iniciativas de
mejoramiento educativo adoptadas en los años noventa. El ar-
tículo se centra en el análisis de los cuatro pilares de la refor-
ma educativa: los programas de mejoramiento e innovación
pedagógica, el desarrollo profesional de los docentes y los in-
centivos ofrecidos para ello, la reforma curricular y la jornada
escolar completa. Concluye con una apreciación de logros y
dificultades; entre los primeros, figuran la acentuada prioridad
otorgada a la educación en la mayor asignación de recursos
públicos y privados, la estrategia de equidad en las iniciativas
de mejoramiento educativo y la continuidad de las políticas
durante toda la década de l990; entre las segundas, los bajos
resultados que todavía alcanza la mayoría de los educandos y
las brechas de aprendizaje que esos resultados denotan.
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I
El contexto inicial

se ofrezca especialmente a los hijos de las familias de
menores recursos.

Ahora bien, mejorar la calidad tiene una doble
dimensión; por una parte, hay que hacerse cargo de los
déficit originados en la expansión de cobertura y, por
otra, asumir los nuevos desafíos que plantea la socie-
dad de la información con todos sus cambios y nue-
vas demandas al sistema educacional. Los déficit que
el sistema arrastraba obedecen a que parte de la expan-
sión de cobertura se realizó sin contar con los recur-
sos suficientes, a lo que se sumaron las fuertes reduc-
ciones de recursos que sufrió el financiamiento públi-
co de la educación chilena durante la década de 1980.

A mediados de los años sesenta, el objetivo principal
de la reforma era ensanchar la cobertura en la educa-
ción básica —que se amplió de 6 a 8 años—, con el
fin de universalizarla, e ir extendiendo la cobertura en
la educación media de 4 años.

En Chile se lograron en importante medida los
objetivos de cobertura propuestos. En el cuadro 1 se
aprecia que no sólo la enseñanza básica se universali-
zó, sino que la media también logra hoy atender a la
gran mayoría de los jóvenes de 15 a 18 años. Por tan-
to, los nuevos objetivos consisten en mejorar la cali-
dad de la enseñanza y en hacerlo con equidad, esto es,
asegurando que la oportunidad de una buena educación

CUADRO 1
Chile: Aumento de cobertura educacional, 1960-1990
(Porcentajes)

Año Analfabetismo Educación Educación Educación Educación Número de
(mayores de preescolar básica media superior estudiantes

10 años) (20-24 años) (miles

1960 17.6 2 80 14 4 2 257
1970 10.2 4 93 50 9 2 254
1982 8.3 12 95 65 11 3 162a

1990 5.4 18 95 78 20 3 269

Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas (INE), censos de población.

a Datos de l980.

La enseñanza media —que ha crecido más rápi-
do— es también la que ha registrado la estrechez de
recursos más severa. A principios de los años sesenta,
se invertía por alumno el equivalente a un 15% del pro-
ducto interno per cápita; 30 años después, esa propor-
ción había bajado al 10%. El cuadro 2 muestra el gas-
to en educación durante los años ochenta y revela que
incluso durante la recuperación económica de la segun-
da mitad de esa década el gasto público en educación
siguió reduciéndose. Todo ello derivó en peores con-
diciones de trabajo para los maestros y escasez de
medios para ofrecer una educación de calidad. Como
consecuencia de la caída de los recursos públicos, el
poder adquisitivo de las remuneraciones docentes se
redujo al punto que disminuyó el número de jóvenes
interesados en estudiar pedagogía en las universidades,
se deterioró la infraestructura escolar y escasearon los
textos y materiales de trabajo.

CUADRO 2
Chile: Gastos del Ministerio de
Educación (MINEDUC), 1980-1990
(En pesos del año 2000)

Año Gastos MINEDUC Matrícula Subvención por
(miles de millones subvencionada alumno mensual

de pesos) (miles de alumnos) (pesos)

1982 736.1 2 331.4 13 188
1983 682.6 2 391.9 11 334
1984 664.6 2 458.6 10 647
1985 663.9 2 497.5 10 001
1986 603.8 2 529.0 11 189
1987 555.3 2 740.2 10 504
1988 574.6 2 746.9 10 621
1989 560.8 2 709.5 10 639
1990 534.7 2 692.1 10 103

Fuente: MINEDUC (1999).
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II
Cambios institucionales

La mejora en el monto de la subvención y la re-
gularidad en su pago se tradujo en una fuerte expan-
sión del número de escuelas privadas durante los años
ochenta. En términos de matrícula escolar, la educa-
ción privada subvencionada pasó de 402 mil alumnos
en 1980 a 960 mil en 1990, mientras la municipal se
redujo de 2 millones 260 mil a 1 millón 700 mil en el
mismo período. Durante los años noventa la matrícula
municipal se ha estabilizado, mostrando un leve incre-
mento de alumnos, mientras que la matrícula de escue-
las privadas sigue registrando el crecimiento más di-
námico.

El principal cambio institucional de los años no-
venta tuvo que ver con las condiciones laborales de los
docentes. En 1991 se promulgó el Estatuto de los
Profesionales de la Educación. Más conocido como Es-
tatuto Docente, sacó a los profesores del marco del
Código del Trabajo —que rige para los trabajadores
privados— para ubicarlos dentro de una normativa es-
pecial de acuerdo a sus condiciones de empleo, que
incluye una mejor escala de remuneraciones, bonifica-
ciones y asignaciones, y una mayor estabilidad laboral.

No fue fácil llegar a esta normativa. De hecho, la
regulación de 1991 fue modificada en 1995 para ha-
cerla más flexible. Había que conciliar los recursos
fiscales disponibles con las necesidades y aspiraciones
de aumento de remuneraciones; por esta razón, el in-
cremento de las rentas fue gradual. También era nece-
sario compatibilizar y armonizar la descentralización
administrativa y las subvenciones (el pago por alum-
no que asiste a clases) con las nuevas normas sobre
gastos en personal, que, a su vez, eran independientes
del tamaño del alumnado.

En el ámbito institucional, a principios de la década
de l980 habían ocurrido dos cambios muy importan-
tes en la organización del sistema educacional, que se
mantienen hasta hoy. Por una parte, se mejoró y con-
solidó un sistema de subvenciones educacionales por
cuya mediación se financia la educación privada y, por
otra, se traspasaron a los municipios todos los estable-
cimientos educacionales que dependían del gobierno
central. Así, se estableció un sistema descentralizado
de gestión educacional en que el MINEDUC paga una sub-
vención mensual por alumno que asiste a clases a los
colegios municipales o particulares elegidos por los
padres.

Este esquema de subvención, con elementos comu-
nes al que en otros contextos se denomina vouchers,
tiene una antigua tradición en Chile. Desde el siglo XIX,
aquellos establecimientos particulares que imparten
educación en forma gratuita han recibido ayuda fiscal.
A partir de 1951, siendo Ministro de Educación Ber-
nardo Leighton, se estableció que el monto del subsi-
dio a estos colegios equivaldría a la mitad de lo que el
Estado pagaba por alumno en las escuelas públicas. O
sea, el colegio particular subvencionado, gratuito, re-
cibía del fisco una determinada cantidad por alumno,
debiendo conseguir de otras fuentes el resto de los
fondos que necesitara. En los hechos, sin embargo, el
monto del subsidio a la educación particular fue muy
variable en las tres décadas siguientes y rara vez al-
canzaba para cubrir una proporción significativa de sus
costos. A partir de 1980, se uniformó la cantidad de
dinero pagada por alumno que asistía a clases, sin
importar si el beneficiario pertenecía al sistema muni-
cipal o al particular subvencionado.

III
Iniciativas de mejoramiento educativo

A partir de 1990, con la recuperación de la democra-
cia, los gobiernos de la Concertación de Partidos por
la Democracia van poniendo gradualmente en prác-
tica un conjunto de iniciativas destinadas a revertir

la situación de crisis en el sistema educacional, pro-
mover la innovación educativa y crear un nuevo am-
biente en escuelas y liceos, sentando las bases para
el proceso de reforma iniciado pocos años después.
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A continuación se enumeran algunas de las iniciativas
más destacadas:

1. Programa de mejoramiento de la calidad de las
escuelas básicas de sectores pobres (P900)

Este programa se propone apoyar al 10% de las escue-
las con peor rendimiento y mayores necesidades, para
que los alumnos del primer ciclo (hasta cuarto año)
logren dominar las destrezas culturales básicas: lectu-
ra, escritura y matemática elemental.

Bajo el principio de la discriminación positiva, el
P900 —que comenzó en 1990 y sigue funcionando a
la fecha— ha generado acciones para que el contexto
en que se desarrolla el trabajo de profesores y estudian-
tes sea más adecuado, mejorando los procesos de en-
señanza y aprendizaje, y la gestión escolar. A través
de este programa se entregan materiales pedagógicos
y se ofrece asistencia técnica, consistente en talleres
para educadores y apoyo a los alumnos mediante jó-
venes monitores. Hace dos años el programa se am-
plió para cubrir toda la enseñanza básica. El Ministe-
rio de Educación (MINEDUC) firmó convenios a tres años
plazo con cada escuela para que se diseñara una estra-
tegia que les permitiese superar su situación. Pasado
ese período, debe evaluarse su gestión. Hasta hoy, en
el P900 han participado 2 mil 36l establecimientos con
más de medio millón de alumnos, casi 20 mil docen-
tes y l5 mil jóvenes monitores, con un costo anual por
alumno del orden de los 20 dólares.

2. Programa de Mejoramiento de la Calidad y
Equidad de la Educación Básica (MECE básica)

A principios de los años noventa se inició el progra-
ma MECE básica, orientado a la educación parvularia y
básica. Por su intermedio, se amplió sustancialmente
la entrega de textos en la enseñanza básica, se inició
la distribución de las bibliotecas de aula —en que cada
sala de clases recibe unos 70 libros para estimular los
hábitos de lectura— y, asimismo, se incluyó una can-
tidad de fondos para aumentar la cobertura en educa-
ción parvularia e introducir modalidades no tradicio-
nales en esta área.

Este programa se desarrolló entre 1992 y 1997
con el apoyo del Banco Mundial, mediante un crédito
por 170 millones de dólares, y desde entonces se ha
mantenido —e incluso ampliado— con recursos nacio-
nales, incorporándosele a las tareas regulares del Mi-
nisterio. El MECE básica representó un aumento de in-
versiones en infraestructura y materiales didácticos, e

innovaciones en el proceso educativo. De igual modo,
en este marco se iniciaron la red Enlaces y los Proyec-
tos de Mejoramiento Educativo (PME), que se verán más
adelante.

3. Enlaces

Originalmente fue un proyecto piloto de red inter-
escolar por computadoras, que instaló tecnología infor-
mática de punta en escuelas marginales rurales y ur-
banas, y luego se fue extendiendo hacia todos los es-
tablecimientos.

Hoy, todos los liceos cuentan con un laboratorio
de computación. La mitad de las escuelas —a las que
asiste cerca del 90% de la matrícula— se hallan co-
nectadas a la red a partir del año 2000. Se han instala-
do entre tres y once computadores por escuela, con sus
respectivos programas, y entre una y tres impresoras
(según su tamaño).

Desde 1999, gracias a un convenio con la empre-
sa Telefónica CTC Chile, unos 5 mil 200 establecimien-
tos cuentan con acceso y uso gratuito de Internet por
10 años. Al mismo tiempo, 55 mil maestros (el 54%
del total del país) han recibido entrenamiento especial.
En efecto, la red Enlaces ha destinado el equivalente
al 20% de su inversión en equipos —que alcanza a los
80 millones de dólares— al perfeccionamiento de los
maestros.

4. Proyectos de Mejoramiento Educativo (PME)

A principios de la década de l990 se estableció un
fondo para estos proyectos, que están orientados no
sólo a perfeccionar la educación básica y media, sino
también a fortalecer la autonomía pedagógica de las
escuelas y liceos. Inédita en su género, esta iniciativa
se ha convertido en un importante desafío para los
profesores y directivos. A partir de su diagnóstico
particular, cada comunidad educativa define su proyec-
to. El equipo docente diseña las acciones más pertinen-
tes para sus alumnos y establece metas, plazos y es-
trategias de evaluación; todo ello dirigido a enfrentar
situaciones problemáticas y promover innovaciones en
los procesos pedagógicos o de gestión.

Con el fin de obtener financiamiento, los PME

compiten entre sí en concursos de carácter provincial
que evalúan su calidad técnica, su impacto sobre el
aprendizaje y el nivel de riesgo socioeducativo del es-
tablecimiento. Una vez seleccionados, los colegios
reciben los fondos y un paquete de apoyo didáctico que
les permite contar con las herramientas, equipos e
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insumos básicos (televisor, videograbador, retropro-
yector y otros) para desarrollar sus programas que
duran habitualmente entre dos y tres años. El monto
asignado por proyecto varía entre 4 mil y 28 mil dóla-
res, según su matrícula y si es del nivel primario o
secundario. Además, se han asignado materiales
didácticos por un valor cercano a los 1 900 dólares por
escuela.

Esta iniciativa se ha transformado en una valiosa
experiencia de descentralización pedagógica. Para apo-
yarla, el Ministerio ha otorgado a las escuelas y liceos
la posibilidad de administrar directamente los dineros
que reciben. Dicha facultad se traduce en que sus equi-
pos directivos se sienten más responsables del proyec-
to; pueden contar con los materiales y recursos opor-
tunamente; dan cuenta pública de ellos a sus docen-
tes, alumnos, padres y autoridades, y en muchos casos
logran captar otros aportes de la comunidad,
optimizando de esta forma el financiamiento directo del
MINEDUC.

Algunos ejemplos de PME interesantes —y que se
han desarrollado con frecuencia— son las radios es-
colares, los diarios e incluso algunos informativos de
televisión que los profesores realizan con sus alumnos
para fortalecer las capacidades de lenguaje y comuni-
cación. En una escuela rural de la zona central insta-
laron una estación meteorológica para apoyar las ma-
temáticas; al profesor le resultaba más fácil enseñar así
los decimales, que eran difíciles de aprender para sus
alumnos. En otro establecimiento han formado un
apiario; otros han preferido los cultivos hidropónicos,
entre diversas iniciativas.

5. Programa de Mejoramiento de la Calidad y
Equidad de la Educación Básica Rural (MECE

rural)

Se desarrolló también un programa especial llamado
MECE rural, orientado a más de tres mil escuelas incom-
pletas, pequeñas y dispersas que enseñan a niños de
hasta sexto básico en cursos combinados. Estas escue-
las multigrado, atendidas por uno, dos o hasta tres pro-
fesores, requerían una propuesta pedagógica especial
que permitiera trabajar simultáneamente con niños de
distinto nivel de escolaridad e incorporara elementos
propios del mundo rural, pues las prácticas urbanas no
les eran aplicables en muchos aspectos.

El programa ha proporcionado a los niños textos
y materiales especialmente diseñados para sus respec-
tivas realidades que, además, permiten el avance dife-

renciado —de acuerdo a las capacidades de aprendi-
zaje de cada alumno— dentro del grupo o curso com-
binado. Se han creado microcentros de coordinación
pedagógica, con el fin de que los maestros de escue-
las cercanas se reúnan periódicamente para analizar las
innovaciones aplicadas en cada establecimiento y ha-
cer los respectivos seguimientos de esas experiencias.
De esta manera, el MECE rural persigue superar el ais-
lamiento profesional de los docentes, y adecuar la ofer-
ta curricular a las escuelas multigrado y sus respecti-
vas realidades rurales. Los microcentros prefiguran la
escuela que la reforma educacional ha querido gene-
ralizar: una escuela no burocrática, autogestionada,
flexible y abierta al medio. En ellos se anticipa la co-
munidad de aprendizaje en que debería convertirse
cada equipo docente del país, es decir, un grupo
creativo que como tal evalúa y discute las mejores
estrategias pedagógicas para sus alumnos.

Las escuelas rurales constituyen un lugar de en-
cuentro natural de las familias. El MECE rural conside-
ra diversas estrategias para acercar a los padres, y en
especial a las madres, a la educación de sus hijos.
Durante estos últimos años se está llevando a cabo, en
zonas donde no existe educación parvularia formal, el
programa Conozca a su Hijo, una experiencia a car-
go de las propias mamás. Así, además de la atención
de los pequeños de cuatro a seis años, el objetivo es
vincular a la familia con el proyecto educativo del
establecimiento, generar una alianza en beneficio de los
niños y niñas, y mantenerla durante todo el tiempo que
ellos permanezcan en la escuela.

Todos estos programas (P900, Enlaces, MECE bá-
sica, media y rural, PME), iniciados a principios de los
años noventa, se mantienen vigentes y han registrado
un paulatino mejoramiento y enriquecimiento durante
la segunda mitad de la década, aprovechando la expe-
riencia acumulada. El P900 amplió su cobertura en
términos de los grados y asignaturas que apoya; los
textos han aumentado en calidad y cantidad y se ofre-
ce incluso a los docentes la posibilidad de elegir cuá-
les emplear; las bibliotecas de aula llegaron hasta oc-
tavo básico y se han empezado a reponer; los PME de
“segunda generación” persiguen objetivos pedagógicos
más exigentes, y así sucesivamente.

En su conjunto, estas iniciativas han mejorado las
condiciones de la educación subvencionada, acentua-
do la renovación docente, incentivado el trabajo colec-
tivo de los profesores y permitido la descentralización
pedagógica, una mejor gestión de los establecimientos
y un mayor perfeccionamiento para los maestros.
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IV
Los cuatro pilares de la reforma educativa

El mejoramiento de rentas ha sido gradual pero
sistemático y considerable, como puede verse en el
cuadro 3. Además, ha incorporado formas innovadoras
de incentivar a los que obtienen mejores resultados,
entre las cuales cabe destacar las siguientes:

a) Mejoramiento de las condiciones de trabajo
i) Asignación por desempeño destacado. Se trata

de una bonificación trimestral a los docentes de la
cuarta parte de los colegios que obtuvieron mejores
resultados, en reconocimiento al trabajo de los equi-
pos docentes que consiguen que las escuelas funcio-
nen bien y que los alumnos aprendan mejor.

A fin de determinar qué establecimientos mere-
cen esta asignación, se creó el Sistema Nacional de
Evaluación del Desempeño de los Establecimientos
Educacionales Subvencionados (SNED), que se aplica
cada dos años a todas las escuelas, colegios y liceos
subvencionados. Para que este proceso sea equitativo
se realizan comparaciones entre escuelas similares.
Primeramente, los establecimientos son divididos en
grupos homogéneos según la vulnerabilidad socioeco-
nómica de los alumnos, el nivel y modalidad de ense-
ñanza, el tamaño de la escuela y si está ubicada o no

En medio de estas iniciativas y avances en el sistema
educacional, en 1994, al empezar su gobierno, el presi-
dente Frei constituyó la Comisión Nacional de Moder-
nización de la Educación, integrada por 18 conocidos
profesionales y académicos provenientes de diversas
actividades y posturas políticas. Su misión consistía en
efectuar un diagnóstico del sistema educacional —inclui-
das sus deficiencias y limitaciones—, detectar los desa-
fíos que Chile debía enfrentar en los años siguientes y
hacer las proposiciones adecuadas. El informe de la
Comisión se transformó así en una importante referen-
cia para los cambios emprendidos más tarde.

En mayo de 1996, el Presidente convoca a un
proceso de reforma educacional que, junto con reafir-
mar las iniciativas y programas en marcha, agrega
otros para lograr de ese modo un conjunto integral de
cambios.

1. Programas de mejoramiento e innovación
pedagógica

Incluye todos los programas que se han ido incorpo-
rando en el tiempo para dotar a los colegios de me-
dios pedagógicos y promover la innovación, tales como
la entrega de textos y otros materiales y el conjunto
de iniciativas de los programas MECE enunciados ante-
riormente. A ellos se agrega el Proyecto Montegrande,
que crea una red de liceos de primer nivel que irían
anticipando la reforma educacional, para extenderse
luego al resto del país.

2. Desarrollo profesional de los docentes

Ninguna reforma educacional tendrá éxito si no con-
templa un apoyo decidido a los maestros. Esta refor-
ma contempla llevar adelante un mejoramiento en sus
condiciones de trabajo y en la preparación, tanto de los
docentes en ejercicio como de aquellos que se encuen-
tran en su formación inicial.

En Chile, el 95% de los educadores cuenta con
estudios especializados: el 78% se tituló en universi-
dades e institutos profesionales y el 17% proviene de
la formación normalista. El promedio de edad es de 43
años; un 12% tiene menos de 30 y un 11%, más de 55
años. La gran mayoría —el 70%— son mujeres.

CUADRO 3
Chile: Remuneración docente jornada de 44
horas/semana, sector municipal,
promedio mensual-anual
(En pesos promedio 1999)

Año Sector municipal Sector particular
subvencionado

Promedio Mínimo Mínimo

1990
1991
1992
1993
1994
1995
1996
1997
1998
1999a

2000a

243 138
260 398
304 402
342 277
389 270
428 380
459 854
502 544
528 488
547 794
566 503

134 251
162 097
180 105
190 617
221 192
244 095
268 310
294 345
320 789
338 408
356 717

69 047
150 667
173 354
176 958
197 833
239 039
267 151
293 074
320 789
338 408
356 717

Fuente: MINEDUC, División de Planificación y Presupuestos.
a Estimación.
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en zona rural. Enseguida, se comparan los colegios al
interior de cada grupo; es decir, sólo aquellos estable-
cimientos de características semejantes. Finalmente, se
ponderan seis indicadores: efectividad, superación,
iniciativa, mejoramiento de las condiciones de trabajo
docente, igualdad de oportunidades e integración de
profesores y apoderados. No sólo se toma en cuenta
el nivel logrado en comparación con el resto del gru-
po, sino especialmente el progreso obtenido en todos
los indicadores.

Este sistema de medición se ha ido perfeccionan-
do para hacerlo cada vez más objetivo y premiar así
los resultados más importantes que se ha querido al-
canzar en los establecimientos educacionales. A su vez,
el monto de la asignación por desempeño notable se
ha ido acrecentando.

ii) Asignación por desempeño difícil. Esta asig-
nación se propone recompensar a aquellos educadores
que trabajan en lugares denominados “de desempeño
difícil”, debido a su ubicación geográfica (dificultades
de acceso, clima particularmente adverso, entre otras),
marginalidad, extrema pobreza, inseguridad del medio
urbano u otras características análogas. Consiste en un
porcentaje variable de la renta base nacional, con un
tope de hasta un 30% de ella. Cada dos años, en cada
región se determina cuánto corresponde a cada esta-
blecimiento. Las regiones distribuyen entre sus respec-
tivos colegios y liceos un monto acotado de recursos,
con especial atención en aquellos que más necesitan
este estímulo.

iii) Premios a la excelencia docente. Como otra
manera de reconocer la trascendencia de la labor de los
maestros, en 1997 se convocó por primera vez a todos
los colegios, escuelas y liceos del país a que eligieran,
de entre sus profesores, a quien quisieran distinguir por
la excelencia de su labor formadora. La idea no ha sido
que el MINEDUC, el gobierno o las municipalidades se-
leccionen; cada establecimiento tiene que hacerlo. Es
un galardón significativo que, además de la distinción
que encierra, recompensa con un monto económico
importante: más de 10 meses de la remuneración pro-
medio de 1999.

b) Perfeccionamiento docente
En este plano la reforma contempla un amplio y

variado espectro de iniciativas, entre las que se cuen-
tan las siguientes:

i) Perfeccionamiento fundamental. La introduc-
ción de los nuevos programas de estudio ha sido pre-

cedida por los llamados cursos de perfeccionamiento
fundamental. El objetivo es que todos los maestros
puedan prepararse para la puesta en marcha del nuevo
curriculum. Se han ofrecido cursos de instalación y de
profundización en algunas materias especialmente re-
queridas por los educadores, y cursos especiales para
directivos.

En colaboración con las universidades y otras
entidades académicas acreditadas, el MINEDUC ha ofre-
cido este perfeccionamiento en forma gratuita. Las
clases respectivas se realizan durante el verano y se
complementan con diversas acciones que los maestros
deben llevar a cabo en sus propias escuelas durante el
año.

ii) Pasantías y estudios de diplomado. Práctica-
mente para todas las iniciativas de la reforma se ofre-
cen becas de perfeccionamiento, pero probablemente
la acción más novedosa ha sido la de los cursos en el
extranjero. El programa, creado en 1996, incluye
pasantías y cursos de diplomado (según si duran dos
o cinco meses), y ha contribuido a internacionalizar
profesionalmente a nuestros profesores y nuestra edu-
cación.

iii) Enlaces. La capacitación de los docentes es
fundamental para el uso de la informática como he-
rramienta pedagógica. Para ello se creó la Red de
Asistencia Técnica, conformada por 30 instituciones
universitarias, que ofrece capacitación a 20 profeso-
res de cada escuela que ingresa al proyecto. Este per-
feccionamiento se realiza en el mismo colegio y com-
prende dos etapas anuales con una duración, en to-
tal, de 92 horas presenciales. En los últimos cuatro
años, más de 55 mil docentes completaron este apren-
dizaje.

iv) Programa de Fortalecimiento de la Forma-
ción Inicial Docente. Con el propósito de lograr una
mayor calidad en los estudios superiores de los futu-
ros maestros, se creó un programa especial de becas
para aquellos jóvenes talentosos que ingresan a estu-
diar pedagogía y un fondo de recursos concursables
orientado a universidades e institutos para financiar
proyectos de mejoramiento de la formación pedagó-
gica cuyo desarrollo abarque un período de cuatro
años. Se han habilitado redes de trabajo entre las ins-
tituciones y generado nuevos lazos con el sistema
educativo y sus escuelas; asimismo, se ha mejorado
la infraestructura de las facultades de educación y de
sus bibliotecas, y profundizado el aprovechamiento de
los multimedia.
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En los últimos tres años se aprecia un aumento
de los postulantes a las carreras pedagógicas, quie-
nes además presentan mejores antecedentes académi-
cos que en años anteriores. Ello constituye una clara
demostración de cómo el conjunto de iniciativas de
la reforma, incluida la mayor prioridad alcanzada
por la educación en la agenda pública, ha logrado
revertir la grave tendencia de los años previos. Cada
vez más jóvenes talentosos descubren la vocación
docente.

3. Reforma curricular

Tres son las aspiraciones primordiales de esta reforma.
Primero, actualizar los objetivos y contenidos de la
educación básica y media, considerando que los pla-
nes y programas vigentes habían sido elaborados a
principios de los años ochenta. En segundo término,
impulsar una educación de calidad que incorpore los
avances más recientes en pedagogía. En tercer lugar,
cumplir con las disposiciones de la Ley Orgánica
Constitucional de Enseñanza que, junto con formali-
zar las metas generales y los perfiles de egreso de
ambos ciclos, estipuló un nuevo procedimiento basa-
do en la descentralización para idear el curriculum
escolar. Esto significa que los colegios disponen de
amplios rangos de libertad en la definición de sus pro-
pios planes y programas de estudios.

La reforma curricular contempla dos etapas. Ini-
cialmente se necesitaba acordar un marco global y,
luego, elaborar los programas de estudio. El marco
general debía incorporar ciertos objetivos transversa-
les, referidos a la formación ética, al crecimiento y la
autoafirmación personal, a la persona y su entorno, y
al desarrollo del pensamiento.

El marco curricular para la enseñanza básica se
aprobó a principios de 1996 y posteriormente se ela-
boraron los programas de estudios para primero y se-
gundo básicos, que comenzaron a operar al año si-
guiente. Asimismo, se aprobó el nuevo marco curri-
cular para la enseñanza media, cuyos programas se
aplicaron a partir de 1999. En el año 2002 todos los
niveles contarán con nuevos programas de estudio.
Como se ha señalado, la aplicación del cambio curri-
cular requiere la capacitación docente y la renovación
de los textos escolares.

En el caso del nivel preescolar, también se están
elaborando nuevas bases para las actividades con los
párvulos, de tal modo que en el año 2002 entrará en
vigencia un nuevo curriculum que reemplazará al apli-
cado por más de tres décadas.

Cabe destacar la forma participativa y a la vez
altamente profesional con que se ha elaborado el nue-
vo curriculum, lo que constituye una función clave en
un Ministerio de Educación que orienta, lidera y regu-
la el sistema educativo, sin la responsabilidad directa
de administrar las escuelas como en el pasado. Para ese
fin se creó la Unidad de Curriculum y Evaluación,
dedicada precisamente a la elaboración, actualización
y evaluación del curriculum, que preparó una primera
propuesta de marco curricular que fue sometida a un
grupo externo de expertos. Luego se hizo una consul-
ta nacional a todos los docentes e incluso a los alum-
nos de enseñanza media. Posteriormente se realizó un
panel de expertos extranjeros especialmente invitados,
para su análisis y comparación con los estándares de
los países que obtienen los mejores resultados escola-
res. Por último, se sometió al Consejo Superior de Edu-
cación para su aprobación final.

Los programas de estudio pueden ser elaborados
por los colegios, aunque la enorme mayoría —tal como
se esperaba— en una primera etapa han utilizado
aquellos preparados por la Unidad de Curriculum del
MINEDUC.

4. Jornada escolar completa

Esta fue la iniciativa más importante del programa
anunciado por el presidente Frei en mayo de 1996.
Según el diagnóstico previo, era claro que una educa-
ción de calidad requería más tiempo destinado al es-
tudio del que dedicaban nuestros alumnos. La gran
mayoría de ellos asistía al colegio en una jornada de
medio día, debido a que para ampliar la cobertura de
matrícula las instalaciones escolares se utilizaban en
dos jornadas.

El aumento del tiempo en la escuela había estado
presente en varias medidas adoptadas en los años in-
mediatamente anteriores, incrementándose de 37 a 40
el número de semanas de clases por año. En 1995 se
creó una subvención de reforzamiento educativo, que
permitía que los alumnos que lo requirieran contaran
con más horas de aprendizaje durante los últimos
meses del año.

Esta iniciativa de extensión a jornada completa
significa que en la enseñanza básica las horas sema-
nales de clases se elevan de 30 a 38, y en la media a
42. Vale decir, la mayor cantidad de horas sumadas a
lo largo de los 12 años de escolaridad equivalen a más
de dos años de actividad escolar suplementaria con
respecto al régimen de doble jornada.



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  7 3  •   A B R I L  2 0 0 1

LA REFORMA EDUCACIONAL CHILENA • JOSE PABLO ARELLANO MARIN

91

Los estudios internacionales respaldan sólidamen-
te el positivo impacto de una mayor permanencia en
el colegio en la calidad de la educación. En la prepara-
ción de la reforma se tuvo a la vista —entre otros—
un estudio muy influyente, Prisoners of Time, efectua-
do en los Estados Unidos por la National Education
Commission on Time and Learning, y una revisión de
130 investigaciones sobre esta materia realizada por
The Brookings Institution, donde se concluye que el
97% de ellas respaldaba la afirmación de que existe un
vínculo muy consistente entre la permanencia durante
un período más largo en la escuela y el logro de me-
jores resultados.

La jornada escolar completa significa no sólo
aumentar el tiempo de contrato de los profesores, para
cuyo fin hay que elevar el monto de la subvención
mensual, sino también ampliar las instalaciones esco-
lares en la gran mayoría de los colegios del país y, por
tanto, efectuar una cuantiosa inversión que debe ma-
terializarse en un plazo no inferior a cinco años. El
cuadro 4 muestra los aumentos en el valor de la sub-
vención escolar, que se incrementan en cerca de un
tercio al extender la jornada escolar.

V
Logros y dificultades

CUADRO 4
Chile: Subvención mensual por
alumno según régimen
(En pesos de febrero de 2000)

Sin JECa Con JECa

Educación básica, 1º a 6º 17 899 24 076

Educación básica, 7º y 8º 19 438 24 175

Educación básica especial 59 027 73 154

Educ. media técnico-profesional
agrícola, 1º a 4º 32 213 39 261

Educ. media técnico-profesional
industrial, 1º a 4º 25 098 30 581

Educ. media técnico-profesional
comercial, 1º a 4º 22 498 28 854

Fuente: MINEDUC, División de Planificación y Presupuestos.

a Jornada escolar completa.

A la fecha, más de la mitad de los colegios, aun-
que una fracción menor de los estudiantes, ya se en-
cuentran en el régimen de jornada completa. El resto
está en proceso de construcción o preparación de pro-
yectos para incorporarse en los próximos años.

Un proceso de cambios profundos como el de esta
reforma educacional entraña un proceso complejo,
cuyos efectos sólo podrán apreciarse con la perspecti-
va del tiempo; más aún cuando la reforma se encuen-
tra todavía en etapa de puesta en marcha y recién al-
rededor del año 2005 podría hallarse plenamente apli-
cada. Sin embargo, algunos elementos sobresalen y
ofrecen experiencias valiosas para otros procesos de
cambio.

Es claro que uno de los logros de estos años ha
sido la mayor prioridad de la educación en la agenda
nacional y en la asignación de recursos públicos y pri-
vados, y la continuidad de las políticas durante toda la
década de 1990.

El importante aumento de recursos puede verse en
el cuadro 5. Entre 1990 y 1999, el gasto público en
educación se elevó en 150% en términos reales. La
prioridad de la reforma educacional en la asignación
de recursos públicos quedó demostrada cuando, a pe-

sar de la restricción fiscal de 1998-2000, asociada a los
efectos de la crisis asiática, el gasto público siguió
creciendo sin afectar las inversiones previstas original-
mente por la reforma.

En el decenio de 1990, la subvención y el gasto
por alumno se duplicó con creces: la subvención au-
mentó de 10 143 pesos en 1990 a 24 000 pesos en el
año 2000 (en moneda de este último año). Este incre-
mento tan importante en el aporte por alumno a la
educación primaria y secundaria fue posible porque,
junto con elevar el gasto público global en eduación,
éste se concentró en la educación básica y media, re-
gistrando un aumento menor en la educación univer-
sitaria. A su vez, dentro de la educación básica y me-
dia se elevaron más los recursos destinados a los alum-
nos de familias de menores ingresos.

En el cuadro 5 se aprecia que la contribución
privada a la educación creció, incluso, más que el
aporte público, con un incremento de 170% real en la
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década, hasta llegar a representar cerca de un 3% del
producto interno bruto (PIB). Este significativo aumento
se debe a los aportes de las familias al financiamiento
de la educación superior y a un creciente aporte a la
educación subvencionada a través del sistema de
financiamiento compartido. Naturalmente, este último
fue posible gracias al rápido crecimiento de la econo-
mía durante esos años.

El destino principal de los mayores recursos fue
mejorar las condiciones de trabajo de los docentes
(véase nuevamente el cuadro 3).

Esta contribución privada al financiamiento de la
educación contribuyó a que el Estado concentrara sus
recursos en las familias con menor capacidad de pago.
Prácticamente en todos los programas se dio prioridad
a las familias más necesitadas, en favor de una mayor
equidad que la reforma se propone.

La estrategia de equidad en las iniciativas de
mejoramiento educativo de principios de los años no-
venta y en las de los anuncios de reforma de 1996
persiguió siempre privilegiar a los alumnos con mayo-
res necesidades. Partiendo con el programa de las 900
escuelas que, como su nombre lo indica, prioriza al
10% de rendimiento más bajo. Pasando por los aumen-
tos a la subvención escolar que privilegiaron la edu-
cación rural, a los alumnos de escuelas especiales, a
los que requerían de reforzamiento para evitar la
repitencia y posible deserción, y a los alumnos de in-
ternados. Asimismo, casi sin excepción los nuevos
programas se iniciaron en las escuelas más pobres; tal
fue el caso de la informática educativa y de la jornada
escolar completa. Las primeras escuelas en extender la
jornada escolar fueron las que atienden a los alumnos
más pobres. Los aumentos de raciones de alimentación
escolar, los programas de salud escolar, los de entrega
de útiles y textos, la mayor matrícula en el nivel pre-
escolar, siempre tuvieron como criterio orientador lo-

grar una mayor equidad. En los programas que funcio-
nan de manera competitiva, como las postulaciones a
PME o al Proyecto Montegrande para la enseñanza
media, o a la capacitación docente, un criterio de se-
lección ha sido siempre el nivel de pobreza y necesi-
dad de la respectiva escuela.

Cuando se ha requerido una contribución de las
familias al financiamiento de la educación de sus hi-
jos, se han creado mecanismos de becas y préstamos
—en el caso de la educación superior— para evitar que
ese aporte se convierta en factor de exclusión.

Más allá de la importancia de los mayores recur-
sos para obtener los avances observados en el proceso
de reforma, ha resultado fundamental la continuidad de
políticas registrada durante estos años. Contribuyó a
ello la mantención de la coalición de gobierno, la cons-
trucción de consensos en torno a las iniciativas de la
reforma y la continuidad de los equipos superiores del
Ministerio. Es importante destacar esta continuidad,
porque en América Latina se observa una altísima ines-
tabilidad de políticas asociada a frecuentes cambios de
ministros, con todos los inconvenientes que ello aca-
rrea para una actividad como la educación, que por su
naturaleza es de largo plazo.

En cuanto a los logros en términos de aprendiza-
je de los alumnos, pueden destacarse dos aspectos. En
primer lugar, se han reducido el abandono y la
repitencia, con lo que una proporción cada vez mayor
de jóvenes está completando la enseñanza media. En
la enseñanza secundaria, la repitencia se redujo de más
de 12% en 1990 al 8% a fines de la década y el aban-
dono de 7.5% a 5%. Lo mismo se observa en la bási-
ca: de 7.8% al 3.5% y de 2.3% al 1.5%, respectiva-
mente. Esas tasas habían permanecido prácticamente
constantes durante los años ochenta. Los éxitos en
retención en la escuela y en lograr la promoción de
curso de una mayor cantidad de alumnos son, sin duda,
resultados importantes.

CUADRO 5
Chile: Gasto total en educación como porcentaje del PIBa

1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997b 1998b

Gasto público en educación/gasto gobierno central 11.9 12.0 12.8 13.0 13.5 14.3 14.9 15.5 16.1
Gasto público en educación/PIB 2.6 2.7 2.9 3.0 3.1 3.1 3.4 3.5 3.9
Gasto privado en educación/PIB 1.8 1.9 2.0 2.2 2.5 2.5 2.8 2.9 3.1
Gasto total en educación/PIB 4.4 4.6 4.9 5.3 5.6 5.6 6.2 6.4 7.0

Fuente : MINEDUC, División de Planificación y Presupuestos.

a Producto interno bruto.
b Las cifras para 1997 y 1998 son provisorias. El gasto público en educación considera el gasto del gobierno central más los aportes municipales

a la educación.
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En lo que se refiere al aprendizaje de los alum-
nos, Chile tiene la gran ventaja de contar con el Siste-
ma de Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE),
cuyas pruebas periódicas nacionales se vienen realizan-
do desde fines de los años ochenta. De acuerdo a los
resultados de esas mediciones, el mejoramiento en los
resultados promedio es todavía insuficiente. No obs-
tante, sí se registran progresos significativos en las
escuelas más pobres del país.

Sin embargo, junto con el impacto positivo que
representan los progresos mencionados, destaca el bajo
resultado que todavía alcanzan la inmensa mayoría de
los estudiantes de acuerdo a estándares internaciona-
les. Más del 60% de los alumnos de escuelas chilenas
no llega a las metas de aprendizaje deseables en el
octavo básico. Asimismo, los resultados en las prue-
bas internacionales de matemáticas y ciencias realiza-
das en 1998 por el Tercer Estudio Internacional de
Matemática y Ciencia (TIMSS), muestran un magro
desempeño de los alumnos de 8º año de Chile, que se
ubica entre los más bajos de los 38 países participan-
tes. En efecto, el 95% de los escolares chilenos mues-
tran un desempeño inferior al del promedio de los

alumnos en los países que lograron el mejor rendimien-
to, tales como Corea o Singapur.

Todo ello confirma la importancia de los esfuer-
zos que se han venido realizando como parte de la
reforma educacional y destaca al mismo tiempo la
necesidad de acentuarlos para conseguir, en un plazo
que necesariamente será de varios años, acortar la bre-
cha de aprendizaje que esos resultados denotan.

Hay varios aspectos de la reforma que deben ser
reforzados a fin de asegurar los mejoramientos en la
calidad, por definición más dificiles de alcanzar que
los aumentos de cobertura (véanse propuestas en
Arellano, 2000).

Quisiera destacar aquí un aspecto que me parece
especialmente importante cuando el objetivo es la ca-
lidad y cuando existe descentralización. Se trata del
énfasis en los resultados y la cultura de evaluación. En
la práctica, se observan diferencias muy grandes en los
resultados que obtienen escuelas a las que asisten alum-
nos de similar condición social y cultural. El gráfico
ilustra esta dispersión en los resultados de los estable-
cimientos que atienden a los alumnos del 40% más
pobre. Un 13% de ellos logró, a pesar de sus caren-
cias, resultados superiores al promedio nacional.

Se requiere poner mayor énfasis en los resultados
y en adecuar las prácticas pedagógicas y el ambiente
escolar al de esas escuelas efectivas que, a pesar de la
carencia de recursos, logran que sus alumnos apren-
dan y desplieguen sus capacidades como herramien-
tas indispensables para tener éxito en la superación de
las deficiencias del sistema escolar.

Sobre todo, hace falta perseverar en el esfuerzo
realizado en estos años. Las mejoras en la calidad de
la educación no se logran en el corto plazo; prueba
de ello son los resultados de la última prueba inter-
nacional TIMSS: de los países que repitieron los exá-
menes de matemáticas y ciencias en el lapso de 4
años, prácticamente ninguno exhibe cambios impor-
tantes en el desempeño del promedio de sus alumnos.
Se requiere de un esfuerzo sostenido de 10 a 15 años
para alcanzar los niveles de calidad que nuestra edu-
cación necesita a fin de preparar mejor a nuestros
jóvenes para los exigentes desafíos de la sociedad del
conocimiento.

GRAFICO
Establecimientos de quintiles IV y V
de nivel socioeconómico ordenados por
rango de puntaje SIMCE 2º medio 1998

Fuente: Estimaciones del autor sobre la base de MINEDUC, resulta-
dos del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación, SIMCE.
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Confrontados con perturbaciones macroeconómicas recurren-

tes, los gobiernos de América Latina y el Caribe se han pre-

ocupado cada vez más de establecer o fortalecer sistemas de

protección social y programas de redes de seguridad. El obje-

tivo de estos programas es contribuir a mitigar el impacto de

tales perturbaciones (shocks) sobre los pobres antes de que

ocurran, y ayudar a los pobres a enfrentarlas una vez que han

ocurrido. Este artículo se centra en las redes de seguridad fi-

nanciadas o prescritas por el sector público que funcionan

como mecanismos para enfrentar riesgos, examina las caracte-

rísticas de una red de seguridad satisfactoria, comparando los

principales tipos de redes de seguridad que existen actualmen-

te, y en general concluye que ningún programa satisface todos

los criterios de eficiencia y eficacia, aunque algunos son me-

jores que otros. Por último, ¿se ha logrado verdaderamente

proteger a los pobres mediante la focalización del gasto públi-

co durante las crisis? El artículo observa que debido a las res-

tricciones fiscales que impone una crisis, el gasto social suele

ser procíclico cuando en teoría debería ser anticíclico. Lo pa-

radójico es que el propio gasto en protección social no parece

estar protegido.
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I
El contexto: pobreza persistente y vulnerabilidad
a las perturbaciones macroeconómicas

■  El presente artículo fue preparado para el XII Seminario Regio-
nal de Política Fiscal en Chile, celebrado en enero de 2000. El ar-
tículo está basado, en parte, en el último capítulo de un estudio
regional sobre pobreza y políticas (Wodon, 2000a) completado con
financiamiento de la Oficina Regional para América Latina y el
Caribe del Banco Mundial (Economista en Jefe, Guillermo Perry).
Los autores agradecen la valiosa colaboración de Ana María
Arriagada, Judy Baker, Charles Griffin, Margaret Grosh, Kathy
Lindert y William Maloney. Las opiniones vertidas en este artículo
corresponden a los autores, y no representan necesariamente las del
Banco Mundial, sus Directores Ejecutivos o los países que repre-
sentan.

La región de América Latina y el Caribe ha estado pla-
gada de perturbaciones macroeconómicas durante los
veinte últimos años, con graves consecuencias para los
pobres (véanse Glewwe y Hall, 1998; Lustig, ed., 1995;
Lustig, 1999; Ganuza, Taylor y Morley, 1998). Tales
perturbaciones han sido de las llamadas “covariantes”
(Holzmann y Jorgensen, 1999), que afectan el ingreso
real de gran parte de la población, habitualmente por la
reducción tanto del salario real por hora (vía inflación)
como del número de horas trabajadas (vía desempleo o
subempleo). Aparte de estos efectos sobre el ingreso que
pueden disiparse una vez que se reanuda el crecimien-
to, las perturbaciones macroeconómicas pueden tener
también consecuencias a más largo plazo. Por ejemplo,

la reducción de la cantidad y calidad de la atención de
salud pública debido a recortes presupuestarios durante
una crisis puede generar un daño irreparable. Asimis-
mo, para enfrentar una crisis, los padres tal vez envíen
a sus hijos a trabajar para compensar su propia pérdida
de ingresos. Si se sustituye la escolaridad por el trabajo
infantil, y si los niños no regresan a la escuela en una
etapa ulterior, incurrirán en una pérdida salarial de lar-
go plazo debido a su menor dotación de capital huma-
no (Wodon y Siaens, 2000). Todo esto contribuiría a ex-
plicar por qué De Janvry y Sadoulet (1999) hallan prue-
bas de que el incremento de la pobreza que sigue a una
perturbación macroeconómica puede ser mayor que la
reducción ulterior de la pobreza con el crecimiento.

CUADRO 1
América Latina y el Caribe: Número de pobres
e indigentes, 1986-1998

Año Población Porcentaje de Número de pobres Porcentaje de Número de indigentes
(millones)  población pobre (millones)  población indigente (millones)

1986 407.38 33.75 137.49 13.32 54.26

1989 430.98 38.26 164.89 17.59 75.81

1992 454.65 39.65 180.27 18.65 84.79

1995 478.21 36.92 176.56 15.94 76.23

1996 486.06 36.74 178.58 16.10 78.26

1998 501.87 35.83 179.84 15.55 78.05

Fuente: Wodon (2000a). Las cifras de pobreza correspondientes a 1998 están basadas en proyecciones, no en encuestas.

Hay indicios de que las reformas promulgadas en
muchos países de la región en los años noventa han
estado dando al menos algun os frutos. Wodon (2000a)
estima que en 1996 poco más de un tercio de la po-
blación regional (36.7%) era pobre (es decir, no podía
sustentar sus necesidades alimentarias y no alimentarias
esenciales), y una de cada seis personas (16.1%) era
indigente (o sea, no podía sustentar sus necesidades
alimentarias esenciales). Esto representa un progreso
comparado con 1992, cuando las incidencias de la
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pobreza y la indigencia eran mayores. Sin embargo, el
número absoluto de pobres no se ha reducido de la
misma manera debido al crecimiento de la población.
Además, si la comparación se establece con 1986 en
vez de 1992, se advierte que las cifras de pobres e
indigentes se han elevado considerablemente en 1996
(véase una encuesta de estimaciones de pobreza en
Lustig y Arias, por publicarse). Las proyecciones de
una reducción ulterior de la pobreza entre 1996 y 1998,
utilizando elasticidades de la reducción de la pobreza
respecto al crecimiento y los niveles reales de creci-
miento observados en la región, sugieren sólo avances
limitados en términos porcentuales, mientras que las
cifras de pobres e indigentes permanecen constantes.1

Además de sufrir altos niveles de pobreza, los
hogares latinoamericanos están afectados por la inesta-
bilidad del ingreso y el empleo. Aunque suele pensarse
que el nivel de inestabilidad está vinculado con las ten-
dencias actuales hacia la globalización, De Ferranti,
Perry y otros (2000) demuestran que la inestabilidad no
ha crecido con el tiempo, y que ella no es peor en
América Latina que en otras regiones en desarrollo. No
obstante, hay mucha más inestabilidad en América La-
tina que en los países de la OCDE y la apertura puede
haber provocado un aumento de las diferencias salaria-
les entre los trabajadores más calificados y menos cali-
ficados.2 Además, aunque los cambios actuales en los
mercados laborales deberían acarrear en definitiva ga-
nancias agregadas netas positivas, pueden inducir per-
turbaciones idiosincrásicas (es decir, propias de los

hogares) en los individuos que pierden sus empleos en
un momento en que la región no ha desarrollado toda-
vía plenamente sus sistemas de protección social.

En estas circunstancias, no es de extrañar que
haya cierto malestar en la región. Aunque el nivel
medio del ingreso per cápita se ha elevado en la ma-
yoría de los países latinoamericanos y caribeños en
los años noventa, al parecer esto no se ha traducido
aún en un mejoramiento de la percepción subjetiva
de bienestar. El cuadro 2 presenta los resultados de
una encuesta de opinión en 1999 realizada por el Wall
Street Journal en catorce países de América Latina y
el Caribe. Casi dos tercios de los encuestados creen
que sus padres llevaban una vida mejor que ellos.
Menos de la mitad cree que sus hijos tendrán una vida
mejor que ellos. Este pesimismo refleja probablemen-
te tanto una sensación de inseguridad económica
como la falta relativa de progreso en reducir la po-
breza observada en las dos últimas décadas y docu-
mentada más atrás.

No hay respuestas fáciles para los problemas e
incertidumbres que encaran los hogares pobres de
América Latina y el Caribe. Las políticas macroeco-
nómicas que promueven el crecimiento económico
estable y generalizado contribuyen por cierto a redu-
cir la pobreza, pero no son suficientes. Los gobiernos
de la región se han preocupado cada vez más de esta-
blecer o fortalecer sistemas de protección social y pro-
gramas de redes de seguridad que contribuyan a miti-
gar el impacto potencial de las perturbaciones econó-
micas antes de que ocurran y ayudar a los pobres a
enfrentarlas una vez que han ocurrido. En este artícu-
lo, que se centra en las redes de seguridad financiadas
o prescritas por el sector público que funcionan como
mecanismos para enfrentar riesgos, se plantean algu-
nos interrogantes. ¿Cuáles son las características de una
buena red de seguridad pública? ¿Cuáles son los tipos
principales de redes de seguridad que existen actual-
mente en los países de la región? ¿Qué programas

CUADRO 2
América Latina y el Caribe: Percepciones subjetivas de los cambios
de niveles de vida
 (Porcentajes)

Mejor Igual Peor No responde

Tomando todo en consideración, ¿diría usted que sus padres vivían mejor, igual
o peor que como usted vive hoy? 61.2 22.0 14.4 02.4

Y respecto a sus hijos, ¿cree usted que ellos vivirán mejor, igual o peor que
como usted vive hoy? 46.1 20.7 22.0 11.2

Fuente: Encuesta de 1999 del Wall Street Journal, citada por Rodrick (1999).

1 La región ha mostrado un mejor desempeño en términos de los
indicadores no monetarios de bienestar, registrándose progresos en
materia de analfabetismo adulto, mortalidad infantil, esperanza de
vida, matrícula bruta en la enseñanza secundaria y acceso al agua
potable.
2 Falta un núcleo convincente de datos empíricos sobre muchos de
estos temas. Lustig y Arias (por publicarse) sostienen, por ejemplo,
que la rentabilidad de las especializaciones se ha venido amplian-
do, pero Gill (1999) insinúa que los datos empíricos son todavía
poco claros. Véase, por ejemplo, Fajnzylber y Maloney (1999).
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deben protegerse o ampliarse durante las crisis econó-
micas? Por último, ¿se ha protegido realmente a los
pobres mediante el gasto público focalizado durante las
crisis? Las respuestas que se entregan aquí son provi-
sionales. La sección II del artículo presenta al lector
los conceptos principales empleados en la literatura
sobre protección social y redes de seguridad en el
contexto de las diversas formas en que los hogares son

II
El objetivo: diseñar redes de seguridad
y sistemas de protección social operantes

3 Varios autores han revisado últimamente la literatura sobre pro-
tección social, redes de seguridad y crisis. Entre otros, Klugman
(1999) se ocupó de las redes de seguridad, Dar y Tzannatos (1999)
de los programas activos sobre el mercado laboral, Karni (1999)
del seguro de desempleo, y Ezemenari y Subbarao (1999) de la
asistencia social. El Banco Interamericano de Desarrollo (en febre-
ro de 1999) y el Banco Mundial (en junio de 1999) han realizado
conferencias sobre estos temas. Véase también en De Ferranti, Perry
y otros (2000) un análisis de la protección social dentro del contex-
to de la globalización.

En este artículo nos centramos en los instrumen-
tos provistos o prescritos por el sector público para
ayudar a los individuos a enfrentar las perturbaciones
(las últimas cuatro medidas de la columna central del
cuadro 3). Esto no significa que no tomemos en cuen-
ta las estrategias privadas de esta índole. 4 Naturalmente
que hay vínculos entre las estrategias públicas y pri-
vadas (sobre las transferencias véase por ejemplo
Ezemenari, 1997). Como se mencionó en la introduc-
ción, algunas estrategias privadas de corto plazo pue-
den tener efectos permanentes que dificulten la reduc-
ción de la pobreza en el largo plazo. Es lo que ocurre
cuando se resiente la nutrición de algunos miembros
de la familia, o si los niños son retirados de la escuela
para ponerlos a trabajar. 5  En términos más generales,

4 Para enfrentar las pérdidas de ingresos inducidas por perturbacio-
nes, los pobres adoptan una amplia variedad de estrategias: cam-
biarse de empleo del sector formal al informal; trabajar más horas
y/o trabajar en un segundo empleo; promover la participación en la
fuerza laboral de otros miembros de la familia como cónyuges e
hijos; vender (o consumir en el caso de los agricultores) activos
productivos y de otra índole, incluidas las existencias; migrar tem-
poral o permanentemente en búsqueda de oportunidades de em-
pleo; reducir los patrones de consumo, lo que incluye restringir la
ingesta alimentaria de los miembros de la familia, retirar a los ni-
ños de la escuela para reducir el gasto en educación, o postergar el
gasto en salud; reubicar y/o reestructurar los hogares, por ejemplo,
haciendo que varias familias vivan bajo un mismo techo; recurrir a
la ayuda extrafamiliar tanto en especie como en efectivo, de las
comunidades locales, amigos y parientes, y de instituciones priva-
das como las ONG (esto destaca a su vez el papel del capital social).
Cunningham (1998) ofrece un interesante estudio sobre la dimen-
sión de género de estas estrategias.
5 Aunque los efectos de sustitución entre trabajo y escolaridad tien-
den a ser parciales debido a la posibilidad de que los padres reduz-
can el tiempo que los hijos dedican al esparcimiento (Ravallion y
Wodon, 2000a), se ha estimado respecto de seis países latinoame-
ricanos que en promedio la reducción de la probabilidad de que un

afectados por las perturbaciones económicas o respon-
den a ellas. La sección III muestra los tipos principa-
les de programas que existen actualmente, con sus
fortalezas y debilidades. La sección IV utiliza datos
sobre siete países latinoamericanos para evaluar el
resultado real de proteger a los pobres mediante redes
de seguridad durante las crisis. Y la sección V pone
fin al artículo con una conclusión somera. 3

Un estudio reciente sobre la estrategia de protección
social (Banco Mundial, 1999) sitúa tal protección en
el contexto del manejo del riesgo social (al respecto
véase también Holzmann y Jorgensen, 1999). Plantea
dividir las estrategias de manejo del riesgo social en
tres tipos: reducción del riesgo, alivio del riesgo y
enfrentamiento del riesgo. En la reducción del riesgo
intervienen la gestión macroeconómica, las regulacio-
nes y las políticas de desarrollo institucional que con-
tribuyen a evitar que las crisis ocurran. Aunque estas
políticas de prevención tienen importancia, son dema-
siado genéricas como para formar parte del sistema de
protección social que consiste principalmente en estra-
tegias de alivio y enfrentamiento. Las estrategias de
mitigación del riesgo  se anticipan a la perturbación para
poder reducir su impacto una vez que se ha produci-
do. Incluyen, por ejemplo, la diversificación del ingreso
y los mecanismos de seguros, tanto formales como
informales. Las  estrategias para enfrentar el riesgo  se
aplican después de la perturbación, para ocuparse de
los impactos no cubiertos por las políticas de mitiga-
ción. Gill (1999) ofrece una síntesis de algunas de las
principales políticas de manejo del riesgo socioeco-
nómico que aplican el gobierno y el sector privado en
la región (cuadro 3).
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los programas de protección social y redes de seguri-
dad financiados o prescritos por el sector público re-
presentan una tentativa de proteger a los pobres con-
tra los riesgos emanados de perturbaciones exógenas
o endógenas, covariantes o idiosincrásicas. Cabe recor-
dar que una crisis económica produce una perturbación
covariante,  que afecta a mucha gente simultáneamen-
te. Pero incluso en épocas normales, los hogares pue-
den sufrir perturbaciones  idiosincrásicas , como una
muerte, una enfermedad o la pérdida del empleo. Hay
que distinguir entre las redes de seguridad social que
deben funcionar en todo momento para ocuparse de las
conmociones idiosincrásicas y los programas que es-
tán diseñados específicamente para ayudar a un gran
número de personas pobres que sufren perturbaciones
covariantes adversas de carácter transitorio (Banco
Mundial, 1999).

Se suele disponer de más mecanismos para en-
frentar las perturbaciones idiosincrásicas que las

covariantes, y las implicaciones fiscales de unas y
otras son claramente distintas. Sin embargo, incluso
entre los programas diseñados para ocuparse de las
covariantes es posible identificar varias alternativas.
Estas incluyen:

– programas de empleo de emergencia a través de
obras públicas, que suelen utilizar métodos inten-
sivos en mano de obra, considerados habitualmen-
te de asistencia laboral;

– fondos sociales que crean programas especiales,
habitualmente en las zonas rurales, para financiar
obras públicas en pequeña escala identificadas por
grupos comunitarios locales;

– intervenciones nutricionales y alimentarias, so-
bre todo las focalizadas en grupos vulnerables,
como niños y mujeres embarazadas. Pueden
adoptar muchas formas, que incluyen distribu-
ción de alimentos, cupones para adquirir alimen-
tos y alimentación servida en escuelas o cocinas
comunitarias;

– sistemas de bonificaciones directas en efectivo
focalizadas en los más pobres, que pueden estar
condicionadas a determinadas conductas (asisten-
cia a la escuela y/o visitas al centro de salud);

– otros instrumentos, como pensiones y seguro de
desempleo, que incluyen sistemas de indemniza-
ción obligatoria por cese en el trabajo.

Otra manera de organizar el análisis es conside-
rar los programas según los grupos etarios a los que
sirven, puesto que los distintos grupos de edades tienen

CUADRO 3
América Latina y el Caribe: Clasificación de las medidas de
manejo del riesgo por parte del gobierno y el sector privado

Fuente: Gill (1999).

Indole de la medida

Principalmente prevención
(reducción del riesgo)
   Reguladora
   O financiada por los contribuyentes
   Universal

Principalmente seguros
(mitigación del riesgo)
   Transferencias intertemporales
   Financiados con primas
   No pobres y pobres

Principalmente asistencia
(enfrentamiento del riesgo)
   Transferencias dentro del período
   Financiada por los contribuyentes
   Focalizada: centrada en los pobres

Gobierno

Políticas macroeconómicas
Reglamentos financieros
Inversiones en infraestructura
Reglamentación laboral conexa
Inversiones en capital humano

Seguro de desempleo
Fondos de cesantía
Estatutos de protección del empleo
Garantías de obras públicas

Programas de obras públicas
Transferencias en efectivo sujetas a
verificación de medios
Transferencias en efectivo condicionales
Transferencias en especie

Sector privado

Inversiones en infraestructura
Inversiones en capital humano
Diversificación de carteras

Ahorro individual
Venta de activos (por ejemplo, tierras)
Participación en la fuerza laboral

Transferencias entre hogares
Solidaridad comunitaria
Apoyo de las organizaciones no
gubernamentales (ONG)
Sociedades públicas-privadas

niño vaya a la escuela cuando está desempeñando un trabajo remu-
nerado fluctúa entre 21% y 67%, según la muestra (Wodon y Siaens,
2000; las estimaciones incluyen factores correctivos para una am-
plia gama de otras variables que inciden en la decisión de ir a la
escuela y/o a trabajar, de modo que son efectos marginales netos).
Esta sustitución entre trabajo y escolaridad reduce la dotación de
capital humano de los niños que trabajan, pues cabe esperar que
estos niños pierdan en promedio un 7% de sus remuneraciones
actualizadas de toda la vida, incluso después de tomar en cuenta
sus ingresos positivos cuando trabajaron de niños y la mayor expe-
riencia acumulada al haber trabajado a temprana edad. Por cierto
que la magnitud de las pérdidas de largo plazo debidas al trabajo
infantil hace imperativo diseñar programas que ayuden a los padres
a mantener a sus hijos en la escuela, especialmente durante las cri-
sis económicas.
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necesidades diferentes.6 Los grupos más jóvenes corren
generalmente  un   mayor riesgo  nutricional, mientras
que para los adultos el problema principal sería el em-
pleo. Para los ancianos, lo esencial es mantener un in-
greso suficiente para satisfacer las necesidades esencia-
les y tener un acceso adecuado a la atención de salud.

Actualmente, casi todos los países latinoameri-
canos y caribeños tienen, en diversa medida, alguna
combinación de los programas descritos. Sin embar-
go, son muy pocos los programas que cumplen ca-
balmente con los criterios de una red de seguridad
ideal. Tal red debería tener las siguientes caracterís-
ticas:7

– estar basada en un análisis acabado de quiénes
tienden a verse más afectados por las crisis, y qué
clase de mecanismos utilizan normalmente los
afectados para enfrentarlas;

– ofrecer una cobertura suficiente de la población
a la que se desea llegar, sobre todo los grupos más
vulnerables y excluidos;

– estar bien focalizada en los pobres, con reglas
claras en materia de elegibilidad y cese, de ma-
nera que el acceso sea simple y predecible;

– hallarse bajo la supervisión de instituciones ya
establecidas y que funcionen bien;

– ser anticíclica (es decir, recibir más financiamiento
cuando hay una crisis económica), y en algunos
casos aplicarse automáticamente cuando se den
factores desencadenantes previamente convenidos,
como un aumento del desempleo o un incremento
de la pobreza sobre cierto nivel;

– ser sustentable desde el punto de vista fiscal;
– poder entregar beneficios con rapidez, y lograr

que la mayor parte posible de los costos vaya a
incrementos netos del ingreso;

– complementar, y no sustituir, los programas de
redes de seguridad y otros mecanismos de protec-
ción social de carácter privado;

– reducirse proporcionalmente una vez pasada la
crisis.

III
Los instrumentos: tipos de redes de seguridad
y programas de protección social

1. Programas de asistencia laboral

Los programas de asistencia laboral dan empleo me-
diante proyectos de obras públicas diseñados
específicamente. El ejemplo clásico es Trabajar, en
Argentina. En este programa, los proyectos son iden-
tificados por los gobiernos locales, las ONG y los gru-
pos comunitarios, y puede ofrecer empleo por no más
de 100 días por participante. Los anteproyectos son re-
visados por un comité regional, y se favorecen aque-
llos con mayor impacto sobre la pobreza y el empleo. 8

Los trabajadores contratados para un proyecto son pa-
gados por el gobierno, concretamente por el Ministe-
rio del Trabajo. Los demás costos son financiados por
las autoridades locales. Ejemplos de proyectos elegi-
bles comprenden la construcción o reparación de es-
cuelas, instalaciones sanitarias, instalaciones de sanea-
miento básico, pequeñas carreteras y puentes, cocinas
y centros comunitarios, y presas y canales pequeños. 9

6 Idea aportada por Ana María Arriagada. Para detalles, véase el
Apéndice.
7 Véase un análisis más acabado de los criterios en Grosh (1995).
8 En una reforma reciente de Trabajar se tomaron varias medidas
para mejorar el rendimiento del programa. La reforma se centró en
incrementar la participación y financiamiento comunitarios en la
elección de los proyectos susceptibles de financiarse. Trabajar ope-
ra ahora en colaboración con los grupos comunitarios locales, las
ONG y las municipalidades que presentan proyectos. Los proyectos
tienen que ser aprobados primero en cuanto a su viabilidad técnica.
A continuación, son seleccionados conforme a un puntaje. Se otor-
ga más puntaje a los proyectos situados en las zonas más pobres,
que rinden mayores beneficios públicos, que son patrocinados por

grupos comunitarios u ONG prestigiados, y que reducen los costos
laborales por debajo del salario mínimo. Estas nuevas característi-
cas han mejorado la focalización tanto a nivel geográfico como
individual. La participación de los grupos locales ha mejorado tam-
bién la calidad de la supervisión y la retroalimentación de los pro-
yectos.
9 Estas actividades son bastante similares a las financiadas por los
fondos sociales (véase más adelante). Una de las diferencias entre un
proyecto de fondo social y un proyecto de asistencia laboral es que
este último tiende a ser supervisado por las autoridades locales y no
por organismos independientes, y que la ejecución no suele contra-
tarse con el sector privado, sino que la llevan a cabo los organismos
patrocinadores, que pueden ser gobiernos locales o provinciales, gru-
pos privados u organizaciones nacionales. Otra diferencia es que los
programas de asistencia laboral tienen como prioridad la generación
de empleo e ingreso, mientras que los fondos sociales se centran más
en la calidad de la infraestructura producida.
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Los proyectos financiados por Trabajar se circuns-
criben a zonas pobres identificadas conforme a un
mapa de pobreza. Además, los salarios se fijan de
manera que no superen el 90% del imperante en el
mercado, de modo que los trabajadores tengan un in-
centivo para retornar a empleos del sector privado
cuando éstos estén disponibles. Por lo tanto, además
de la focalización geográfica, el programa entraña la
autofocalización. En general, se ha informado que la
focalización en los pobres en Trabajar II (la segunda
ronda del proyecto) ha sido bastante buena, pues 75%
de los fondos llegan al 20% inferior de la distribución
del ingreso, y 40% de ellos llega al 5% inferior. No
obstante, la oferta de empleos del programa depende
tanto de las asignaciones presupuestarias como de la
capacidad de las comunidades locales para identificar
proyectos viables. Pese a todas sus bondades, Traba-
jar ha suministrado empleo a no más de 1% ó 2% de
la fuerza laboral, en momentos en que el desempleo
ha fluctuado entre 13% y 18% de la fuerza laboral.

El Gobierno de Chile también implementó progra-
mas masivos de asistencia laboral durante el período
1975-1988, con el fin de absorber a los trabajadores
desplazados del sector público y reducir el desempleo
durante el período de ajuste. Tal como Trabajar, estos
programas daban empleo en obras públicas de emergen-
cia, que incluían el mantenimiento y reparación de ca-
minos y escuelas, la construcción de parques, proyec-
tos de silvicultura, etcétera. Los programas eran admi-
nistrados por las municipalidades, y llegaron gradual-
mente a su apogeo en 1983, cuando empleaban a un
13% de la fuerza de trabajo total (más de 500 000 tra-
bajadores), siendo la tasa de desempleo de 17%. Los
programas se redujeron gradualmente a medida que
aumentaba el empleo en el sector privado, hasta
suprimirse por completo en 1988. Los dos más grandes
ofrecían trabajo manual a salarios muy bajos para ase-
gurar la autofocalización. La mayoría de los trabajado-
res era no calificada, y recibían un cuarto del salario
mínimo corriente de entonces (alrededor de la mitad del
salario de mercado). Uno de cada cuatro participantes
era una mujer. Sin embargo, aunque el programa se
consideraba exitoso en términos de reducir la pobreza
y el impacto social del desempleo, la calidad de las obras
públicas producidas era notoriamente deficiente, y lo fue
aún más al ampliarse el programa. Además, no es claro
que todos los trabajadores del programa habrían queda-
do desempleados si éste no hubiera existido. Una eva-
luación concluyó que 32% de los participantes carecía
de experiencia laboral antes de participar en el progra-
ma, y 46% se había retirado voluntariamente antes de
ingresar a él. Muchos de los que carecían de experien-

cia eran mujeres que trabajaban por primera vez (Uni-
versidad de Chile, 1992).

Las ventajas de los programas de asistencia labo-
ral son su capacidad de expandirse con rapidez duran-
te una crisis una vez que se han establecido los meca-
nismos básicos, y de llegar a los pobres mediante la
focalización por área, y dentro de las áreas pobres,
mediante la autofocalización merced a los bajos sala-
rios. Pero el problema de estos programas es que el
costo de generar un dólar de ingreso adicional para los
pobres por medio de las obras públicas suele ser ele-
vado (algunos tres dólares o más). Para comprender por
qué, conviene utilizar la medida de costo-eficacia y la
descomposición de ella propuesta en el recuadro 1.

La medida de costo-eficacia que se utiliza es la
proporción de los costos totales del programa que lle-
ga a los pobres mediante incrementos netos de los in-
gresos. Si se modifica ligeramente la fórmula propuesta
por Ravallion (1999), como se indica en el recuadro
1, cabe suponer que esta proporción es función de
cuatro parámetros claves: el incremento salarial pro-
porcional, el desempeño de la focalización, la partici-
pación salarial y el apalancamiento presupuestario. Un
valor razonable del incremento salarial proporcional
sería 0.5, porque los salarios de asistencia laboral son
bajos y los pobres suelen hallar alguna otra manera de
generar recursos, por ejemplo, mediante el empleo
informal a tiempo parcial cuando no tienen acceso a
los programas. Debido a la autoselección involucrada
y las prioridades otorgadas a las áreas pobres, un des-
empeño de la focalización en torno a 0.8 sería satisfac-
torio. La participación salarial puede obtenerse a menudo
de los registros administrativos, multiplicando el número
de días laborales que creó el programa por el índice
salarial, y dividiendo esta cantidad por el costo total del
programa. En muchos casos, la participación salarial no
superará la cifra de 0.7. Por último, cuando el progra-
ma está financiado casi por completo por el estado fe-
deral (aunque la selección del proyecto se haga en el
plano local), el apalancamiento presupuestario es igual
a uno (en el caso de Trabajar, hay apalancamiento pre-
supuestario, pero aunque esto ahorra dinero al gobierno
central, los gobiernos locales tienen que pagarlo de to-
dos modos). La medida de costo-eficacia se obtiene
multiplicando los diversos parámetros.10 Por lo tanto, lo

10 En nuestros ejemplos ilustrativos, esta medida sería igual a 0.5 *
0.8 * 0.7=0.28, en cuyo caso el costo total de generar un dólar de
ingresos salariales adicionales netos para los participantes en el
programa es 1/0.28=3.6 dólares. Véase en Jalan y Ravallion (l998)
un ejemplo de los métodos econométricos que pueden utilizarse
para medir con cierta precisión el beneficio salarial neto de los
programas de asistencia laboral mediante las encuestas de hogares
(es decir, el parámetro NWB/W).
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Recuadro 1
MEDICIÓN DEL COSTO-EFICACIA DE LAS OBRAS PÚBLICAS

Siguiendo a Ravallion (1999), supongamos que sin obras públicas, un individuo tiene la probabilidad F* de
hallar empleo a un salario de mercado W*. Los ingresos previstos son F*W*. Con obras públicas, el indivi-
duo percibe el salario de obras públicas W. Si el individuo puede continuar la búsqueda de empleo privado o
por cuenta propia mientras participa en las obras públicas, con la probabilidad F de encontrar dicho empleo,
el salario previsto en obras públicas es FW*+(1-F)W. El beneficio salarial neto del programa para el trabaja-
dor es NWB=(1-F)W - (F*-F)W*. Si el trabajador obtiene indemnización por desempleo o asignación de
subsistencia, el beneficio salarial se reduce a NWB=(1-F) W - (F* - F) W* - (1-F*)S. Si el costo del programa
es G para el gobierno por trabajador empleado, una medida de costo-eficacia es la proporción del gasto públi-
co transferido a los trabajadores como ganancia salarial NWB/G. Esta medida puede descomponerse como
sigue:

apalancamiento participación desempeño de la ganancia salarial
presupuestario salarial focalización proporcional

Los factores determinantes del costo-eficacia son: i) el coeficiente de apalancamiento C/G, donde C es el costo
total por trabajador, incluido el financiamiento comunitario; ii) la participación salarial (W+L) /C, donde W
representa los salarios pagados a los pobres y L la filtración debida a los salarios pagados a los no pobres; iii)
el desempeño de la focalización W/(W+L) que es el porcentaje de salarios que llega a los pobres; y iv) la
ganancia salarial proporcional NWB/W. Este modelo puede ampliarse para tomar en cuenta los beneficios de
la infraestructura construida por las obras públicas, pero estos beneficios no son inmediatos (véase un modelo
y un análisis en Wodon, 2000b).
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W
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habitual es que el gobierno nacional o federal gaste tres
dólares o más para transferir un dólar a los pobres en
salarios adicionales.

La noción de que cuesta tres dólares o más trans-
ferir un dólar de ingreso a los pobres mediante progra-
mas laborales podría cuestionarse, puesto que los be-
neficios podrían ser más altos por dos razones. 11 Pri-
mero, el método presentado en el recuadro 1 no con-
sidera los beneficios de las propias obras públicas, que
pueden ser sustanciales si los trabajadores son bien
utilizados. No obstante, el problema es que estos be-
neficios se disfrutarán durante toda la vida útil de la
infraestructura construida, mientras que lo que los
pobres necesitan en tiempos de crisis es el refuerzo
inmediato del ingreso. Si los pobres tienen tasas de
descuento elevadas (que en general sí las tienen, pero
sobre todo en épocas de crisis cuando sus recursos no
proveen el sustento básico), el valor actualizado de los
beneficios generados por las obras públicas puede ser

bastante escaso. Además, puesto que el énfasis está en
la creación de empleo y no en las inversiones, puede
haber un sesgo hacia proyectos de prestigio o de tra-
bajo ficticio que no serían muy valiosos. Esto sería
particularmente válido en una crisis, cuando la rápida
expansión del programa agota la reserva de proyectos
viables.

Segundo, el método presentado en el recuadro 1
supone que para medir el impacto del programa sólo
se debe tomar en cuenta el incremento salarial propor-
cional neto. Pero en períodos de alto desempleo, ca-
bría sostener que al menos parte de la diferencia entre
el salario de las obras públicas, y lo que el participan-
te en el programa habría ganado por su cuenta sin el
programa, estará disponible como ingresos para otro
trabajador que no participa en el programa y que tam-
bién está subempleado. En caso extremo, se podría
tomar en cuenta todo el índice salarial en el análisis
de costo-beneficio, lo que mejoraría considerablemente
la relación costo-eficacia de tales programas.

Por otra parte, se podrían también aducir argu-
mentos para sostener que las transferencias netas a los

11 Véase un análisis más acabado de estos aspectos en Wodon
(2000b) y Maloney (2000).
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pobres son menore s de las que predice la descomposi-
ción en el recuadro 1. Por ejemplo:

Primero, dado que los trabajadores son pagados
por las autoridades locales, las oportunidades de co-
rrupción y sesgo político son más acentuadas. En Tra-
bajar, persisten algunos indicios de influencias políti-
cas en la elección de los participantes y de discrimi-
nación de género (se seleccionan pocas mujeres en
algunas áreas).

Segundo, las comunidades más pobres no estarían
siempre en buena posición para presentar propuestas
de proyectos y/o contribuir a sufragar los costos no
salariales. En este caso, el desempeño de la focaliza-
ción del programa podría resentirse, porque la contri-
bución de la focalización geográfica al desempeño
global de la focalización se reduciría.

Además de Argentina y Chile, México también
tiene una experiencia provechosa para evaluar las for-
talezas y debilidades de los programas de asistencia
laboral. En las zonas rurales de México el Programa
de Empleo Temporal (PET) ofrece empleo fuera de tem-
porada con un salario inferior al mínimo recurriendo
a las obras públicas. El empleo es por un máximo de
88 días laborales con una remuneración equivalente al
90% del salario mínimo. En 1999 se iban a crear 93
millones de días laborables y un millón de empleos.
El PET es el ejemplo de un programa que funciona en
épocas normales y no sólo durante las crisis, aunque
está restringido a ciertos períodos del año solamente.
Como era de prever, los proyectos hacen uso intensi-
vo de mano de obra. Los ejemplos comprenden el rie-
go de tierras, la pavimentación de caminos, el despeje
de terrenos, el mejoramiento de viviendas y la instala-
ción de sistemas de abastecimiento de agua y alcanta-
rillado. Los datos sugieren una focalización satisfac-
toria: los participantes son pobres y necesitan los em-
pleos temporales más que los no participantes porque
no se benefician de ocupaciones que los mantengan
empleados todo el año. No obstante, el programa no
llega a las comunidades rurales más pequeñas (y tal vez
las más pobres). En general, las comunidades PET casi
duplican el tamaño de las comunidades no PET. Las
comunidades PET tienen un mejor acceso que las co-
munidades no PET a la electricidad (74% versus 60%),
teléfonos públicos (33% versus 19%), enseñanza pre-
escolar (81% versus 67%), enseñanza primaria (89%
versus 82%) y enseñanza secundaria a distancia (22%
versus 11%). Parte del problema puede deberse al costo
más elevado (por ejemplo, administrativo) de llegar a
las comunidades rurales muy pequeñas.

Cabría también considerar como red de seguridad
los programas de capacitación laboral, en particular si

pueden modificarse en épocas de crisis. En México, el
programa Probecat se implementó en 1986 en respuesta
al aumento del desempleo tras la crisis de la deuda de
1982 y las políticas ulteriores de ajuste estructural.
Actualmente, el programa brinda capacitación a cerca
de 500 000 beneficiarios al año en las zonas urbanas.
Una nueva evaluación del programa sugiere, no obs-
tante, que no tiene un impacto estadísticamente signi-
ficativo sobre el empleo y los salarios (Wodon y
Minowa, 1999; véanse evaluaciones anteriores en
Revenga, Riboud y Tan, 1994, y STPS, 1998). Estos re-
sultados decepcionantes no son extraños, porque se ha
visto que la mayoría de los programas de reconversión
laboral en los países de la Organización de Coopera-
ción y Desarrollo Económicos ( OCDE) han tenido im-
pactos limitados. Uno de los motivos sería que la
capacitación se imparte por un período demasiado bre-
ve (unos pocos meses) para entregar conocimientos que
sean útiles a largo plazo. Algunos programas de capa-
citación laboral funcionarían de hecho como redes de
seguridad, prestando alivio temporal a los desemplea-
dos con un mecanismo de autofocalización similar al
de los programas de obras públicas puesto que los par-
ticipantes suelen recibir sólo el salario mínimo. Pro-
bablemente es mejor elegir uno u otro objetivo (capa-
citación o protección social) y no tratar de alcanzar
ambos con un solo programa.

2. Fondos de inversión social

Los fondos de inversión social ( FIS) fueron la respues-
ta original del Banco Mundial a las repercusiones so-
ciales de los programas de ajuste, y algunos de los pri-
meros (por ejemplo, el Fondo Social de Emergencia
de Bolivia, creado en 1991) fueron diseñados funda-
mentalmente para dar empleo (Jorgensen, Grosh y
Schacter, 1992). De hecho, los FIS se crearon, en par-
te, para evitar los problemas vinculados con los pro-
gramas de obras públicas de emergencia (de asisten-
cia laboral). Sin embargo, casi todos los FIS apuntan
ahora a programas diseñados para suministrar infraes-
tructura social en pequeña escala, sobre todo en las
zonas rurales y pobres, a través de proyectos genera-
dos y ejecutados en el plano local. Por lo tanto, los
fondos sociales no son redes de seguridad per se.
Nótese que a diferencia de los programas de asisten-
cia laboral, algunos fondos sociales también financian
programas que no involucran la construcción o el man-
tenimiento, tales como programas de nutrición, asis-
tencia técnica y microcrédito. Cuando hay trabajo de
construcción involucrado, no es raro ver que los fondos
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sociales utilizan mano de obra calificada a la que se
paga salarios de mercado. Esto obedece a que la cali-
dad de la infraestructura construida se considera más
importante que la provisión de empleo para los pobres.
Este es el caso del fondo social de Honduras, que se
originó a partir de la transformación de un programa
de generación de empleo a comienzos de los años no-
venta, pero que actualmente no considera que la crea-
ción de empleo sea su prioridad principal. Por otra
parte, la mayoría de los fondos sociales suelen estar
dirigidos a zonas pobres mediante el uso de un mapa
de pobreza (o, en algunos casos, mediante el uso de
un mapa de necesidades básicas insatisfechas).

Aunque tanto los programas de asistencia laboral
como los de los fondos sociales materializan proyec-
tos en el sector público, hay diferencias importantes
entre unos y otros. El fondo social financia los costos
de material y la mano de obra de un proyecto, aunque
parte de la mano de obra local podría ser donada como
un aporte de la comunidad. Esto varía según los FIS y
los países. El programa de asistencia laboral general-
mente financia el costo de mano de obra de un pro-
yecto en el plano nacional o federal, y solicita que los
gobiernos u organismos locales sufraguen los costos
de material. Por lo tanto, en los programas de asisten-
cia laboral hay un claro incentivo para que el organis-
mo local busque métodos de construcción y elija pro-
yectos que hagan uso intensivo de trabajo. Dado que
los proyectos de los FIS son licitados al sector privado,
a menudo utilizan los métodos de construcción más
modernos y con uso intensivo de capital, aunque en
algunos casos los fondos sociales especifican los ni-
veles mínimos de empleo que deben alcanzar en sus
operaciones.

La mayoría de los fondos sociales son organismos
independientes de los ministerios del ramo, adscritos
a menudo a la oficina de la Presidencia de la Repúbli-
ca, la que examina y financia los proyectos presenta-
dos por las ONG, los gobiernos locales y otros agentes
patrocinadores. Sus fortalezas comprenden la partici-
pación de la comunidad local y la capacidad de res-
ponder a las percepciones de las necesidades locales,
especialmente en las zonas rurales donde el gasto nor-
mal del gobierno, a menudo, no llega a los pobres.
Asimismo, los fondos sociales tienen una mejor capa-
cidad para evitar la corrupción y los proyectos “de
trabajo ficticio”. Pero no la tienen tanto para crear redes
de seguridad, y normalmente no se expanden durante
una crisis para ofrecer más empleo. De hecho, la can-
tidad de empleo y generación de ingreso que suminis-
tran los fondos sociales ha sido tradicionalmente es-

casa. Por ejemplo, una revisión de ellos determinó que
10 fondos importantes suministraban un empleo que,
en general, era igual a sólo 4% de la fuerza laboral
(Goodman, Morley y otros, 1997). Asimismo, se esti-
mó que la contribución monetaria de los salarios era
escasa, como también lo era el impacto sobre la reduc-
ción de la pobreza proveniente de los propios proyec-
tos. Los fondos sociales son más aptos para mejorar
la oferta de salud, educación y servicios básicos de
infraestructura, y en algunos casos influyen sobre re-
sultados como las tasas de matrícula escolar (con co-
rrespondencia entre edad y curso) o la incidencia de
enfermedades (las evaluaciones recientes que utilizan
datos a nivel del hogar corresponden a Pradhan,
Rawlings y Ridder, 1998, para Bolivia, y ESA Consul-
tores, 1999, para Honduras).

No obstante, una de las ventajas claras de los
fondos sociales es que tienen organizaciones fuertes
con sistemas relativamente idóneos para la gestión y
supervisión de proyectos. Estas organizaciones pueden
utilizarse en tiempos de crisis para suministrar redes
de seguridad social. El fondo social existente en Hon-
duras, por ejemplo, ha demostrado ser muy útil para
orientar la asistencia de emergencia a las aldeas loca-
les tras el huracán Mitch. Existe, por lo tanto, la posi-
bilidad de trabajar con los fondos de inversión social
para modificar sus operaciones durante una crisis, para
que, por ejemplo, hagan mayor hincapié en proyectos
con uso intensivo de mano de obra y se involucren en
nuevas zonas muy afectadas. Por ende, es una buena
idea identificar proyectos intensivos en mano de obra
anticipándose a una crisis potencial, de modo que es-
tén listos para ser financiados si llega a sobrevenir una
crisis.

3. Programas de nutrición y alimentación

Los programas de nutrición y alimentación adoptan una
variedad de formas. Subbarao, Bonnerjee y otros (1997)
han identificado unos treinta países que utilizan polí-
ticas alimentarias con fines redistributivos. En estos
países, los subsidios a los consumidores se utilizan con
tanta frecuencia como los programas de alimentación
y de trabajo por alimentos, y mucho más a menudo que
el racionamiento alimentario y los cupones para la
compra de alimentos. De hecho, muchos programas de
asistencia laboral que ahora ofrecen salarios en efecti-
vo partieron al comienzo como programas de “trabajo
por alimentos”. En cuanto a los programas de alimen-
tación directa, éstos suministran alimentos a los nece-
sitados mediante la entrega directa de alimentos no
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preparados provenientes de una bodega administrada
por el programa, la entrega de alimentos preparados
provenientes de una cocina comunitaria o la provisión
de un almuerzo o desayuno a los niños en la escue-
la.12 Las evaluaciones de los programas nutricionales
indican, en general, que sólo hay un mejoramiento exi-
guo y marginal de la nutrición comparado con el caso
en que la familia recibe una bonificación en efectivo
equivalente. Esto se debe a que las familias pueden
sustituir sus propias compras por los alimentos gratui-
tos y utilizar gran parte del ahorro para otros fines. Sin
embargo, aunque un programa alimentario tenga un
efecto aproximadamente equivalente a una bonificación
en efectivo, hay menos posibilidades de desviación de
fondos, puesto que es menos probable que se haga mal
uso del alimento que del dinero. Además, es más pro-
bable que los alimentos lleguen a la mujer y se em-
pleen para mejorar el bienestar de la familia, mientras
que es más probable que el efectivo lo utilice el hom-
bre para actividades de menor prioridad. Una alterna-
tiva intermedia entre el efectivo y los alimentos son los
cupones para la compra de alimentos. Estos cupones
tienen la ventaja adicional de que no requieren un sis-
tema complicado de almacenamiento y transporte de
alimentos y que utilizan, a su vez, la red privada de
distribución alimentaria ya existente. En Honduras, el
programa de cupones para la compra de alimentos solía
comprender también los medicamentos y los libros
escolares. En Jamaica, este programa se introdujo en
reemplazo de los subsidios alimentarios generales, y
ha demostrado ser eficaz para aumentar el ingreso de
los pobres (Grosh, 1992).

Una manera habitual de focalizar los programas
alimentarios consiste en vincular la distribución con un
programa de salud, en particular la atención de salud
materno-infantil. Así, los alimentos sirven de incenti-
vo para asistir al programa, y la educación nutricional
puede servir para mejorar el uso de los alimentos que
se entregan. Cabe recordar que la entrega de alimen-
tos a las mujeres disminuye también las posibilidades
de que se desvíen para venderlos en el mercado. Los
programas alimentarios también pueden diseñarse para
que sean autofocalizados, si los productos alimentarios
que se entregan son los que consumen los pobres y no
la clase media. En su defecto, la distribución de ali-
mentos puede realizarse en centros situados en las

vecindades pobres. Tales enfoques permiten reducir la
carga administrativa de focalizar los programas, pero
aumentan la posibilidad de filtración a los no pobres.
Los programas de almuerzo y desayuno escolar son
también difíciles de focalizar en el plano individual si
no se quiere estigmatizar de “pobres” a algunos estu-
diantes dentro de la escuela. En muchos países estos
programas están dirigidos a escuelas de las zonas po-
bres, pero también son frecuentes los programas no
focalizados de esta índole. Un beneficio de estos pro-
gramas es el incentivo para mantener los niños en la
escuela a fin de que los alimenten y mejorar sus capa-
cidades de aprendizaje mientras permanecen en ella
(véase en Wodon y Siaens,1999a, una evaluación del
programa mexicano de desayuno escolar). Desde un
punto de vista nutricional, los beneficiarios principa-
les de los programas pueden, no obstante, ser otros
miembros de la familia si los niños no se alimentan en
casa porque los padres saben que recibirán su almuer-
zo escolar.

Los subsidios alimentarios son otra forma de ayu-
dar a los pobres a reducir el costo de su canasta de
consumo (Besley y Kanbur, 1988). Los subsidios
alimentarios, previa verificación de medios de susten-
to, tienden a ser más eficaces que otros subsidios para
reducir la desigualdad y elevar el bienestar. Respecto
de México, por ejemplo, Wodon y Siaens (1999b) su-
gieren que los subsidios universales son inadecuados
para reducir la desigualdad y mejorar el bienestar. Los
autores comparan tres programas: el ahora difunto
subsidio universal a la tortilla, un programa que ofre-
cía un kilo de tortilla gratis a los hogares con un in-
greso inferior a dos salarios mínimos, y un programa
de leche subvencionada, también sujeto a verificación
de medios de sustento. Sus hallazgos principales fue-
ron los siguientes:

– Los subsidios alimentarios son mejores que los
subsidios no alimentarios. Los subsidios a los bienes
de consumo básicos como la tortilla reducen la des-
igualdad, especialmente en las zonas urbanas, y mu-
cho más que los subsidios a los servicios de utilidad
pública como agua y electricidad. No obstante, los
subsidios alimentarios generan distorsiones de precios
y son costosos. Además, un subsidio universal a la
tortilla es menos eficaz que lo que sería un subsidio
similar generalizado a los ingredientes necesarios para
confeccionarla, como la harina de maíz.

– Dentro de los subsidios alimentarios, los subsi-
dios sujetos a verificación de medios de sustento son
mejores que los universales. El impacto marginal so-
bre la desigualdad y el bienestar que se logra con los

12 Los programas de alimentación escolar son sumamente popula-
res en América Latina. Véase, por ejemplo, Phillips, Sáenz y otros
(1995) respecto a Honduras, Dall Acqua (1991) respecto a Brasil,
y Jacoby y Politt (1996) respecto a Perú.
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subsidios universales a la tortilla no se aproxima a las
mejoras del bienestar que se obtienen con los subsi-
dios sujetos a verificación de medios de sustento.

Con todo, los subsidios no representarían una
inversión lógica y eficaz en función de los costos para
reducir la pobreza. Los subsidios alimentarios y los
sistemas de distribución de alimentos pueden desincen-
tivar la oferta de mano de obra (Sahn y Alderman,
1995). Pueden ser mal focalizados, con una filtración
considerable hacia los no pobres (Grosh, 1994; Cornia
y Stewart, 1995). Y aunque hasta cierto punto es po-
sible lograr una autofocalización al subsidiar los bie-
nes que consumen en mayor cantidad los pobres que
los no pobres, esto no es una panacea (Tuck y Lindert,
1996). Por lo tanto, ha habido una tendencia a reducir
el financiamiento de los subsidios alimentarios a fin de
financiar otros programas, por ejemplo, en México
(Levy y Dávila, 1998).

4. Transferencias en efectivo condicionales

Dado que los alimentos son intercambiables por dine-
ro, cabría sostener que los subsidios en efectivo son la
manera más sencilla y directa de brindar una red de
seguridad. El uso de subsidios en efectivo evita, ade-
más, las pérdidas de utilidades vinculadas con la ayu-
da en especie. En los países desarrollados, y algunos
países latinoamericanos adelantados, los pagos en efec-
tivo a determinados hogares están volviéndose paulati-
namente más comunes. Los pagos en efectivo incon-
dicionales y formas similares de asistencia social sue-
len focalizarse en la mujer con hijos dependientes, los
discapacitados, los ancianos y aquellos incapaces de
trabajar. Sin embargo, los problemas de focalización
y control de los pagos en efectivo tornan problemáti-
co este enfoque en los países más pobres que carecen
de buenos sistemas administrativos. Por ejemplo, en
Bolivia, el programa Bonosol ofrecía una vez al año
un subsidio en efectivo equivalente al pago de cuatro
semanas de salario mínimo a los ciudadanos adultos.
Lo atractivo del subsidio y la falta de mecanismos de
selección o identificación condujo a abusos generali-
zados, como la duplicación de pagos y los pagos a no
bolivianos.

Una alternativa atrayente es vincular los subsi-
dios en efectivo con la asistencia a la escuela u otra
conducta conveniente. Esto se ha introducido en di-
versa medida en países como Brasil (Bolsa Escola),
Argentina (Beca Secundaria), México (Progresa) y
Honduras (PRAF).13 Estos programas no son redes de

seguridad propiamente tales, o al menos no fueron di-
señados originalmente para funcionar como redes
compensatorias durante las crisis. Sin embargo, los
programas ofrecen beneficios importantes a los ho-
gares en época de crisis, y estos beneficios pueden
aumentarse durante una recesión en caso necesario.
En otras palabras, tal como ocurrió con los progra-
mas de capacitación laboral y los fondos de inversión
social, los programas existentes que ofrecen transfe-
rencias en efectivo condicionales pueden ampliarse y
modificarse para que sirvan de redes de seguridad
durante una crisis. En general, no obstante, los sub-
sidios relacionados con la escuela ofrecen sólo una
respuesta parcial a las situaciones de crisis, por el sólo
hecho de que los programas están dirigidos a las fa-
milias con hijos escolares, de modo que algunos de
los más pobres que no pueden enviar sus hijos a la
escuela quedan excluidos.

Los programas de transferencias en efectivo con-
dicionadas a la asistencia escolar reducen los costos de
oportunidad que representa para los padres pobres
mantener sus hijos en la escuela. Este costo de opor-
tunidad es esencialmente la pérdida del salario infan-
til o del valor que reviste para los padres el trabajo
doméstico que realizan los hijos y del que no pueden
disfrutar si estos últimos asisten a la escuela. En mu-
chos casos, es difícil estimar este costo de oportuni-
dad de la escolaridad, y no es tan obvio que los subsi-
dios tengan que ser iguales al costo de oportunidad que
representa para los padres enviar sus hijos a la escuela
(Ravallion y Wodon, 2000a). En efecto, es lógico su-
poner que los padres tienen un interés intrínseco en que
sus hijos asistan a la escuela, ya sea por motivos
altruistas, o por los beneficios futuros que brindan las
transferencias intergeneracionales una vez que los hi-
jos llegan a la edad adulta. Sin embargo, en algunos
países el nivel de los subsidios condicionales parece
ser elevado. En el caso del Programa de Educación,
Salud y Alimentación (Progresa), en México, por ejem-
plo, para justificar el nivel relativamente alto de los
subsidios del programa, se ha sostenido que aparte de
ofrecer incentivos para acumular capital humano,

13 El personal de Progresa está preparando una evaluación rigurosa
del programa con el respaldo del Instituto Internacional de Investi-
gaciones sobre Políticas Alimentarias. Los resultados preliminares
están disponibles en Progresa (1999). El Instituto Internacional de
Investigaciones sobre Políticas Alimentarias va a colaborar tam-
bién en la evaluación del Programa de Asignación Familiar (PRAF)
de Honduras, con un diseño que combina las intervenciones por el
lado de la demanda y de la oferta.
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mejoran también la calidad de vida global de las fa-
milias. No obstante, habría maneras más eficaces en
función de los costos para mejorar la calidad de vida
de los beneficiarios del programa. Por otra parte, como
lo demuestran Wodon, González y Siaens (2000),
cuando el valor de los subsidios es bajo, las interven-
ciones en la escolaridad por el lado de la demanda
podrían excluir a los más pobres. Se necesita más es-
tudio para medir las múltiples compensaciones recípro-
cas involucradas.

¿A qué nivel de enseñanza deben otorgarse los
subsidios? Esto dependerá de las características del
país. En Brasil y Argentina los programas se centran
en la escuela secundaria, puesto que éstos son los ni-
ños más susceptibles de ser retirados de la escuela
durante una crisis. En Honduras, el programa apunta
a los cuatro primeros años de la escuela primaria. En
México, el programa cubre el término de la enseñanza
primaria y el primer ciclo de la enseñanza secundaria.
En Venezuela, el programa cubre la enseñanza prima-
ria. En algunos casos estos programas están vincula-
dos no sólo a la asistencia, sino también al rendimien-
to escolar, que incluye el paso al próximo curso. Aun-
que esto puede ofrecer incentivos valiosos, hay que
asegurarse de que tales condiciones no excluyan a los
más pobres, a los que les costaría más tener éxito en
la escuela.

¿Cómo deben focalizarse los subsidios? La expe-
riencia de Progresa es interesante (Skoufias, Davis y
Behrman, 2000). El programa emplea un mecanismo
de focalización en tres etapas. Primero, se seleccionan
las localidades rurales pobres que van a participar. A
continuación, se seleccionan las familias pobres den-
tro de las comunidades participantes mediante un aná-
lisis discriminante multivariado. Por último, las comu-
nidades locales pueden revisar la selección hecha por
funcionarios de Progresa y reclasificar las familias po-
bres como no pobres y viceversa. Este mecanismo de
focalización es esencialmente lógico, y los resultados
parecen ser satisfactorios. Un motivo de preocupación
es que el nivel de participación comunitaria sigue sien-
do marginal. El proceso de focalización es centraliza-
do, en parte porque se desea evitar interferencias polí-
ticas en la selección de los beneficiarios; no obstante,
podrían desplegarse más esfuerzos para promover el
papel de las comunidades en él. Otra cuestión conexa
se refiere a la necesidad de focalización dentro de las
comunidades pobres. Mientras mayor sea la proporción
de pobres en una comunidad, menor será la necesidad
de focalizar dentro de ella, especialmente si hacerlo

tiene costos, no tanto en el plano administrativo sino
más bien en términos de cohesión social (los que no
ingresan al programa pueden envidiar a los que se
benefician de él). En Honduras, donde se está modifi-
cando el programa en parte sobre la base de la expe-
riencia de Progresa, se ha decidido brindar apoyo a
todas las familias residentes en las comunidades po-
bres participantes.14

Los programas de transferencia en efectivo con-
dicional pueden emplearse también para promover
buenas prácticas sanitarias, incluida la consulta con los
prestadores locales de servicios de salud. Esto ocurre
en el caso de Progresa en México, donde las familias
seleccionadas reciben una transferencia (tanto en efec-
tivo como en especie mediante un complemento
nutricional) para fines de salud, aparte de las transfe-
rencias relacionadas con la enseñanza. Es decir, Pro-
gresa tiene como objetivo efectuar una intervención
coordinada en materia de educación, salud y nutrición,
con la esperanza de que el impacto de todo el progra-
ma sea mayor que la suma de sus partes. Por cierto que,
tanto en el caso de Progresa como de otros programas,
cuando se trata de maximizar el impacto de las inter-
venciones escolares y/o de salud, es importante tener
presente los aspectos del lado de la oferta. Por ejem-
plo, Progresa ha conseguido elevar la matrícula esco-
lar y la asistencia a los centros de salud, pero esto ha
provocado tensiones por el lado de la oferta. Se han
tomado medidas para coordinar la acción de Progresa
con la de otros ministerios, como los de educación y
salud, pero tal vez se necesiten otras medidas para
optimizar las intervenciones en el lado de la demanda
y de la oferta.

5. Seguro de desempleo y otros programas

El seguro de desempleo es común en Europa y Amé-
rica del Norte, pero menos frecuente en América La-
tina, en parte por su alto costo. Por lo demás, la legis-
lación laboral vigente en muchos países de América
Latina y el Caribe dispone el pago de una indemni-
zación por cese en el servicio que es función del nú-
mero de años trabajados; normalmente, esto equiva-
le aproximadamente a un mes de sueldo por año de

14 En caso de ser factible, es importante utilizar ponderaciones
distributivas en la evaluación de la focalización de los programas
sociales y otras intervenciones. Véase un análisis de esta especie,
por ejemplo, en Ravallion y Wodon (2000b) y Wodon y Yitzhaki
(2000).
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servicio, hasta cierto máximo. Esto puede complemen-
tarse con un plan de seguro de desempleo (como en
Argentina y Brasil para los trabajadores del sector
formal) en virtud del cual los aportes mensuales de las
nóminas y/o del empleador dan derecho al trabajador
a recibir un pago mensual durante un tiempo limita-
do, cuyo monto es lo bastante bajo como para reducir
los efectos de desincentivo. Pero dado que en muchos
países el sector formal constituye menos de la mitad
de la fuerza laboral total, la cobertura del seguro de
desempleo/pagos de indemnización dista de ser com-
pleta, y la exclusión de los sectores informal y rural
significa que estos mecanismos no llegan a las zonas
en que se hallan muchos de los pobres. El paso de un
sistema de pago de indemnización a otro de seguro de
desempleo podría ser beneficioso si redujera los cos-
tos laborales. Sin embargo, el seguro de desempleo
puede crear también problemas de riesgo moral al
subsidiar el desempleo (los programas de asistencia
laboral, en cambio, subsidian el empleo). Un elemen-
to importante en este caso es asegurar que la indemni-
zación por desempleo no sea tan generosa como para
desalentar la búsqueda de empleo. Por esto, hay que
supervisar tanto el monto de los pagos como el tiem-
po durante el cual los trabajadores pueden recibirlos
(véase una revisión de la experiencia de la OCDE con
las rigideces del mercado laboral y el seguro de des-
empleo en Nickell, 1997).

Una alternativa mencionada con frecuencia es un
sistema de cuentas de ahorro para el seguro de desem-
pleo (CASDE), con arreglo al cual los trabajadores no re-
cibirían “compensación” alguna al perder sus empleos,
pero tampoco sufrirían “sanción” alguna por encontrar
rápidamente un empleo. Cada trabajador empleado
haría una contribución mínima fija obligatoria a su
CASDE todos los meses, y podría hacer contribuciones
voluntarias adicionales que superaran los niveles mí-
nimos obligatorios. Al quedar desempleado, el traba-
jador tendría derecho a retirar un monto fijo máximo
por mes de su CASDE (también se permitirían retiros por
montos menores). Cuando su saldo quedara en cero, o

estuviera en vías de agotarse, tendría derecho a recibir
asistencia por desempleo. La asistencia por desempleo
se financiaría mediante un impuesto que afectaría a
todos los asalariados. Cuando los trabajadores jubila-
ran con un saldo positivo en su CASDE, podrían utili-
zarlo para complementar sus pensiones. En general, los
trabajadores mismos desempeñarían un papel mucho
mayor en financiar su propio apoyo durante los perío-
dos de desempleo. La ventaja principal de las CASDE

es que tienden a establecer correctamente los incenti-
vos, sin crear distorsiones en el comportamiento de
empleadores y empresas. Es decir, los fondos que saca
un desempleado de su CASDE reducen directamente la
riqueza personal del individuo en un monto equivalen-
te, de modo que los individuos internalizan plenamente
el costo de la indemnización por desempleo. Los sis-
temas CASDE no están exentos de riesgos, y es proba-
ble que se requieran intervenciones especiales para pro-
teger a aquellos trabajadores que tienden a ser más jó-
venes, más pobres y menos educados. Respecto a
Chile, Castro-Fernández y Wodon (2000) sugieren que
aunque el efecto redistributivo por dólar gastado en
indemnizaciones por desempleo de un sistema basado
en las CASDE sería tal vez menor que el impacto
redistributivo del sistema de asistencia por desempleo
vigente en el país, el componente complementario de
asistencia por desempleo del sistema sería de todas
maneras altamente redistributivo, y probablemente ten-
dría una cobertura mucho mayor porque el valor de las
indemnizaciones sería más alto.

Por último, cabe mencionar que hay varios otros
tipos de programas de protección social, incluidas las
pensiones para el adulto mayor. Debido a que muchos
de los pobres pertenecen al sector informal, carecen de
acceso a las pensiones que otorgan los sistemas de se-
guridad social; asimismo, los situados en el sector in-
formal carecen a menudo de acceso a otros beneficios
organizados por el Estado, como la vivienda para los
grupos de bajos ingresos (véase un análisis en torno a
las pensiones para los pobres en Holzmann y Packard,
1999).
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1. ¿Los programas de protección social son
anticíclicos?

Los buenos programas de protección social deben ex-
pandirse durante una crisis económica a medida que
crece el desempleo y disminuyen los niveles de in-
greso. En otras palabras, deben ser de índole anti-
cíclica, es decir, ampliarse cuando se contrae la eco-
nomía. En algunos países, el sistema de redes de se-
guridad está apoyado por derechos automáticos a
recibir prestaciones que obligan al sector público a
gastar más en aquellos que lo necesitan. Por ejemplo,
el desempleo provoca un incremento del número de
personas con derecho a recibir indemnización por
desempleo, y la declinación del ingreso puede acre-
centar el número de hogares con derecho a recibir
asistencia en efectivo o alimentaria. Pero en la ma-
yoría de los países latinoamericanos no hay tales
gatillos automáticos. Esto se explica en parte porque
la necesidad de tener programas de protección social
anticíclicos puede entrar en conflicto con la necesi-
dad de imponer la austeridad fiscal durante una rece-
sión. Una crisis económica, inducida en forma inter-

na o externa, provoca una caída del producto, y en
consecuencia una caída de los ingresos del gobierno.
Pero durante la crisis los gobiernos son renuentes a
aumentar los impuestos. Por lo tanto, la mantención
de un alto nivel de gasto puede conducir a grandes
déficit presupuestarios.

Considérense los datos presentados en el cuadro 4.
Tanto Argentina como México sufrieron una perturba-
ción adversa en 1995 (México primero, Argentina des-
pués). En Argentina el PIB per cápita disminuyó 5.32%
entre 1994 y 1995, mientras que en México cayó 4.93%
entre 1994 y 1996. La proporción del PIB destinada al
gasto social focalizado disminuyó un poco y el índice
de pobreza aumentó en ambos países, con lo cual se
elevó el número total de personas pobres. El gasto
focalizado por persona pobre disminuyó mucho más que
el PIB per cápita, dando una elasticidad respecto al cre-
cimiento (en este caso a una recesión) del gasto
focalizado por persona pobre de alrededor de cinco en
ambos países. Durante esta recesión, el gasto en los
pobres fue por lo tanto altamente procíclico, aunque en
teoría debería haber sido anticíclico a fin de proteger-
los de la perturbación macroeconómica adversa.

IV
Las restricciones: el espacio fiscal
y la capacidad administrativa

CUADRO 4
Argentina y México: Gasto público focalizado
por persona pobre, 1994-1996

PIB real per cápita Proporción del gasto Indice de pobreza Número de Gasto focalizado
(1994 = 100) social focalizado (en porcentaje) personas pobres  por persona pobre

respecto del PIB (en millones) (1994 = 100)
(en porcentaje)

Argentina
   1994 100 1.24 21.60 07.50 100
   1995 94.68 1.21 27.20 09.60 63.12
    Variación
    porcentual –5.32% –27.88%
México
    1994 100 1.36 46.95 42.04 100
    1996 95.07 1.23 60.93 56.51 67.30
    Variación
    porcentual –4.93% –23.70%

Fuente: Wodon, Hicks y otros (1999). Los datos para ambos países no son estrictamente comparables. Por tanto, no debe deducirse que el
gasto en protección social es más procíclico en un país que en otro. Nótese asimismo que el Gobierno de México ha desplegado un esfuerzo
considerable para incrementar el financiamiento focalizado en los pobres en el último año, por ejemplo, otorgando financiamiento a Progre-
sa. Esto no está reflejado en el cuadro.
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Los datos del cuadro están b asados solamente en
un período para dos países y en varios supuestos tanto
para la estimación de la pobreza como para la
categorización del gasto social. Sería engañoso concluir
que la protección social disminuye en todos los países
durante una crisis. Lamentablemente, más allá de esti-
maciones puntuales de las elasticidades del gasto
focalizado respecto al crecimiento como las presenta-
das en el cuadro, la medida en que los países latinoa-
mericanos han brindado protección social anticíclica es
algo que ha recibido muy poca atención. Un problema
es que los datos sobre el gasto presupuestario no sue-
len identificar la protección social o las redes de segu-
ridad como una actividad separada. Los programas de
protección social están dispersos en varios sectores,
como salud, educación, seguridad social y bienestar.
Sin embargo, en algunos países hay datos disponibles.

Wodon, Hicks y otros (1999) utilizan datos sobre
siete países (Argentina, Bolivia, Chile, Costa Rica,
México, Panamá y República Dominicana) para com-
probar los efectos del ciclo económico en el gasto
focalizado y el gasto social latinoamericano. Proponen
primero un modelo teórico para analizar cómo el gas-
to público focalizado en los pobres puede verse afec-
tado por auges y recesiones. Se dice que un gobierno
es “pro pobres” si otorga una ponderación razonable a
los pobres en su función de bienestar social, si consi-
dera que hay un nivel mínimo de necesidades esencia-
les de los pobres que deben satisfacerse, si eleva en el
tiempo este nivel de necesidades esenciales con ma-
yor rapidez que el PIB durante un período de crecimien-
to, y si no reduce el nivel de necesidades esenciales
mínimas durante una recesión temporal. Si un gobier-
no es “pro pobres” según la definición mencionada, la
elasticidad del gasto público focalizado respecto al
crecimiento será positiva, y será mayor que uno du-
rante los auges y menor que uno durante las recesio-
nes. Si el gobierno no es “pro pobres”, el modelo pre-
dice que la elasticidad del gasto focalizado será siem-
pre menor o igual a uno. La existencia de una asime-
tría entre auges y recesiones en la elasticidad respecto
al crecimiento del gasto público focalizado en los po-
bres cuando el gobierno es “pro pobres” se verifica
luego con el conjunto de datos sobre el gasto público.
Los resultados del cuadro 5 sugieren que los gobier-
nos son, hasta cierto punto, pro pobres y pro sociales
dado que los gastos focalizado y social se están ele-
vando con mayor rapidez que el PIB y el gasto total del
gobierno durante los auges. Aunque esto es alentador,
no es menos cierto que durante las recesiones el gasto
focalizado no está protegido: decrece levemente más
rápido que el PIB (aunque en el cuadro 5 las elasticida-

des no son estadísticamente diferentes de uno en el
caso de una recesión). Así, aunque pueda considerar-
se que los gobiernos son “pro pobres”, el gasto social
y focalizado sigue siendo altamente procíclico. Los
datos sugieren que los programas de protección social,
en vez de expandirse con rapidez durante una crisis,
en realidad se contraen en muchos casos con tanta
rapidez como otros tipos de gasto público. 15

El impacto de una recesión sobre el gasto foca-
lizado en los pobres es, incluso, más negativo que lo
sugerido en el cuadro 5. Puede demostrarse que en
América Latina la baja de un punto porcentual del PIB

per cápita provoca al menos una disminución de dos
puntos porcentuales del gasto público focalizado por
persona pobre. La mitad de este efecto se debe a la
reducción del propio PIB per cápita, que disminuye el
gasto incluso cuando la proporción del gasto focalizado
respecto al PIB permanece constante (el hecho de que
la proporción permanece constante lo comprueba la
elasticidad unitaria en el cuadro 5). La otra mitad del
efecto proviene del aumento de la pobreza debido a la
crisis, es decir, el gasto público focalizado disponible
tiene que repartirse entre un mayor número de perso-
nas pobres.

El hecho de que los programas focalizados en los
pobres no estén bien protegidos puede resultar extra-
ño dado que estos programas representan una peque-
ña proporción del PIB (habitualmente 2% o menos), y
también una pequeña proporción del gasto total. Una
de las razones de la falta de protección del gasto
focalizado estaría relacionada con la falta de poder
negociador de los pobres. Otra razón de por qué sería

15 Ravallion (2000) llega a conclusiones similares con los datos
relativos a Argentina.

CUADRO 5
América Latina (siete países):
Elasticidades estimadas del gasto con
respecto a las variaciones del producto
interno bruto

Crecimientoa Recesión

Gasto total del gobierno 0.971 1.003
Gasto en los sectores sociales 1.475* 1.128
Gasto en protección social 1.999* 1.391

Fuente: Adaptado de Wodon, Hicks y otros (1999). Muestra de siete
países, con 97 observaciones.

a El * denota una elasticidad estadísticamente diferente de uno a
nivel de 5%.
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difícil proteger el gasto durante una crisis económica
y fiscal es que el país tiene que cumplir con el servi-
cio de la deuda y con varios programas que garanti-
zan derechos, y dispone por consiguiente de recursos
discrecionales relativamente escasos. En otras palabras,
si 30% del presupuesto está protegido para atender los
aspectos vinculados con redes de seguridad y pobre-
za, y 50% se destina al servicio de la deuda y a otros
programas que no pueden recortarse, una reducción de
10% del gasto total produciría una disminución del
50% en los sectores restantes. Dado que estos últimos
podrían incluir áreas tan sensibles como defensa, jus-
ticia y administración pública, tal solución no sería
viable, lo que obligaría al gobierno a abandonar la idea
de resguardar el financiamiento de programas claves
de protección social. De este análisis se desprende que
la prevención frente a una crisis es decisiva, porque
durante las crisis siempre será difícil proteger a los
pobres.

2. ¿Cómo seleccionar los programas que deben
protegerse o expandirse durante una crisis?

El primer objetivo durante una crisis debe ser concor-
dar en que los programas claves que benefician a los
pobres no se recortarán aunque se reduzca el gasto total
del gobierno. Enseguida debe encararse la difícil de-
cisión de cuáles programas deben protegerse o inclu-
so expandirse. Resulta tentador incluir en la lista casi
todos los programas básicos de salud, educación y
nutrición. Pero en los sectores sociales no todos los
programas son igualmente eficaces para reducir la
pobreza, y algunos que producen beneficios de largo
plazo para los pobres podrían aplazarse. Para decidir
qué programas mantener y expandir durante una cri-
sis, un criterio importante debe ser el costo-eficacia del
programa para canalizar rápidamente el ingreso, o su
equivalente en especie, hacia los pobres. Tal como se
sugirió en el caso de los programas de asistencia labo-
ral, ese costo-eficacia depende de varios parámetros,
y el hecho de conocer tales parámetros de antemano
permite hacer una selección. La comparación del cos-
to-eficacia de las redes de seguridad alternativas para
proteger los patrones de consumo de los pobres me-
diante la generación de ingreso, la distribución de pro-
ductos básicos en especie o el subsidio a los produc-
tos básicos es un área que requiere indudablemente una
mayor labor analítica.

Uno de los elementos de una estrategia viable —en
realidad, uno de los parámetros claves del costo-eficacia
de las redes de seguridad— es la protección de los pro-

gramas que cuentan con buenos mecanismos de
focalización para llegar a los pobres. Los programas
de bienestar universales o no focalizados suelen ser
imposibles de sostener desde el punto de vista fiscal,
sobre todo durante una crisis. Es cierto que la focali-
zación de beneficiarios a través de una compleja veri-
ficación de sus medios de sustento (por ejemplo, el
interrogatorio a fondo sobre el ingreso y la riqueza)
puede ser costosa y no muy digna de fiar. Por ello es
que muchos programas financiados por el Banco Mun-
dial se han basado en la focalización geográfica, aun-
que esto puede conducir a una considerable filtración
de recursos. Otro enfoque es la verificación de  medios
sustitutivos: los candidatos son entrevistados y respon-
den a preguntas sobre sus niveles de vida, tales como
el tipo de vivienda en que residen, la disponibilidad de
agua, los tipos de artefactos que posee el hogar, etcé-
tera. Wodon (1997) ha demostrado que estos indica-
dores son determinantes para evitar los dos tipos de
errores que pueden cometerse en la focalización, a
saber, identificar como pobre un hogar no pobre, y
considerar no pobre un hogar pobre. Dentro de un
presupuesto dado, la buena focalización sirve también
para mejorar la cobertura entre los pobres (es decir, qué
porcentaje de pobres reciben realmente los beneficios
del programa), lo que es una ventaja importante en
América Latina donde la cobertura a menudo ha sido
baja.

Se han utilizado variantes de los sistemas de ve-
rificación de medios de sustento, entre otras, para la
ficha del Comité de Acción Social en Chile (ficha CAS),
el Sistema de Identificación de Beneficiarios ( SISBEN)
en Colombia, el Sistema de Identificación único de
Familias Beneficiarias ( SISFAM) en Argentina y Progresa
en México. En la práctica, se entrevistan las personas
que solicitan asistencia y el puntaje que arroja el cues-
tionario determina si reúnen los requisitos. Las pon-
deraciones para los diversos indicadores incluidos en
el cuestionario están basadas en las relaciones
econométricas estimadas entre la condición de pobre-
za de una muestra representativa de hogares y sus
indicadores. Grosh (1994) ha estimado que el costo de
la focalización mediante la verificación de medios
sustitutivos o de la focalización geográfica (zonas
pobres) no tiene por qué ser mucho más elevado que
el costo de la distribución universal (un recargo razo-
nable sería de 3% a 8%), mientras que produciría be-
neficios considerables. En una muestra de programas
no focalizados, sólo 33% de los beneficios llegaba al
40% de menores ingresos de la población, mientras que
en los programas focalizados lo hacía el 72%.
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 Aparte de la necesidad de proteger el consumo de
los pobres durante una crisis, queda claro también que
deben preservarse algunos programas existentes en
materia de salud y educación que no están focalizados
necesariamente en los pobres. Es posible que la demanda
de esos programas aumente si, por ejemplo, las pérdi-
das de ingreso debidas al desempleo o subempleo in-
ducen a las personas a cambiarse de los prestadores
privados y los seguros privados de salud a los progra-
mas públicos. En materia de salud, habrá que mantener
algunos programas no focalizados en los pobres porque
hay grandes externalidades involucradas (vigilancia
epidemiológica, campañas de inmunización, control del
paludismo, prevención del SIDA). La preservación del
acceso a la enseñanza primaria y primer ciclo de la se-
cundaria no compete a una red de seguridad de corto
plazo. Pero cabe recordar que reduce los costos de una
crisis en el largo plazo, pues evita recortes del gasto en
educación de los pobres que conducirían, en definitiva,
a una reducción del capital humano y provocarían con
ello menores productividad e ingreso.

Para proteger todos los programas descritos, ha-
brá que identificar los que puedan reducirse, suspen-
derse o eliminarse. Por ejemplo, algunos de los peo-
res ejemplos de malgasto social en América Latina han
sido los grandes programas de vivienda subvenciona-
da para la clase media, dispuestos a menudo mediante
impuestos específicamente asignados. Aunque tal vez
sea imposible que un gobierno cambie sus programas
con rapidez sin la intervención de una alta autoridad
legislativa o incluso constitucional, en algunos casos
la necesidad de reasignar el gasto debido a una emer-

gencia o una crisis puede facilitar la introducción de
cambios fundamentales. Otros candidatos a verse afec-
tados por la reducción del gasto podrían ser los subsi-
dios involucrados, por ejemplo, en la fijación de pre-
cios bajo el costo para grupos no pobres en los servi-
cios de electricidad, agua o transporte urbano. También
podría contribuir una mejor recuperación del costo de
la educación superior (por ejemplo, a nivel universita-
rio) y de algunos servicios de atención de salud. El
cuadro 6 (ideado a partir de una discusión con K.
Lindert) ofrece un orden de prelación genérico basado
en la práctica y observación común, aunque las priori-
dades pueden variar de un país a otro.

3. Problemas adicionales de implementación

Hay varios problemas adicionales que deben conside-
rarse cuando se implementan redes de seguridad. Pri-
mero, es difícil establecer nuevas instituciones que
funcionen con eficacia a nivel nacional. La mayoría de
los fondos sociales, por ejemplo, tardan dos a tres años
en comenzar a operar a un nivel que les permita llegar
a un número considerable de personas pobres. Cuan-
do el tiempo apremia, es mucho más fácil trabajar con
las instituciones existentes, prestándoles apoyo para
expandir sus operaciones durante una crisis. A menu-
do, también es posible ampliar los programas de redes
de seguridad ya iniciados de manera experimental, que
han sido evaluados y su eficacia comprobada. Como
corolario, convendría experimentar de vez en cuando
con nuevos programas, para justipreciar sus fortalezas
y debilidades y su capacidad de expandirse en caso

CUADRO 6
Las prioridades en la protección de programas durante
las crisis: un orden de prelación posible

Prioridad alta

Prioridad
moderada

Prioridad baja

Salud

Inmunizaciones
Lucha contra las enfemedades
Prevención del SIDA
Atención del embarazo y desarrollo
del niño en la primera infancia

Postas y centros primarios de
atención de salud
Atención básica en hospitales

Atención curativa avanzada en
hospitales

Educación

Estipendios sujetos a verificación
de medios
Desayuno escolar en zonas pobres
Programas especiales para las
zonas indígenas

Educación primaria y primer ciclo
de la secundaria
Becas para estudiantes pobres en
las universidades

Educación universitaria gratuita a
bajo costo para los no pobres
Presupuestos de investigación

Protección social/otros

Programas de asistencia laboral
Pensiones para los ancianos sujetas
a verificación de medios de
sustento
Suplementos nutricionales sujetos a
verificación de medios de sustento

Seguros de desempleo
Seguridad social
Fondos sociales
Capacitación laboral
Subsidios alimentarios

Vivienda subvencionada
Subsidios para servicios de
infraestructura



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  7 3  •   A B R I L  2 0 0 1

PROTECCION SOCIAL PARA LOS POBRES EN AMERICA LATINA • NORMAN HICKS Y QUENTIN WODON

113

necesario. Asimismo, se podrían utilizar las institucio-
nes existentes encargadas de programas de capacita-
ción laboral, fondos sociales o transferencias para dis-
tribuir asistencia de emergencia en caso de necesidad.

Segundo, no todos los gobiernos poseen la mis-
ma capacidad para administrar programas. En algunos
países, un programa sencillo que no esté bien
focalizado puede ser una opción mejor que un progra-
ma más complejo. Los programas de redes de seguri-
dad tienen que encontrar el justo equilibrio entre ca-
pacidad administrativa, sustentabilidad fiscal, aceptabi-
lidad política, cobertura de la intervención y eficien-
cia en la focalización. Otro problema es la relación
entre el gobierno nacional o federal y el provincial. El
personal de los bancos de fomento multilaterales ha
establecido tradicionalmente un diálogo con las auto-
ridades nacionales o federales, pero gran parte del gasto
social ocurre a nivel provincial. Sería necesario con-
venir un apoyo adicional del presupuesto federal a los
presupuestos estaduales, provinciales o municipales
durante una crisis, en caso de que los programas de
redes de seguridad se ejecuten a nivel local. Sin em-
bargo, aunque la descentralización tiene varias venta-
jas, ésta no es necesariamente “pro pobres”, de modo
que se precisa una supervisión cabal de las autorida-
des subnacionales.

Tercero, un problema que existe en muchos paí-
ses es la proliferación de pequeños programas en di-

versas instituciones del gobierno. Los programas de
nutrición, por ejemplo, figuran en los ministerios de
salud, educación, desarrollo social y agricultura, así
como en los organismos autónomos adscritos a la ofi-
cina de la presidencia. Los programas de capacitación
están a cargo de los ministerios de educación, trabajo
y desarrollo económico. Es importante establecer al-
guna especie de coordinación interministerial para evi-
tar las superposiciones y duplicaciones. En el largo
plazo, se podría combinar o consolidar los programas
y eliminar los que sean menos eficaces. Cabe recordar
que una crisis puede servir para reorientar los presu-
puestos sociales.

 Cuarto, al supervisar los niveles de gasto es pre-
ferible, en principio, utilizar el gasto real y no los mon-
tos presupuestados. Sin embargo, en muchos países es
difícil hacer un seguimiento de los niveles reales de
gasto debido al considerable rezago con que se recibe
la información. Cuando se llega a saber que el gasto
real ha disminuido o que los créditos disponibles no
se han utilizado, podría ser demasiado tarde. Para evi-
tar los recortes presupuestarios involuntarios debido a
desfases en el gasto es importante, una vez efectuadas
las asignaciones, desplegar algunos esfuerzos para ase-
gurar que los presupuestos se establecen operacional-
mente y se mantienen a niveles adecuados, con un
seguimiento continuo del gasto, de manera que los
planes se ejecuten realmente.

V
Conclusiones

Las perturbaciones económicas pueden conducir a una
declinación del ingreso real causada por una pérdida
de empleo, una situación de subempleo o un cambio a
un empleo menos lucrativo. Los salarios reales pueden
reducirse también debido a altos niveles de inflación.
Las variaciones de los precios relativos pueden tener
efectos negativos. Los pobres pueden perder también
su acceso a los servicios públicos esenciales de salud,
nutrición y educación como resultado de un menor
gasto real del gobierno. Pueden perder el valor de sus
activos financieros (por magros que sean) si éstos no
están protegidos de la quiebra por el sistema financie-
ro o por el sistema público de seguridad social. O sim-
plemente tal vez tengan que vender esos activos. Ante
todos estos efectos potenciales y muchos otros, los
pobres son más vulnerables que los no pobres porque

su ingreso puede caer con mucha mayor rapidez bajo
los niveles de la mera subsistencia.

Es una práctica habitual recomendar que los go-
biernos resguarden los programas claves de protección
social durante las crisis y expandan la red de seguri-
dad social. No obstante, con los recursos fiscales
contrayéndose en momentos en que el número de po-
bres está creciendo, sería extremadamente difícil ha-
cerlo. Con todo, cabría esperar al menos que los pro-
gramas de alta prioridad estuvieran menos sujetos a
recortes que otros, ya que las redes de seguridad social
representan sólo una pequeña parte de los presupuestos.
Sin embargo, éste no parece ser el caso actualmente.
En vez de ser anticíclicas, las redes de se guridad son
tan procíclicas como otros tipos de gasto público, y en
algunos casos pueden ser de hecho más procíclicas. Lo
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paradójico es que el propio gasto en protección social
no está protegido.

Suponiendo que hay un acuerdo de proteger a los
pobres contra los recortes presupuestarios durante una
crisis, la pregunta pasa a ser: ¿qué programas deben
protegerse? No hay respuestas fáciles a esta pregunta,
y las que se den dependerán del país de que se trate.
Con todo, un criterio importante para seleccionar los
programas que deben protegerse o expandirse es la
capacidad para entregar rápidamente a los pobres un
complemento de su ingreso o su equivalente en espe-
cie. La asistencia laboral puede ser útil, pero las auto-
ridades deben tener conciencia de que suele costar más
de tres dólares generar un dólar adicional de ingresos
netos para los pobres con estos programas. También
pueden ser útiles algunos programas nutricionales y
alimentarios que estén bien focalizados, lo que no
siempre ocurre. La buena focalización es uno de los
parámetros claves del costo-eficacia de las redes de
seguridad. Asimismo, los programas sociales existen-
tes que no constituyen redes de seguridad propiamen-
te tales (por ejemplo, programas de capacitación labo-

ral, fondos sociales y estipendios condicionados a la
asistencia escolar en zonas pobres) pueden ser meca-
nismos valiosos para prestar asistencia de emergencia
cuando hay una capacidad administrativa limitada en
el país. Aparte de compensar a los pobres por la pér-
dida probable en el ingreso de mercado que ocurre
durante una crisis, también es necesario que el gobier-
no proteja algunos programas universales, como la
atención primaria de salud, la enseñanza primaria y los
programas de salud con grandes externalidades. Pero
la tarea más difícil es la de identificar los programas
que pueden reducirse, suspenderse o eliminarse. Entre
ellos estarían la vivienda subvencionada, otros subsi-
dios a productos no consumidos principalmente por los
pobres, algunos programas de seguridad social y el
gasto en educación superior y atención de salud cura-
tiva avanzada. Aunque suele ser políticamente difícil
reformar estos programas, la necesidad de actuar en
época de crisis puede facilitar la introducción de los
cambios fundamentales necesarios.

(Traducido del inglés)

APENDICE
Principales riesgos por grupo etario y papel de la
protección social en el enfrentamiento de esos riesgos

Grupo
etario

0-4

5-14

15-24

25-64

65+

Todos
los grupos

Riesgos principales

– Retraso del crecimiento infantil

– Educación de mala calidad
– Ingreso tardío a la escuela
– Mayor edad de la

correspondiente al grado

– Bajas tasas de conclusión de la
enseñanza secundaria

– Embarazo adolescente
– Enfermedades de transmisión

sexual

– Bajos ingresos
(desempleo/subempleo)

– Bajos ingresos
(sin pensión, sin activos)

– Poco acceso a la atención de
salud y mala calidad de ella

– Vivienda de mala calidad
– Poco acceso a la infraestructura

básica
– Dominio inseguro del predio
– Riesgo de inundaciones

Papel de otros sectores

– Servicios primarios de salud
– Centros preescolares

– Educación de calidad
– Ingreso más temprano
– Menor repitencia

– Acceso/calidad de la
enseñanza secundaria

– Educación correctiva
– Salud reproductiva

– Crecimiento intensivo
en mano de obra
(énfasis en PYME)

– Reformas del mercado
laboral

– Mejor provisión de
servicios de salud

– Vivienda accesible
– Inversiones en

infraestructura básica
– Programas de otorgamiento

de títulos de dominio

Papel de la protección
social: seguros

—

—

—

– Seguro de desempleo

– Seguridad social
(pensiones por afiliación)

– Seguro de salud

Papel de la protección
social: asistencia

– Desarrollo del niño en la
primera infancia

– Becas e incentivos
escolares

– Becas e incentivos
escolares

– Asistencia laboral
– Transferencias en efectivo
– Capacitación laboral
– Asistencia en la búsqueda

de empleo

– Transferencia de ingresos
(pensiones sin afiliación)

– Subsidios a la vivienda
– Traslado a zonas seguras

Fuente: Adaptado de Arriagada (1999).
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Este artículo postula que la realización de derechos económi-

cos, sociales y culturales permite avanzar hacia una mayor

igualdad de oportunidades, tanto para acceder al bienestar

como para la afirmación de la diferencia en el campo de la

identidad. Este desarrollo en el ejercicio efectivo de derechos

debe complementarse con nuevas formas de ciudadanía, vin-

culadas con el acceso al intercambio mediático y la mayor

participación en la sociedad del conocimiento. Sólo por esta

vía parece factible proporcionar un fundamento ético a políti-

cas sociales y de desarrollo que han sido despojadas de funda-

mento ideológico. En este escenario es preciso construir una

cultura política que trascienda el carácter meramente formal

de los procedimientos y traduzca la acción política en prácti-

cas de comunicación entre actores diversos. La construcción

cultural de la ciudadanía democrática pasa por ese pacto o

contrato, que debe dar cabida a las voces de una amplia gama

de actores sociales y tener capacidad real de prescribir formas

de reciprocidad y reconocimiento, tocando ámbitos tan diver-

sos como el acceso a la justicia, a los servicios sociales, al de-

bate político informado y a emitir opiniones en los medios de

comunicación.
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I
La ciudadanía en los nuevos tiempos

La ciudadanía es un concepto y una práctica en muta-
ción. A lo largo del siglo XX su contenido ha estado
ligado a las concepciones liberaldemocrática, social-
democrática y republicana. En el primer caso, la ciu-
dadanía se vincula a los derechos de primera y segun-
da generación: civiles primero y luego políticos. Los
derechos civiles se refieren a las libertades propias del
Estado de derecho (de opinión, expresión y asociación),
y apuntan a proteger la autonomía individual frente a
la coacción que pueda ejercer el Estado o alguna de
sus instituciones. Los políticos aluden al derecho de to-
do ciudadano a emitir su voto, y a ser representado en
el sistema político por los poderes ejecutivo y legisla-
tivo o bien participar directamente en ese sistema.

En la concepción socialdemocrática los derechos
se extienden a los de tercera generación: económicos,
sociales y culturales. Incluyen básicamente el derecho
al trabajo, la salud, la educación, un ingreso digno, una
vivienda adecuada y el respeto a la identidad cultural
de los ciudadanos. En la concepción republicana, final-
mente, la ciudadanía se asocia a mecanismos y senti-
mientos de pertenencia del individuo a una comunidad
o nación, y a la participación de los sujetos en la “cosa
pública” y en la definición de proyectos de sociedad.

Con el cambio de siglo muchos comprueban que
la ciudadanía se repiensa, reescribe y reinscribe en
nuevos espacios sin renunciar a sus contenidos histó-
ricos. Las conquistas de derechos (civiles y políticos
primeros, y más tarde económicos, sociales y cultura-
les) no pierden importancia ni se dan por logradas. De
hecho, la titularidad de estos derechos no es del todo
real: el ordenamiento global vigente va acompañado
de mayor titularidad de derechos civiles y de muchos
problemas para hacer efectivos los derechos económi-
cos y sociales. Pero a la vez el impacto de la posmoder-
nidad en el campo cultural, de la globalización en el
campo político y de la revolución de la información
en el campo tecnológico, confluyen en un nuevo esce-
nario de ciudadanía.1

El impacto de la globalización en la ciudadanía
exhibe, al menos, dos niveles muy disímiles. El pri-

mero es de tipo político y cultural, y se traduce en la
difusión cada vez mayor, a escala planetaria, de una
cierta sensibilidad proclive a los valores de la demo-
cracia y el respeto a los derechos humanos, a veces
asociada a lo que se ha dado en llamar lo “políticamen-
te correcto”. El respeto a las normas del estado de
derecho y la tolerancia ante la diversidad cultural y
étnica rigen este nuevo imaginario global. Sus valores
se difunden entre los ciudadanos al interior de los
países y se plasman también en acuerdos que suscribe
el grueso de la comunidad internacional. La ciudada-
nía aparece protegida en sus derechos civiles, políti-
cos y culturales no sólo por el Estado sino por una
suerte de “fiscalización global” que informa, denuncia
y censura violaciones a tales derechos.

En el terreno de la globalización comercial y fi-
nanciera, la disolución de fronteras y la creciente vul-
nerabilidad de las economías nacionales a movimien-
tos externos ponen en jaque la idea de soberanía del
Estado-nación, con consecuencias adversas sobre el
ejercicio de la ciudadanía y, muy especialmente, so-
bre los derechos sociales y económicos. Una crisis en
el sudeste asiático, una devaluación en Rusia o un alza
en las tasas de interés en los Estados Unidos pueden
afectar los niveles de inversión y la masa de dinero de
las economías latinoamericanas, deteriorando el em-
pleo y nivel de vida de muchos ciudadanos en países
distantes. Esto, sin que el Estado nacional pueda ha-
cer mucho para corregir tales efectos. ¿A quién recu-
rre el ciudadano para reclamar derechos sociales súbi-
tamente mermados por un “acontecimiento financiero”
que ocurre muy lejos del país en que vive, que le re-
sulta muy difuso y sobre el cual ni él ni su país tienen
influjo alguno? Para defenderse de estos efectos de la
globalización los ciudadanos tendrán que asociarse
globalmente con organizaciones que se movilizan,
hacen noticia e impactan a la opinión pública global.
Un caso reciente fue la campaña de las organizacio-
nes no gubernamentales (ONG) de carácter “global” con-
tra la Conferencia de Seattle de la Organización Mun-
dial de Comercio.

En la posmodernidad, la nueva ciudadanía se re-
define por el descentramiento y la autoafirmación
diferenciante de sujetos, en parte como respuesta a
tendencias propias de la globalización, como son el de-

1 Esta distinción, así como las reflexiones que siguen en este punto,
se basan en Hopenhayn (2000).
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bilitamiento de los Estados nacionales y la mayor di-
ferenciación social que tiende a darse a escala plane-
taria con el nuevo paradigma productivo. Respecto del
descentramiento, podemos decir que las prácticas ciu-
dadanas no convergen hacia un eje de lucha focal (el
Estado, el sistema político o la nación, como su expre-
sión territorial), sino que se diseminan en una plurali-
dad de campos de acción, de espacios de negociación
de conflictos, territorios e interlocutores. El ciudada-
no deja de ser un mero depositario de derechos pro-
movidos por el Estado de derecho o el Estado social,
para convertirse en un sujeto que, a partir de lo que
los derechos le permiten, busca participar en ámbitos
de “empoderamiento” (empowerment) que va definien-
do según su capacidad de gestión y también según su
evaluación instrumental de cuál es el más propicio para
la demanda que quiere gestionar. Y a medida que se
acrecienta el papel del consumo individual, tanto ma-
terial como simbólico, en la vida de la sociedad, el
sentido de pertenencia se desplaza desde el eje Esta-
do-nación hacia una gran dispersión de campos en la
producción de sentido y en la interacción de sujetos.
La idea republicana de ciudadanía reaparece, pero no
en el ámbito de la participación política, sino en una
gran variedad de prácticas de asociación o comunica-
ción en la trama social que no necesariamente conflu-
yen en lo público-estatal.

Lo segundo —la diferenciación de los sujetos—
implica que la ciudadanía se cruza cada vez más con
el tema de la afirmación de la diferencia y la promo-
ción de la diversidad. Con esto muchos campos de
autoafirmación cultural que antes competían exclusi-
vamente a negociaciones privadas y estaban referidas
“hacia adentro” de los sujetos, hoy competen a la so-
ciedad civil, objeto de conversación “hacia afuera” y
del devenir político y el devenir público de reivindi-
caciones asociadas. Así, por ejemplo, prácticas que son
definidas por sujetos colectivos fuera de la esfera la-
boral y territorial, y más en la esfera de la subjetivi-
dad, hoy son politizadas y llevadas a la lucha por de-
rechos y compromisos: diferencias de género, etnia,
práctica sexual, consumo de drogas, minorías de cre-
do, culturas tribales arcaicas y posmodernas, y otras.
Todas ellas trascienden su núcleo de pertenencia y se
proyectan a un diálogo público en que se espera cam-
biar la opinión pública, revertir los estigmas que pe-
san sobre algunos grupos y ampliar la tolerancia.

El impacto de la revolución de la información
transforma sociedades fordistas en informáticas, socie-
dades de producción en sociedades del conocimiento
y de la información, mundo del trabajo en mundo de

la comunicación, en fin, lógicas de disciplinamiento en
lógicas de redes. Todo esto se difunde asimétricamente
entre los países y dentro de ellos. Pero vivimos los
distintos tiempos históricos de modo cada vez más sin-
crónico, por lo que también en América Latina el ejer-
cicio y el concepto de la ciudadanía sufren los efectos
de la sociedad de la información. En un mundo cada
vez más descentrado y que se basa en redes, en el cual
las demandas dependen menos del sistema político que
las procesa y más de los actos comunicativos que lo-
gran fluir por las redes múltiples el ejercicio de la ciu-
dadanía se expande a prácticas cotidianas a medias
políticas y a medias culturales, relacionadas con la
interlocución a distancia, el uso de la información para
lograr conquistas personales o grupales, la redefinición
del consumidor (de bienes y de símbolos) como agen-
te que da voz a sus derechos y sus preferencias, y el
uso del espacio mediático para transformarse en actor
frente a otros actores.2

También aquí, la mayor dispersión de actos y
reclamos de ciudadanía en la nueva era informática
lleva a una mayor diferenciación de las demandas. No
es indispensable buscar un partido político para cana-
lizar reivindicaciones que, en la lógica política tradi-
cional, debían agregarse en grandes denominadores
comunes. Se puede reclamar y agitar las banderas en
microgrupos conectados a una audiencia mundial por
Internet, teléfonos, correo electrónico o cualquier otro
medio que vaya de lo local a lo global a la velocidad
de la luz y sin censura. La información nos permite
saber en qué lugares del mundo habitan contrapartes
que pueden solidarizar con sus pares en nuestros paí-
ses y aunar fuerzas en el concierto de voces globales.
Y hace posible buscar proveedores para nuestras de-
mandas y localizar espacios donde nuestras reivindi-
caciones pueden resonar con los efectos buscados. Con
rapidez se puede proyectar un rito vernáculo en re-
flexión política sobre lo que significa un Estado o una
nación pluriétnicos.

Todos los procesos recién señalados se dan con
conflictos y asimetrías. La posmodernidad, la globa-
lización y la revolución de la información no son
asépticas ni ecuánimes. Las promesas de interacción a
distancia y de información infinita contrastan con la
exclusión social, la pérdida de cohesión y la desigual-
dad en el seno de las sociedades nacionales, fenómenos

2 Si bien las redes pueden ser “disciplinarias” o “emancipatorias”,
dependiendo de si operan con una lógica jerárquica o una lógica
horizontal.
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que los nuevos patrones productivos no sólo no miti-
gan sino que incluso amenazan con exacerbar. Los
derechos sociales y económicos son más difíciles de
traducir en compromisos reales entre el Estado y la
sociedad, sobre todo con la fisura del Estado de bien-
estar en Europa (y de sus réplicas parciales en Améri-
ca Latina), con los costos sociales del ajuste fiscal y
con una crisis laboral sin precedentes (mayor desem-
pleo y/o mayores brechas salariales).

Por otra parte, la globalización trae consigo una
mayor conciencia de las diferencias entre identidades
culturales, ya sea porque ellas se difunden en los me-
dios de comunicación, se incorporan al nuevo imagi-
nario político difundido por las oNG transnacionales y
se intensifican las olas migratorias; ya sea porque hay
culturas que reaccionan violentamente ante la ola
expansiva de la “cultura-mundo” y generan nuevos ti-
pos de conflictos regionales que inundan las pantallas
de televisión en todo el planeta. De este modo, aumenta
la visibilidad política de la afirmación cultural y de los
derechos de la diferencia, mientras las exigencias de
ejercer derechos sociales y económicos chocan con
mercados laborales restringidos, con economías más
competitivas y sociedades menos solidarias.

En la trama de la sociedad civil, viejos proble-
mas culturales se convierten en asuntos de ciudada-
nía: temas de debate, de procesamiento de diferencias,
de reclamo de derechos y, por último, de interpela-
ción a los poderes centrales. Por los nuevos movi-
mientos sociales, o bien porque la industria cultural
hoy amplifica voces que antes no estaban represen-
tadas en los espacios de deliberación, el cambio pasa
por el devenir político o el devenir público de acto-
res que no portan las clásicas demandas de aumentos
salariales o prestaciones sociales, sino que plantean
sus inquietudes en campos más simbólicos que ma-
teriales. En este sentido destaca la irrupción política
y pública de los temas de género, de etnia, de sexua-
lidad, de consumo, y otros. Temas donde al reclamo
de igualdad de derechos se adhiere con fuerza la rei-
vindicación de la diferencia, donde se alternan deman-
das propias de los actores sociales en el sistema po-
lítico (remuneraciones no discriminatorias, derecho a
la tierra, protección de la salud, derechos y liberta-
des del consumidor), con otras demandas más difíci-
les de traducir en políticas de reparto social, vincula-
das con los nuevos roles de la mujer en la sociedad y
en la familia, la autoafirmación de la cultura mediante
el uso institucionalizado de la lengua vernácula, la
publicitación de la sensibilidad gay, las relaciones
entre identidad y consumo.

Además, el papel cada vez más preponderante de
los medios de comunicación hace que la política de-
sarrolle sobre todo su componente mediático, con lo
cual circula una imagen de los políticos mucho más
definida por la estética publicitaria de los medios y por
un uso más informatizado de la cultura popular a tra-
vés de encuestas. Por esta vía se modifican las media-
ciones de la competencia política, cada vez menos
referida a la producción de proyectos y más determi-
nada por la circulación de imágenes e información. La
ciudadanía se retira de las calles y las plazas y se con-
centra en el procesamiento individual de la informa-
ción frente a la televisión o al monitor de la computa-
dora. Sustituye la identificación con grandes proyec-
tos nacionales por opiniones sobre temas más especí-
ficos y diversos. Está más pendiente de la probidad de
los políticos que de sus propuestas de sociedad, más
cerca del seguimiento periodístico que del compromi-
so partidario.

Todo lo anterior mueve a extender la reflexión
sobre ciudadanía tanto a las relaciones entre cultura y
política como al vínculo entre lo local y lo global.3
Respecto de lo primero, cambian las culturas políticas
en la medida en que se acomodan a la lógica de los
medios de comunicación masivos, a un escenario
“posideológico” y al vaciamiento de las utopías. Los
conflictos culturales se hacen más políticos porque se
tornan efectivamente más descarnados y violentos y, por
lo mismo, fuerzan a la intervención del poder (local o
global); pero también se hacen más políticas las deman-
das culturales porque el sistema político, dadas sus di-
ficultades para responder a las demandas sociales tradi-
cionales y comprometerse con grandes proyectos de
cambio, encuentra en el mercado de demandas cultura-
les un lugar propicio para seguir en la competencia. Así,
por ejemplo, es más fácil hoy proponer educación bi-
lingüe para la población aymara en Bolivia que
revitalizar la reforma agraria, o un canal de televisión
para mujeres que una distribución de la riqueza que
beneficie a los hogares encabezados por mujeres.

Respecto de la articulación entre lo local y lo
global, hay quienes sostienen (Mato, 1999; Lins Ribei-
ro, 1999) que asistimos a nuevas formas de ciudada-
nía cultural. Con la globalización, afirman, se transna-
cionaliza la producción de representaciones sociales,
con lo cual se entrecruzan actores locales y globales,
modificando expresiones culturales como “identidad”

3 Este punto lo he tratado en otro artículo (Hopenhayn, por
publicarse).
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y “sociedad civil” sobre las cuales tradicionalmente se
ha construido el orden político y la ciudadanía. Según
Mato, esta reconfiguración conceptual produce a su vez
una reorientación de las prácticas de algunos actores,
que fortalece las posiciones de los actores globales y
crea redes bilaterales con actores locales, fomentando
su participación en eventos y redes de trabajo. Más
concretamente, la formulación de nuevas representa-
ciones de raza, etnia, medio ambiente y desarrollo
sustentable en redes globales nuevas se ha desenvuel-
to, según Mato, a partir de la creación de códigos y
categorías lingüísticas transnacionales como biosfera,
biodiversidad, sociedad civil y otras. Ellas apuntan,
según el autor, a conformar un discurso y un sentido
transnacional que orientan lo que hacen los actores
alternativos globales y locales, y que sustentan una
suerte de alianza de intereses entre éstos, que apunta a
un programa de acción transnacional alternativo para
resistir los sesgos más excluyentes y depredadores de
la globalización económica.

El diagnóstico de Mato advierte la interesante
posibilidad de producir una “globalización desde aba-
jo” que actúe como respuesta a la globalización desde

arriba liderada por los grupos transnacionales hege-
mónicos. Esto permitiría avanzar hacia “representacio-
nes de peculiaridad cultural” expresadas en distintas
organizaciones cívicas con sus propios proyectos. Para
Lins Ribeiro, definir la relación entre identidad nacio-
nal (culturas nacionales) y prácticas políticas pasa
necesariamente por abordar la condición de “transna-
cionalidad”. Dicha transnacionalidad remite a un nue-
vo nivel de integración y representación de pertenencia,
y por lo tanto transforma los escenarios de acción tra-
dicionales. El cruce cultura/política toma cuerpo en los
desafíos de transformar las condiciones de ciudadanía,
y de regular y ordenar el nuevo escenario que surge
de la transnacionalización. Basándose en lo anterior,
la propuesta de Lins Ribeiro apunta básicamente a la
creación y el fortalecimiento de una “sociedad civil
global”, que a su juicio se representa actualmente en
“una comunidad transnacional imaginada/virtual cuya
dinámica material … es un símbolo de las nuevas tec-
nologías de comunicación, sobre todo, Internet”, y cu-
yas principales características estarían dadas por su
“testimonio a distancia” y su “activismo político a
distancia” (Lins Ribeiro, 1999, p. 4).

II
La ciudadanía entre la
igualdad y la diferencia

El campo de la ciudadanía se enriquece a medida que
la porosidad de la industria cultural y la comunicación
global permite reclamar y promover derechos cultura-
les. La bandera de la comunicación democrática se alza
como promesa en que se funda la tecnología, la polí-
tica y la subjetividad; y muchos sueñan con una nue-
va utopía que sustituya el viejo valor de la igualdad
por el emergente valor de la diferencia. En lugar de
clases sociales se invocan actores e identidades cultu-
rales cuyo potencial de emancipación no podría ser
universal, sino que radicaría en el juego democrático
de las diferencias. Lo universal serían las reglas del
juego que otorgan visibilidad a tales diferencias, y que
garantizan una relativa igualdad de condiciones en el
ejercicio de la ciudadanía, sobre todo en lo relativo a
los derechos culturales.

En este contexto quisiera poner de relieve una
tensión propia de las democracias actuales.4 Por un
lado, se busca recobrar la igualdad o darle nuevo di-

namismo, y se la entiende sobre todo como la inclu-
sión de los excluidos, sin que esto conlleve homoge-
neidad cultural, mayor concentración del poder políti-
co o uniformidad en los gustos y estilos de vida. Por
otro lado, se trata de apoyar y promover la diferencia-
ción, entendida como diversidad cultural, pluralismo en
valores y mayor autonomía de los sujetos, pero sin con-
vertirla en justificación de la desigualdad o de la no
inclusión de los excluidos. La integración sin subordi-
nación pasaría por el doble eje de los derechos socia-
les y los culturales: una mejor distribución de los ac-
tivos materiales va de la mano con un acceso más igua-
litario a los activos simbólicos (información, comuni-
cación y conocimientos). Todo esto con una presencia
más equitativa de los múltiples actores socioculturales

4 Esta idea se basa en el capítulo final de Ocampo (coord., 2000).
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en la deliberación pública y con un pluralismo cultu-
ral encarnado en normas e instituciones.

Cabe preguntarse aquí cómo compatibilizar la li-
bre autodeterminación de los sujetos y las diferencias
de cultura y valores que se sigue de esta defensa de la
autonomía, con políticas económicas y sociales que
hagan efectivos los derechos de “tercera generación”,
reduciendo la brecha de ingresos, de patrimonios, de
adscripción, de seguridad humana y de acceso al co-
nocimiento. Se trata de promover la igualdad en el
cruce entre la justa distribución de potencialidades para
afirmar la diferencia y la autonomía, y la justa distri-
bución de bienes y servicios para satisfacer necesida-
des básicas y permitir el ejercicio de los derechos so-
ciales. Por otro lado, la segmentación cultural también
hace difícil un pacto social en torno a la solidaridad y
los sacrificios (impuestos) exigidos por el reparto so-
cial. En otras palabras, sin unidad cultural resulta cada
vez menos viable un proyecto consensuado de redistri-
bución progresiva de los activos en la sociedad.

Para hacer universal la titularidad de los derechos
económicos, sociales y culturales es preciso conciliar
la no discriminación en el campo cultural con el re-
parto social frente a las desigualdades. A su vez, esto
incluye políticas de acción positiva frente a minorías
étnicas y a otros grupos de corte socioeconómico, cul-
tural, etario o de género que se encuentran en situa-
ciones de mayor vulnerabilidad. Las políticas contra la
discriminación de la diferencia (que promueven dere-
chos civiles, políticos y culturales) deben complemen-
tarse con políticas sociales focalizadas hacia los gru-
pos objetivamente más discriminados, vale decir, en
condiciones más desventajosas para afirmar su espe-
cificidad, satisfacer sus necesidades básicas y desarro-
llar capacidades para hacer uso positivo de su libertad.

La acción positiva debe extender los derechos
particularmente a quienes menos los poseen: no sólo
los derechos sociales como la educación, el trabajo, la
asistencia social y la vivienda, sino también los dere-
chos a la participación en la vida pública, al respeto
de las prácticas culturales no predominantes, y a la
interlocución en el diálogo público. En suma, debemos
apuntar a un concepto de igualdad compleja pasado por
el filtro de la nueva sensibilidad democrática, del
multiculturalismo y del derecho a la diferencia, sin que
ello avale condiciones de producción y reproducción
de la exclusión socioeconómica.

Tradicionalmente el tema de la igualdad ha oscu-
recido el de la diferencia en el debate político, en las
negociaciones entre actores, en la construcción de con-
sensos y en las respuestas del Estado a las presiones

reivindicativas. El reclamo por un reparto social a tra-
vés de los salarios, contratos, prestaciones y servicios
fue el eje de la relación entre la política y la sociedad
bajo la égida valórica de la igualdad. ¿Qué ocurre
cuando se quiere reformular la relación a fin de que el
valor de la diferencia sea igualmente activo en la arti-
culación entre lo político y lo social? Una vez más,
entramos al tema de la cultura, las reivindicaciones
culturales y la redefinición de actores sociales qua ac-
tores culturales. Pero con la dificultad de que nuestros
sistemas políticos y nuestro Estado social (o lo que
queda de él, si alguna vez lo hubo) manejan el lenguaje
homologador de la igualdad, pero no el lenguaje más
complejo de la diferencia.

Este problema se hace sentir con fuerza en la
educación. Sabemos que la sociedad del conocimien-
to discrimina fuertemente entre quienes hayan tenido
o no acceso a una educación oportuna y de calidad, y
que por lo tanto es necesario elevar universalmente las
oportunidades educativas para brindar a futuro mayo-
res oportunidades de bienestar al conjunto de la socie-
dad, incorporándola como un todo a nuevos patrones
productivos y comunicativos. Pero sabemos también
que la educación estandarizada ha tendido secularmente
a la homogeneización cultural, y actualmente despierta
las más enconadas críticas de quienes defienden la plu-
ralidad étnica y la afirmación de la diferencia.

Esta tensión se traduce hoy en políticas educati-
vas. Un ejemplo claro es el abandono de la llamada
“simultaneidad sistémica”, vale decir, de la idea de que
la educación formal, una vez que se generaliza, debe
ser la misma para todos, tanto por razones de escala
como por principios de igualdad.5  Tal simultaneidad
suponía que todos los educandos eran esencialmente
iguales, tenían las mismas posibilidades de aprender y
encontraban similar utilidad en los mismos contenidos,
de modo que la oferta educativa estandarizada promo-
vería mayor igualdad de oportunidades.

Hoy, muchas investigaciones han abandonado esta
idea de simultaneidad sistémica en aras de lograr una
mayor pertinencia de los contenidos y formas ante las
realidades socioculturales en que se insertan (Gvirtz y
Narodowski, 1998). La aplicación de la teoría crítica
a la educación, hace al menos dos décadas, mostró que
una educación homogénea no significaba mayor equi-
dad ni mayor democratización en la transmisión del
conocimiento, y que, por el contrario, podía tender a

5 He dado mayor desarrollo a esta idea en Hopenhayn y Ottone
(2000).
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un tipo de “racionalización sistémica” en la que se
sacrificaban las identidades y raíces culturales de los
distintos grupos. Más aún, se vio que una oferta edu-
cativa homogénea frente a una demanda heterogénea
podía prolongar y agudizar las asimetrías de origen
durante el trayecto escolar. Por lo tanto, las diferen-
cias de clase social y de etnia podían recrudecer en
lugar de mitigarse bajo el paradigma educativo de la
simultaneidad sistémica.

Nos encontramos aquí con una situación en la que
es necesario equilibrar igualdad y diferencia. La edu-
cación no sólo tiene que transmitir valores igualitarios
y de respeto a la diversidad, sino también encarnar ese
equilibrio en su propia flexibilidad curricular. La equi-
dad a partir de la educación cristaliza en un nuevo
enfoque, donde convive la vocación igualitaria con la
atención a las diferencias. Para lo primero se debe
asegurar una cobertura universal progresiva en el ci-
clo escolar, desde la educación básica a la educación
media, y también reducir las disparidades en la cali-
dad de la educación ligadas al origen socioeconómico.
Para lo segundo hay que efectuar adaptaciones progra-
máticas a los grupos específicos (incluyendo el bilin-
güismo en zonas donde el español no es lengua ma-
terna), buscar la pertinencia curricular en función de
las realidades territoriales en que se desenvuelve la es-
cuela, y asignar fondos especiales en las zonas con
mayor vulnerabilidad social y más precariedad econó-
mica. Como señalan Gvirtz y Narodowski (1998, p. 54),
“lo que está en juego en la ruptura de la simultanei-
dad sistémica es la posibilidad del respeto a la diver-
sidad ...la escuela, en vez de ser el agente civilizador
que acabará con la ignorancia y la barbarie, será el
vehículo por medio del cual las distintas expresiones
culturales podrán tener cabida”.

Sin embargo, queda pendiente, como tema relati-
vo a la igualdad de oportunidades y al papel crucial que
en ella desempeña la educación, el de las condiciones
reales de progreso de los educandos en un contexto edu-
cativo que privilegia la diferencia por sobre la unifor-
midad. El mundo laboral del futuro, en el marco de eco-
nomías globalizadas que compiten mejor cuanto más
avanzan en la tercera revolución industrial, obliga a los
jóvenes y niños de hoy a adquirir competencias que los
capaciten para acceder en el futuro a puestos de traba-
jo, sobre todo si aspiran a la movilidad social ascendente
entre una generación y la que la sigue. Por otra parte, la
educación también tiene el propósito de respetar y pro-
mover la identidad cultural de sus educandos. Entre estos
dos objetivos, las opciones pueden ser complementarias,
pero también divergentes.

Esto lleva también a asumir riesgos en el proce-
so mismo de enseñanza. Porque una escuela que pro-
mueve la multiculturalidad es también una escuela de
comunicación que altera radicalmente la relación maes-
tro-alumnos, visualiza el conocimiento como un pro-
ceso de construcción en el aula y con los estudiantes,
y respeta a los alumnos en sus propios conflictos de
identidad. “No podemos —afirma Alain Touraine—
hablar de la escuela del sujeto sin defender la escuela
de la comunicación, y es allí donde son mayores las
resistencias... cada vez que se aborda este tema, es
rechazado tanto por los padres como por los profeso-
res, que temen que se introduzca el incontrolable des-
orden de relaciones afectivas y desaparezca lo que
consideran la misión principal de la escuela, que es
enseñar y preparar para los exámenes que abren la
puerta a los empleos” (Touraine, 1997, pp. 336-337).

Pero si la escuela de la comunicación parece
amenazar el orden y la disciplina, por otro lado es el
dispositivo indispensable para enfrentar el reto del
multiculturalismo y la tolerancia, y la formación de
ciudadanos para las democracias de la comunicación
y el conocimiento, sin dispersarse en un cúmulo de
información atomizada: “La globalización despojó a la
sociedad de su papel de creadora de normas. Contra
el riesgo de la fragmentación cultural se propone, jus-
tamente, el principio de la comunicación intercultural
.... educar en el respeto a la diversidad, el reconoci-
miento del otro y el ejercicio de la solidaridad, son
condiciones para ampliar y enriquecer la propia iden-
tidad” (Cubides, 1998, p. 45). Y siendo la escuela un
núcleo básico de socialización, sus propias prácticas de
aprendizaje y disciplinamiento tienen que encarnar
estos valores.

Otra tensión entre los valores de la igualdad y de
la diferencia se encarna en los conflictos frecuentes que
se suscitan entre la educación formal, por un lado, y por
otro, la exposición de los educandos a los medios de
comunicación y cada vez más a la computadora. Hoy
se habla de alfabetizaciones múltiples y formas diver-
sas de “leer el mundo”. En estas lecturas se cruzan la
escuela, la televisión, los nuevos medios interactivos y
la recomposición de la ciudad como un espacio radical-
mente heterogéneo. Este polimorfismo socava la cultu-
ra letrada (es decir, centrada de preferencia en la pala-
bra escrita), y es fuente de encuentros y desencuentros
tanto dentro del sujeto como entre sujetos distintos.

En este sentido, Guillermo Orozco invita a supe-
rar las dos posturas antitéticas de la educación frente
a los medios de comunicación: la defensa de la audien-
cia contra los medios, o la aceptación acrítica de ellos
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como recursos para la modernización educativa. Pro-
pone a cambio una “pedagogía crítica de la represen-
tación”, que abra en la sala de clases el debate sobre
la recepción a lo que entregan los medios de comuni-
cación, asuma que la escuela es una institución entre
otras que compiten por ejercer la hegemonía del co-
nocimiento, infunda habilidades que permitan a los
estudiantes expresarse en un entorno multimediático,
y entienda la alfabetización como un proceso perma-
nente que se liga a los distintos alfabetos de un mundo
posmoderno: mediático, multicultural y de aceleración

del cambio (Huergo, 1998; Orozco, 1996). Infundir en
los estudiantes una actitud de recepción crítica de los
mensajes, que les permita elaborar los estímulos que
reciben desde medios distintos y muy presentes en la
vida cotidiana, es dar formación en ciudadanía, al ha-
cer que los sujetos expuestos a la información y la
imagen audiovisual sean capaces de utilizar estos ele-
mentos para recrear la propia subjetividad y comuni-
carse con otros, sin limitarse a recibir pasivamente imá-
genes que no sean más que fetiches o producto de
información unilateral.

III
Industria cultural y ciudadanía:
el capital simbólico y el derecho a voz

Como ya se dijo, asistimos a cambios en el ejercicio
de la ciudadanía donde ésta no sólo se define por la
titularidad de derechos sino también por mecanismos
de pertenencia, por la capacidad de interlocución en el
diálogo público y, cada vez más, por las prácticas de
consumo simbólico (de información, conocimiento y
comunicación). Como señala García Canclini (1995):
“No fueron tanto las revoluciones sociales… como el
crecimiento vertiginoso de las tecnologías audiovisua-
les de comunicación lo que volvió patente de qué
manera venían cambiando desde el siglo pasado el
desarrollo de lo público y el ejercicio de la ciudada-
nía. Pero éstos … fueron desplazando el desempeño
ciudadano hacia las prácticas del consumo … muchas
preguntas propias de los ciudadanos se contestan más
en el consumo privado de bienes y de los medios
masivos que…en espacios públicos”. De modo que la
circulación de bienes simbólicos es cada vez más un
modo de extensión del ejercicio de la ciudadanía. De
allí, pues, la importancia de abrir los medios de comu-
nicación a nuevas voces.

La relación entre industria cultural y ciudadanía
no sólo atañe al consumo simbólico. La industria cul-
tural, hoy, constituye la vía de acceso más importante
al espacio público para amplios sectores que han esta-
do tradicionalmente privados de expresión en ellos. La
televisión, el video y las redes de información y tele-
comunicación son herramientas cuyos costos relativos
descienden día a día, con lo cual los excluidos encuen-
tran posibilidades inéditas de participar del intercam-

bio cultural, como consumidores y también como pro-
ductores de mensajes. Esto último, porque el costo de
manejar tecnologías “de emisión”, como fax, internet,
correo electrónico o radios comunitarias tiende a ba-
jar, y la capacitación necesaria para usarlas es míni-
ma, de modo que cada vez más actores pueden incor-
porarse como interlocutores y voceros en el diálogo a
distancia. Todo esto siempre que el mercado no someta
la industria cultural al régimen de exclusión que hoy
día atraviesa el conjunto de las economías nacionales.

Sin embargo, estas promesas de participación sim-
bólica como nuevo campo de ejercicio de la ciudada-
nía se dan en un contexto en que el acceso material a
los frutos del progreso no sigue la misma tendencia
expansiva.6 Pensemos en América Latina: mientras la
integración social y material se ve amenazada por la
crisis del empleo y la persistencia de la disparidad de
ingresos, nuevos ímpetus de integración simbólica
irrumpen desde la industria cultural, la democracia
política y los nuevos movimientos sociales. De una par-
te, el consumo de medios de comunicación y la matrí-
cula educativa siguen expandiéndose. La educación
presenta problemas de calidad más que de cobertura,
ya que esta última ha aumentado de tal modo que
empiezan a cobrar mayor relieve otros desafíos edu-
cativos. Dada la difusión que alcanzan actualmente los

6 Esta asimetría entre acceso al capital simbólico y al bienestar
material la he planteado en artículos precedentes.
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medios de comunicación, en el grueso de los países
latinoamericanos, la gran mayoría de la gente cuenta
con más información7  y tiene más acceso a la produc-
ción cultural y al debate político. Nunca antes la re-
gión contó con gobiernos democráticamente electos en
la casi totalidad de los países; hoy hay mayor concien-
cia y vigencia de los derechos civiles y políticos, se
valoriza más el pluralismo político y cultural, y cobra
renovados bríos el tema de la ciudadanía y de los de-
rechos sociales y culturales.

De otra parte, en América Latina hoy hay más
pobres que a comienzos de los años ochenta; la distri-
bución del ingreso no ha mejorado, y en algunos paí-
ses muestra claro deterioro; la informalidad laboral,
sustentada en ingresos bajos y poca capitalización,
crece y caracteriza al sector que más absorbe a los
grandes contingentes de trabajadores que van quedan-
do al margen de la modernización productiva, o a la
mayoría de jóvenes con baja capacitación que ingre-
san al mercado del trabajo; el sector rural tradicional
se va haciendo crecientemente marginal respecto del
resto de los sectores, y las sociedades se van fragmen-
tando cada vez más por la acumulación de estos fenó-
menos, con efectos inquietantes en lo que se refiere a
inseguridad ciudadana, apatía política e incremento de
la violencia.

Veamos algunos datos. Según estadísticas de la
CEPAL, entre 1980 y 1990 el consumo privado por ha-
bitante en América Latina descendió en 1.7% (CEPAL,
2000). En el mismo período, en América Latina y el
Caribe el número de televisores por cada mil habitan-
tes aumentó de 98 a 162 (UNESCO, 1998); además, se
hicieron sentir los efectos de logros educativos acumu-
lados en décadas precedentes, elevándose considerable-
mente el nivel educativo medio de la población joven.
Vale decir: mientras el acceso a conocimientos, imá-
genes y símbolos aumentaba fuertemente, se reducía
el consumo de bienes “reales”. En el período señala-
do, países como México, Venezuela y Brasil vieron
crecer con fuerza la industria mediática8 y la cobertu-
ra y logros escolares, mientras la reducción de la po-
breza o el mejoramiento de la calidad de vida mostra-
ban una evolución muy distinta.

Si consideramos el período 1970-1997, tenemos
que el número de televisores por cada mil habitantes
en la región se elevó de 57 a 205 (UNESCO, 1998), las

horas de programación televisiva (y el promedio de
horas de consumo televisivo de la población) aumen-
taron geométricamente de lustro en lustro, y el nivel
educativo medio de la población joven subió al menos
en cuatro años de educación formal. Pero el índice de
pobreza la región está hoy al mismo nivel que a co-
mienzos de los años ochenta, y los ingresos reales de
la población urbana han aumentado levemente en al-
gunos países y han disminuido en otros (como Vene-
zuela). Así, el acceso al conocimiento, la información
y la publicidad creció a un ritmo totalmente asimétrico
con el del acceso a ingresos más altos, a más bienes-
tar y a un mayor consumo.

Esta situación nos hace plantearnos otras pregun-
tas sobre la rearticulación de la política y la cultura.
En primer lugar, la mayor distribución de bienes sim-
bólicos que de bienes materiales puede trasladar la
pugna distributiva, al menos parcialmente, a bienes
culturales como el acceso al conocimiento, información
y educación oportunas. Esto no significa que desapa-
rezcan como objeto de negociación política temas clá-
sicos como el empleo, los salarios y los servicios so-
ciales. Pero sí implica cambios en las agendas políti-
cas, la publicidad política, los contenidos de la com-
petencia por votos y los temas que son objeto de gran-
des consensos societales.

En segundo lugar, esta brecha entre bienes sim-
bólicos y bienes materiales puede ser motivo de cre-
ciente conflicto social y, por consiguiente, del devenir
político de dicha brecha. A medida que se expande el
consumo publicitario, y permanece estancada la capa-
cidad adquisitiva para responder a lo que ese consu-
mo publicitario promueve, la sociedad se “recalienta”,
lo que afecta la pugna distributiva y, por ende, la
gobernabilidad. El problema (brecha de expectativas)
no es nuevo, pero puede precipitarse: por una parte, la
población joven latinoamericana tiene ahora más edu-
cación y conocimiento y más expectativas de consu-
mo por su exposición a la industria cultural; por otra,
el desempleo de los jóvenes duplica al del resto de la
población, en una región con la peor distribución del
ingreso en el mundo. Los jóvenes poseen más infor-
mación y más manejo de medios de información
interactiva que sus padres, lo que los hace más capa-
ces de ejercer la ciudadanía activa hoy; pero sus re-
clamos de derechos sociales asociados al bienestar y a
la calidad de vida chocan contra el muro opaco del
mercado, el desempleo y la exclusión.

En tercer lugar, el uso de la comunicación a dis-
tancia tiende a ser cada vez más importante para in-
fluir políticamente, ganar visibilidad pública y ser

7 Si bien no está claro cómo se traduce ese mayor acceso a la in-
formación en conocimientos y recursos para la acción.
8 Piénsese nada más en empresas del tamaño de Televisa en Méxi-
co u O’Globo en Brasil.
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interlocutor válido en el diálogo entre actores. Casos
emblemáticos, como el uso de Internet por los
zapatistas, resultan ilustrativos. Esto nos plantea un
nuevo problema o dilema: si en la trama cultural se
empiezan a politizar algunos problemas, vale decir,
si ciertos temas que antes sólo se procesaban —o re-
primían— “hacia adentro” ahora se interpelan políti-
camente, ¿cómo evitar las disparidades de poder de-
rivadas de que unos actores culturales capitalicen tec-
nología comunicativa para hacerse presentes, y otros
no? ¿Cómo promover los medios técnicos idóneos, y
el saber usarlos, para una “política democrática del
sujeto”? ¿Cómo evitar que la nueva diferencia entre
informatizados y desinformatizados implique una bre-
cha entre representaciones simbólicas que circulan por
la red y pueden hacer noticia, pesar en las decisiones
y frenar abusos de poder, y otras representaciones que
debido a su “invisibilidad electrónica” se transforman
luego en políticamente invisibles y, por ende, inde-
fensas?

Frente a esta última amenaza, es preciso promo-
ver el uso de las nuevas tecnologías de comunicación
a fin de dar voz a los silenciados o a los inaudibles.
Los sistemas de teleconferencias, redes informati-
zadas y conexiones integradas (de teléfono, fax, com-
putadora y fotocopiadora) pueden aprovecharse para
dar micrófono a quienes no han contado con posibi-
lidades para hacerse oír en espacios públicos. De
hecho, estos nuevos sistemas, integrados a su vez con
los medios de comunicación masivos, tienen un gran
potencial para ampliar los espacios públicos de co-
municación. Un vasto conjunto de demandas socia-
les, provenientes de actores dispersos o subordinados,
podría empezar a ocupar un lugar en la circulación
pública de mensajes.

La tendencia al “descentramiento” en la emisión
de mensajes en la industria cultural puede contribuir a
democratizar las sociedades en la región. Si ya hemos
alcanzado la democracia política en la vasta mayoría
de nuestros países, la profundización democrática, fun-
dada en el protagonismo de distintos actores sociales,
podría verse favorecida por la difusión de las nuevas
formas de la industria de la cultura y las comunicacio-
nes. Existen hoy casos ilustrativos en distintos países
de la región, donde el uso de nuevos bienes de la in-

dustria cultural y comunicacional ha permitido que se
conecten grupos diversos que sufren segregación
sociocultural. De estos casos ilustrativos se pueden
nutrir nuevas iniciativas en este campo; entre otras, la
construcción de redes para incorporar demandas de
sectores dispersos, una mayor conexión de etnias in-
dígenas en y entre países de la región, y la producción
de programas de difusión de culturas autóctonas ges-
tionados por los propios protagonistas.

En Guatemala, campesinos indígenas envían por
fax mensajes sobre violaciones a los derechos huma-
nos a las organizaciones no gubernamentales interna-
cionales, sin saber usar una máquina de escribir. En la
Amazonia brasileña, indios analfabetos intercambian
videocintas para difundir sus costumbres vernáculas.
Las organizaciones reivindicativas vecinales en Méxi-
co han multiplicado sus presiones en los espacios pú-
blicos para procesar sus demandas, con el apoyo de
computadoras, bases de datos propias y redes informa-
tivas intervecinales. En el mismo país, las federacio-
nes campesinas han creado una base de datos autóno-
ma para controlar mejor los programas de crédito ru-
ral, y en Veracruz, grupos ecologistas locales han lo-
grado oponerse a la propuesta instalación de una planta
de energía nuclear porque adquirieron información
oportuna de los ecologistas de los Estados Unidos y
dieron publicidad a los riesgos en medios de prensa.
En Chiapas, las asociaciones de pequeños productores
de café se conectan con grupos de pares en Centroamé-
rica y el Caribe para compartir información sobre trans-
porte, mercados, precios internacionales, tecnología de
producción y negociaciones en el comercio interna-
cional.

En este contexto adquieren relevancia las políti-
cas culturales, es decir, se politiza la cultura en cuanto
se vuelve campo de lucha para revertir la exclusión
mediante la mayor polifonía de voces en las transac-
ciones políticas. Sin embargo, hay fuertes obstáculos
para lograr la autoafirmación de las identidades subor-
dinadas o excluidas: por el lado económico, la priva-
tización de las comunicaciones, a lo que cabe agregar
la concentración del poder mediático en las grandes
fusiones transnacionales; y por el lado político, la fal-
ta de compromiso del Estado con políticas culturales
que apuesten a una mayor democracia comunicacional.
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Una tesis en boga, y que aquí compartimos, es que en
la medida en que se materializan como derechos
inalienables no sólo los civiles y políticos, sino tam-
bién los económicos, sociales y culturales, podrá avan-
zarse hacia una mayor igualdad de oportunidades tan-
to para acceder al bienestar como para afirmar la dife-
rencia. De allí que el clamor por “más ciudadanía” no
sólo apunta a su revitalización para un mundo me-
diático y una sociedad del conocimiento, sino también
a reflotar la idea del ciudadano como portador de de-
rechos inalienables. Sólo por esta vía parece factible
dar un fundamento ético a políticas sociales y de de-
sarrollo que han sido despojadas de fundamento ideo-
lógico.

Para promover tanto la participación política de
sectores social y culturalmente excluidos del debate
sobre la agenda pública, como la comunicación ha-
cia ellos, se requiere inventiva en las formas de ac-
ceder a los espacios de negociación. Es necesario
impulsar mecanismos capaces de expresar demandas
de grupos dispersos y de movimientos socioculturales
del mundo popular, y también fomentar la presencia
directa de estos grupos en las instancias intermedias
de la política (como sindicatos, municipios y otros).
Se trata no sólo de reabrir, dentro de las fronteras de
la democracia moderna, el tema de la redistribución
de los recursos materiales, sino sobre todo de poner
sobre el tapete la distribución de recursos simbólicos,
como son la participación, el acceso a la información
y la presencia en el intercambio comunicacional. Hay
que promover una mayor articulación entre las orga-
nizaciones reivindicativas de los grupos menos inte-
grados a los beneficios de la modernización. Esto
exige sobre todo al sistema político, y en segundo
lugar al sector estatal social, impulsar acciones que
refuercen la red de movimientos sociales con capa-
cidad para discernir sus demandas inmediatas y sus
demandas estratégicas, y apoyar la presión en favor

de estas demandas sobre las instancias decisorias
pertinentes, en un marco de viabilidad política y
afianzamiento de la democracia.

Para promover la articulación entre organizacio-
nes de grupos marginados puede ser útil: difundir tec-
nología de información y comunicación hacia la base
social; redefinir políticas culturales en función de la
cultura organizativa del mundo popular; reforzar las
iniciativas del Estado dirigidas a movilizar el capital
social y cultural de la gente para optimizar el efecto
de la ayuda social en programas de diverso tipo; y
apoyar el papel articulador del “agente externo”, pro-
venga éste de una ONG, de un municipio o de un pro-
grama público, para conectar las lógicas de los movi-
mientos socioculturales con las tendencias de la socie-
dad en su conjunto y reducir así los niveles de segre-
gación y fragmentación.

En este escenario es preciso construir una cultura
política que trascienda el carácter meramente formal
de los procedimientos, y que traduzca la acción políti-
ca en prácticas de comunicación que internalicen so-
cialmente normas de reciprocidad y reconocimiento
entre actores diversos. La construcción cultural de la
ciudadanía democrática pasa por repensar hoy el con-
tenido de este pacto o contrato, en el cual deben caber
las voces de una amplia gama de actores sociales, y
que debe tener capacidad real de prescribir formas de
reciprocidad y reconocimiento horizontal. Estas pres-
cripciones pueden tocar ámbitos tan diversos como el
acceso a la justicia, a los servicios sociales, al debate
político informado y a emitir opiniones en los medios
de comunicación. Dicho pacto deberá servir de doble
bisagra: primero, como mecanismo en que se articu-
lan una nueva cultura política y los distintos actores
socioculturales con sus demandas y expectativas; se-
gundo, como mecanismo en que se potencia una nue-
va cultura política de la reciprocidad y se irradia hacia
el conjunto de la sociedad.

IV
A modo de cierre
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En este artículo se analizan las relaciones entre el patrón de

especialización internacional y el crecimiento. Para ello se

utiliza el marco analítico de la literatura reciente que pone de

relieve la importancia de las condiciones iniciales y las polí-

ticas públicas, y no sólo de la dotación de factores. Asimis-

mo, se examinan las implicaciones empíricas y de política

económica de este enfoque. Tras una parte introductoria

(sección I), se presenta en la sección II el marco analítico: un

modelo con dos sectores de bienes transables en el ámbito

internacional y un sector de insumos no transables en ese

ámbito, con rendimientos crecientes a escala y externali-

dades pecuniarias dinámicas. En la sección III se derivan las

implicaciones del análisis en términos de los efectos que

pueden tener las políticas industriales sobre el patrón de es-

pecialización y el ritmo de crecimiento, mientras que en la

sección IV se hace el mismo análisis respecto a los efectos

de las condiciones iniciales y de las perturbaciones (shocks)

reales y monetarias. En la sección V se examina la informa-

ción empírica sobre las relaciones entre patrón de especiali-

zación, tasa de acumulación de capital y crecimiento. Y por

último, en la sección VI se resumen las principales conclu-

siones del trabajo en lo que se refiere al alcance y las limi-

taciones de una política industrial.
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I
Introducción

pecialización único y los distintos patrones de especia-
lización consistentes con la misma dotación de facto-
res tienen efectos dinámicos diferentes. Ello puede de-
berse a la existencia de externalidades pecuniarias di-
námicas asociadas a diferentes eslabonamientos con los
sectores de bienes no transables o imperfectamente
transables en el mercado internacional. En este caso,
no hay un conflicto entre ventajas comparativas está-
ticas y dinámicas que, en teoría, podría resolverse sa-
tisfactoriamente si el mercado de capitales fuese per-
fecto. Existe más bien una diferencia entre una muy
alta rentabilidad del capital de un conjunto de inver-
siones coordinadas y la rentabilidad que puede obte-
ner un inversionista individual y que es muy baja e
insuficiente para desplazar capital hacia los sectores
con alto potencial de crecimiento. El origen del pro-
blema, cuando la economía se especializa en el patrón
menos dinámico, es entonces una falla de coordinación.
Modelos recientes con este enfoque se encuentran en
Rodrik (1995), Rodríguez-Clare (1996), Ciccone y
Matsuyama (1996), Skott y Ros (1997) y Ros (2000,
cap. 9). No parece necesario recalcar que el tema se
vincula estrechamente con los debates sobre el papel
que ha desempeñado la política industrial en las expe-
riencias de crecimiento rápido en la posguerra, así
como con la literatura empírica reciente sobre los efec-
tos que el patrón de especialización en el comercio
internacional tiene sobre el ritmo de crecimiento
(Matsuyama, 1992; Sachs y Warner, 1997; Sala-i-
Martin, 1997).

En la literatura, vieja y nueva, sobre comercio inter-
nacional hay una lista de contribuciones que examinan
en qué forma el patrón de especialización en el comer-
cio internacional puede afectar el crecimiento –el ar-
gumento de la industria naciente, la tesis de Prebisch
y Singer sobre la relación del intercambio de los pro-
ductos primarios o los modelos multisectoriales con di-
ferentes ritmos de aprendizaje en la nueva teoría del
comercio internacional. Una característica común de
estas contribuciones es que el patrón de especialización
de una economía, tal y como está determinado por sus
ventajas comparativas, puede ser distinto del patrón de
especialización que aporta los mayores beneficios eco-
nómicos de largo plazo. Esto puede ocurrir porque las
ventajas comparativas estáticas de la economía no
coinciden con sus ventajas comparativas dinámicas, por
la presencia de externalidades tecnológicas asociadas
con procesos de aprendizaje o porque la evolución de
la relación del intercambio es tal que la economía se
beneficiaría al abandonar el patrón de especialización
asociado con las ventajas comparativas estáticas. En
este caso, una política industrial que a través de subsi-
dios o aranceles aduaneros reasigne recursos hacia los
sectores con ventajas dinámicas, se justifica en presen-
cia de fallas en los mercados de factores (en particu-
lar la ausencia de un mercado de capitales perfecto).

Existe otra manera de abordar el tema de cómo
el patrón de especialización puede afectar la tasa de
crecimiento de largo plazo, esto es, cuando una mis-
ma dotación de factores no determina un patrón de es-

II
El marco analítico

En la teoría neoclásica, el patrón de especialización
está determinado inequívocamente por la dotación de
factores de la economía (junto con la tecnología y la
relación del intercambio) puesto que, independiente-
mente de las condiciones iniciales, la economía con-
verge a un patrón de especialización que puede ser ex-
plicado por la dotación de factores. En el otro extre-

mo del espectro teórico, algunos modelos de la nueva
teoría del comercio internacional tratan el crecimiento
de la productividad como el resultado de procesos de
aprendizaje y dejan de lado la dotación de factores
como determinante de la ventaja comparativa (por
ejemplo, véase Krugman, 1987). En este caso, el pa-
trón de especialización no puede determinarse con
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independencia de las condiciones iniciales y de la his-
toria. Los accidentes —es decir, perturbaciones reales
como un auge temporal de recursos naturales, o mo-
netarias como una sobrevaluación cambiaria tempo-
ral— son decisivos en la determinación del patrón de
especialización. La política industrial también se vuel-
ve crucial en la adquisición de nuevas ventajas com-
parativas. El modelo que se presenta en esta sección
puede verse como una extensión de un modelo
neoclásico que admite la existencia de rendimientos
crecientes a escala en la producción de insumos no
transables, o bien, como un modelo de la nueva teoría
del comercio internacional —como el de Krugman
(1987) sobre las “consecuencias competitivas de Mrs.
Thatcher”— que abandona el supuesto de una tecno-
logía ricardiana e introduce bienes no transables. Como
veremos, en estas condiciones, tanto la dotación de
factores como las condiciones iniciales y las políticas
tienen un papel que desempeñar en la determinación
del patrón de especialización.

1. El modelo básico

Considérese una economía con tres sectores. El sector
1 produce un bien transable por medio de capital y
trabajo, en condiciones competitivas y con rendimien-
tos constantes a escala. El sector 2 produce también
un bien transable, por medio de capital e insumos no
transables (omitimos el factor trabajo para simplificar
y hacer hincapié en que lo que produce este sector, en
condiciones competitivas y rendimientos constantes a
escala, es un bien que hace uso intensivo de capital).
En ambos sectores la tecnología utilizada es Cobb-
Douglas. El sector 3 es el productor de los insumos no
transables. La producción de estos insumos se lleva a
cabo por medio de trabajo y está sujeta a rendimien-
tos crecientes a escala. Estos bienes intermedios pue-
den representar un conjunto de insumos manufactura-
dos y servicios de producción (por ejemplo, servicios
bancarios y seguros), como en el modelo de Rodríguez-
Clare (1996), o bien un conjunto de bienes y servicios
de infraestructura (energía, transporte y comunicacio-
nes), como en Skott y Ros (1997). Formalmente, el
insumo I del conjunto de bienes intermedios Ii puede
representarse como:

I = (Σ (1/n)Iiσ)1/σ 0< σ <1,

donde n es el número de bienes intermedios, que se
supone dado.

Alternativamente, se puede pensar en el sector 3
como una industria ensambladora de un conjunto de
componentes Ii producidos bajo rendimientos crecien-
tes:1

I = na (Σ (1/n)Iiσ)1/σ a > 1 0< σ <1,

donde I es la producción del sector 3 y n es el número
(no fijo) de componentes producidos. En este caso,
interpretamos cada uno de estos componentes como un
eslabón del proceso productivo. Un aumento en el
número de componentes implica una división más fina
del trabajo. Debido a la existencia de economías de
especialización, esta mayor división del trabajo hace
que éste sea más productivo, al incrementar la diferen-
ciación y generar nuevos procesos e industrias auxi-
liares (véase Kaldor, 1967, p. 14). Hay dos diferencias
entre esta especificación del sector 3 y la anterior. En
primer lugar, las economías (de especialización) con-
sideradas aquí son externas a la empresa, a diferencia
de las economías de escala, internas a la planta, des-
critas en la primera especificación. Esto es lo que la
segunda especificación implica: como el parámetro a
es superior a la unidad, un aumento de x% en el nú-
mero de componentes, manteniendo (n Ii) constante,
genera más unidades de I que un aumento de x% en
cada componente, manteniendo n constante. En segun-
do lugar, en la actual especificación el número de bie-
nes intermedios, en lugar de estar dado, es endógeno
y está determinado por el tamaño del mercado para el
sector 3.

En lo que sigue, la presentación se basará en la
primera especificación, caracterizada por la presencia
de economías internas de escala, aunque se pueden de-
rivar resultados cualitativamente similares con la se-
gunda especificación. En cualquier caso, la diferencia
clave entre los sectores 1 y 2 es que mientras el sector
2 tiene un eslabonamiento hacia atrás con el sector pro-
ductor de insumos, no hay eslabonamientos en el caso
del sector 1. El sector integrado 2 y 3 puede verse como
un “complejo productivo” caracterizado, como vere-
mos, por efectos externos a cada uno de los dos secto-
res que lo componen.

a) Equilibrios múltiples y externalidades pecuniarias
En una economía como la considerada existen, bajo

ciertas condiciones, múltiples equilibrios de mercado. El
análisis formal de la existencia de equilibrios múltiples

1 Esta es la llamada especificación de Dixit-Stiglitz y Ethier (véase
Ethier, 1982).
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se hace en el apéndice. Aquí nos limitamos a presen-
tar la intuición. Para entender por qué existen equili-
brios múltiples, conviene empezar por notar que un
equilibrio en el que los sectores 1 y 2 coexisten es
un equilibrio inestable. En efecto, imaginemos una
economía en la que coexisten los dos sectores de
bienes transables y hay una rentabilidad uniforme en
ambos. A partir de esta situación, la reasignación de
una pequeña dosis de capital hacia el sector 2 tiene
el efecto de aumentar la rentabilidad relativa de él.
En efecto, la ampliación del mercado para el sector
3 (asociada a la reasignación de capital hacia el sec-
tor 2) tiende a reducir los costos de producción de los
bienes intermedios, con un efecto favorable en la tasa
de beneficio del sector 2. El aumento de la rentabili-
dad relativa del sector 2 hace que el capital fluya
hacia él y refuerce por lo tanto el incremento de su
tasa de beneficio. En cambio, una reasignación del
acervo de capital hacia el sector 1 tiene el efecto
opuesto de reducir la rentabilidad relativa del sector
2, al disminuir el tamaño del mercado para el sector
3 y elevar los costos de producción de los bienes
intermedios. El capital tiende entonces a fluir hacia
el sector 1, reforzando el aumento de su rentabilidad
relativa. En ambos casos el proceso continúa hasta la
desaparición completa de uno de los dos sectores de
bienes transables y la especialización completa de la
economía en el otro sector.

Lo segundo que cabe hacer notar es que un equi-
librio con especialización en el sector 1 siempre exis-
te en la economía considerada, haya o no equilibrios
múltiples. A niveles bajos de capital invertido en el
sector 2, la rentabilidad en este sector tiende a cero,
debido a los altos costos de producción de los bienes
intermedios; en cambio, sigue siendo positiva en el
sector 1, cualquiera sea el nivel del acervo de capital.
Existen, por lo tanto, algunas asignaciones de capital,
a niveles suficientemente bajos de capital invertido en
el sector 2, en las cuales el sector 1 es más rentable
que el sector 2. Como veremos más adelante, el hecho
de que siempre exista un equilibrio con especialización
en el sector 1 se debe al supuesto de que este sector
no utiliza insumos producidos por el sector 3.

Como siempre hay un equilibrio con especializa-
ción en el sector 1, se sigue de ello que la existencia
de un equilibrio con especialización en el sector 2
garantiza la existencia de equilibrios múltiples. Hay un
equilibrio con especialización en el sector 2 si la ren-
tabilidad de este sector, cuando todo el capital está

invertido en él, es mayor que la del sector 1 (evaluada
al salario de equilibrio de mercado cuando toda la fuer-
za de trabajo está empleada en el sector 3). Como se
muestra en el Apéndice, la existencia de tal equilibrio
depende de la dotación de capital y trabajo de la eco-
nomía, así como de la relación del intercambio entre
los sectores 1 y 2. En particular, para que exista un
equilibrio con especialización en el sector 2, el acervo
total de capital debe ser lo bastante grande como para
que, cuando está invertido completamente en el sector
2, los precios de los bienes intermedios sean lo sufi-
cientemente bajos y los salarios lo suficientemente
altos como para que el sector 2, que hace uso intensi-
vo de capital e insumos, sea más rentable que el sec-
tor 1, que hace uso intensivo de trabajo. El valor del
acervo de capital requerido para que haya equilibrios
múltiples es mayor cuanto más alto sea el precio rela-
tivo de los bienes del sector 1 (respecto al sector 2),
ya que ello eleva la rentabilidad relativa del sector 1.
Ese valor también aumenta con el número de empre-
sas n del sector de bienes intermedios que afecta
adversamente la productividad del sector 3 y la renta-
bilidad del sector 2.2

La existencia de equilibrios múltiples está asocia-
da con la presencia de externalidades pecuniarias (aun-
que éstas no sean una condición suficiente, ya que
puede haber un equilibrio único con especialización en
el sector 1). En efecto, la existencia de rendimientos
crecientes a escala en el sector de bienes intermedios
implica que las decisiones de producción en el sector
3 y las decisiones de inversión en el sector 2 tienen
efectos externos importantes. Un aumento de la pro-
ducción de alguno de los bienes intermedios afecta
adversamente la demanda de otros insumos, pero re-
duce el precio del conjunto de bienes intermedios y
aumenta tanto el insumo total de bienes intermedios
como la tasa de beneficio del sector 2. Además de estos
efectos estáticos, existe una externalidad dinámica: una
mayor rentabilidad del sector 2 estimula la acumula-
ción de capital en este sector y conduce a un aumento
de la demanda futura de bienes intermedios. Por el lado
de la inversión, los productores atomizados del sector
2 toman todos los precios como dados y no conside-
ran los efectos externos que el mayor acervo de capi-
tal tiene sobre la demanda futura de bienes interme-

2 Esta conclusión no se aplica al modelo con la segunda especifica-
ción del sector 3, en la que el número de empresas es endógeno y
afecta positivamente la productividad del sector.
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dios, ni la tendencia del precio de estos bienes a bajar
al reducirse los costos de producción del sector 3.

Como resultado de estas externalidades pecuniarias
dinámicas, una economía especializada en el sector 1
quedará atrapada en este patrón de especialización si
todas las empresas siguen un comportamiento que es
individualmente racional. Debido a que el capital está
invertido en el sector 1, la demanda de bienes inter-
medios es inexistente y los costos de producción de
estos bienes son altísimos. En consecuencia, la renta-
bilidad del sector 2 es tan baja que el capital queda
invertido en el sector 1. Esto mantiene altos los costos
de producción del sector 3 y baja la rentabilidad del
sector 2.

b) Los dos patrones de especialización comparados
¿Por qué importa si la economía queda atrapada

en un patrón de comercio con especialización en el
sector 1? Porque los dos patrones de especialización
no son equivalentes en términos de bienestar econó-
mico (ni, como veremos más adelante, en términos de
potencial de crecimiento). Como se muestra en el
Apéndice, la existencia de múltiples equilibrios garan-
tiza que la tasa de beneficio es mayor en el equilibrio
con especialización en el sector 2, a condición de que
éste haga uso más intensivo de capital que el sector 1.
Intuitivamente, el alto valor del acervo de capital ne-
cesario para que haya equilibrios múltiples genera sa-
larios relativamente altos, los que tienden a deprimir
la tasa de beneficio del sector 1, que hace uso intensi-
vo de trabajo. Por otra parte, el salario real, a niveles
suficientemente altos del acervo de capital, también es
mayor en el equilibrio con especialización en el sec-
tor 2. En efecto, a niveles suficientemente altos del
acervo de capital, la mayor escala del sector 3 ha he-
cho a este sector más productivo y ha reducido el pre-
cio relativo de los bienes intermedios. Como resulta-
do, a medida que aumenta el acervo de capital la rela-
ción capital/insumos intermedios en la producción del
sector 2 tiende a reducirse, y la expansión del sector 2
a costa del sector 1 genera un exceso de demanda de
trabajo con un impacto positivo sobre el salario real.

2. Extensiones

a) El modelo con utilización de insumos en el
sector 1
En el modelo anterior, la tecnología disponible en

el sector 1 no utiliza bienes intermedios. Supóngase
ahora que el sector 1 utiliza bienes intermedios, aun-

que menos intensivamente que el sector 2.3 La deman-
da de bienes intermedios ya no proviene exclusivamen-
te del sector 2 y, por lo tanto, no depende solamente
del acervo de capital invertido en él. El capital inver-
tido en el sector 1 afecta ahora la demanda de bienes
intermedios y, por ende, el precio relativo de estos bie-
nes respecto de los producidos por el sector 2. En con-
secuencia, la rentabilidad en el sector 2 dependerá
ahora no sólo del capital invertido y del salario en ese
sector, sino también del capital invertido en el sector 1
y, por lo tanto, del acervo total de capital. Lo anterior
implica que existirá un valor suficientemente alto del
acervo de capital que, cuando la totalidad de este acer-
vo está invertido en el sector 1, hará que el precio
relativo de los bienes intermedios sea lo suficientemen-
te bajo y el salario lo suficientemente alto como para
que la tasa de beneficio en el sector 2 sea mayor que
en el sector 1, evaluadas ambas tasas a los valores de
equilibrio de mercado del salario y de los bienes in-
termedios. Cuando el acervo total de capital alcanza
este valor, el equilibrio con especialización en el sec-
tor 1 desaparece, ya que el sector 2 es más rentable que
el sector 1 aun cuando todo el capital esté invertido en
este último. A diferencia del modelo anterior, ya no es
cierto que existe siempre un equilibrio con especiali-
zación en el sector 1, cualquiera sea la dimensión del
acervo total de capital.

Tenemos ahora tres configuraciones. Primero,
para un rango de valores bajos del acervo de capital
existe un equilibrio único. En este equilibrio la econo-
mía está especializada en la producción de bienes
transables del sector 1 y un pequeño sector 3 coexiste
al lado del sector 1. La especialización en el comercio
debe ser en el sector 1, y no en el sector 2, porque el
sector 1 es el que usa los bienes intermedios menos
intensivamente y, por lo tanto, el único capaz de so-
brevivir con los altos costos de producción que preva-
lecen en el sector de bienes intermedios.

En un rango de valores intermedios del acervo de
capital existen dos equilibrios estables con especiali-
zación en el sector 1 y el sector 2, respectivamente. El
tamaño del acervo total de capital es lo suficientemente
grande como para generar un sector productivo de

3 Este es el caso analizado por Rodríguez-Clare (1996), en un modelo
similar al presentado en el Apéndice. Además de considerar la uti-
lización de insumos intermedios en el sector 1, el modelo de
Rodríguez-Clare adopta la especificación de Dixit-Stiglitz y Ethier
para el sector 3 en lugar de la especificación con un número fijo de
insumos intermedios.
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bienes intermedios y hacer al sector 2 viable, pero sólo
si el capital está invertido en el sector 2. Si el capital
está invertido en el sector 1, el mercado de bienes in-
termedios es insuficiente para que sea rentable inver-
tir en el sector 2. Ahora bien, en el equilibrio con es-
pecialización en el sector 2, la tasa de beneficio es ma-
yor y el salario real es, al menos, igual de alto que en
el equilibrio con especialización en el sector 1. El equi-
librio con especialización en el sector 2, por lo tanto,
es superior en términos del criterio de Pareto al equi-
librio con especialización en el sector 1, no sólo a partir
de un cierto valor del acervo de capital sino para el
rango completo de valores del acervo de capital en que
existen equilibrios múltiples.

Finalmente, para valores grandes del acervo de ca-
pital, tenemos de nuevo un equilibrio único. El tama-
ño del acervo de capital es suficiente no sólo para hacer
viable el sector 2, sino también para hacer que el equi-
librio con especialización en el sector 1 desaparezca.
Los bajos precios de los bienes intermedios y los al-
tos salarios hacen rentable para el inversionista indi-
vidual desplazarse del sector 1 al sector 2, aun cuando
todo el capital esté inicialmente invertido en el sector
1. Al hacerlo, los precios de los bienes intermedios y
los salarios se mueven de manera de reforzar la renta-
bilidad relativa del sector 2 y eventualmente la totali-
dad del capital se desplaza hacia este sector. El sector
1 se vuelve inviable, dados los altos salarios asocia-

dos con la relación capital/trabajo relativamente alta de
la economía.

b) El modelo con trabajo calificado en el sector de
bienes intermedios
Supóngase ahora que la tecnología empleada en el

sector 3 utiliza trabajo calificado (mientras que el sec-
tor 1 utiliza trabajo no calificado).4 Junto al tamaño del
acervo de capital, el nivel de calificaciones de la fuerza
de trabajo pasa entonces a influir en la existencia de
equilibrios múltiples. En efecto, un mayor nivel de ca-
lificaciones puede compensar los altos costos que resul-
tan de un mercado pequeño para los bienes intermedios
producidos en condiciones de rendimientos crecientes
y tiende, por lo tanto, a reducir el tamaño del acervo de
capital requerido para que haya un equilibrio con espe-
cialización en el sector 2. Se llega a conclusiones simi-
lares si es el sector 2, más que el sector 3, el que hace
uso intensivo de trabajo calificado: mientras que el alto
precio de los bienes intermedios tiende a deprimir la
rentabilidad relativa del sector 2, la abundancia de tra-
bajo calificado tiende a aumentarla, de manera que el
sector 2 puede ser viable dependiendo de la asignación
del acervo de capital. En cualquier caso, la existencia
de equilibrios múltiples puede resultar de diferentes
combinaciones de niveles de calificación y acervos de
capital, más que simplemente de un rango de valores
intermedios del acervo de capital.

4 Un caso similar es analizado por Rodrik (1995). En este análisis
la existencia de equilibrios múltiples está asociada con un nivel
relativamente alto de calificaciones de la fuerza de trabajo junto
con un acervo de capital relativamente pequeño.

III
Política industrial y crecimiento

Muchos países en desarrollo han adoptado políticas
industriales en un intento por acelerar el ritmo de in-
dustrialización y la tasa de crecimiento económico. Los
resultados han sido mixtos, a juzgar por la variedad de
ellos bajo políticas similares. Esto explica por qué la
eficacia de esas políticas es controvertida y por qué hay
distintas opiniones en torno a si estas políticas han sig-
nificado alguna diferencia y, si éste es el caso, si sus
efectos fueron positivos o negativos. Esta situación
prevalece aun cuando tanto los observadores como los
formuladores de políticas han documentado amplia-
mente el papel de la política industrial en el logro de
una rápida industrialización en el este de Asia (véase
Amsden, 1989; Wade, 1990). Explica en gran medida
esta situación la ausencia de un consenso sobre la cues-
tión clave de cómo y en qué condiciones puede la

política industrial alterar significativamente la tasa de
acumulación de capital y de crecimiento. El marco
analítico presentado más atrás arroja luz, como vere-
mos, sobre esta cuestión.

Empecemos por hacer notar que en la teoría
neoclásica del comercio internacional la dotación de
factores, la tecnología y la relación del intercambio
determinan de manera inequívoca el patrón de venta-
jas comparativas y de especialización de una econo-
mía. En cambio, en el marco analítico presentado en
la sección anterior, la existencia de múltiples equili-
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brios de mercado asociados con distintos patrones de
especialización, pero con la misma dotación de facto-
res, tecnología y relación del intercambio, hace que la
noción misma de ventaja comparativa se vuelva am-
bigua. Más precisamente, cuando un equilibrio único
existe, sea éste con especialización en el sector 1 ó 2,
tiene sentido decir que la economía exhibe una venta-
ja comparativa en el sector correspondiente y los in-
centivos de mercado conducirán a que la economía se
especialice en el sector que presenta una ventaja com-
parativa. Sin embargo, cuando existen múltiples equi-
librios la pregunta de dónde se encuentra la ventaja
comparativa en el comercio deja de tener una respuesta
clara. Se puede decir (con una frase que no tendría
ningún sentido en el marco de la teoría neoclásica) que
la economía se encuentra en transición entre un patrón
de ventajas comparativas que ha desaparecido y otro
que aún no emerge.

Los distintos patrones de especialización consis-
tentes con la misma dotación de factores tienen
implicaciones dinámicas distintas. Considérese el
modelo con insumos intermedios en los dos sectores
de bienes transables y supóngase que las condiciones
para la existencia de equilibrios múltiples se cumplen.
Comparemos dos economías idénticas en todos los as-
pectos (dotación de factores, tasa de ahorro, tamaño de
la fuerza de trabajo) excepto en su patrón de especia-
lización. Una está especializada en el sector 1 y la otra
lo está en el sector 2. Como hemos visto anteriormen-
te, el salario real y la tasa de beneficio son mayores
en la segunda economía. En consecuencia, esta econo-
mía también presenta un mayor ingreso per cápita; con
la misma tasa de ahorro y de inversión, tiene entonces
una mayor tasa de acumulación de capital y de creci-
miento. La superioridad de la tasa de crecimiento de
la economía especializada en el sector 2 es aun mayor
en presencia de movilidad internacional de capital, ya
que éste tenderá a fluir hacia la economía que ofrece
la mayor rentabilidad al capital y, por lo tanto, su tasa
de inversión tenderá a ser más alta.

Lo anterior significa que si una economía se en-
cuentra especializada en el sector 1, una política indus-
trial que reasigne recursos hacia los sectores 2 y 3, con-
duciendo a un patrón de especialización basado en
estos sectores, elevará la tasa de crecimiento de la eco-
nomía. Más aun, a falta de política industrial la eco-
nomía especializada en el sector 1 no se moverá es-
pontáneamente hacia el equilibrio con alto crecimien-
to. Con los precios y salarios que prevalecen en el equi-
librio con especialización en el sector 1, la tasa de
beneficio del sector 2 es inferior a la del sector 1 y

ningún inversionista individual encontrará rentable
invertir en el sector 2. Los incentivos individuales, tal
y como están mediados por el mercado, mantendrán a
la economía en la trayectoria de bajo crecimiento aso-
ciada con la especialización en el sector 1, mientras
este equilibrio siga existiendo. Sólo cuando una masa
suficientemente grande de inversionistas se desplaza
simultáneamente hacia los sectores 2 y 3 la rentabili-
dad en el sector 2 resulta más atractiva que la que se
puede obtener en el sector 1. Pero esto requiere de
intervenciones de política para proveer la coordinación
necesaria entre los productores.

Es cierto que, eventualmente, la economía espe-
cializada en el sector 1 obtendrá, mediante el propio
proceso de acumulación de capital, una ventaja com-
parativa en el sector 2. A partir de ese momento la ren-
tabilidad del sector 2 será superior a la del sector 1 y
los incentivos de mercado llevarán a la economía a es-
pecializarse en el sector 2, ya que el equilibrio con es-
pecialización en el sector 1 habrá desaparecido. Pero
durante la transición hacia el acervo de capital nece-
sario para que tal cosa ocurra, la economía inicialmente
especializada en el sector 2 registrará una tasa de cre-
cimiento más alta. El alto y sostenido ritmo de creci-
miento de las economías del este asiático puede enten-
derse como el resultado de una sucesión de interven-
ciones de política que aceleraron las transiciones en-
tre distintos patrones de producción y especialización
en el comercio internacional. Es difícil imaginar cómo
un modelo de desarrollo impulsado primariamente por
las fuerzas de mercado, que inspira las recomendacio-
nes actuales de política a los países en desarrollo, pueda
haber “atravesado” esas transiciones tan exitosamente.
No porque los éxitos basados en el mercado estén
enteramente ausentes (esto se puede debatir), sino
porque la teoría sugiere exactamente lo contrario: que
los incentivos de mercado difícilmente pueden resol-
ver con eficacia (o al menos con eficiencia) los pro-
blemas de coordinación que se presentan en la tran-
sición.

Las intervenciones exitosas de política orientadas
a acelerar la transición son la base de la interpretación
de Rodrik sobre cómo Corea y Taiwán se volvieron
ricos (Rodrik, 1995; véase también Amsden, 1989, y
Wade, 1990). El argumento es que, más que su orien-
tación hacia la exportación, la característica distintiva
de estas experiencias de crecimiento fue el aumento
abrupto y sostenido de sus tasas de inversión a princi-
pios de los años sesenta. A través de una variedad de
intervenciones de política, subsidiando y coordinando
proyectos de inversión, la política gubernamental tuvo
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éxito en reasignar recursos a industrias modernas que
hacían uso intensivo de capital y trabajo calificado.
Con rendimientos crecientes en estas actividades, tal
reasignación elevó la rentabilidad del capital y empu-
jó a la economía hacia una trayectoria de alto creci-
miento. La orientación hacia afuera fue una consecuen-
cia, porque las mayores tasas de inversión incremen-
taron la demanda de bienes de capital importados. El
nivel relativamente alto de calificación de la fuerza de
trabajo en ambos países fue una condición para el éxito
de la política industrial.

Al mismo tiempo, el análisis presentado muestra
las limitaciones de la política industrial cuando las con-
diciones necesarias para su éxito (la existencia de equi-
librios múltiples) están ausentes. Supóngase que en la
economía existe un equilibrio único con especializa-
ción en el sector 1. En este caso, la política industrial
no puede mejorar el resultado de las fuerzas del mer-
cado. Considérese, por ejemplo, una política que in-
tenta reasignar recursos hacia los sectores 2 y 3.
Supóngase que tal política tiene éxito en reasignar las
nuevas inversiones hacia el sector 2. Precisamente
porque no existe un equilibrio con especialización en
el sector 2, el salario en esta economía caerá en com-
paración con su valor en el equilibrio con especializa-
ción en el sector 1. La rentabilidad también tenderá a
caer, ya que el acervo de capital es pequeño y, en
consecuencia, los costos de los bienes intermedios son
altos. Con una tasa de beneficio en el sector 2 menor
que la del sector 1 —evaluadas a los precios y sala-
rios de mercado— los cambios inducidos en los pre-
cios relativos que son necesarios para hacer viable el
sector 2 implicarían una caída aun mayor del salario
real. Por otra parte, cuando existe un equilibrio único
con especialización en el sector 2, la política industrial
no se necesita. La economía tiene una clara ventaja
comparativa en el sector 2 y los incentivos de merca-
do por sí solos conducen a la economía a adoptar el
patrón de especialización que tiene la trayectoria de
crecimiento más alto.

Lo anterior implica que la existencia de externa-
lidades no es suficiente para justificar una política in-
dustrial. El hecho de que la política industrial no pue-
da hacer nada para mejorar el resultado del mercado

(cuando sólo existe un equilibrio con especialización
en el sector 1), o que sea innecesaria (cuando sólo
existe un equilibrio con especialización en el sector 2)
se debe en última instancia a que la presencia de
externalidades estáticas y dinámicas, como lo vimos en
la primera sección, no son suficientes para garantizar
la existencia de equilibrios múltiples.

Este análisis tiene otras connotaciones interesantes.
En la literatura sobre los efectos de la política industrial,
la variedad de resultados se ha tendido a asociar con la
variedad de políticas adoptadas (véase, por ejemplo,
Amsden, 1989). Por ejemplo, el éxito de las políticas
industriales en el este de Asia en comparación con el
menos exitoso desempeño de América Latina se ha aso-
ciado con el hecho de que en el primer caso los estímu-
los a las empresas o sectores fueron otorgados a cam-
bio del alcance de metas claramente definidas, y el
horizonte temporal de operación de la política estuvo
claramente circunscrito. Estas diferencias sin duda de-
ben haber contribuido al éxito del modelo asiático. Pero
nuestro análisis sugiere también que el éxito de una
política industrial depende estrechamente de que estén
dadas las condiciones necesarias. Una misma política
industrial puede ser eficaz o no dependiendo de ello. En
este contexto puede entenderse la importancia que tuvo
el nivel inicial de calificación de la fuerza laboral en los
países del este asiático para su despegue industrial de
principios de los años sesenta. Ese nivel relativamente
alto de calificación había existido durante largo tiem-
po, pero sólo se volvió crucial más adelante, al darle via-
bilidad a una política industrial que reasignó recursos
hacia sectores modernos que hacían uso intensivo de
capital físico y humano. Nuestro análisis permite enten-
der también el papel desempeñado por el particular di-
seño de políticas industriales en el este de Asia. Al cir-
cunscribir el horizonte temporal y los estímulos, la po-
lítica introdujo mecanismos de autocorrección. Si falta-
ban las condiciones necesarias para que la política in-
dustrial fuese eficaz, la falta de viabilidad de tal políti-
ca se notaba claramente en cuanto se empezaba a apli-
car. Esto permitía echar marcha atrás, minimizando el
desperdicio de recursos involucrado en prolongar una
política poco viable.
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IV
Relación del intercambio y
“enfermedad holandesa”

sector 1). Ello es así simplemente porque el equilibrio
con especialización en el sector 1 es un equilibrio lo-
calmente estable: ningún inversionista individual por
sí solo encontrará las oportunidades de inversión en el
sector 2 más atractivas que las existentes en el sector
1. En la transición, la economía sufrirá una reducción
de su tasa de crecimiento como resultado de la dismi-
nución del precio relativo de los bienes del sector 1.
Como lo muestran las ecuaciones [7] y [14] en el
Apéndice, la tasa de beneficio en esta economía es una
función inversa del precio relativo de los bienes del
sector 2. En la medida en que la tasa de acumulación
dependa de la rentabilidad, la disminución del precio
relativo de los bienes del sector 1 afectará adversa-
mente la acumulación de capital y el crecimiento. La
reducida tasa de acumulación prolongará a su vez la
transición hacia el acervo de capital necesario para
hacer que la producción de los bienes del sector 2 se
vuelva espontáneamente rentable. Dada esta “trampa
de lento crecimiento”, una intervención de política eco-
nómica puede hacer una diferencia sustancial en la tasa
de crecimiento de mediano plazo.

Otra implicación del análisis confirma los temo-
res presentes en la literatura sobre la “enfermedad ho-
landesa” (véase una revisión de esta literatura en
Corden, 1984). Supóngase que el sector 1 es intensivo
en recursos naturales y que la economía está especia-
lizada en el sector 2. Con la relación del intercambio
y el acervo de capital iniciales existen equilibrios múl-
tiples. Partiendo de esta situación el precio relativo del
bien 1 aumenta al punto de hacer que el sector 1 sea
más rentable que el sector 2 y, por lo tanto, hace que
desaparezca el equilibrio con especialización en el
sector 2. Esto desplaza recursos de los sectores 2 y 3
hacia el sector 1 y la economía pasa a especializarse
en el sector 1. Más adelante, el precio relativo del bien
1 vuelve a su nivel inicial, lo que hace reaparecer el
equilibrio con especialización en el sector 2. Sin em-
bargo, los recursos no se desplazan hacia los sectores
2 y 3. La economía sigue especializada en el sector 1
ya que, como lo hemos supuesto, con la relación del
intercambio inicial existen equilibrios múltiples y, por
lo tanto, la rentabilidad del sector 1 es mayor que la

El tamaño del acervo de capital y el nivel de califica-
ciones de la fuerza de trabajo no son los únicos fac-
tores que afectan la existencia de múltiples patrones
de especialización. Como ya lo mencionamos, la exis-
tencia de múltiples equilibrios también depende de la
relación del intercambio entre los bienes producidos
por los sectores 1 y 2. Para ilustrar el papel de esa re-
lación, considérese una economía especializada en el
sector que hace uso intensivo de trabajo (sector 1) y
supóngase que con el tiempo la entrada al mercado
internacional de nuevos productores con bajos costos
salariales tiende a reducir el precio relativo de los bie-
nes intensivos en trabajo. Esto tiene el efecto de ge-
nerar un equilibrio con especialización en el sector 2
sin que necesariamente haga que la economía se des-
place hacia ese equilibrio con mayor crecimiento. En
cierto modo, la economía está perdiendo su
competitividad en el sector 1, sin adquirir al mismo
tiempo una ventaja comparativa en el sector 2. Esta
situación puede describir las dificultades de varios
países semi-industrializados que se enfrentan, por un
lado, a la fuerte competencia de nuevos productores
de bienes que hacen uso intensivo de trabajo con ba-
jos salarios y, por otra parte, son todavía incapaces de
competir con los productores más eficientes de bie-
nes intensivos en capital de los países industrializados.
Si interpretamos el sector 1 como un productor de bie-
nes primarios, la transición describe los problemas de
balanza de pagos y, eventualmente, el principio de la
industrialización en países con abundancia de recur-
sos naturales que enfrentan un deterioro de la relación
de intercambio para sus exportaciones de productos
primarios.

En cualquiera de estas interpretaciones, la econo-
mía en transición con una relación del intercambio que
se ha vuelto desfavorable seguirá especializada en la
producción de los bienes del sector 1 (productos pri-
marios o bienes con uso intensivo de trabajo) hasta que
eventualmente alcance los altos niveles de capital que
hacen al sector 2 rentable desde el punto de vista del
inversionista individual (a menos que de partida la
caída del precio de los bienes del sector 1 sea tan gran-
de que elimine el equilibrio con especialización en el
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que un inversionista individual puede obtener en el
sector 2 cuando la economía está especializada en el
sector 1. El auge de recursos naturales, aunque tem-

poral, ha tenido efectos permanentes sobre el patrón
de especialización de la economía y sobre la tasa de
crecimiento a largo plazo.

V
Evidencia empírica5

1. Especialización comercial y crecimiento

La principal conclusión del análisis anterior es que el
patrón de especialización es un factor determinante de
la tasa de crecimiento económico. Existen dos canales
a través de los cuales se da esta influencia. En primer
lugar, controlando por otros factores, la rentabilidad del
capital, y en consecuencia la tasa de inversión, tien-
den a ser mayores en el patrón de especialización ba-
sado en industrias con rendimientos crecientes. En
segundo lugar, al mismo nivel de ingreso por trabaja-
dor, la especialización en industrias con rendimientos
crecientes está asociada con una mayor relación pro-
ducto/capital. Esto implica que, aun si la tasa de in-
versión fuera la misma, la tasa de acumulación de
capital y de crecimiento será mayor cuando la econo-
mía se especializa en industrias con rendimientos cre-
cientes. Pasamos ahora a examinar la validez empíri-
ca de estas relaciones.

Vale la pena observar, en primer lugar, que la
reasignación de recursos hacia industrias modernas con
uso intensivo de capital y trabajo calificado fue acom-
pañada en la República de Corea y la provincia china
de Taiwán, tal como lo predice nuestro marco analíti-
co, por un aumento de la rentabilidad del capital (y
también de la tasa de inversión). En la República de
Corea, la tasa de beneficio en la industria manufactu-
rera pasó de 16% en 1954-1956 a 28% en 1957-1962
y a 35% en 1963-1970 (Hong, 1993, citado por Rodrik,
1995). En la economía taiwanesa la rentabilidad au-
mentó después de fines de los años cincuenta en la
mayoría de las industrias manufactureras, salvo en
industrias tradicionales como las de textiles y madera
(Lin, 1973, citado por Rodrik, 1995).

Veamos ahora la relación entre especialización y
crecimiento en un análisis de corte transversal entre

países. Una primera cuestión es cómo medir el patrón
de especialización. A medida que el nivel de ingreso
de un país aumenta, el patrón de comercio cambia. Tí-
picamente, la economía pasa de ser importadora neta
de manufacturas a exportadora neta de manufacturas,
y las manufacturas dominan crecientemente su comer-
cio exterior. Como el nivel de ingreso afecta la tasa de
crecimiento en formas que son independientes del
patrón de especialización, nos gustaría tener un indi-
cador de la especialización comercial que aísle los
efectos de la dotación de recursos y de las políticas y
excluya la influencia del nivel de ingreso sobre el
patrón de comercio.

Tal indicador está disponible en Chenery y
Syrquin (1986). Se trata de su índice de orientación
comercial (OC) que mide el sesgo hacia las manufac-
turas en la composición de las exportaciones de mer-
cancías después de ajustar por el nivel de ingreso y el
tamaño de cada país.6 El índice mide entonces el gra-
do en que una economía se especializa en las manu-
facturas como resultado de la influencia de factores dis-
tintos al tamaño y al ingreso (dotación de recursos y
políticas). Se dispone de este índice para 1975 y para
34 países (contando a la región administrativa de Hong
Kong y la provincia china de Taiwán), muchos de los
cuales eran semi-industrializados en los años setenta.7

También consideraremos una muestra más peque-
ña de 22 países para los cuales están disponibles tanto
el índice de orientación comercial como el índice de

5 Esta sección se basa en parte en Ros (2000, cap. 9, secciones 3
y 4).

6 Esto es, mide, para un país dado, la desviación entre el sesgo
observado hacia las manufacturas y el sesgo predicho en el caso de
un país típico con un nivel de ingreso y tamaño similar. En Chenery
y Syrquin (1986), el índice de orientación comercial mide el sesgo
hacia las exportaciones primarias. Utilizamos este índice multipli-
cado por menos uno. Esto nos da el sesgo hacia las manufacturas.
7 Argelia, Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa de Marfil, Costa
Rica, Ecuador, Egipto, España, Filipinas, Grecia, Guatemala, Hong
Kong, Irak, Irán, Israel, Japón, Malasia, Marruecos, México, Perú,
Portugal, República de Corea, República Dominicana, Singapur,
Siria, Tailandia, Taiwán, Túnez, Turquía, Uruguay, Venezuela y
Yugoslavia.
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Leamer de comercio intraindustrial y otras caracterís-
ticas del comercio exterior. Estos 22 países fueron
agrupados de acuerdo con su índice de orientación co-
mercial, de la siguiente manera:

i) países con un sesgo positivo hacia la exportación
de manufacturas, principalmente del este asiático
y Europa meridional: Egipto, España, Grecia,
Hong Kong, Israel, Japón, Marruecos, Portugal,
Singapur y Yugoslavia;

ii) países con un sesgo moderado hacia las exporta-
ciones de bienes primarios, grupo que incluye
principalmente a varios países latinoamericanos y
del este asiático: Colombia, Costa Rica, Filipinas,
Malasia, Tailandia y Turquía, y

iii) países con un fuerte sesgo hacia la exportación de
bienes primarios, grupo que comprende principal-
mente países latinoamericanos: Argentina, Brasil,
Costa de Marfil, Ecuador, Perú y la República
Dominicana.

El cuadro 1 resume la información disponible para
la muestra pequeña de 22 países; exhibe, para esta
muestra, una relación positiva entre el sesgo hacia las
manufacturas en la exportación y la tasa de inversión.
El cuadro 2 presenta correlaciones de corte transver-
sal entre países para esta misma muestra.

El cuadro 3 presenta correlaciones para la mues-
tra grande de 34 países; el coeficiente de correlación
entre el sesgo hacia las manufacturas y la tasa de in-
versión es de 0.35. Esta es exactamente la implicación
de los modelos de la sección II, que sugieren que la
especialización en industrias con rendimientos crecien-
tes (un sesgo hacia las manufacturas) debe tener un
efecto positivo sobre la tasa de inversión.

Otra implicación de esos modelos se refiere, como
ya lo mencionamos, a los efectos del patrón de espe-
cialización sobre la tasa de acumulación de capital,
dada la tasa de inversión. Como lo muestra el cuadro
2, la correlación entre el índice de orientación comer-
cial (que mide el grado en que una economía se espe-
cializa en la exportación de manufacturas) y el creci-
miento es muy alta (0.73), más alta que la correlación
entre el índice de orientación comercial y la tasa de in-
versión. Vale la pena observar también el muy signi-
ficativo coeficiente del índice de orientación comercial
en una regresión de la tasa de crecimiento con este
índice, la tasa de inversión y el nivel inicial de PIB por
trabajador:

g = 2.02 + 0.09 I/Y + 1.47 OC – 0.0002 Y/L60 R2 = 0.75
(3.73) (4.02) (4.39) (–4.42)

siendo g la tasa de crecimiento del PIB por trabajador
(1960-1990); I/Y la tasa de inversión real (1970-1980);
OC el índice de orientación comercial de Chenery y
Syrquin, 1975, e Y/L60 el PIB real por trabajador en
1960. Las estadísticas t aparecen entre paréntesis.

Esta ecuación indica que, a igualdad de ingreso
inicial y tasa de inversión, los países que se especiali-
zan en la exportación de manufacturas crecieron du-
rante el período 1960-1990 a una tasa mayor que los
exportadores de productos primarios. Si interpretamos
el sector 1 del modelo de la primera sección como un
sector que hace uso intensivo de recursos naturales y
tiene pocos eslabonamientos con actividades sujetas a
rendimientos crecientes, la ecuación ilustra la implica-
ción básica del modelo en términos de los efectos de
la asignación de la inversión sobre el crecimiento. El
nivel inicial del PIB por trabajador también tiene un

CUADRO 1
22 países: Orientación comercial, inversión y crecimientoa
(Promedios por grupo de países)

Sesgo hacia la exportación Sesgo hacia la exportación
de manufacturas de bienes

Moderado Fuerte

Indice de orientación comercial 1975 00.45 –0.10 –0.45
Tasa de inversión 24.8 19.1 19.5
Tasa de crecimiento 04.1 02.8 01.5
Participación del comercio exterior 84.8 48.5 39.2
Intensidad comercial (Leamer 1) 00.08 00.04 –0.05
Indice de comercio intraindustrial 00.56 00.30 00.17
Número de países 10 06 06

a Véanse definiciones y fuentes en el texto, y en las notas del cuadro 3.
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coeficiente muy significativo (y negativo) en la regre-
sión. Esto sugiere que en este grupo de 34 países semi-
industriales se tendía a la convergencia: a igualdad de
otras condiciones, los países con un menor nivel de
ingreso tendían a crecer más rápidamente. Sin embar-
go, como indican los modelos examinados anterior-
mente, la convergencia estaba condicionada por el
patrón de especialización: las economías especializa-
das en la exportación de manufacturas convergían hacia
niveles altos de ingreso a una tasa mayor que las eco-
nomías especializadas en la exportación de productos
primarios. Estaban en realidad convergiendo hacia un
nivel de ingreso de equilibrio más alto, como lo sugiere
el análisis efectuado en la sección II.

Vale la pena observar que los resultados que se
presentan aquí tienden a confirmar las conclusiones de
trabajos recientes (Sachs y Warner, 1997; Sala-i-Martin,
1997) que muestran que, controlando por otras varia-
bles, las economías especializadas en la producción y
exportación de bienes que hacen uso intensivo de re-
cursos naturales tienden a crecer más lentamente que
las economías especializadas en la exportación de ma-
nufacturas. Según Sachs y Warner la abundancia de
recursos naturales, medida por las exportaciones que

hacen uso intensivo de recursos naturales como porcen-
taje del PIB, tiene un efecto negativo en el crecimiento,
una influencia que los autores atribuyen a efectos del
tipo “enfermedad holandesa”. Dichos autores experi-
mentan con otras medidas de la abundancia de recur-
sos naturales (como la participación de las exportacio-
nes de bienes primarios en las exportaciones totales o
la cantidad de tierra per cápita) con resultados que con-
firman esa relación negativa. Según Sala-i-Martin, las
exportaciones de productos primarios como fracción de
las exportaciones totales es una de las pocas variables
económicas que está sistemáticamente correlacionada
con el crecimiento (con un signo negativo).

2. Apertura al comercio, inversión y crecimiento

En su “análisis de sensibilidad” de las regresiones de
corte transversal de crecimiento, Levine y Renelt
(1992) examinaron la solidez de las relaciones empí-
ricas entre el crecimiento a largo plazo y una variedad
de indicadores económicos, políticos e institucionales.
Su evaluación concluyó de manera pesimista. Aunque
hay muchas especificaciones econométricas en las que
varios indicadores están significativamente correla-

CUADRO 2
22 países: Correlaciones de corte transversal entre paísesa

Indice de orientación Comercio Intensidad Participación del
comercial 1975 intraindustrial comercial comercio exterior

Indice de orientación comercial 1975 1.00 0.69 0.42 0.35
Comercio intraindustrial 1.00 0.73 0.71
Intensidad comercial 1.00 0.85
Participación del comercio exterior 1.00

a Véanse definiciones y fuentes en el texto, y en las notas del cuadro 3.

CUADRO 3
34 países: Correlaciones de corte transversal entre países

OC
1975

a I/Y
70-80 Participación del comercio Crecimientoc

exteriorb

OC
1975 1.00 0.35 0.33 0.73

I/Y 1.00 0.30 0.54

Participación del comercio exterior 1.00 0.39
Crecimiento 1.00

a OC1975: Indice de orientación comercial 1975 (Chenery y Syrquin, 1986).
b (Exportaciones + Importaciones) / PIB nominal. Promedio del período 1970-1980 (Penn World Table, Mark 5.6).
c Crecimiento: tasa de crecimiento del PIB real por trabajador 1960-1990 (Penn World Table, Mark 5.6).

Comercio intraindustrial: índice de comercio intraindustrial 1982 (Leamer, 1988). Intensidad comercial: índice de intensidad comercial
ajustada 1982, Leamer 1 (Leamer, 1988).

d I/Y70-80: Participación de la inversión en el PIB. Promedio del período 1970-1980 (Penn World Table, Mark 5.6).

1975

70-80
d
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cionados con las tasas de crecimiento per cápita, casi
todas estas especificaciones son frágiles en el sentido
de que pequeñas alteraciones en las ‘otras’ variables
explicativas modifican los resultados previos. Sólo dos
relaciones pasan la prueba. Una es la correlación po-
sitiva entre el crecimiento y la tasa de inversión (la
inversión como porcentaje del PIB). La segunda es la
correlación positiva entre la participación del comer-
cio exterior en el PIB y la tasa de inversión. El cuadro
3 presenta, para nuestra muestra grande de 34 países,
resultados que apoyan esas conclusiones: la correlación
positiva entre crecimiento y tasa de inversión (0.54) y
aquella entre participación del comercio exterior y tasa
de inversión (0.30).

El primer resultado es reconfortante, pues con-
cuerda con la teoría económica. El segundo es un rom-
pecabezas. En primer lugar, es importante subrayar que
la relación robusta encontrada por Levine y Renelt no
es entre tasa de inversión y barreras al comercio, sino
entre tasa de inversión y participación del comercio ex-
terior. Las relaciones entre la tasa de inversión, o al-
ternativamente la tasa de crecimiento, y varios indica-
dores de barreras comerciales o distorsiones en la po-
lítica de comercio exterior no son robustas.8 Por lo
tanto, la relación robusta no parece reflejar los efectos
de la política comercial. En segundo lugar, cuando se
controla por la tasa de inversión, no existe relación ro-
busta entre participación del comercio exterior y cre-
cimiento (esto es así, por cierto, si el indicador es la
participación de las exportaciones, la de las importa-
ciones o la de la suma de las dos). El hecho de que la
correlación robusta es entre comercio y tasa de inver-
sión sugiere que si el comercio afecta al crecimiento
lo hace no a través de los canales convencionales que
envuelven la asignación de recursos sino a través de
canales menos convencionales que involucran efectos
positivos sobre la tasa de inversión.

Cuáles pueden ser estos canales es algo que no
está claro en la literatura existente. Romer (1990 a y
b) sugiere que la apertura al comercio tiene un efecto
positivo en los gastos de investigación y desarrollo y,
al incrementar así el ritmo de cambio tecnológico, in-
fluye en la tasa de inversión y el crecimiento. Otros
puntos de vista destacan los efectos positivos de la

apertura al comercio sobre la transferencia de tecno-
logía.9 Cualesquiera que sean los méritos de estas opi-
niones, difícilmente constituyen una explicación con-
vincente del resultado de Levine y Renelt. Una razón
es que la apertura al comercio en estos modelos no se
refiere a la participación del comercio y, por lo tanto,
para proveer una explicación de la relación estadística
entre participación del comercio y tasa de inversión
enfrentan una vieja objeción recientemente replanteada
por De Long y Summers (1991). La participación del
comercio está influenciada por el tamaño de un país y
su proximidad a sus socios comerciales. Si Bélgica y
los Países Bajos se fusionaran, sería difícil imaginar
cuánto habría de reducirse (o aumentar) el ritmo com-
binado de progreso técnico, en virtud de que esta nue-
va entidad sería menos “abierta” que cada uno de los
dos países por separado.10

Aun si la objeción a medir la apertura al comer-
cio por la participación del comercio no fuera decisi-
va, la pregunta sigue en pie: ¿A qué se debe que la
correlación robusta se dé sólo entre inversión y parti-
cipación en el comercio y no entre inversión y otras
medidas (más apropiadas) de la apertura al comercio?
El análisis presentado en esta sección y en secciones
anteriores sugiere varias hipótesis que pueden aportar
una explicación convincente de la relación positiva
entre la participación del comercio y la tasa de inver-
sión.11 Nuestra línea de argumentación será que la
explicación del nexo entre comercio e inversión invo-
lucra al patrón de especialización tal y como está

8 Estos indicadores incluyen la “distorsión del tipo de cambio real”
de Dollar (1992), la prima promedio en el mercado negro de divi-
sas, y el índice de apertura comercial de Chenery y Syrquin. En
una revisión de la literatura más reciente (posterior al artículo de
Levine y Renelt) sobre política comercial y crecimiento, Rodríguez
y Rodrik (1999) concluyen que los indicadores de política comer-
cial carecen de significación estadística en regresiones de crecimiento
de corte transversal bien especificadas.

9 Al mismo tiempo, es posible argumentar que los efectos de la
apertura al comercio dependen del patrón de especialización que la
mayor apertura induzca (como en el modelo de la sección II). En
algunos modelos norte-sur, como el de Young (1991), la apertura
al comercio puede incluso resultar en un menor ritmo de cambio
tecnológico en el sur. Además, la inversión extranjera directa es un
vehículo mayor de transferencia de tecnología y no hay una rela-
ción clara entre apertura al comercio y apertura a la inversión ex-
tranjera directa.
10 Cabe señalar que la observación de De Long y Summers no es
una objeción a modelos en los que la apertura al comercio —en el
sentido de ausencia de barreras comerciales— tiene un efecto posi-
tivo sobre la inversión. Se trata, más bien, de una objeción a la
utilización de la participación del comercio exterior en el PIB como
medida de la apertura al comercio. La implicación, sin embargo, es
que no debemos interpretar la correlación entre inversión y partici-
pación del comercio como prueba que apoya modelos en los que la
apertura estimula la inversión.
11 Ya hemos mencionado el argumento de Rodrik (1995) según el
cual una mayor tasa de inversión puede conducir a una mayor par-
ticipación del comercio como resultado del aumento en las impor-
taciones de bienes de capital en economías en proceso de industria-
lización. En este argumento, la causalidad va de inversión a comer-
cio y no a la inversa. Nuestra atención en lo que sigue irá en una
dirección distinta que complementa a la anterior.
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determinado por políticas y por la dotación de factores,
incluyendo la de recursos naturales. Los estudios so-
bre diferencias de tasas de crecimiento entre países han
hecho caso omiso de estos vínculos porque, con algu-
nas excepciones recientes, han descuidado el influjo de
esos dos factores (política industrial y dotación de re-
cursos) a través de sus efectos sobre la orientación
comercial.12

El núcleo del argumento es que la correlación po-
sitiva entre la participación del comercio y la tasa de
inversión está mediada por la orientación del comer-
cio; es decir, la explicación de la relación positiva es
que la participación del comercio y la tasa de inver-
sión están ambas afectadas positivamente por un ses-
go hacia las manufacturas en la orientación comercial.
Ya hemos examinado e ilustrado los efectos de la
orientación comercial sobre la tasa de inversión. Con-
sideremos ahora los efectos de la orientación comer-
cial sobre la participación del comercio. El cuadro 1
muestra una relación positiva entre estas dos variables.
Los cuadros 2 y 3 muestran coeficientes de correlación
positivos de 0.35 y 0.33.

¿Por qué un patrón de especialización basado en
la exportación de manufacturas habría de afectar posi-
tivamente la participación del comercio? Una razón es
el efecto positivo que la especialización en activida-
des sujetas a rendimientos crecientes puede tener en la
creación de comercio. Los rendimientos crecientes son
favorables a la expansión del comercio intraindustrial
–corrientes de comercio en dos sentidos de productos

similares, sujetos a economías de especialización. Los
países con un sesgo mayor hacia las manufacturas en
sus exportaciones suelen presentar mayores índices de
comercio intraindustrial. El coeficiente de correlación
entre los dos índices, como se muestra en el cuadro 2,
es de 0.69.

Una segunda razón puede ser la presencia de
efectos de tipo “enfermedad holandesa” de las expor-
taciones de productos primarios. Lo que implican los
modelos de “enfermedad holandesa” es que los paí-
ses que exportan productos primarios tienden a ser
menos abiertos, a igualdad de otras condiciones, ya
que en equilibrio de largo plazo tienen sectores de
bienes  no  transables  mayores  (véase  Ros,  2000,
cap. 8). A este respecto, cabe señalar que la orienta-
ción comercial hacia las manufacturas muestra una re-
lación positiva con el índice de apertura al comercio
de Leamer. Este es un índice de intensidad comercial
ajustado que representa la diferencia entre el nivel
observado de comercio (a diferencia del patrón de
comercio) y el nivel predicho por un modelo Heckscher-
Ohlin, que incluye dotación de factores así como dis-
tancia a los mercados. La relación positiva con la
orientación comercial indica que mientras más sesga-
do está el patrón de comercio hacia las exportacio-
nes de productos primarios, menor tiende a ser el
índice de intensidad comercial, probablemente como
resultado de la existencia de sectores más grandes de
bienes no transables junto con niveles menores de
comercio intraindustrial.

Este trabajo ofrece un marco analítico para pensar las
relaciones entre patrón de especialización y crecimien-
to, y también evidencia empírica que de hecho sugie-
re que el patrón de especialización es un factor deter-
minante de importancia en el proceso de crecimiento.
El análisis puso de relieve el alcance y las limitacio-
nes de una política industrial. Por un lado, mostró cómo
una política industrial que reasigne recursos hacia sec-
tores con potencial para explotar economías de escala

y de especialización puede elevar la tasa de crecimiento
de una economía a través del aumento de la rentabili-
dad del capital y de la tasa de acumulación del mis-
mo. Por otro lado, dejó en claro que la eficacia de la
política industrial depende de la presencia de ciertas
condiciones —sobre todo de una dotación de capital
físico y humano y un mercado suficientemente amplio
para sectores con economías de escala y de especiali-
zación— que permitan, en efecto, que la reasignación
de recursos eleve la tasa de beneficio en los nuevos sec-
tores líderes.

El análisis empírico tendió a confirmar que eco-
nomías orientadas a la exportación de manufacturas

12 Las excepciones incluyen, como ya lo mencionamos, a Sachs y
Warner (1997) y Sala-i-Martin (1997).

VI
Conclusiones
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tienden a crecer más rápidamente que aquellas orien-
tadas a las exportaciones primarias. Entre los países
semi-industrializados no hay experiencias de super-
crecimiento basadas en la exportación de bienes que
hacen uso intensivo de recursos naturales.13 Lo ante-
rior no significa que países con abundancia de tales
recursos deban modificar su patrón de especialización
para crecer más rápidamente. Un esfuerzo en este sen-
tido probablemente fracasaría en muchos de ellos, pre-
cisamente porque la eficacia de la política industrial
está condicionada por la dotación de factores. Tampo-
co significa lo anterior que esos países con abundan-
tes recursos naturales estén condenados a crecer más
lentamente que los países con sesgo hacia la exporta-
ción de manufacturas, ya que pueden acelerar su pro-

ceso de crecimiento actuando sobre otros determinan-
tes de ese proceso.

Cabe destacar, por último, que en este artículo las
implicaciones de política económica están circunscri-
tas por el tipo de externalidades consideradas. Los
efectos externos de tipo pecuniario y dinámico que se
dan entre los productores de bienes con uso intensivo
de capital y los productores de bienes intermedios que
operan en condiciones de rendimientos crecientes ge-
neran fallas de coordinación que necesitan de la inter-
vención pública para ser superadas. Sin embargo, el
trabajo no abordó otro tipo de externalidades y fallas
de mercado (en particular en los mercados de facto-
res) que justifican intervenciones generalmente inclui-
das bajo el rubro de política industrial.

13 Botswana, aunque difícilmente puede catalogarse como una eco-
nomía semiindustrializada, es lo que más se acerca a una excep-
ción. El proceso sostenido de crecimiento de esta economía parece
haber sido el resultado de una sucesión de auges mineros (explota-
ción de diamantes) en el marco de una política macroeconómica
estable.
14 Este Apéndice se basa en Ros (2000), capítulos 5 (secciones 2 y
3), 8 (sección 3) y 9 (sección 1).

Apéndice: El modelo formal14

Existen en la economía dos sectores productores de bienes
transables (indicados por 1 y 2). La tecnología en los dos
sectores es Cobb-Douglas:

Q1 = K1
b L1

1–b Q2 = K2
aI1–a

donde K es el insumo de capital y L el insumo de trabajo.
Suponemos que a > b, es decir, el sector 2 hace uso más
intensivo de capital que el sector 1. I representa el insumo
de un conjunto de bienes intermedios:

I = (Σ (1/n)Iiσ)1/σ 0< σ <1,

donde n es el número de bienes intermedios que se supone
dado. El sector que produce estos bienes intermedios (sec-
tor 3) lo hace utilizando trabajo en condiciones de rendimien-
tos crecientes a escala:

Ii = Li
1+µ µ > 0 [1]

donde Li es el insumo de trabajo.
Las empresas en los tres sectores maximizan beneficios,

tomando los precios de los insumos como dados. Las em-
presas en los sectores 1 y 2 también toman como dados los

precios de los bienes producidos. En ambos sectores el acervo
de capital está predeterminado. De las condiciones de pri-
mer orden para la maximización de beneficios se derivan los
niveles de empleo de los factores variables a corto plazo:

L1 = [(1–b)p1 / w]1/b K1 [2]

I = (1–a)1/a (p3 / p2)–1/a K [3]

donde w es el salario, p1 y p2 son los precios de los bienes
1 y 2, y p3 es el costo (mínimo) de una canasta de bienes
intermedios tal que I = 1.

En el sector 3, los productores operan en condiciones
de competencia monopolística y enfrentan curvas de deman-
da con pendiente negativa:

Ii
d = D pi

–η η > 1 [4]

donde D refleja la posición de la curva de demanda y η es la
elasticidad precio de la demanda que enfrentan los producto-
res individuales. Esta elasticidad es una función de σ, a, y n,
y para n grande está dada aproximadamente por 1/(1–σ). La
desigualdad en [4] es consecuencia de las restricciones
paramétricas 0 < a < 1 y 0 < σ < 1.

A partir de la función de demanda en [4] y de la fun-
ción de producción [1], la decisión de precio óptima de un
productor individual de bienes intermedios es un margen de
ganancia (π) sobre costo marginal (ω):

pi = (1 + π) ω [5]
donde:

1 + π = [η / (η–1)] ω = w/(1+µ) Ii µ / (1+µ)
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Las ecuaciones [4] y [5] se combinan con la demanda
de insumos del sector 2 (ecuación [3]) a fin de encontrar una
solución para I, p3 y D. Utilizando [1] y la solución para I
se obtiene el nivel de empleo en el sector 3:

L3 = [(1 / n)1–f G K2
a p2 / w]1/f [6]

G = (1–a) (1+µ) (η–1)/η

f = a – µ (1–a)

El equilibrio en el mercado de trabajo

El equilibrio en el mercado de trabajo implica una tasa de
salario uniforme en los sectores 1 y 3, así como el pleno
empleo de la fuerza de trabajo (L): L = L1 + L3 . Considére-
se lo que sucede con el salario de equilibrio cuando el capi-
tal se reasigna del sector 1 al sector 2. Al nivel inicial del
salario, la reducción del acervo de capital en el sector 1 causa
una caída de la demanda de trabajo en ese sector. Utilizan-
do la ecuación de demanda de trabajo para L1 , y manteniendo
el salario constante, la reducción del empleo en el sector 1
está dada por:

–dL1 = [(1–b) p1 / w]1/b (–dK1)

El mayor acervo de capital en el sector 2 causa un
aumento de la demanda de trabajo en el sector 3. Utilizando
la función de demanda para L3 , el aumento del empleo en
el sector 3 al nivel inicial de salario es:

dL3 = [(1/n)1–f G p2 / w]1/f (a/f) K2
(a/f)–1 dK2

con –dK1 = dK2 , por el supuesto de que la reasignación deja
intacto el acervo total de capital. Que el cambio dé lugar a
exceso de oferta o de demanda de trabajo depende del ta-
maño de (–dL1) comparado con (dL3). Claramente la respues-
ta depende del nivel de K2 . Cuando K2 es pequeño, el sec-
tor 3 también es pequeño y produce a costos muy altos, dada
la presencia de economías de escala en este sector. Siendo
el precio relativo de los insumos intermedios (p3 / p2) muy
alto, la intensidad de capital (K / I) en el sector 2 es también
muy alta a pesar de que el valor absoluto de K2 es pequeño.
Con un valor alto de la relación (K / I), el aumento del acer-
vo de capital en el sector 2 tiene efectos indirectos peque-
ños sobre el empleo del sector 3. La reducción de la deman-
da de trabajo en el sector 1 es entonces mayor que el aumento
de la demanda de trabajo en el sector 3. Una reasignación
de capital del sector 1 al sector 2 tiende entonces a crear un
exceso de oferta de trabajo y ello requiere una disminución
del salario para despejar el mercado de trabajo.

En cambio, cuando el nivel de K2 es alto, los efectos
indirectos sobre el empleo de la expansión del sector 2
pueden contrarrestar la reducción de la demanda de traba-
jo en el sector 1. La mayor escala del sector 3 ha hecho de
éste un sector más productivo y ha reducido el precio rela-
tivo de los bienes intermedios. Con una intensidad de ca-
pital (K/I) más pequeña, la expansión del sector 2 a costa
del sector 1 puede entonces tener el efecto de generar un
exceso de demanda de trabajo y de aumentar el salario de
equilibrio.

Podemos verificar formalmente que una reasignación
del capital hacia el sector 2 debe tener primero el efecto de
reducir el salario de equilibrio y más adelante el efecto de
aumentarlo. Sustituyendo las funciones de demanda de tra-
bajo en la condición de pleno empleo, podemos derivar un
locus de equilibrio del mercado de trabajo que muestra el
salario de equilibrio bajo diferentes composiciones del acer-
vo de capital. Manteniendo K constante, la pendiente de este
locus en espacio (logw, logK2) es:

dlogw / dlogK2 = [a / f – (K2 / K1) (L1 / L3)] / [1 / f + (1 / b) (L1 / L3)]

donde L1 / L3 , usando las funciones de demanda de trabajo,
está dado por:

L1 / L3 = (B K1 / A K2
a/f) w1/f – 1/b

B = [(1–b) p1]
1/b A = [(1/n)1–f Gp2]1/f

Como se puede verificar, la pendiente de este locus es
negativa, tendiendo a cero, a niveles bajos de K2 y se vuel-
ve positiva, tendiendo a “a”, a niveles altos de K2 (a condi-
ción de que tales valores altos existan dado el tamaño del
acervo total de capital). Por lo tanto, el valor de equilibrio
del salario primero se reduce a medida que K2 aumenta y
eventualmente aumenta, volviéndose una función creciente
de K2 (véase el gráfico 1).

El equilibrio en el mercado de capital

Utilizando la definición de la tasa de beneficio y las condi-
ciones de primer orden para la maximización de beneficios
en los sectores 1 y 2, las rentabilidades en estos sectores
pueden expresarse como funciones inversas de la tasa de
salario:

r1 = b (p1 / p2) [(1–b)p1 /  w] (1–b) / b [7]

r2 = a K2
µ (1–a) / f [(1 / n) G / (w / p2)] (1–f) / f [8]

El capital es móvil entre los sectores 1 y 2. El equili-
brio en el mercado de capital requiere el pleno empleo del
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15 Si no hay ningún efecto, es decir si K2 no aparece en la ecuación
de la tasa de beneficio del sector 2, no habrá ninguna reasignación
que sea capaz de restaurar la igualdad de las tasas de beneficio. El
locus sería entonces una recta horizontal al valor único del salario
que es consistente con la igualdad de las tasas de beneficio. Como
se puede verificar, éste es el caso si µ = 0, es decir, si la tecnología
del sector integrado 2 y 3 exhibe rendimientos constantes a escala.

GRAFICO 1
El patrón de especialización bajo rendimientos crecientes

acervo total de capital (K) y la igualdad de las tasas de be-
neficio en los dos sectores que usan capital (en la medida
en que estos dos sectores coexisten):

K = K1 + K2 r1 = r2

Sustituyendo las expresiones de la tasa de beneficio en
la condición de igualdad entre las dos tasas, podemos deri-
var la ecuación de un locus del equilibrio en el mercado de
capital. En espacio (w, K2), este locus muestra, para cada
valor dado del salario, el valor de K2 , y la correspondiente
composición del acervo de capital, que arroja la misma tasa
de beneficio en los sectores 1 y 2. Ante un aumento en el
salario ¿cómo debe cambiar la composición del acervo de
capital para que se mantenga el equilibrio en el mercado de
capital? Intuitivamente, la respuesta a esta pregunta depen-
de de cuál de los dos sectores hace uso más intensivo de
trabajo. El mayor salario tenderá a reducir en mayor medida
la tasa de beneficio del sector con uso más intensivo de tra-
bajo. La reasignación requerida dependería entonces de los
efectos de K2 en las rentabilidades relativas.15 El problema
es que no está claro en este modelo cuál de los dos sectores
hace uso más intensivo de trabajo directa e indirectamente.

Aunque en el sector 2 el uso de capital es más intensivo que
en el sector 1 (en el sentido que a > b), el parámetro de ren-
dimientos crecientes (µ) puede ser lo suficientemente gran-
de para hacer que la participación “indirecta” del trabajo en
el sector 2 sea mayor que la participación del trabajo en el
sector 1. Ello se debe a la presencia de rendimientos a esca-
la en el sector 3, que hace que la suma de las participacio-
nes del capital y del trabajo en el sector “integrado” 2 y 3
sea mayor que la unidad.

Formalmente, la pendiente del locus de equilibrio en
el mercado de capital en espacio (logw, logK2) está dada
por:

dlogw / dlogK2 = [µ (1–a) / f] / [(1–a)(1+µ) / f – (1–b) / b]

Tenemos, en efecto, dos casos, dependiendo de los
parámetros de la tecnología en los tres sectores. En el gráfi-
co 1, sección A, se muestra el caso en que b > f. Ello impli-
ca que (1–a)(1+µ) > (1–b), es decir, que la participación
“indirecta” del trabajo en el sector 2 es mayor que la parti-
cipación del trabajo en el sector 1. En este caso, un aumento
del salario (dado K2) reduce la tasa de beneficio en el sector
2 más de lo que lo hace en el sector 1. Se requiere entonces
un aumento en K2 (que afecta positivamente a r2) para res-
taurar la igualdad de tasas de beneficio. Esto significa que
la pendiente del locus es positiva.

En el segundo caso (gráfico 1, sección B), tenemos que
b < f. Esto implica: (1–a) (1+µ) < (1–b), es decir, la partici-
pación “indirecta” del trabajo en el sector 2 es menor que la
participación del trabajo en el sector 1. Un aumento del sa-
lario (dado K2) reducirá entonces la rentabilidad del sector 1

logw

r1 = r2

w

r2 < r1 r2 > r1

logK2

logw

r1 = r2

w

r2 < r1

r2 > r1

logK2

A B
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en mayor medida que la del sector 2. Ello requiere una reduc-
ión en K2 (que reduce r2) para restaurar la igualdad de tasas
de beneficio. La pendiente del locus es entonces negativa.

En las dos configuraciones mostradas en el gráfico 1, la
región a la derecha del locus r1 = r2 es tal que el sector 2 es
más rentable que el sector 1. Ello se debe a que es una región
en que K2 es relativamente grande, para cada nivel dado de
salario, y K2 tiene un efecto positivo sobre la rentabilidad
relativa del sector 2. De esta manera, a la derecha del locus el
capital fluirá hacia el sector 2 y la relación K2 / K1 tenderá a
aumentar. En cambio, a la izquierda del locus r1 = r2 , la ren-
tabilidad del sector 2 es menor que la del sector 1 y el capital
fluirá hacia el sector 1. De lo anterior se sigue que en am-
bos casos la composición del acervo de capital correspon-
diente a la intersección de los dos locus es un equilibrio
inestable. Como se muestra en el gráfico, una asignación del
acervo de capital con un nivel de K2 mayor que en la inter-
sección genera una tasa de beneficio en el sector 2 que es
mayor que la del sector 1. El capital se desplaza entonces
hacia el sector 2 y deprime en mayor medida la rentabilidad
relativa del sector 1. Mecanismos similares, en sentido con-
trario, operan para asignaciones de capital con menos K2 que
en la intersección.16

Equilibrios múltiples

Podemos verificar también que cuando las dos curvas se
intersectan esta intersección es única.17 En consecuencia, si
una intersección existe habrá dos equilibrios estables en los
que el acervo de capital estará invertido por completo en uno
de los dos sectores. En un equilibrio, la economía está com-
pletamente especializada en el sector 1. Como en este caso
no existe un sector 3, no sólo el acervo de capital sino la to-
talidad de la fuerza de trabajo se encuentra empleada en el
sector 1. En el otro equilibrio, la economía se especializa en
la producción y exportación del bien 2 y, como no existe
sector 1, la totalidad de la fuerza de trabajo se encuentra
empleada en el sector 3.

En nuestra economía un equilibrio con especialización
en el sector 1 siempre existe, haya o no equilibrios múlti-
ples. Como lo mencionamos en el texto, esto se debe al su-
puesto de que el sector 1 no utiliza insumos intermedios
producidos bajo rendimientos crecientes. A niveles bajos de
K2 , la tasa de beneficio del sector 2 tiende a cero, mientras
que se mantiene positiva en el sector 1 no importa cuán gran-
de sea el acervo de capital. Existen, por lo tanto, asignacio-
nes de capital a niveles suficientemente bajos de K2 para las
cuales el sector 1 es más rentable que el sector 2.

Como un equilibrio con especialización en el sector 1
siempre existe, se sigue que la existencia de un equilibrio con
especialización en el sector 2 garantiza la existencia de una
intersección y, por lo tanto, garantiza la existencia de equi-
librios múltiples. A su vez, un equilibrio con especialización
en el sector 2 existe si la rentabilidad del sector 2, cuando la
totalidad del acervo de capital está invertida en este sector,
es mayor que la del sector 1 (evaluada al salario de equili-
brio de mercado correspondiente a L = L3). Consideremos
en primer lugar el salario en la especialización en el sector
2 (w2*). Usando [6] y las condiciones L3 = L y K2 = K, y
resolviendo para el salario, tenemos:

w2* = G (1 / n)1–f p2 K
a/L f [9]

Sustituyendo [9] en [8], igualando w2* a w2 y K2 a K,
obtenemos la tasa de beneficio en el equilibrio con especia-
lización en el sector 2 (r2*):

r2* = a (L / n)1–f / K1–a [10]

La tasa de beneficio en el sector 1, evaluada al salario
w2*, se obtiene de la sustitución de [9] en [7]:

r2
1 = b (p1 / p2)1 / b [(1–b) n1–f L f / G Ka](1–b) / b [11]

Nótese que la tasa de beneficio del sector 1, evaluada
con el salario w2*, r2

1, es una función creciente del número
de productores de bienes intermedios (n). Un mayor núme-
ro de productores incrementa el costo unitario de cada uno
de los bienes intermedios y reduce la demanda de trabajo en
el sector 3. Ello tiene un efecto negativo sobre w2* y, por lo
tanto, tiende a aumentar la tasa de beneficio en el sector 1
que no utiliza bienes intermedios. Este efecto negativo so-
bre el salario se ve contrarrestado en el caso de la tasa de
beneficio del sector 2, ya que un mayor número de produc-
tores implica costos mayores en el sector 2: r2* es una fun-
ción decreciente del número de productores (n).

Utilizando [10] y [11], la condición para que r* > r2
1

y, por lo tanto, para la existencia de equilibrios múltiples es:

     Ka–b > K*a–b = (b / a)b (p1 / p2) [(1–b) / G]1–b n1–f L f–b [12]

16 La inestabilidad de la asignación de capital correspondiente a la
intersección se debe a la presencia de rendimientos crecientes a
escala en el sector integrado 2 y 3. Bajo rendimientos constantes a
escala, el locus del equilibrio en el mercado de trabajo tiene pen-
diente negativa (si el sector integrado 2 y 3 es el sector intensivo en
capital) y el locus del equilibrio en el mercado de capital es una
recta horizontal (véase la nota de pie de página anterior). Como el
lector lo puede verificar, el equilibrio correspondiente a la intersec-
ción es estable en este caso.
17 En el caso A, ello es porque el locus del equilibrio del mercado
de capital tiene una mayor pendiente que el locus del equilibrio en
el mercado de trabajo a niveles altos de K2 . Las condiciones nece-
sarias y suficientes para ello son que a > b y f > 0. En el caso B,
la intersección es única porque el locus del mercado de capital tie-
ne una mayor pendiente, a niveles bajos de K2 , que el locus del
mercado de trabajo.
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18 K* > K** si la siguiente condición se cumple:

(1–b)/b > [(1–a)/a] (1+µ) (1–1/η)

a > b implica que (1 – b)/b > (1 – a)/a. Para que se cumpla la
condición de segundo orden para la maximización de beneficios
entre los productores de bienes intermedios, es necesario que (1+µ)
(1 – 1/η) < 1. Juntas, estas desigualdades garantizan el cumplimiento
de la condición más arriba.

La existencia de equilibrios múltiples depende de la
dotación de capital y trabajo y de los precios relativos. En
particular, el acervo total de capital debe ser lo suficiente-
mente grande para que, cuando la totalidad de este acervo
se invierte en el sector 2, el precio de los bienes intermedios
sea lo suficientemente bajo para hacer viable a este sector.
El valor crítico (K*) del acervo total de capital aumenta con
el precio relativo (p1 /p2), que incrementa la rentabilidad del
sector 1. También aumenta con el número de empresas (n)
en el sector 3, que afecta adversamente la rentabilidad del
sector 2. El efecto del tamaño de la fuerza de trabajo sobre
el valor crítico del acervo de capital depende del signo de
(f–b), es decir de la participación “indirecta” del trabajo en
el sector 2 comparada con la del sector 1.

Supongamos que se cumple la condición para la exis-
tencia de equilibrios múltiples y comparemos los salarios y
las tasas de beneficio en los dos equilibrios. En el equilibrio
con especialización en el sector 2, el salario y la tasa de
beneficio están dados por las ecuaciones [9] y [10]. En el
equilibrio con especialización en el sector 1, tenemos K1 = K
y L1 = L. Utilizando las ecuaciones [2] y [7], el salario y la
tasa de beneficio en el equilibrio con especialización en el
sector 1 son:

w1* = (1–b) p1 (K / L)b [13]

r1* = b (p1 / p2) (L / K)1–b [14]

La comparación de [10] y [14] muestra que r2* es
mayor que r1* si:

Ka–b > K**a–b = (b/a) (p1 /p2) n1–f Lf–b [15]

Comparando [12] y [15] podemos establecer que
K* > K**. El supuesto a > b y la condición de segundo
orden para un máximo entre los productores de bienes inter-
medios garantizan esta desigualdad.18 En consecuencia, cuan-
do un equilibrio con especialización en el sector 2 existe
(K > K*), la rentabilidad en este equilibrio es mayor que en
el equilibrio con especialización en el sector 1 (ya que K es
entonces mayor que K**).

Un examen de [9] y [13] muestra que para que w2* sea
mayor que w1*, el acervo de capital total debe ser tal que:

Ka–b > K***a–b = (1–b) (p1 /p2) n 1–f L f–b / G [16]

A partir de [12] y [16], podemos establecer que K*** > K*.19

La existencia de un equilibrio con especialización en el sector 2
no garantiza que el salario en este equilibrio sea mayor que
en el equilibrio con especialización en el sector 1. Ello requiere
que el acervo de capital sea mayor que K***. En este caso,
con K > K***, y por lo tanto con K mayor que K* y K**,
existe un equilibrio con especialización en el sector 2 que
presenta tanto una tasa de beneficio como un salario mayores
que en el equilibrio con especialización en el sector 1.

19 Esto requiere como en el caso anterior:

(1–b)/b > [(1–a)/a] (1+µ) (1–1/η)

Esta desigualdad está garantizada por las condiciones ya menciona-
das (a > b y la condición de segundo orden para la maximización
de beneficios entre los productores de bienes intermedios).
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Rbaumann @ cepal.org.br Los años noventa han sido llamados “la década de las refor-

mas” en Brasil, debido al significativo número de cambios

registrados en varios aspectos de la política económica y ad-

ministrativa del país. Este artículo se propone presentar en

forma sistemática los principales rasgos de esos cambios y

analizarlos a la luz de la literatura relativa a reformas. Consti-

tuye un intento de síntesis de diversos trabajos realizados para

el caso brasileño, en el ámbito de una investigación a nivel

regional coordinada por la CEPAL. En él se constata que en

distintos aspectos los resultados han correspondido a aquellos

postulados por la literatura mencionada, pero no todo ha salido

como lo planeado o deseado. Sostiene que ese desencuentro se

explica por factores que varían desde la manera como se dise-

ñó en algunos casos el proceso de reforma, hasta la percepción

—por parte de los agentes económicos— de las señales de

mercado asociadas a esos cambios.
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   CEPAL y Universidad de Brasilia. Las opiniones vertidas aquí son
estrictamente personales y no corresponden necesariamente a la po-
sición de estas instituciones. El presente texto es una versión actua-
lizada y editada del capítulo publicado en R. Baumann (org.), 2000.

I
Introducción

El análisis de la economía brasileña durante los años
noventa representa mucho más que una coincidencia
con el calendario. Ese período, extremadamente rico
de estudiar, ofrece una serie de aspectos que seguirán
siendo objeto de examen durante mucho tiempo.

El escenario internacional a comienzos de la dé-
cada estuvo marcado por un movimiento cada vez más
intenso de flujo de capitales y transformación tecno-
lógica, aunque las dificultades vinculadas a un ambien-
te macroeconómico interno inestable no permitieran
a la economía brasileña participar satisfactoriamente
en esos nuevos movimientos. Asimismo, a los encar-
gados de la política económica se les recordaba cons-
tantemente el éxito de las economías emergentes en
otras regiones y el camino para alcanzar aquella bo-
nanza parecía estar bien definido, según los distintos
analistas.

En el plano interno, la inflación creciente daba pie
a diversas tentativas de lucha anti-inflacionaria. Una
nueva Constitución (promulgada en l988) vino a agre-
gar problemas fiscales y sociales a un ambiente eco-
nómico perturbado.

La segunda mitad de la década se caracterizó por
un contexto notoriamente distinto. La estabilización de
precios, asociada a una apertura relativa al comercio
exterior, no tiene precedentes en la historia económi-

ca del país. A nivel macroeconómico, hubo varias
modificaciones importantes que facilitaron el acceso a
los mercados internacionales de capitales y conduje-
ron a un nuevo patrón de crecimiento.

El propósito del presente artículo es analizar es-
tas características a la luz del proceso de ajuste ocu-
rrido en los años noventa. Varios aspectos correspon-
den a lo señalado por la literatura especializada respec-
to de las reformas en los países en desarrollo. Sin
embargo, no todo terminó tal como se había progra-
mado o deseado. Se sostiene que las razones para ello
estriban en factores que varían desde el diseño de
políticas a la percepción de las señales de mercado por
parte de los agentes económicos.1

Este artículo consta de cinco secciones. En la
sección siguiente se presenta un examen somero de la
literatura dedicada a las reformas y, de manera más
específica, a las sugerencias en cuanto al momento y
la secuencia de su aplicación. A continuación, se hace
un relato detallado de las características básicas de las
reformas brasileñas habidas en los años noventa. En
la cuarta sección se analizan algunos resultados que no
correspondieron exactamente a las expectativas, y se
procura identificar sus causas. En la quinta sección se
relacionan algunas lecciones derivadas de la experien-
cia brasileña reciente.

II
La necesidad de reformar
y las recetas básicas

En general, los políticos latinoamericanos se vieron
expuestos durante las décadas de 1970 y 1980 a un
conjunto múltiple de presiones. Las distorsiones y
deficiencias económicas y sociales —sumadas a las
restricciones externas agravadas debido a intensos

movimientos en el mercado internacional de produc-
tos básicos y a dificultades financieras— consolidaron
la necesidad de promover reformas sustanciales.

1 Este artículo se basa en el período 1988-1998. Con todo, estima-
mos que se mantiene la validez del análisis, pues aunque en los
años 1999 (retracción económica y alteraciones de los precios rela-
tivos) y 2000 (recuperación de la actividad) se hayan modificado
algunos aspectos, prevalece la mayor parte de las tendencias bási-
cas aquí analizadas.
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Los países de la región adoptaron enfoques dis-
tintos a lo largo del tiempo,2 aunque en general el di-
seño de esas reformas estuvo muy influido por la lec-
tura ortodoxa de los resultados de las experiencias
exitosas de las economías emergentes en el sudeste
asiático. De acuerdo con esa visión, reformar sería una
tarea inmediata, ya que mientras más rápidamente se
emprendiera el proceso de ajuste, menores serían los
costos involucrados. Según las palabras de un alto
funcionario del Banco Mundial, “el ajuste retardado es
más doloroso” (Stern, 1991, p. 3).

Se recomendaron reformas políticas orientadas al
mercado, sobre la base de cuatro argumentos princi-
pales (Rodrik, 1993a, p.7): a) la liberalización econó-
mica reduce las ineficiencias estáticas generadas por
la mala distribución y el desperdicio de recursos; b) la
liberalización económica estimula el proceso de apren-
dizaje; c) las economías orientadas al exterior con-
siguen enfrentar mejor los shocks externos adversos;
d) los sistemas económicos basados en el mercado se
muestran menos proclives a actividades con fines ren-
tistas, generadoras de desperdicio.

Así, un programa de reformas debería incluir dis-
ciplina fiscal y garantía de preservación del libre co-
mercio, además de reducir al mínimo las distorsiones
de precios de mercado existentes. Las economías en
vías de reestructuración deberían recibir asistencia fi-
nanciera durante el período de transición, como forma
de reducir al nivel microeconómico los costos vincu-
lados con las reformas: el ajuste comprende reformas
de políticas e instituciones, fundadas en la creencia de
que esas modificaciones pueden mejorar la asignación
de recursos, aumentar la eficiencia económica, expan-
dir el potencial de crecimiento y aumentar la resisten-
cia a futuros shocks (Thomas, Chibber y De Melo, eds.,
1991, p. 12).

Los órganos de financiamiento y diversos repre-
sentantes del mundo académico coincidieron en que las
medidas indispensables de adoptar a comienzos del
proceso comprendían3 las que hoy se conocen como
Consenso de Washington: disciplina fiscal, reorienta-
ción de las prioridades del gasto público a las áreas de
salud, educación e infraestructura, reforma fiscal (am-
pliación de la base fiscal y reducción de los impuestos
marginales), establecimiento de tipos de cambio com-
petitivos, garantía del derecho de propiedad, desregu-

lación, liberalización comercial, privatización, elimi-
nación de barreras a la inversión extranjera y liberali-
zación financiera.

Sin embargo, esa trayectoria ideal para un siste-
ma sin distorsiones es poco ilustrativa respecto de
cómo lidiar con algunos aspectos cruciales (Conley y
Maloney, 1995): cómo minimizar los costos del ajus-
te, cómo enfrentar las implicaciones de ritmos diferen-
tes de ajuste entre los sectores, cuál es la macropolítica
apropiada durante las reformas (de manera más espe-
cífica, la gestión del tipo de cambio), y cómo reducir
al mínimo las consecuencias para el bienestar social de
dejar un sector controlado, en tanto que otros son li-
berados de la intervención estatal.

En un mundo ideal, alguien que tuviera que re-
formar, digamos, políticas comerciales, no tendría que
preocuparse por esas etapas intermedias, ya que la
política óptima consistiría en un salto inmediato hacia
el libre comercio, a menos que existieran distorsiones
específicas de mercado (Mussa, 1986).

Con todo, en la práctica se torna esencial el dise-
ño correcto del proceso de reforma, no sólo para bene-
ficio de las evaluaciones académicas o para garantizar
el apoyo político a las reformas. La credibilidad es un
aspecto esencial que tiene que considerarse (Calvo,
1989). La falta de confianza en la durabilidad de una
reforma introduce distorsiones que pueden llegar a des-
truirla: el proceso de reforma puede revertirse, simple-
mente por el hecho de creer que tiene corta vida.4

La necesidad de recomendar un camino determi-
nado en el proceso de reformas dio origen a una lite-
ratura que focaliza el momento y la secuencia de és-
tas, así como la importancia de eliminar las incertidum-
bres en cuanto a las intenciones del gobierno.

La mayor parte del debate se concentró en la
controversia de si la liberalización comercial debería
preceder o suceder a la liberalización de la cuenta de
capital.5 La experiencia ya ha demostrado que un
desequilibrio macroeconómico al comienzo de un

2 Como lo ilustran, por ejemplo, los procesos de apertura en Argen-
tina, Chile y Uruguay a finales de los años setenta y comienzos de
los años ochenta, en comparación con las reformas comerciales
posteriores en Bolivia, Brasil y México.
3 Según Williamson (1990).

4 Un ejemplo sencillo es el caso de una reforma comercial que se
considera temporal. Los agentes económicos pueden percibir que
los bienes importados son sólo temporalmente más baratos; en tal
circunstancia, incurrirían en deudas de mayor envergadura que las
que contraerían simplemente por adelantar su consumo. Si consi-
guieran obtener financiamiento (a partir de su percepción de un
ingreso permanente más elevado) a través de una cuenta de capital
abierta, aumentará el consumo presente (Conley y Maloney, 1995).
El desequilibrio en la cuenta corriente resultante de tal procedi-
miento puede conducir a la reimplantación de barreras comerciales,
con la reversión consiguiente del movimiento inicial.
5 La literatura no expresa claramente en qué momento las reformas
deben incluir también a otros mercados, como el mercado laboral
(un paso inevitable, si subsiste la apertura comercial).
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período de reforma puede llegar a afectar los resulta-
dos. Una discusión adicional, y más concreta, relacio-
na por tanto esa secuencia con un ambiente económi-
co inicial de inflación elevada, y focaliza la
sincronización entre el proceso de estabilización de
precios y las propias reformas.6

Otro aspecto relacionado con el análisis de las
reformas7 es la relación existente entre la reforma del
sector financiero interno y la liberalización de la cuenta
de capital del balance de pagos. Sobre todo en los
países con altas tasas de inflación, el déficit fiscal y
las intervenciones en el mercado financiero, con fre-
cuencia dan como resultado tasas de interés internas
artificialmente bajas. En caso de que la apertura de la
cuenta de capital ocurra en un contexto en que las ta-
sas internas de interés se estén manteniendo por deba-
jo de su nivel de equilibrio, el resultado será un dre-
naje de recursos. Por otra parte, con el déficit fiscal
bajo control, el mercado financiero interno reformado
operará a tasas de interés equilibradas.

De este modo, habría poco que discutir respecto
de la secuencia entre la reforma del mercado financie-
ro interno y la liberalización de los movimientos de
capital: las barreras al movimiento internacional de
capital no deberían relajarse antes de liberalizar el
sector financiero interno.8

Varios autores ya han argumentado también en
favor del hecho de que la liberalización de la cuenta
de capital debería ocurrir sólo cuando se hubieran eli-
minado las distorsiones comerciales y las de otros sec-
tores (McKinnon, 1982). La relajación de los contro-
les de capital, al generar la entrada de capital, induce
un aumento del nivel del gasto agregado, tanto en bie-
nes transables (tradebles) como en bienes no transables
(non-tradebles), lo que a su vez promoverá la valori-
zación real del tipo de cambio, impidiendo, o incluso
frustrando, la liberalización del comercio externo.9

Si bien la apertura de la cuenta de capital suele
conducir a una valorización real del tipo de cambio,

se sabe, tanto teórica como empíricamente (Choksi y
Papageorgiou, eds., 1986),10 respecto de varios episo-
dios de reforma de políticas comerciales, que una li-
beralización comercial exitosa requiere generalmente
de la desvalorización real de la moneda.

De este modo, en principio la reforma comercial
debería adoptarse antes de eliminar los controles so-
bre los flujos de capital extranjero. Sin embargo, esta
conclusión da lugar a otros dos dilemas.

En primer lugar, no queda claro a partir de este
debate si una reforma gradual es preferible a otra que
ocurra de modo más abrupto. Como explica Edwards
(1990), es posible que el gradualismo tenga caracte-
rísticas que puedan expandir o comprometer la credi-
bilidad de las reformas, dependiendo de las verdade-
ras condiciones de cada país: si reduce el desempleo o
permite el equilibrio fiscal, una reforma gradual ten-
derá a tener mayor credibilidad; pero, al mismo tiem-
po, una reforma más lenta podría permitir que los gru-
pos afectados por las nuevas políticas se organizaran
para actuar contra ellas.

Otro aspecto es la relación entre las reformas y
la estabilidad de precios. En esta área, la teoría econó-
mica ofrece poca orientación. Pese a ello, la experien-
cia sugiere (Corbo y Fischer, 1992) que en economías
con problemas macroeconómicos agudos las reformas
deben iniciarse sólo después de una reducción suficien-
te de esos desequilibrios: la inestabilidad limita los
beneficios de las reformas que tienden a mejorar la
asignación de recursos mediante la modificación de los
precios relativos.

Con respecto a la liberalización comercial —la
primera etapa del esquema de reforma propuesto—
existen tres argumentos en favor de retardarla hasta que
se haya controlado la inflación (Rodrik, 1993b). Pri-
mero, la ya mencionada variabilidad de precios relati-
vos, que afecta la transmisión de las ventajas deriva-
das de la mayor eficiencia. Segundo, la liberalización
comercial podría afectar el ingreso fiscal, en caso de
que la reducción o eliminación de impuestos al comer-
cio supere el ingreso fiscal emanado de la intensifica-
ción de la actividad comercial. Tercero, la liberaliza-
ción exige una desvalorización compensatoria del tipo
de cambio para proteger la cuenta corriente, que tam-
bién beneficiaría la estabilización interna de precios a
través de importaciones menos onerosas, favorecidas
por un tipo de cambio valorizado.

El argumento del tipo de cambio requiere de al-
gunas consideraciones detalladas. Desde el punto de

6 Una cuestión de gran interés para Brasil a comienzos de los años
noventa.
7 Muy influido por la experiencia chilena a comienzos de los años
ochenta.
8 Edwards y Edwards (1987) y Edwards (1990). Como se verá más
adelante, también es fundamental el tema de la regulación del sec-
tor financiero liberado.
9 Otra forma de presentar este argumento se basa en el ritmo de
ajuste en los mercados de bienes y en el mercado financiero: dado
que el primero tarda más tiempo en ajustarse que el segundo, una
reforma homogénea exigiría la liberalización de los mercados de
bienes antes que la de los mercados financieros.

10 Se considera que una desvalorización real de la moneda es una
condición necesaria para una liberalización comercial exitosa.
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vista teórico, éste es el aspecto que impone restriccio-
nes más serias a la liberalización comercial.11 Para los
fines de este texto, este tema está directamente rela-
cionado con la comprensión de la experiencia brasile-
ña desde 1994.

El debate sobre la aplicación de reformas en un
contexto de políticas de estabilización se ha concen-
trado en si las reformas pueden efectivamente facilitar
el proceso de reducción de la inflación, dado que la
liberalización comercial posibilitaría la estabilización
de precios, forzando la convergencia entre la variación
de precios interna y externa de bienes comercializables.
Sin embargo, mientras que la liberalización comercial
exige la desvalorización compensatoria del tipo de
cambio (dada la rigidez salarial), la estabilización de
precios requiere, por el contrario, que se evite la desva-
lorización del tipo de cambio. Así, el tipo de cambio
puede utilizarse tanto como instrumento para llegar a
una meta real (en cuyo caso acompaña el proceso de
determinación de precios y salarios), o como ancla
nominal para el nivel interno de precios (cuando lidera
ese proceso).

Además, en caso de que se acompañe de liberali-
zación financiera,12 la valorización real del tipo de
cambio tiende a comprometer la credibilidad del epi-
sodio de liberalización, o bien, pasado el exceso ini-
cial de entradas de capital, las expectativas de desva-
lorización real pueden conducir a tasas de interés rea-
les más elevadas, precisamente en un momento en que
el sector productivo atraviesa el difícil período de ajus-
te, posterior a la liberalización de las restricciones
comerciales (Edwards y Edwards, 1987).

Sin embargo, ese dilema respecto del tipo de cam-
bio puede ser ilusorio, en caso de que su sobrevalori-
zación se considerara como el precio que se debe pa-
gar para garantizar la credibilidad del proceso. Si, por

una parte, el proceso inflacionario tiene una fuerte
inercia ligada a la indización o acomodación de varia-
bles nominales importantes13 a las variaciones
desfasadas del nivel de precios, por otra parte, un com-
promiso (para ser confiable) no sólo debe combatir la
inflación, sino también eliminar las rigideces nomina-
les que requieren del uso de la desvalorización para
asegurar la competitividad.

A partir de esa perspectiva, una sobrevalorización
del tipo de cambio puede considerarse como una fuente
no exenta de riesgos. Para un público que ya asistió al
fracaso de muchos planes de combate contra la infla-
ción por falta de voluntad política, un paquete ambi-
cioso, que ataque todas las fuentes de inflación, puede
indicar la presencia de un gobierno con decisiones
claras y políticas bien definidas. Con ello, resulta tam-
bién menos probable una reversión en caso de que
ocurran problemas temporales. De esta forma (Rodrik,
1993b), la utilización del tipo de cambio como ancla
nominal podrá no estar necesariamente en conflicto con
la liberalización comercial, ya que si esa ancla funcio-
na desaparecerá en definitiva la rigidez nominal de los
salarios y será más probable una competitividad sus-
tentable.

Las dos últimas observaciones con respecto a las
reformas tienen que ver con el hecho de que: a) las
políticas de mercado abierto generan su propio grupo
de interesados (Rodrik, 1992) —a medida que apare-
cen nuevas oportunidades de lucro, la comunidad
empresarial beneficiada por el escenario post-inflación,
pasa a luchar contra cualquier tentativa de reversión;
b) un sistema reformado no significa necesariamen-
te la eliminación de actividades con fines rentistas
—mientras los gobiernos sean responsables de la apli-
cación de políticas, los individuos intentarán siempre
obtener beneficios para sí mismos (Rodrik,1993a).

11 Véase el análisis en Rodrik (1993b).
12 La eliminación de las ganancias inflacionarias resultantes de un
proceso de estabilización exitoso podrá conducir al sector financie-
ro a buscar otras fuentes de financiamiento. 13 Salarios, agregados monetarios y tipo de cambio.

III
Las reformas y la economía en
los años noventa

Los años noventa son considerados “la década de las
reformas” en Brasil. Aunque algunas acciones iniciales

hayan ocurrido a fines de la década de 1980 —como
fue el caso, por ejemplo, de la liberalización del co-
mercio exterior y las primeras privatizaciones—, cla-
ramente las etapas más significativas sólo comenzaron
a cumplirse a partir de 1990.
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Esta década representó un vuelco en la historia
económica del país. Tras haber sido durante los cua-
tro decenios anteriores una economía cerrada, con fuer-
te presencia del Estado como productor de bienes y
servicios, y después de un largo período de inflación
elevada con indización, a fines de los años noventa
Brasil surge como una economía con un grado mani-
fiesto de apertura al comercio de bienes y capital,14 y
una reducción simultánea de la función del Estado
como productor directo.

Además, la economía alcanzó una estabilidad de
precios sin precedentes, y que dura ya más de seis años:
el índice de precios al consumidor aumentó a un nivel
récord de 2.489% en 1993, pero se fue reduciendo
gradualmente a valores de un dígito desde 1996, lle-
gando a 5.3% en 2000.15

Para entender las reformas y sus efectos es nece-
sario considerar el impacto sumamente significativo de
una estabilización de precios como la ocurrida en ese
período: a) ella generó un “efecto riqueza” que afectó
tanto a consumidores como productores, b) el escena-
rio macroeconómico estable creó un ambiente políti-
co favorable a las reformas, y c) indujo confianza en
los inversionistas brasileños y extranjeros, a la vez que
d) eliminó las ganancias manifiestas obtenidas por el
gobierno y el sector bancario a partir de la inflación,
con importantes consecuencias para las políticas mo-
netaria y fiscal, así como para el diseño de la nueva
reglamentación del sector financiero como un todo.

La literatura especializada en reformas de políti-
cas suele adoptar un enfoque taxonómico, que identi-
fica varios niveles de medidas. Según esta visión, Bra-
sil estaría casi completando sus reformas de primera
generación, iniciadas con la apertura comercial y la
privatización de empresas estatales a fines de la déca-
da de 1980, e intensificadas desde comienzos de los
años noventa. Además, el país dio varios pasos con-
ducentes a las políticas de segunda generación, como
las reformas de la seguridad social, la administrativa
del sector público y la de la política fiscal.

Hubo otros cambios de política en el mismo pe-
ríodo, con importantes consecuencias para la economía.
Se rediseñaron a fondo los programas sociales, a fin
de incorporar los nuevos derechos universales garan-

tizados por la Constitución de 1988, así como de su-
perar las dificultades fiscales y distribuir la carga de
la provisión de servicios entre el gobierno federal, los
estados y los municipios.

En el plano social, así como en otras áreas —como
ciencia y tecnología—, se registró una participación
creciente (aunque insuficiente) del sector privado en
el financiamiento de varias actividades. Los resultados
fiscales recientes y las previsiones para los años veni-
deros sugieren que ésta es una característica que po-
dría acentuarse en el futuro.

Esto no quiere decir que las reformas hayan se-
guido necesariamente el rumbo debido, que hayan sido
bien aplicadas, y mucho menos que ya estén termina-
das. Sin embargo, resulta innegable que ellas cambia-
ron sustancialmente el ambiente productivo en los úl-
timos años.

Podría cuestionarse por qué se produjo tal concen-
tración de reformas en ese período específico de tiem-
po. La respuesta está ligada a la percepción cada vez
mayor de los actores económicos internos —autorida-
des del gobierno, empresarios y analistas del área aca-
démica— en cuanto a la necesidad de cambios. La
conjunción de los estadios finales de negociaciones
multilaterales, la reanudación del acceso al financia-
miento por otros países latinoamericanos y las políti-
cas fiscales aplicadas en otras economías16 sirvió de
estímulo para los reformadores.

Las reformas, especialmente la privatización y el
rediseño de la seguridad social, demandaron cambios
importantes en la Constitución. Por lo tanto, era pre-
ciso que hubiera voluntad y poder políticos, los que a
su vez sólo podrían alcanzarse sobre la base del con-
senso entre los agentes económicos.

El gráfico 1 muestra la secuencia de ocurrencia
de las principales reformas. El proceso se inició con
la reforma de la política comercial y, a comienzos de
la década de l990, algunos movimientos tentativos
esporádicos de privatización de activos públicos, se-
guidos de la apertura de la cuenta de capitales del
balance de pagos. La segunda generación de reformas
sólo se inició en la segunda mitad de la década, con
reformas administrativas y en el sector de la seguridad
social, acompañadas de una serie de cambios en va-
rios programas sociales que comprendieron educación,
salud y reducción de la pobreza.

14 Según estimaciones de Mesquita (1999), el componente importa-
do de la producción industrial subió de 4.3% en 1989 a 20.3% en
1998.
15 En que pese a la pronunciada desvalorización cambiaria en 1999
(como se verá más adelante), el índice de precios al consumidor
sólo se incrementó en 8.4% ese año.

16 Los diferenciales de impuestos y tasas de interés representaron
un estímulo importante para los movimientos del arbitraje financie-
ro internacional.
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1. Reforma comercial

La liberalización comercial se inició en 1987, con el
primer cambio de la estructura de aranceles nomina-
les habido en 30 años, y una reducción progresiva de
las alícuotas arancelarias, que se aceleró a contar de
1990.17 Las alícuotas arancelarias simples (no ponde-
radas) fueron las siguientes:

1988-1990: 33.4%
1991-1993: 17.8%
1994-1996: 12.9%
1997-1998: 13.9%

Hubo dos momentos en que el proceso de reduc-
ción arancelaria se aceleró: en 1990 y nuevamente a
fines de 1994. En ambas oportunidades uno de los
principales argumentos para implantar el proceso fue
la necesidad de provocar un shock de competitividad
entre los productores nacionales, rompiendo posicio-
nes de monopolio y utilizando la política comercial
como un instrumento complementario para el proceso
de estabilización de precios.18 Se amplió la reforma
comercial de 1990, para incluir también la eliminación

de barreras no arancelarias y varios incentivos a las
exportaciones, así como una reforma significativa de
la estructura institucional encargada de la política de
comercio exterior. La reforma de 1994 condujo a una
anticipación parcial19 del arancel externo común (AEC)
del Mercado Común del Sur (Mercosur), que en caso
contrario sólo habría entrado en vigor en enero de
1995.

Por lo tanto, el análisis del impacto de la reforma
comercial sobre el balance de pagos no es directo, ya
que: a) considerando las peculiaridades del gran mer-
cado interno que había estado cerrado durante tantos
años, transcurrió algún tiempo antes de que las impor-
taciones alcanzaran un valor significativo; b) el creci-
miento de las exportaciones fue el resultado de dos
procesos simultáneos: la reducción multilateral de aran-
celes y las preferencias regionales dentro del Mercosur;
c) la estabilización de precios posterior a 1994 causó
un “efecto riqueza”, que afectó a la demanda interna
de bienes importados; y d) la política cambiaria man-
tuvo hasta 1999 una sobrevalorización manifiesta, que
afectó al comercio exterior.

Habida cuenta de esas observaciones prelimina-
res, basta observar que los superávit comerciales, que
eran en promedio de 13 mil millones de dólares en
1992-1994, se transformaron en déficit comerciales de
6 mil millones de dólares en el período 1995-1998.20

GRAFICO 1
Brasil: Una década de reformasa

1988 1989 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000
y antes

Reforma comercial * * * * * * * * * * *
Apertura al capital financiero externo * * * *
Privatización * * * * * * *
Reglamentación del sector financiero * * * * * *
Reforma de la seguridad social * * * * *
Reforma administrativa * *
Reforma de programas sociales:
   Educación * * * * * *
   Salud * * * * * *

Fuente: Elaboración del autor.

a Los asteriscos indican la fecha aproximada de las principales medidas para reglamentar cada una de las reformas, y no el momento de
mayor intensidad de los cambios. Es importante tener presente este hecho, por ejemplo, en el caso de la privatización, mucho más intensa
en 1998, en términos del valor real de las transacciones, que en cualquier período anterior.

17 Un examen cabal de los cambios en materia de política comer-
cial en los años noventa debería considerar también que, por prime-
ra vez en su historia, Brasil se vio comprometido en un proceso de
integración regional, lo que acarreó algunas consecuencias adicio-
nales importantes.
18 Subsisten ciertas críticas respecto de la manera como se dieron
esos cambios. Véase Baumann, Rivero y Zavattiero (1997), para
una descripción detallada de las reformas arancelarias en 1994-1996.

19 Para septiembre de 1994.
20 Pese a la sostenida expansión de las exportaciones —crecimiento
anual medio de 6% en el período 1994-1998— y el mejoramiento
de las relaciones de intercambio (casi 20% entre 1991 y 1995).
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El coeficiente de importaciones21 subió de 5.5% en
1990-1993 a 7.2% en 1995-1997 (véase el gráfico 2).
Los productos importados de mayor demanda fueron
materias primas y productos intermedios, bienes de
capital y automóviles. Más adelante se examinará la
importancia de esa estructura de importaciones para el
ciclo de inversiones internas y algunos sectores pro-
ductivos.

La reforma comercial fue sustancial, y sirvió real-
mente para: i) aumentar el componente de importación
de la producción interna,22 que ii) promovió la produc-
tividad del trabajo23 y iii) aumentó el excedente del
consumidor (el total de importaciones de bienes de
consumo aumentó de 2.6 mil millones de dólares en
1990 a 11 mil millones de dólares en 1998), pero su
impacto en las exportaciones fue superado por la
sobrevalorización del tipo de cambio,24 y por el aumen-
to de los salarios25 (principalmente en la industria).

2. Apertura al capital financiero

En los primeros años de la década de l990 hubo tam-
bién preocupación por la creación de condiciones para
que la economía brasileña pudiera aprovechar las fa-
cilidades crecientes entonces de acceso a los mercados
internacionales de capital.

Desde los años cincuenta, Brasil se destacó entre
los países en desarrollo por una mayor participación
del capital externo en su estructura de producción.26

Hasta finales de la década de 1970, era uno de los
países que captaba más inversión extranjera. La situa-
ción cambió durante la crisis de los años ochenta, y se
creó una percepción bastante difundida de que la eco-
nomía estaba perdiendo las oportunidades creadas por
la globalización financiera, más abundantes en aque-
lla década que en cualquier otro período.27

Esto condujo a la adopción, a partir de 1991, de
diversas medidas específicas de políticas que pudieran
crear condiciones favorables para atraer una cartera de
inversiones. Como resultado de ello, los flujos de in-
versiones en cartera —menos de 800 millones de dó-
lares hasta 1992— llegaban ya, en 1993, a cerca de 7
mil millones de dólares. La cuenta de capital del ba-
lance de pagos vio transformados los déficit sistemá-
ticos experimentados en el período 1985-199128 en un
superávit de 25 mil millones de dólares en 1992.

Cabe mencionar que aquél fue un período de ac-
tividad económica hasta cierto punto limitada: las ta-
sas de crecimiento del producto interno bruto (PIB) en
1991 y 1992 fueron de 1% y -0.3% respectivamente,
para llegar a 4.5% en 1993. Por lo tanto, el flujo de
recursos correspondió principalmente al resultado de
los cambios implantados en la legislación interna,29 y
a los precios relativamente bajos del capital social de

GRAFICO 2
Brasil: Balance comercial, 1980-1999

Fuente : Banco Central del Brasil.
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21 Total de importaciones/PIB (en porcentaje).
22 Los datos del IBGE indican que en 1990 sólo 11% de la formación
bruta de capital fijo en maquinaria y equipo correspondía a bienes
importados. En 1997, ese porcentaje llegó a 41% (Sáinz y Calcagno,
1999).
23 Bonelli (1998) estima que la productividad de la mano de obra
en el sector manufacturero creció a una tasa de 8.7% en 1991-1997,
en comparación con una media de 0.3% en 1981-1989, y de 5.6%
a comienzos de la década de 1970.
24 La política cambiaria durante los años noventa fue bastante va-
riada. A partir de una posición inicial de permitir que el mercado
determinara el tipo de equilibrio (como un nuevo instrumento para
romper un proceso de indización bien establecido y generalizado),
el gobierno se vio en la necesidad de adoptar un sistema de bandas,
que pasó por algunas modificaciones a lo largo del tiempo. En enero
de 1999, la presión externa, sobre la base de la sobrevalorización
acumulada, condujo a un nuevo sistema de fluctuación libre.
25 Un índice bilateral dólar-real deflactado por los índices de pre-
cios al por mayor vigentes a mediados de 1994 mostraría una
sobrevalorización de julio de 1994 a marzo de 1996, alcanzando el
máximo de 17 puntos porcentuales en febrero de 1995. Bonelli y
Fonseca (1998a) formulan algunas precisiones al respecto: mientras
la competitividad de la mano de obra aumentó 62% en el período
1990-1996, el salario medio en dólares aumentó 84%, lo que signi-
fica que las ganancias de productividad fueron suplantadas por los
costos laborales. En otras palabras, la reducción de la competitividad
no se debió sola ni predominantemente a la sobrevalorización del
tipo de cambio: los salarios de la industria deflactados por el índice
de precios al por mayor (IPM) aumentaron 76% en el período, com-
parados con una valorización de 5% del real con respecto al dólar.

26 Se calcula (Chudnovsky y López, 1997) que en 1995, 92% del
total de ventas en el sector automovilístico, 59% de la industria
farmacéutica, 56% de las ventas de electrodomésticos y 44% del
sector bebidas y tabaco realizadas en Brasil estuvieron asociados a
empresas extranjeras.
27 La participación brasileña en el total de la inversión extranjera
directa en el mundo fue la siguiente: 1970-1975, 5.1%; 1976-1980,
6.3%; 1981-1985, 4.4%; 1986-1990, 1.2%; 1991-1995, 1.3%; 1996,
2.7%, según la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio
y Desarrollo (UNCTAD), (varios números).
28 Gracias a las amortizaciones de la deuda externa.
29 Así como a la liquidez internacional.
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las empresas brasileñas, tras varios años de inflación
y bajos niveles de crecimiento.

La recuperación de la actividad económica inter-
na,30 asociada a las oportunidades creadas por el pro-
ceso de privatización, hizo luego que la inversión ex-
tranjera directa sobrepasara los flujos de capital en
cartera. Los flujos anuales (expresados en miles de
millones de dólares), de aproximadamente 0.9 en el
período 1990-1993, 2.2 en 1994 y 3.3 en 1995, alcan-
zaron niveles sin precedentes de 9.6 en 1996, 17 en
1997, 26 en 1998 y 30 en 1999.

3. Privatizaciones

Las nuevas condiciones favorables concedidas a los
inversionistas extranjeros, asociadas a un ambiente
internacional propicio, dieron lugar a las primeras ex-
pectativas de una participación considerable de extran-
jeros en el proceso de privatización de las empresas
estatales. En realidad, éste fue uno de los obstáculos
principales con que tropezó el programa en sus prime-
ros momentos, aunque los resultados efectivos hubie-
ran demostrado que tales temores eran excesivos, si se
considera que en 1995 la participación de los inver-
sionistas extranjeros en el programa nacional de priva-
tización31 representaba menos del 1% de los ingresos
totales.

Los esfuerzos de privatización comenzaron a prin-
cipios de la década de l980,32 pero fue sólo a media-
dos de los años noventa que el proceso se tornó real-
mente significativo. En el período 1991-2000, el total
del ingreso generado por el programa de privatización
llegó a 58 mil millones de dólares (referentes a empre-
sas del gobierno federal), más 33 mil millones de dóla-
res provenientes de empresas estaduales. Todo eso
correspondió a un total de 74 mil millones de dólares
en activos vendidos, más 18 mil millones de dólares en
transferencia de deuda (véase el cuadro 1).

Entre 1991 y 1994 se privatizó un número de
empresas relativamente pequeño, que generó un ingre-
so total de 8.6 mil millones de dólares. Sin embargo,
fue en esta fase que se completó la privatización del
sector industrial, con la venta de todas las empresas

estatales más relevantes: las de los sectores de la side-
rurgia, petroquímica y fertilizantes correspondían a más
de 90% de las actividades del Estado como empresa-
rio. Un aspecto peculiar de esta etapa fue el hecho de
que un tercio del ingreso correspondía a bonos fede-
rales.33

El monto total de recursos —más de 92 mil mi-
llones de dólares en el transcurso de ocho años34—
hace que éste sea uno de los mayores procesos de
privatización del mundo, lo que ciertamente tendrá un
fuerte impacto en el sector productivo. Todo el proce-
so entrañó una lógica doble: las empresas se vendían
para mejorar la eficiencia general, pero en varios ca-
sos había fuertes motivos fiscales.35

4. Cuentas fiscales

Sin embargo, el exitoso plan de combate contra la in-
flación y la privatización de empresas estatales no
consiguieron producir los efectos positivos sobre las
cuentas fiscales experimentados en otros países. Por
una parte, los ingresos fiscales se hallaban indizados

CUADRO 1
Brasil: Programa de privatización, 1991-2000
(Millones de dólares)

Sector Número de Activos Transferencia
empresas vendidos de deuda Total

Siderurgia 8 5 562 2 625 8 187
Petroquímica 27 2 698 1 003 3 701
Energía eléctrica 3 3 907 1 670 5 577
Ferrocarriles 6 1 697 --- 1 697
Minería 2 3 305 3 559 6 864
Telecomunicaciones 21 26 978 2 125 29 103
Otras 14 2 583 344 2 927
Empresas federales 81 46 730 11 326 58 056
Empresas estaduales 26 26 866 6 750 33 616

Total 107 73 596 a 18 076 91 672 a

Fuente: Pinheiro y Giambiagi (1998) y Banco Nacional de Desa-
rrollo Económico y Social (s/f).

a Incluye las ventas de participaciones minoritarias.

30 Las tasas de crecimiento del PIB fueron de -0.3% en 1992 com-
paradas con una media de 4.5% en los cuatro años siguientes.
31 Según Pinheiro y Giambiagi (1998).
32 En 1979, el gobierno creó la secretaría especial para el control de
las empresas estatales (SEST), con el mandato de limitar el número
de empresas pertenecientes al estado. Sólo en 1981 se creó la pri-
mera comisión especial de privatización (Pinheiro y Giambiagi,
1998).

33 Para el relato detallado de todo el proceso de privatización en
Brasil, véase Pinheiro (1996).
34 Con un número significativo de empresas todavía por vender en
los sectores de la energía y telecomunicaciones.
35 Por ejemplo, la privatización en los estados era importante debi-
do a su impacto fiscal más acentuado: mientras las empresas fede-
rales obtenían un superávit fiscal igual a 0.1% del PIB en promedio
durante el período 1995-1998, las empresas estaduales presentaban
un déficit de 0.5% del PIB en el mismo período. Véase Pinheiro y
Giambiagi (1998).
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antes de la estabilización.36 Por otra, algunos gastos
aumentaron después de la estabilización, como ocurrió
con los salarios del sector público37 y los gastos en
seguridad social, la reforma del sector de la salud y el
ajuste del sector financiero.

Como consecuencia, se observó un deterioro del
resultado fiscal: de un superávit de 1.4% del PIB en
1994 a un déficit de aproximadamente 8% del PIB en
1998. Las tasas de interés nominales necesarias para
financiar ese déficit38 se mantuvieron en niveles muy
elevados,39 sobrepasando a menudo la marca de 3%
mensual, con tasas mensuales de inflación en torno a
0.3% (e incluso hasta tasas negativas en varios meses
de 1997 y 1998).

5. Reestructuración financiera

La eliminación de las transferencias al sector bancario
(generadas por el proceso inflacionario)40 a partir de
la estabilización de precios, indujo a las autoridades
monetarias a crear nuevos mecanismos con el fin de
evitar la crisis sistemática en el sector financiero. La
caída acelerada de las tasas de inflación dio lugar a una
mayor demanda de dinero: el concepto monetario más
amplio (M4) en 1998 duplicaba (en términos reales)
el de 1994. Además, el crédito al sector privado se
cuadruplicó en esos cuatro años.

Esa expansión del crédito comprende, no obstan-
te, tanto el financiamiento normal como un número
significativo de recursos utilizados para reestructurar
el sector bancario. La eliminación de las ganancias
generadas por la inflación, asociada al gran aumento
de las tasas de interés (véase el gráfico 3) desde mar-
zo de 1995,41 generó enormes dificultades para varios

bancos privados y públicos, lo que hizo que la rees-
tructuración del sector bancario fuera una medida ne-
cesaria.42

Las autoridades monetarias se vieron obligadas a
intervenir en varias instituciones, y tuvieron que crearse
diversos instrumentos. Los mecanismos más importan-
tes fueron programas de crédito para el financiamiento
de instituciones en dificultades, tanto a nivel federal
como estadual, junto con un rediseño del sector como
un todo, a través de la fusión y venta de bancos priva-
dos y públicos con problemas de liquidez.43 Eso con-
dujo a la eliminación de la mayor parte de las institu-
ciones de propiedad de los gobiernos estaduales. Como
resultado de este proceso, el sistema bancario consi-
guió enfrentar los shocks externos de 1997-1998 con
un coeficiente de créditos/activos totales de 35% y una
relación capital/reservas de 13%.44

6. Financiamiento del gasto social

El ajuste macroeconómico también tuvo efectos en el
área de los gastos sociales. A comienzos de la década
de l990, las políticas sociales solían financiarse me-
diante transferencias monetarias. El enorme número de
clientes potenciales tropezaba con un sistema que de-
pendía mucho de contribuciones,45 con múltiples or-
ganismos y redes de servicios, además de una fuerte
concentración de recursos (dos tercios) en el gobierno
federal, lo que inducía a una mala focalización de los

36 El “efecto Olivera-Tanzi” asociado al fin de los procesos
inflacionarios fue pequeño: en los años con tasas de inflación ele-
vada ese efecto fue en realidad positivo, considerando que los in-
gresos indizados asociados a los atrasos en los pagos generaban
nuevas ganancias para el gobierno.
37 Se calcula que la política salarial del sector público en 1995 (en
que el ajuste de salarios se hizo conforme a la inflación anterior)
incrementó de 15% a 20% la cuenta de salarios. Además, el aumen-
to significativo del salario mínimo ese mismo año afectó también el
gasto en seguridad social.
38 Así como para neutralizar el impacto monetario sobre el flujo de
recursos externos.
39 Y subieron todavía más en respuesta a los shocks externos de
1995, 1997 y 1998.
40 Transferencias generadas por la caída del valor real de los depó-
sitos. Se calcula que esas transferencias correspondían a 4% del PIB
en 1990-1993, para desaparecer a contar de 1995.
41 Las tasas nominales mensuales medias para las operaciones de
dinero interbancario subieron de 3.2% en febrero a 4.4% en marzo
de 1995.

GRAFICO 3
Brasil: Tasa de interés nominal mensual
e inflación, 1995-1999

Fuente: Banco Central del Brasil.
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42 La proporción de operaciones de cobro dudoso subió de menos
de 9% del total de préstamos a casi 14% a finales de 1995 (Baumann
y Mussi, 1999).
43 Se vieron afectados 42 bancos (de un total de 271), entre julio de
1994 y diciembre de 1997.
44 Superior a la relación de 8% recomendada por el Comité de
Basilea.
45 Porcentajes fijos de salarios y utilidades, así como otras fuentes
semifiscales de ingresos.
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programas sociales. Además, la multiplicidad de fon-
dos sociales y su vinculación a partidas específicas de
gasto hacían que los recursos para el gasto social fue-
ran altamente sensibles al ciclo de la actividad econó-
mica (Draibe, 2000).

La Constitución de 1988 redujo los vínculos en-
tre las contribuciones y el financiamiento del sistema,46

transformó el acceso a los servicios sociales en un
derecho universal y estableció niveles mínimos para los
beneficios sociales. El cambio más radical se dio en
el área de la salud, con la creación del sistema único
de salud, que engloba tanto servicios de salud como
de seguridad social.

Lo paradójico es que a comienzos de los años
noventa se desarrolló una febril actividad legislativa
para reglamentar las nuevas disposiciones constitucio-
nales, en paralelo con una drástica reducción del gas-
to social,47 así como del aparato institucional para la
prestación de servicios sociales. A mediados de la
década se adoptó una nueva estrategia de desarrollo
social que tomó en cuenta el derecho de acceso uni-
versal a los servicios sociales básicos e incluyó pro-
gramas de empleo e ingreso para la generación de
nuevas oportunidades, otorgando prioridad a los pro-
gramas universales.48

A partir de 1994, y a pesar de las dificultades
fiscales que enfrentan los estados y municipios, am-
bos vienen asumiendo cada vez más responsabilidades
en el financiamiento de programas sociales, reducien-
do así la cantidad de recursos que aporta el gobierno
central.49

Según Draibe (2000), en 1995 el gobierno fede-
ral seguía siendo responsable de la mayor parte del
gasto, en 8 de un total de 14 programas sociales. En
1995, el gasto social conjunto de los gobiernos fede-
ral, estadual y municipal correspondía a 21% del PIB,

85% del cual se destinaba a educación, salud, asisten-
cia social y beneficios de funcionarios públicos.

La estabilización de precios y la voluntad políti-
ca fueron los factores que permitieron una mejor
focalización y una mayor selectividad de los progra-
mas, nuevos procedimientos de gastos, además de cri-
terios técnicos mejor definidos para la asignación de
recursos. Los programas sociales se concentran en dos
líneas de acción: inversión en recursos humanos y
asistencia social, y programas de lucha contra la po-
breza.

7. Reforma del sistema de pensiones

La necesidad de reformar el sector de la seguridad
social se tornó patente a fines de la década de l980,
como resultado de una serie de factores determinan-
tes: hasta entonces, el sistema incorporaba afiliados a
un ritmo superior al de la expansión del número de
beneficiarios, superando incluso el crecimiento de la
fuerza de trabajo, pero hubo un cambio significativo
en el patrón demográfico de la población, y la Consti-
tución de 1988 incorporó al sistema a los trabajadores
rurales.50 El número de nuevos jubilados era de casi
dos millones de personas entre 1991 y 1995, habién-
dose duplicado el valor de la pensión media durante
dicho período, y abarcaba un tercio de la población
rural en edad de jubilar (Dias y Amaral, 2000).

A todo lo anterior debe agregarse el hecho de que
la expectativa de vida de la población ha venido au-
mentando en las últimas décadas. Dado que el sistema
permitía jubilar en función de los años de servicio, dos
tercios de los nuevos jubilados tenían 54 años de edad
en 1995, con una expectativa de vida de más de 22
años. El gasto en seguridad social absorbía en 1998 casi
10% del PIB,51 y el número real de beneficiarios llega-
ba a 19 millones de individuos. El déficit de la segu-
ridad social correspondía en 1998 aproximadamente a
3% del PIB, debido en su mayor parte (75%) a benefi-
cios pagados a funcionarios públicos.

46 Aunque el financiamiento siga siendo sumamente dependiente
(58% en 1996) de esas contribuciones.
47 El gasto social del gobierno se redujo de 11.4% del PIB en 1990
a 9.7% en 1992, un período de recesión. Cada área fue afectada en
forma distinta: mientras el gasto federal en salud, alimentación y
abastecimiento de agua y alcantarillado equivalió en 1993 a entre
50% y 60% de su valor correspondiente en 1989, el gasto en segu-
ridad social se duplicó durante el mismo período (Draibe, 2000).
48 La proporción del gasto social/PIB creció aproximadamente 4%
entre 1990-1991 y 1996-1997 (llegando a casi 20%). En el mismo
período, la participación del gasto social en el total del gasto públi-
co permaneció prácticamente invariable (59%) (CEPAL, 1999).
49 Eso ha sido posible gracias a la mayor transferencia de recursos
del gobierno federal a los estados y municipios, así como al mejo-
ramiento de su ingreso fiscal: en 1980, los estados captaban 25% y
los municipios 9.6% del ingreso total; en 1991, esas participaciones
correspondían a 27% y 16%, respectivamente (Draibe, 2000).

50 El valor de la pensión de jubilación se calcula sobre la base de
los últimos 36 meses de contribución al sistema, hasta un límite de,
aproximadamente, 1 000 dólares. En cambio, los funcionarios pú-
blicos pueden jubilarse recibiendo el equivalente al último salario.
Los trabajadores rurales tienen la jubilación garantizada, pero no
contribuyen. Se considera que la transferencia de recursos, resul-
tante de la inclusión de los trabajadores rurales en el sistema de
seguridad social, ha representado una contribución considerable a
reducir el porcentaje de familias bajo la línea de pobreza de 41%
en 1990 a 20% en 1996, según las estimaciones de la CEPAL (1999).
51 Tomando en cuenta los regímenes tanto públicos como privados.
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La reforma del sistema de seguridad social com-
prendió, por lo tanto, la definición de un valor límite
para las pensiones, además de la edad mínima para
jubilar. El personal militar fue obligado también a ini-
ciar sus contribuciones.

8. Inversión y productividad

La estabilización de precios y la apertura comercial
promovieron (como cabía esperar) la actividad econó-
mica y la inversión, tanto a través del aumento de la
demanda interna de bienes de consumo, como del ac-
ceso facilitado a bienes de capital más baratos.52

La mayor parte de las empresas del sector manu-
facturero atravesó, durante los primeros años de la
década de l990 (en especial entre 1990 y 1992), por
un proceso de racionalización de la producción, como
uno de los instrumentos para enfrentar la competencia
de los productos importados. Al desaparecer la infla-
ción, los retornos de la inversión pasaron a ser relati-
vamente elevados, debido al menor costo de equipos
y piezas, al hecho de que la mayoría de las empresas
ya había pasado por un proceso de racionalización y a
que el equipo nuevo ayudaba a superar el desfase tec-
nológico del sector productivo. Todo ello contribu-
yó a aumentar la productividad de los factores en la
industria, incluso a expensas de tornar al sector más
intensivo en capital.53

La inversión en el sector industrial se concentró
principalmente en la modernización, sólo con una ex-
pansión limitada de la capacidad productiva en algu-
nos sectores específicos.54 La clasificación de los sec-
tores por formación de capital revela un cuadro dife-
rente del observado en los ciclos anteriores de inver-
sión, como fue el caso de la década de 1970. El cua-
dro 2 muestra la información básica.

Los sectores que lideraron las inversiones en los
años setenta —industria, minería y petróleo— vieron

reducida su participación en la formación bruta de
capital durante la década de l990. La inversión en in-
fraestructura (energía eléctrica, telecomunicaciones,
transporte y abastecimiento de agua y alcantarillado)
se redujo en el período 1990-1994 a algo entre la mi-
tad y un tercio de los valores observados durante los
años setenta. Si se compara la primera y la segunda
mitad de la década de 1990, se constata una caída
absoluta de la inversión en energía eléctrica, un patrón
hasta cierto punto estable en el sector transporte y
abastecimiento de agua y alcantarillado y un aumento
notorio en las telecomunicaciones.

En el sector industrial, los bienes de consumo
lideraron el ritmo (los segmentos más dinámicos fue-
ron los de bienes durables, bajo el liderazgo de empre-
sas transnacionales), estimulados por el manifiesto
“efecto riqueza” resultante de la estabilización de pre-
cios.55 En el caso de los bienes intermedios y de capi-
tal, los resultados obtenidos se mostraron desfavora-
bles.

Los tres nuevos elementos que vinieron a afectar
las inversiones en la segunda mitad de los años noventa
fueron los incentivos concedidos por los estados y
municipios,56 el ambiente posterior a la privatización
y el componente de importación de los procesos de
inversión y producción. Otra característica importante
de la inversión desde mediados de la década de 1990
es el hecho de que gran parte de ella está asociada a la
explotación de las ventajas comparativas (estáticas) del
país en recursos naturales.57

Esto plantea la pregunta de hasta qué punto el
modelo de crecimiento industrial de los últimos años
está basado en la dotación de recursos naturales, y por
tanto en qué medida es dependiente del mercado in-
ternacional de productos básicos.58 Un patrón de es-
pecialización centrado en segmentos productivos con

52 Efecto amplificado por la sobrevalorización del tipo de cambio
durante la mayor parte del segundo lustro de la década.
53 Según las estimaciones de Bonelli y Fonseca (1998b), el aumen-
to anual de la productividad total de los factores pasó de una media
de 1% en los años ochenta a 2.1% en 1990-1997. Según Neri y
Camargo (1999), la producción industrial creció 10% entre 1991 y
1995, mientras que el empleo en el sector industrial disminuyó 22%
durante el mismo período, lo que se tradujo en un aumento de 40%
en la productividad del trabajo.
54 En algunos sectores —como la industria automotriz— hubo en
realidad más inversiones del tipo totalmente nuevo, motivadas por
incentivos fiscales. Sin embargo, en la mayor parte de los sectores
los proyectos de inversión se orientaban sobre todo a la moderniza-
ción.

55 Siendo los textiles la única excepción.
56 Que tuvieron una función decisiva en la reubicación geográfica
de fábricas sin precedentes en el país durante los últimos años.
57 Según Bielschowsky (org., 1998), el total de inversiones fijas en
el sector manufacturero, a precios constantes de 1980, fue en pro-
medio de 3.3% del PIB en 1995-1997. El grupo de sectores “di-
námicos”, formados por los fabricantes de productos de acero,
material de transporte, alimentos procesados, material eléctrico y
electrónico, productos farmacéuticos, plásticos y textiles invirtió en
promedio aproximadamente 2.1% del PIB, mientras que los fabri-
cantes de productos químicos, maquinaria, productos no metálicos,
celulosa y papel, y productos de caucho invirtieron sólo 0.77% del
PIB durante el mismo período.
58 A diferencia, por ejemplo, de las estrategias adoptadas en otras
economías emergentes y en Brasil, en décadas anteriores, tales como
los estímulos a (productores y) exportadores para ingresar a merca-
dos nuevos y más dinámicos.
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demanda poco dinámica suscita dudas en cuanto a su
sustentabilidad a lo largo del tiempo y en cuanto a su
vulnerabilidad a las fluctuaciones del mercado exter-
no. Por lo tanto, un aspecto relevante se refiere a las
condiciones reales de la economía para apoyar un
modelo alternativo que favoreciera productos con uti-
lización más intensiva de la tecnología.

9. Políticas de desarrollo productivo

Hasta finales de la década de 1980, la política de cien-
cia y tecnología en Brasil se concentraba en la cons-
trucción de infraestructura para investigación y desa-
rrollo. Se adoptaron dos líneas de acción: a) recursos
para el financiamiento de proyectos de investigación
y desarrollo por las empresas (afectados sobremanera
por las crisis de los años ochenta), y b) incentivos fis-
cales.

Durante los años noventa, la estructura institu-
cional relacionada con la innovación e investigación
pasó por varios cambios, debidos sobre todo a la re-
ducción del papel del gobierno federal:59 en 1990, éste
era responsable de 73% de la inversión en investiga-
ción y desarrollo de nuevos productos (I+D); en 1997,
esa participación había disminuido a 64%.

Parte de esa reducción se compensó con un pa-
pel más activo del sector privado. La participación de
las empresas en el gasto en investigación y desarrollo
aumentó de 15% a 20% en el período 1990-1997, corres-
pondiendo a una media de 0.7% del total de ventas. Ade-

más, el número considerable de certificados ISO 9000
concedidos a empresas brasileñas60 y el aumento del
gasto privado en tecnología y bienes de capital refle-
jan la preocupación por la modernización de las fábri-
cas.61 Sin embargo, las empresas locales en su conjunto
no desarrollaron sus propias capacidades de innovación
para penetrar nuevos mercados.

El análisis de la oferta potencial de investigación
y desarrollo es fundamental para cualquier país, y más
aún para una economía en que dos tercios de las ex-
portaciones consisten en bienes industrializados. Sin
embargo, en la experiencia brasileña más reciente hay
tres efectos que habrían contribuido al bajo porcentaje
de gasto en I+D en las ventas totales de las empresas:
el impacto negativo del ajuste fiscal, que significó
menos recursos públicos para el financiamiento de
actividades; reformas en la legislación, que facilitaron
la importación de tecnología62 (como parte del proce-
so de apertura de la economía); y la composición de
las exportaciones63 con una participación creciente de

CUADRO 2
Brasil: Formación bruta de capital fijo (FBCF),1970-1997
(Porcentaje del PIB; a partir de precios constantes de 1980)

1970-1980 1981-1989 1990-1994 1995-1997

Industria de transformación 4.5 3.2 2.0 3.3
Minería 0.2 0.2 0.1 0.1
Petróleo 0.9 1.0 0.4 0.4
Infraestructura 5.4 3.7 2.3 2.2
Energía eléctrica 2.1 1.6 0.9 0.6
Telecomunicaciones 0.8 0.4 0.5 0.7
Transporte 2.1 1.5 0.8 0.8
Abastecimiento de agua y alcantarillado 0.5 0.2 0.2 0.1
Otros 12.5 9.7 10.1 11.1

Total FBCF 23.5 17.8 14.9 17.1

Fuente: Bielschowsky (org., 1998).

59 El gasto total en ciencia y tecnología corresponde (Tigre,
Cassiolato y otros, 1999) aproximadamente a 1.5% del PIB.

60 En torno a 2 500 certificados hasta 1997 (Tigre, Cassiolato y
otros, 1999).
61 Aunque positivos, estos resultados son demasiado escuálidos en
comparación con los de otros países. La proporción de I+D/Ventas
en los países de la Organización de Cooperación y Desarrollo Eco-
nómicos (OCDE) alcanza casi a 2%, e incluso otras economías emer-
gentes revelan un mayor compromiso con la tecnología: en la Re-
pública de Corea, la participación del sector privado en investiga-
ción y desarrollo llega a 80%.
62 En 1991, y nuevamente en 1993, hubo normas específicas que
facilitaron los contratos de transferencia de tecnología entre las fi-
liales de empresas extranjeras en Brasil y sus casas matrices (véase
Tigre, Cassiolato y otros, 2000), para la descripción de las princi-
pales modificaciones en la legislación).
63 La eliminación de algunos incentivos a la exportación condujo a una
participación más “pasiva” en la división internacional del trabajo.
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productos que entrañan el uso intensivo de recursos
naturales.

En general, el escaso dinamismo de las exporta-
ciones brasileñas durante la década de 1990 se relacio-
naría con el patrón de especialización: a pesar de la
mayor participación de los productos industrializados,
la cuenta de exportaciones se caracteriza, en gran par-
te, por la exportación de productos básicos intensivos
en recursos naturales y productos intensivos en ener-
gía o en mano de obra.64

Un ambiente económico más abierto al comercio
tuvo también implicaciones para los efectos multipli-
cadores del comercio exterior. Por ejemplo, Tigre,
Cassiolato y otros (2000) constatan que para sectores
como la cerámica y el acero —en cuya producción el
país tiene una ventaja comparativa (estática)—, la aper-
tura comercial no representó un desafío para los pro-
ductores locales,65 y en realidad fue crucial para el
desarrollo de una red de proveedores locales. En el caso
de otros sectores —como automóviles y telecomuni-
caciones— que dependen menos de la disponibilidad
de recursos, la exposición a los productos importados
competitivos, vinculada al acceso más fácil a bienes
de capital e insumos producidos en el exterior, signi-
ficó un nuevo desafío que provocó en realidad un rom-
pimiento de los lazos con los proveedores locales, lo
que afectó la posibilidad de inducir la investigación en
el desarrollo de productos y procesos.

10. Empleo

Estos factores —estabilización de precios, fuerte de-
manda interna e inversión en sectores específicos—
tuvieron diversas consecuencias para el mercado labo-
ral. Hasta principios de 1995, el empleo total creció
como resultado neto del crecimiento del número de
trabajadores en el comercio y en el sector servicios, así
como en el sector informal, que compensó con creces
la reducción del nivel de empleo en el sector indus-
trial y la agricultura.

La participación del empleo industrial en el em-
pleo total bajó de 25% a 16% entre 1990 y 1997.66

Prácticamente todo ese cambio de la estructura secto-

rial del empleo obedece a la migración de trabajado-
res del sector manufacturero a los sectores del comer-
cio y servicios,67 asociada en gran medida a las nue-
vas tecnologías y al (bajo) costo de la mano de obra.68

El cuadro 3 ilustra la estructura ocupacional urbana por
sectores.

Del cuadro 3 se concluye que la reducción del
empleo en el sector manufacturero se compensó con
un aumento de la absorción de mano de obra en las
áreas de vivienda, comercio y servicios.69

El empleo en el sector industrial viene declinan-
do desde 1995 pese a la expansión de la producción,70

mientras que el empleo en los sectores del comercio y
servicios creció hasta finales de 1996, para luego es-
tancarse. En otras palabras, al principio del proceso de
estabilización de precios el crecimiento del número de
empleos en el sector servicios compensó con creces la
baja del número de empleos en la industria, pero ese
fenómeno sólo se dio hasta 1997. Como consecuencia,
a finales de la década se observa un desempleo abier-
to mayor y creciente: según el Instituto Brasileño de

64 Celulosa, papel, zumo de naranja, productos derivados de la soja
y productos minerales semielaborados, entre otros.
65 El sector de la cerámica representa en realidad una historia exitosa
de reestructuración, que provocó un aumento del número de paten-
tes, más inversiones en I+D y varios otros efectos positivos.
66 Se produjo también una reducción del empleo en el sector agrí-
cola, que se analizará más adelante.

CUADRO 3
Brasil: Estructura ocupacional urbana
por sectores, 1990-1996
(En porcentajes)

1990 1996

Agricultura y minería 6.8 8.7
Manufacturas 25.2 16.0
Vivienda 1.0 7.5
Transporte y comunicaciones 4.8 4.6
Comercio y servicios 62.2 63.2

Total 100.0 100.0

Fuente: CEPAL (1999).

67 Este proceso migratorio fue facilitado también por otra caracte-
rística estructural del mercado laboral brasileño: en promedio, entre
2.5% y 3% de los empleados de la industria cambian de empleo
todos los meses; aproximadamente 40% de los trabajadores de la
industria ocuparon el mismo puesto por menos de dos meses, gra-
cias a la legislación que regula los pagos por despidos (véase
Amadeo y Gonzaga, 1997, y Amadeo y Neri, 1997, para mayores
detalles).
68 El aumento del costo de la mano de obra en el sector industrial
(55%) entre 1994 y 1997 superó el incremento correspondiente en
el sector servicios (15%) (Camargo, 1998) .
69 Las cifras relativas al sector agrícola en el cuadro 3 reflejan al
parecer un aumento significativo del número de trabajadores autó-
nomos: la participación de los asalariados rurales bajó de 44% del
total de empleos en el sector en 1990 a 34% en 1996, mientras que
el número de trabajadores autónomos aumentó de 53% a 64% en el
mismo período (CEPAL, 1999).
70 Hay un repunte incipiente a partir de fines de 1999.
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Geografía y Estadísticas (IBGE), el desempleo abierto
subió de 4.3% en 1990 a 7.6% en 1998 (véase el grá-
fico 4).

En general, hubo un claro shock de productividad,
tanto en el sector industrial como en el de servicios de
la economía brasileña, aunque fue más severo en el
primero.71 Las referencias anteriores a aumentos de la
productividad reflejados en las proporciones mano de
obra/producción se ven confirmadas por otros indica-
dores, como la evolución del salario inicial de trabaja-
dores contratados,72 así como el número de años de
instrucción formal entre los trabajadores industriales.73

El ingreso real de los trabajadores urbanos no se
redujo durante todo el período, debido a que: a) la es-
tabilización y la apertura favorecieron relativamente los
precios de los bienes no comercializables; b) mientras
persistió ese factor favorable, aumentó el ingreso real
de los trabajadores del sector servicios; c) cuando:
i) el empleo en los sectores industrial y de servicios co-
menzó a perder dinamismo, ii) empezó a crecer el des-
empleo abierto y iii) los precios relativos dejaron de fa-
vorecer a los productos de esos sectores, el ingreso real
de los trabajadores del sector servicios comenzó a caer
de manera sistemática; pero iv) en el sector industrial,
mientras el empleo disminuía, el ingreso real de los
trabajadores aumentaba hasta 1998, haciendo subir el
costo real de la mano de obra en ese sector (véase el
gráfico 5).74

El ajuste del mercado laboral a un ambiente eco-
nómico abierto al comercio con precios estables invo-

lucraba, por tanto, el paso de trabajadores del sector
de bienes comercializables al de no comercializables.
Esto es consistente con las consideraciones ya anali-
zadas, relativas a la intensidad creciente del uso de
capital en el proceso productivo que siguió a la aper-
tura comercial.

11. El sector agrícola

En lo que antecede, hemos hablado de los sectores
urbanos. Hasta mediados de la década de 1980, el sec-
tor agrícola pasó por un período de intervención cons-
tante del gobierno, lo que fue fundamental para el pro-
ceso de crecimiento, pues posibilitó la oferta de alimen-
tos a precios bajos. Pese a ello, desde la mitad de aque-
lla década la agricultura perdió su mecanismo princi-
pal de compensación, los programas de crédito oficia-
les (fuertemente subsidiados), como parte del proceso
de ajuste fiscal.

En el nuevo ambiente (posterior a 1990) —en que
el sector agrícola se vio expuesto a la competencia
internacional y a la falta de crédito oficial—, el factor
principal que explica el crecimiento de la producción
fue el aumento acentuado y sistemático de la produc-
tividad: la pérdida de crédito fácil hizo que los produc-
tores trataran de reducir los costos medios mediante
incrementos de la productividad, asociados a una re-
ducción moderada de la superficie cultivada y la mer-
ma notoria del número de empleos.

En el caso de los productos principales, la produc-
tividad en el período 1996-1998 varió en forma sus-
tancial en comparación con la de 1990-1992.75 Todos
los indicadores de productividad del sector agrícola
señalan un aumento sistemático entre 1987 y 1998: la

GRAFICO 4
Brasil: Tasa de desempleo abierto en
las áreas metropolitanas, 1982-1999
(En porcentajes)

Fuente : Instituto Brasileño de Geografía y Estadísticas (IBGE).
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71 Lo que en el futuro podría conducir a una disparidad creciente de
salarios entre los dos sectores (Camargo, Neri y Reis, 2000).
72 Considerado como el indicador de la productividad marginal de
la fuerza laboral, señala que entre 1995 y 1997 los aumentos de
productividad fueron de 45% en el sector industrial y de 33% en el
sector servicios (Camargo, Neri y Reis, 2000).
73 El porcentaje de trabajadores con menos de cuatro años de ins-
trucción cayó de 38% en 1989 a 31% en 1996, mientras que el
porcentaje de trabajadores con más de ocho años de instrucción subió
de 42% a 49% de la fuerza laboral (Camargo, Neri y Reis, 2000).
74 Un aumento de 30% entre 1994 y 1997 (Camargo, Neri y Reis,
2000).

GRAFICO 5
Brasil: Empleo y salario real medio
en el sector manufacturero, 1990-1999

Fuente: Instituto Brasileño de Geografía y Estadísticas (IBGE).
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75 El algodón tuvo un aumento de productividad de 26%; la soja,
29%; el café, 27%; el mijo, 30% y el frijol, 21% (Dias y Amaral,
2000).
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tasa anual de aumento de esos indicadores es prácti-
camente de 1.8%.76

Ese repunte de la productividad se vio favoreci-
do por: a) la mala infraestructura de transporte, que
condujo a una explotación más intensa de la tierra, en
que las áreas próximas a los centros urbanos fueron las
más utilizadas; b) el uso creciente de tecnologías nue-
vas desarrolladas en el país;77 c) el profesionalismo
cada vez mayor de la fuerza laboral asociado, entre
otros factores, a los movimientos migratorios de los
estados del sur a las regiones oeste y norte de país; y
d) la apertura comercial, que redujo el costo de los in-
sumos (Dias y Amaral, 2000).

Uno de los elementos importantes para el creci-
miento sostenido de la producción en el sector agríco-
la fue el mejoramiento de las relaciones de intercam-
bio del sector. Entre 1987 y 1994 (año cúspide), las
relaciones de intercambio de la agricultura se
incrementaron en 46%. La rentabilidad del sector au-
mentó 59% entre 1987 y 1998, lo que refleja un creci-
miento de 22% de la productividad y de 31% del índi-
ce de las relaciones de intercambio en el sector agrí-
cola (Dias y Amaral, 2000). Esa ventaja —medida
respecto de la productividad y el mejoramiento de las
relaciones de intercambio— permitió a los producto-
res que empleaban nuevas tecnologías encontrar sus-
titutos del crédito rural tradicional.

El cuadro general surgido de estas cifras es que
el sector agrícola consiguió ajustarse a través de una
mayor productividad, asociada a un aumento de la re-
lación capital/producto y a la selectividad de los pro-
ductores. Estos factores tomados en conjunto impusie-

ron de hecho una sobrecarga más al mercado laboral
urbano.

12. Reformas pendientes

Los indicadores mencionados sugieren que Brasil está
en vías de completar el conjunto de reformas llama-
das de primera generación. La intensificación de ese
proceso supone la adopción de más medidas, como por
ejemplo, la reforma de las políticas de seguridad so-
cial. La experiencia ya ha demostrado que ese siste-
ma, en su formato actual, está destinado a presentar
déficit considerables en los años venideros. Para que
el sistema pueda mantenerse en equilibrio a lo largo
del tiempo, habría que adoptar diversas medidas adi-
cionales.

Ya se demostró que el mercado laboral está sujeto
a una serie de restricciones impuestas por la legislación
y que, bajo ciertos aspectos, se remontan a la década de
1930. La representación sindical, su financiamiento, los
incentivos a la movilidad entre diferentes actividades,
todo ello forma parte del mismo paquete de asuntos que
deberán encararse en el corto plazo.

Otras reformas que suelen exigirse tienen que ver
con el funcionamiento del aparato judicial —oneroso
y lento—, así como con el propio sistema de represen-
tación y decisión políticas, mediante la creación (sin
precedentes en la historia) de mecanismos que permi-
tan a los ciudadanos sentirse realmente representados
y dotados de participación activa. Para ello, es nece-
sario introducir cambios profundos en la estructura
político-partidaria y en la legislación electoral.

76 En el caso del subsector pecuario, se obtiene un valor semejante,
con un aumento anual de la productividad cercano a 1.9% (Dias y
Amaral, 2000).
77 Desarrolladas principalmente por la Empresa Brasileña de Inves-
tigación Agropecuaria (EMBRAPA), dependiente del Ministerio de
Agricultura.

IV
¿Qué es lo que no funcionó?
¿Sabemos realmente por qué?

La experiencia brasileña adquirida con las reformas es
bastante nutrida. Estas tuvieron (ex post) una secuen-

cia bien definida, fueron de carácter variado y, en su
mayor parte, simultáneas con un programa de estabi-
lización. Sin embargo, varios indicadores muestran que
no todo logró el resultado esperado.

Para comenzar, los dos episodios de intensifica-
ción del proceso de reducción de aranceles a las im-
portaciones, ocurridos en 1990 y 1994, se proyectaron
básicamente como parte de programas de estabilización
de precios. En consecuencia, la reducción de alícuotas
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arancelarias no fue un proceso instantáneo ni lineal a
través del tiempo. Por el contrario, varios sectores se
vieron forzados a enfrentar una secuencia de incremen-
tos y reducciones de alícuotas arancelarias durante
períodos de tiempo relativamente breves.78 Esas seña-
les ambiguas imponen una sobrecarga a los inver-
sionistas y a los consumidores de bienes importados.

Una de las críticas más frecuentes a la política de
estabilización adoptada en 1994 es que, al examinarla
tras cinco años de haber sido adoptada, se observa que
el programa siguió siendo básicamente un programa de
estabilización. Le faltó estrategia de mediano y largo
plazo. La política económica permaneció subordinada
a este objetivo principal y eso no dejó de entrañar
costos.

El tipo de cambio permaneció bajo los niveles de
equilibrio, argumentándose que: i) los “fundamentales”
económicos se modificaron con la estabilización de
precios (y por tanto había que reconsiderar el criterio
de paridad sobre nuevas bases), ii) la desvalorización
del tipo de cambio habría implicado presiones sobre
los costos (perjudicando con ello el proceso de estabi-
lización), y iii) el escenario macroeconómico más es-
table garantizaría una economía atractiva para los
inversionistas extranjeros. Como se observa en el grá-
fico 6, se produjo un deterioro de la competitividad
(medida en términos de paridad, a partir del índice de
precios al por mayor) hasta mediados de 1996.

La sobrevalorización se redujo cuando el gobier-
no comenzó a señalar la necesidad de modificar el tipo
de cambio con arreglo a la inflación interna (a partir
de 1997), pero las presiones externas exigieron una
variación más marcada en 1999.

Se tenía la expectativa de que los efectos positi-
vos sobre la competitividad resultantes de la reforma
comercial estimularan las exportaciones. Aún no está
claro hasta qué punto la mayor facilidad de acceso a
los bienes importados incentivó el crecimiento de las
exportaciones. En todo caso, las altas tasas de interés
internas afectaron la producción de bienes de exporta-
ción, y los aumentos salariales asociados a la sobre-
valorización del tipo de cambio repercutieron negati-
vamente sobre los agentes del comercio exterior. Al
mismo tiempo, hubo una explosión de la demanda de
importaciones, y, como resultado de ello, surgieron
grandes déficit comerciales.

La literatura consultada para la sección II sugeri-
ría que ese procedimiento podría haber sido parte de
la estrategia del gobierno dirigida a conquistar credi-
bilidad para su programa de reformas. No queda cla-
ro, sin embargo, la cantidad de tiempo exigida por el
argumento de la credibilidad: básicamente, la política
cambiaria se mantuvo durante cuatro años y medio con
pocas modificaciones.

En el ámbito monetario, la deuda interna se finan-
ciaba durante la primera mitad de los años noventa a
través de bonos con tasas de interés fijas. A partir del
Plan Real, la estabilización de precios asociada a la
entrada de capital externo indujo a las autoridades a
modificar su estructura de financiamiento, y optar so-
bre todo por bonos con tasas de interés flexibles (70%)
y bonos indizados al dólar (21%). La continuidad de
la política monetaria y las restricciones del tipo de
cambio fueron fundamentales para sustentar la estabi-
lidad de precios, aunque la mantención de tasas de
interés elevadas que exigía esa combinación de políti-
cas haya contribuido a aumentar la deuda pública, sin
que el gobierno haya sido capaz de promover las
modificaciones de política necesarias.

Esto no quiere decir que no se hayan desplegado
esfuerzos para incrementar la recaudación: el ingreso
fiscal aumentó de 25% del PIB en 1993 a 30% en 1998,
y los resultados fiscales “primarios”79 se mostraron
positivos durante toda la segunda mitad de la década.
El problema reside en el ámbito de los gastos,80 y en
especial como consecuencia de la variación de las ta-
sas de interés internas: en 1998, el pago de tasas de
interés por la deuda pública interna correspondía a 44%
del ingreso fiscal total.

GRAFICO 6
Brasil: Tipo de cambio real, 1994-1999

78 Baumann, Rivero y Zavattiero (1997) mostraron que en varios
productos hubo hasta ocho modificaciones de las alícuotas arance-
larias nominales en el transcurso de 26 meses: de julio de 1994 a
septiembre de 1996. En algunos casos, las alícuotas arancelarias
nominales fluctuaron entre 0% y 19% (entre 19% y 73% en algu-
nos otros productos), y esos cambios ocurrieron repetidamente en
ambos sentidos, es decir, una secuencia de incrementos y reduccio-
nes.

Fuente: Banco Central del Brasil.

I III I III I III I III I  III   I  III
1994 1995 1996 1997 1998 1999

200
150
100
50

0

79 O sea, excluyendo la corrección monetaria y el pago de tasas de
interés.
80 Al final de la década surge otro debate en torno al tipo de recau-
dación fiscal, basada cada vez más en contribuciones (porcentajes
fijos de salarios y utilidades) en lugar de impuestos.
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▲

El tipo de cambio sobrevalorizado estimuló la de-
manda de moneda extranjera por parte de los impor-
tadores. Los cambios en la legislación, la estabilización
de precios y el acceso renovado a los mercados de
capital internacional generaron una entrada importan-
te de capital extranjero, al comienzo en forma de em-
préstitos e inversiones en cartera, y luego como inver-
sión extranjera directa.

El resultado fue un círculo vicioso de entrada de
moneda extranjera que era monetizada y que tenía que
ser neutralizada mediante tasas de interés más altas. A
su vez, éstas presionaban las cuentas fiscales generan-
do la expansión de la deuda, la necesidad de nuevos
empréstitos y por tanto de tasas de interés aun más
elevadas. El cuadro 4 muestra los diversos componen-
tes del déficit fiscal.

Hay dos aspectos que cabe destacar en el cuadro
4. Primero, los intereses de las deudas interna y exter-
na explican la mayor parte del déficit de fines de la
década de 1990. Segundo, la monetización al comien-
zo del proceso de estabilización fue sustituida por la
venta de bonos nacionales y extranjeros como fuente
de financiamiento público.

La dependencia del ahorro externo reveló ser de
hecho un arma de doble filo. Contribuyó al financia-
miento de la deuda pública, pero a su vez, el aumento
de la tasa de ahorro externo posterior a 1994 (de 0.9%
a 4.4% del PIB en 1998 (gráfico 7) financió principal-
mente el consumo. La tasa de inversiones se elevó de
15% a 18%81 durante esos cuatro años,82 pese a que

éstas se destinaron sobre todo a proyectos de moder-
nización y no a la expansión de la capacidad produc-
tiva.83 Entre 1993 y 1996, el consumo privado repre-
sentó 72% del aumento de la demanda agregada, mien-
tras que la formación de capital correspondió a sólo
22% (Sáinz y Calcagno, 1999).

El programa de privatización contribuyó a enca-
rar ese escenario de ajuste fiscal incompleto mediante
la venta de empresas públicas y el alivio de la sobre-
carga fiscal impuesta por las empresas estatales
ineficientes. Cualesquiera que hayan sido las conse-
cuencias para la eficiencia productiva, hay dos efec-
tos colaterales que merecen destacarse.

Algunas empresas fueron vendidas, incluso antes
de que se completara la regulación de su sector, y esto
podría afectar la competencia en el mercado interno.
Por otra parte, la privatización de varias empresas
importantes fue al principio el resultado de los movi-
mientos del arbitraje financiero, con la participación de
agentes no involucrados directamente en la actividad
productiva, y —hasta hace poco— con la participación
limitada de los inversionistas extranjeros. Por consi-
guiente, las mejoras de eficiencia no serían tan signi-
ficativas como se había planificado originalmente, o se
requeriría más tiempo para que los cambios de propie-
dad pudieran mejorar las condiciones de compe-
titividad.

Aunque uno de los objetivos del programa de
privatización pareciera ser la maximización de ingre-
sos, y a pesar de la cantidad impresionante de recur-
sos involucrados, la deuda pública siguió siendo con-
siderable, sobre todo como resultado de la nómina

CUADRO 4
Brasil: Componentes principales
del déficit fiscal
(Como porcentaje del PIB)

1994 1998

Déficit fiscal “operacional’’ -1.4 7.5
Usos
   Déficit “primario” -5.3 -0.0
   Intereses de la deuda interna 3.2 7.2
   Intereses de la deuda externa 0.7 0.3
Fuentes
   Financiamiento interno -2.6 4.5
   Financiamiento externo -3.0 2.2
   Expansión monetaria 4.3 0.8

Fuente: Banco Central del Brasil, 1999.

81 A precios constantes de 1980.
82 Principalmente del sector privado: la inversión pública en maqui-
naria y equipos se redujo de 0.7% en 1994 a sólo 0.4% en 1998,
mientras que para la inversión en construcción las tasas fueron de
2.9% y 1.8%, respectivamente, según el IBGE.

GRAFICO 7
Brasil: Inversión y ahorro, 1981-1997
(Como porcentaje del PIB)

Fuente: Instituto Brasileño de Geografía y Estadísticas (IBGE).
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83 La dependencia del financiamiento externo elevó también la deuda
externa total en 47% en un período de cuatro años: de 151 mil
millones de dólares en 1994 a 222 mil millones de dólares en 1998.
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salarial del sector público (9% del PIB en 1997), el
déficit de la seguridad social (9.4% del PIB) y las tasas
reales de interés (3.4% del PIB) (Cysne, 2000).

La privatización de las empresas públicas, suma-
da a los cambios de reglamentación y la ruptura del
monopolio público en varios sectores, mejoraron la
actividad del capital privado. Sin embargo, este últi-
mo se tornó más activo sólo en el sector productivo,
pues sus contribuciones al gasto social siguieron sien-
do bastante escasas. Aunque las empresas privadas y
las ONG hayan participado durante mucho tiempo en la
prestación de servicios sociales, la mayor parte de esos
servicios sigue siendo básicamente un atributo del sec-
tor público.

El nivel del gasto social en Brasil es bastante com-
parable con el de la mayor parte de los países de in-
gresos medianos —aproximadamente 19% del PIB, aun-
que distribuidos en forma injusta— y las reformas no
han tenido éxito hasta ahora en modificar notoriamen-
te el origen y la composición del ingreso: pese a los cam-
bios constitucionales, el gasto social (58% en 1996)
sigue dependiente de los fondos formados por las con-
tribuciones sociales.84

Además, los indicadores sociales agregados sugie-
ren que todavía queda mucho por hacer en este cam-
po. La estabilidad de precios y las transferencias pú-
blicas generaron efectos positivos importantes. El in-
greso real de los trabajadores empleados se incrementó
en 30% entre 1993 y 1997, debido principalmente a:
a) un notorio aumento de las transferencias a las fami-
lias de todos los niveles de ingreso y b) cambios en
los precios relativos que redujeron el precio de los
productos básicos. Por consiguiente, entre 1990 y 1996
el número de hogares bajo la línea de pobreza descen-
dió de 41% a 29%,85 lo que representa indiscutiblemen-
te un indicador positivo.

Respecto a la igualdad de ingreso, las estimacio-
nes de Neri y Camargo (2000) —que utilizan datos de
las encuestas nacionales de hogares (PNAD)86— confir-
man la notoria concentración del ingreso en Brasil,
pues revelan una variación relativamente exigua de los

indicadores de desigualdad entre 1990 y 1997.87 El
resultado se obtiene utilizando tanto el índice de Theil
(0.748 en 1990 y 0.715 en 1997 para todas las fuentes
de ingreso) como el coeficiente de Gini (0.607 en 1990
y 0.595 en 1997 para todas las fuentes de ingreso).88

Neri y Camargo (2000) demuestran también que
el cálculo detallado de los datos primarios de las PNAD

exige cierta calificación de esos resultados. Esa baja
de los indicadores generales de desigualdad no refleja
una mejora de la distribución del ingreso: la participa-
ción de los estratos más ricos de la población en el
ingreso total sigue siendo elevadísima, y los individuos
de esos tramos de ingreso obtuvieron sus ganancias a
partir de una variedad de efectos, como los asociados
a la mejor remuneración de los trabajadores más cali-
ficados, y de acuerdo con el tipo de actividad, ganan-
cias financieras obtenidas a partir de tasas de interés
más elevadas, y otros. Varios tests indican que la me-
jora sugerida por esos indicadores es producto sobre
todo del “efecto riqueza” derivado de la reducción del
costo de la canasta de consumo y la merma de la
volatilidad del ingreso de los trabajadores después de
la estabilización de precios. Prácticamente no hubo un
cambio estructural significativo en el perfil de la dis-
tribución del ingreso en este período.

En todo caso, el número importante de hogares
que superó la línea de pobreza representó un impacto
considerable en la demanda agregada interna. Por con-
siguiente, las importaciones se dispararon a la vez que
crecieron las tasas de inversión agregada, en buena
medida para atender la demanda interna.

En la mayor parte de las industrias hubo una ex-
pansión significativa de la inversión en 1995-1997, en
comparación con el período 1990-1994. No obstante,
salvo en el sector de las telecomunicaciones, esa inver-
sión fue inferior a los niveles observados en las déca-
das de 1970 y 1980. En los años noventa existe clara-
mente un nuevo modelo de inversión, tal vez más efi-
ciente desde el punto de vista microeconómico, pero
que no lo es tanto desde la perspectiva de la capaci-
dad productiva y el crecimiento económico.89

84 Los recursos permanecen concentrados en áreas específicas: el
gobierno federal concentra dos tercios de sus recursos en seguridad
social y beneficios para los funcionarios públicos; los estados con-
centran sus gastos en educación, beneficios para los funcionarios
públicos y salud, mientras que los municipios destinan tres cuartos
de sus gastos a educación, vivienda, salud y abastecimiento de agua
y alcantarillado.
85 Con una reducción de 36% a 25% en las áreas urbanas, y de 64%
a 46% en las áreas rurales (cEPAL,1999).
86 Encuesta nacional de hogares (PNAD).

87 Los coeficientes son casi estables, si se toma en consideración el
margen de error en este tipo de indicadores.
88 Las metodologías alternativas, que utilizan una unidad diferente
para el análisis —como por ejemplo en CEPAL (1999)—, indican
también un grado bastante alto de concentración, con una variación
relativamente escasa durante los años noventa: en 1990, los coefi-
cientes de Gini eran de 0.528 para las áreas urbanas, y de 0.456
para las áreas rurales, sólo ligeramente más bajos que los coeficien-
tes correspondientes a 1997, de 0.538 y 0.460, respectivamente.
89 Además, la inversión se revela más intensa en aquellos sectores
que de alguna forma mantuvieron su protección contra la compe-
tencia externa, con una productividad más elevada (por ejemplo,
bienes durables de consumo), y donde hay mayor presencia de
empresas transnacionales.
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Fuera del área industrial, los registros de inver-
sión son variados. En el sector de la minería, la inver-
sión fue bastante escasa a causa del conocimiento re-
lativamente limitado de los recursos disponibles, y de
las malas perspectivas de mercado de aquellos mine-
rales con reservas conocidas; lo mismo ocurrió en el
sector del petróleo.

Los estrangulamientos de la producción y distri-
bución están tan difundidos, que pasaron a conocerse
como el “costo Brasil”, para indicar aquellos costos
generales de ineficiencia impuestos por inadecuaciones
específicas. La inversión en infraestructura es también
una mezcla de éxitos y fracasos: está en curso la mo-
dernización de los puertos después de su privatización,
pero existe una inversión relativamente escasa en
materia de ferrocarriles y equipos, y subsiste una falta
de integración del sistema ferroviario con otras vías de
transporte.90

El desempeño más destacado corresponde al sec-
tor de telecomunicaciones, con un monto significati-
vo de inversiones asociadas a la privatización. No obs-
tante, se verifica a su vez un desempeño mediocre en
materia de energía eléctrica, lo que viene conducien-
do a una oferta insuficiente e incluso al riesgo de falta
de energía.

Por lo tanto, desde el punto de vista de la política
industrial, las reformas sólo permitieron obtener un éxito
parcial en el mejoramiento de la infraestructura. Como
ya se demostró, el crecimiento de la producción podrá
repuntar durante algún tiempo, pero subsisten dudas
crecientes en cuanto a la estructura resultante y sus
perspectivas de largo plazo respecto de la inserción de
la economía en la división internacional del trabajo.91

En general, las empresas trataron de ajustarse a
la competencia de los productos importados mediante
estrategias defensivas de especialización, que afecta-
ron con frecuencia la producción local de piezas y
productos de más alto contenido tecnológico. El pro-
ceso de ajuste del sector industrial promovió la compe-
titividad de los sectores cuya producción es en gran es-
cala y que hacen uso intensivo de mano de obra. Asi-
mismo, la facilidad de importación de bienes de capi-

tal estimuló la modernización de los sectores con bajo
dinamismo tecnológico.

En el período 1991-1993, varias medidas condu-
jeron a que se facilitara la importación de tecnología.
No obstante, el uso de tecnología extranjera no se
acompañó habitualmente de un esfuerzo tecnológico
interno, más allá de la adaptación de esas tecnologías
a las condiciones locales.92 Sólo unas pocas empresas
disponen de actividades de investigación y desarrollo,
y los vínculos tecnológicos externos de las empresas
son bastante limitados, no sólo entre sí sino también
entre ellas y las universidades e instituciones de inves-
tigación. Un sector industrial demasiado heterogéneo
dificulta el establecimiento de relaciones técnicas en-
tre las empresas.

Los procesos de producción que hacen uso más
intensivo del capital y con más componentes importa-
dos, contribuyeron también a incrementar un compo-
nente estructural en el aumento del desempleo abier-
to: aunque la economía retome una trayectoria de cre-
cimiento de la producción, la reducción del desempleo
abierto será más lenta que en los períodos anteriores.
El tiempo durante el cual el trabajador medio perma-
nece desempleado subió de 3.5 meses en 1991 a seis
meses en 1998 (Camargo, Neri y Reis, 2000). Esta
situación es favorecida por la legislación laboral.93 En
consecuencia, en promedio 3% de los trabajadores del
sector industrial cambia de empleo todos los meses, lo
que reduce los incentivos para la capacitación laboral
y enfatiza las dificultades ya mencionadas respecto de
los esfuerzos tecnológicos locales.

Los efectos del ajuste fueron percibidos también
en el área rural. El crédito reducido, la liberalización
comercial y un tipo de cambio sobrevalorizado provo-
caron modificaciones significativas en los precios re-
lativos de los productos agrícolas.

90 La inversión privada empieza a mejorar las condiciones de varias
carreteras, pero sólo un número reducido de autopistas brasileñas es
susceptible de ser privatizado, considerando las expectativas de
rentabilidad del sector privado.
91 Existen también preocupaciones en cuanto a la participación real
de los productores en la actividad exportadora: sólo 14 mil empre-
sas realizan operaciones sistemáticas con el mercado externo, de un
total que supera el millón de empresas registradas.

92 Los datos del balance de pagos muestran un aumento de la im-
portación de tecnología durante los años noventa, con un cambio
significativo en su composición: la participación de la importación
de “servicios técnicos especializados” en el total de importaciones
bajó de 67% en 1990 a 32% en 1996, con un simultáneo incremen-
to acentuado de los pagos por el “uso de patentes” y el “suministro
de tecnología industrial” (en el caso de las tecnologías no patentadas).
Esto refleja un crecimiento de la importación y transferencia de
tecnología extranjera, sin un aumento correspondiente de la inver-
sión en investigación y desarrollo por parte de las empresas locales
(véase Tigre, Cassiolato y otros, 2000).
93 Cuando la economía está creciendo y el desempleo es escaso,
existe un incentivo implícito para que los trabajadores provoquen
su propio despido, ya que reciben un pago correspondiente a un
salario mensual, más 40% de un fondo acumulado por la empresa
(FGTS), constituido por un salario por año de servicio en ella (Amadeo
y Gonzaga, 1997).
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El sector agrícola se ajustó mediante la experi-
mentación con formas alternativas de capitalización
interna, asociadas principalmente a un notable aumento
de la productividad, reducción de costos y reducción
de activos. Por consiguiente, se produjo un alto des-
empleo.94

El aumento de la demanda de alimentos,95 que se
produjo después de la estabilización, se satisfizo con
la oferta interna de alimentos, estimulada por la reduc-
ción significativa del costo de los insumos importados.
Esta característica, asociada a la marcada reducción del

crédito oficial, demostró ser altamente discriminatoria
contra los pequeños productores, usuarios éstos de tec-
nologías más tradicionales. La eliminación de los pro-
ductores con niveles de productividad inferiores al
promedio contribuyó también a elevar la tasa de des-
empleo abierto.

Los problemas derivados de esta situación y la
insatisfacción con los resultados obedecen al hecho de
que las reformas fueron incompletas, mal aplicadas, o
se enviaron señales inadecuadas a los agentes econó-
micos.

94 Se calcula que el número de trabajadores en el sector agrícola se
ha reducido en 23% entre 1985 y 1996 (lo que corresponde a 5.5
millones de empleos), mientras que la producción del sector au-
mentó 30% en el mismo período.
95 El poder de compra de los trabajadores urbanos en relación al
costo de los alimentos y vestuario aumentó en más de 60% desde
1990, en que los salarios de los trabajadores menos calificados
superaron la variación de precios de los alimentos.

V
Lecciones de la experiencia brasileña

Las reformas aplicadas en Brasil desde fines de la
década de l980 son bastante ilustrativas en varios as-
pectos. Para comenzar, presentan por lo menos dos
características que no se han considerado en la litera-
tura sobre reformas: a) ocurrieron en paralelo con un
proceso de integración regional (Mercosur), con com-
promisos significativos asociados a ese proceso, al
menos en términos de políticas comerciales externas;
y b) Brasil tiene una estructura federal, lo que acarrea
fuertes implicaciones para los resultados de muchas
reformas como, por ejemplo, las reformas del sistema
de seguridad social y del sector financiero.

Como se sugirió en el gráfico 1 de la sección III,
la secuencia de las reformas correspondió, al parecer,
a las recomendaciones halladas en la literatura: la re-
forma comercial precedió a todas las demás. Pese a
ello, se observaron nítidamente dos etapas —hasta
mediados de 1994, y con posterioridad— en que el
vuelco está representado por la adopción de un enér-
gico programa de estabilización de precios.

En otras palabras, la reforma comercial comenzó
en un momento en que la economía enfrentaba toda-
vía serios desequilibrios macroeconómicos —de modo
que los beneficios transmitidos a través de los precios

relativos no pudieron maximizarse—, para luego ace-
lerarse en paralelo con el programa de estabilización
de precios.

La simultaneidad de la apertura y la deflación es
mejor conocida por la literatura sobre reformas.

Los indicadores muestran que la apertura ayudó
en realidad a la estabilización y aumentó los exceden-
tes tanto de productores como de consumidores, me-
diante el acceso a los bienes importados. La simulta-
neidad de la sobrevalorización del tipo de cambio,
necesaria para los fines de la estabilización, afectó tanto
el balance comercial como el precio relativo de los
bienes comercializables y no comercializables. Como
resultado, se produjo un déficit comercial y se estimu-
ló el movimiento de factores hacia la producción de
bienes no comercializables.96

Suele aceptarse que durante los programas de
estabilización la mantención de un tipo de cambio
sobrevalorizado sería un costo que debe pagarse, en
caso de que forme parte de la estrategia del gobierno
para demostrar su firme compromiso con el proceso de
reformas. El costo social alternativo de perder credi-
bilidad en las reformas podría ser de hecho infinitamen-
te mayor. Sin embargo, la cuestión que plantea la ex-
periencia brasileña es que esa política perduró durante
un período bastante largo, mucho más allá del que se

96 En forma muy semejante a lo que un modelo de balance de pa-
gos del tipo absorción habría previsto: un desplazamiento de la fron-
tera de producción, en que los precios relativos benefician la pro-
ducción de bienes no comercializables.
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habría considerado como necesario para inducir cre-
dibilidad.

En consecuencia, esto generó una preocupación
creciente por el crecimiento a largo plazo. Las señales
enviadas a los agentes económicos se concentraron en
los propósitos de la estabilización. No se hizo mucho
en términos de crear condiciones para que repuntara
el crecimiento, salvo los efectos esperados de eficien-
cia derivados de la privatización y la apertura comer-
cial. Por consiguiente, aumentó la inversión como un
todo, siendo más eficiente en términos microeconó-
micos, pero el valor invertido realmente no ha sido
suficiente desde el punto de vista de la estrategia de
crecimiento a largo plazo (el aumento de la capacidad
productiva fue limitado), y no ha permitido abrigar
muchas esperanzas en cuanto al desempeño de las
exportaciones.

También se señaló que la literatura dedicada a las
reformas indica que aquella del sector financiero
debería ocurrir antes de la eliminación de los contro-
les al capital extranjero. La experiencia brasileña fue
peculiar también en este aspecto. Se adoptaron incen-
tivos a la inversión extranjera en el período 1990-
1991, mientras que la verdadera reforma del sector fi-
nanciero ocurrió solamente en 1995, después de veri-
ficada la necesidad de efectuar ajustes debido a la
pérdida de las ganancias producidas por la inflación,
que eran canalizadas hacia el sector bancario. Esa
reforma no indujo la reducción de las tasas de inte-
rés, como se podría haber previsto. Por el contrario,
se produjo un círculo vicioso de flujos de capital aco-
plados al déficit fiscal, que derivó en tasas aun más
elevadas, las que atrajeron a su vez nuevos capitales,
y así sucesivamente.

En términos de los modelos analizados en la sec-
ción II, siempre que la falta de confianza en la perma-
nencia de las reformas aparece ligada al acceso al
financiamiento externo, el sector privado termina por
incurrir en deudas para financiar el consumo espera-
do. La experiencia brasileña muestra una historia dis-
tinta. El mismo efecto —de aumentar la deuda exter-
na básicamente para financiar el consumo interno—
ocurrió en medio de un contexto de niveles relativa-
mente bajos de inversión, pero de gran demanda in-
terna, incluso cuando había pocas dudas en cuanto a
las intenciones del gobierno (como lo ilustra la serie
de victorias políticas acumuladas por éste).

Las recetas básicas relativas al ajuste estructural
indicarían también que el gasto público debería con-
centrarse en salud, educación e infraestructura, dejan-
do todas las demás actividades en manos de la inicia-
tiva privada.

Este es probablemente el aspecto en que la estruc-
tura federal de la sociedad brasileña aparece con ma-
yor nitidez como determinante de los resultados. Las
secciones III y IV mostraron que diversas característi-
cas alteraron la estructura del financiamiento público.
Por otra parte, las evidencias demuestran también que:
a) el compromiso del sector privado con el financia-
miento de esas áreas es lento y limitado, y b) existen
restricciones estructurales que condicionan la medida
en que es posible transferir los gastos del gobierno
federal a los estados y municipios. La insistencia en
esas reformas deberá exigir un nuevo diseño de la
estructura fiscal.

Este último aspecto, ligado a las indicaciones de
rigideces en el mercado laboral impuestas por la legis-
lación, y a los costos cada vez más evidentes que en-
traña el modo de operar de los poderes judicial y par-
lamentario, permiten concluir que no existen reformas
parciales. Si el propósito es preservar el proceso de
reformas, una vez iniciado éste es necesario profundi-
zarlo y expandirlo continuamente.

En resumen, es posible identificar (al menos) siete
lecciones que pueden derivarse de la experiencia bra-
sileña en los años noventa.

1. Existen ventajas nítidas generadas por el fin de
la inflación, pero los resultados dependerán de la for-
ma en cómo se mantenga la estabilización.

En Brasil no se adoptó i) un esquema represivo,
como aconteció en Chile en la década de 1980, o como
en Argentina (con el Bonex y la reducción de los sa-
larios nominales), ni ii) un proceso negociado como en
México e Israel. En vez de eso, en la experiencia bra-
sileña se conjugaron desde mediados de los años no-
venta, a) un ancla de tipo de cambio nominal, b) altas
tasas de interés real positivas, c) represión de los sala-
rios reales en el sector público, acompañada de d) ajus-
te cuantitativo en el mercado laboral, de manera que
ese conjunto de medidas impone barreras a la compe-
titividad y al desempeño a mediano y largo plazo.

2. Como sugiere la teoría, la apertura comercial
aumentó los excedentes de productores y consumido-
res. Sin embargo, la forma en que se produjo la aper-
tura parece haber impuesto costos excesivamente ele-
vados a algunos sectores.

3. Resulta imperativo el ajuste fiscal, en caso de
que se desee evitar tasas de interés demasiado altas y
retomar las acciones en el sector público. No obstan-
te, el ajuste debe ser programado de manera tal que no
perjudique la eficiencia productiva, ni imponga costos
sociales excesivos: el financiamiento privado del gas-
to social no es ni inmediato ni está garantizado.
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4. La reestructuración del sector financiero es
fundamental en un mundo de intenso movimiento de
capitales: el proceso brasileño costó menos, en térmi-
nos del PIB, que procesos similares en otros países, y
al parecer fue crucial para evitar los efectos multipli-
cadores de las crisis externas recientes.

5. Pese a ser importante, la estabilización de pre-
cios no debería transformarse en la única meta de la
política económica. La experiencia ya ha demostra-
do que debe pasar algún tiempo para que desaparez-
can las expectativas de inflación.97 Pero el envío de
señales correctas a los agentes económicos respecto
de la recuperación de la producción reviste igual im-
portancia, a fin de garantizar que las propias condi-
ciones para las reformas sean sustentables a lo largo
del tiempo.

6. Una vez iniciado, el proceso de reforma deter-
mina su propia continuidad, avanzando en cada etapa
si se tiene la intención de evitar una reversión. Por lo
tanto, los contextos económicos con baja inflación y
relaciones económicas abiertas con el resto del mun-
do exigen consistencia fiscal y modificaciones de la
legislación laboral, así como de los procedimientos
administrativos e institucionales.

7. El hecho de contar con el ahorro externo para
retomar un ciclo de inversiones es una apuesta arries-
gada, puesto que las decisiones de los inversionistas
extranjeros se toman sobre la base de lo que ocurre con
las variables internas, pero incluyen también hechos
que acontecen en otros lugares.

La intensidad y multiplicidad de las reformas
efectuadas en Brasil en los años noventa fueron de tal
envergadura que quizá sea todavía prematuro evaluar-
las en plenitud. Varios cambios de políticas —como
la privatización de empresas públicas y la reforma del
sistema de seguridad social— sólo después de algún
tiempo deberán traducirse en ventajas dinámicas. Sin
embargo, ya han transcurrido 10 años desde los pri-
meros movimientos significativos, y no cabe duda que
ya pueden extraerse algunas lecciones que contribuyen
a nuestro entendimiento del proceso de ajuste en un
país en desarrollo.

La experiencia brasileña ilustra un caso en que las
reformas no siguieron la secuencia ideal prescrita, y en
que a veces se enviaron señales inadecuadas a los
agentes económicos, pero también encarna un caso en
que las ventajas ya alcanzadas podrían perderse fácil-
mente, de llegar a revertirse los movimientos registra-
dos hasta ahora.
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Los niveles nacionales de desempleo en Trinidad y Tabago
han permanecido altos desde los años ochenta, debido a la
recesión económica, las medidas ulteriores de ajuste estructu-
ral y la disminución de actividades tradicionales con uso inten-
sivo de mano de obra, como la agricultura de plantación. Los
grupos que habían dependido del empleo ocasional disponible
en épocas previas a la recesión han venido experimentando un
desempleo crónico; combinan empleos ocasionales extremada-
mente irregulares con actividades en el sector informal y ocu-
pan una posición marginal y precaria en el mercado laboral.
Este artículo examina cómo difieren las características y estra-
tegias de las personas que buscan empleo en las áreas centra-
les (dinámicas) y en las periféricas del mercado laboral. En el
análisis de los datos cualitativos, basado en 45 entrevistas en
profundidad, se emplearon los procedimientos comparativos
cualitativos de Ragin. Este método permitió examinar las com-
binaciones de características de diferentes individuos e identi-
ficar aquellos componentes de su estrategia de búsqueda de
empleo que los llevaron a encontrar empleo o que culminaron
en desempleo de largo plazo. Los desempleados crónicos
mostraron una falta consistente de conocimiento actualizado
sobre el mercado laboral, mientras que los que encontraron
trabajo disponían de este tipo de información gracias a “lazos
débiles” basados en vínculos familiares y otros establecidos
previamente con el mercado laboral. El acceso al empleo de
individuos que carecían de enseñanza secundaria superior y
formación técnico-profesional podría asociarse con sus “lazos
de mérito” adquiridos por la experiencia en el empleo y una
trayectoria laboral en el sector formal. Los datos sugieren que
mientras la afiliación con la economía formal podría fortalecer
la posición del individuo en el mercado laboral, la asociación
con el sector informal no parecía conducir a ventaja ulterior
alguna en ese sentido.

R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  7 3
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I
Introducción

El trabajo es una parte inextricable de la estructura de
las sociedades y es de importancia vital en aquellas que
carecen de un sistema de seguridad social amplio. El
ingreso depende de la participación en el mercado la-
boral, y las familias dependen de las remuneraciones
de sus miembros económicamente activos. Aunque tra-
dicionalmente el Gobierno de Trinidad y Tabago ha
mostrado un fuerte compromiso con la provisión de
una red básica de seguridad que cubra a los ancianos,
los inválidos y los hogares con jefatura femenina, los
ciudadanos “aptos” tienen que depender de sus víncu-
los con el mercado laboral, puesto que no reúnen los
requisitos para recibir las formas tradicionales de asis-
tencia social y no están cubiertos contra el riesgo de
desempleo. Los niveles nacionales de desempleo han
permanecido consistentemente elevados desde los años
ochenta, debido a la recesión, las medidas ulteriores de
ajuste estructural y la disminución de las actividades
tradicionales que hacen uso intensivo de mano de obra,
como la agricultura de plantación. En un ambiente eco-
nómico difícil, las oportunidades de empleo ocasional
que antes abundaban —por ejemplo, en el sector de la
construcción pública y privada— se volvieron escasas.
Aquella parte de la fuerza laboral que dependía de ese
empleo periódico quedó sin medios de subsistencia y
ha tenido que buscar oportunidades de ingreso en el
sector informal.

En este estudio cualitativo se examinan las ca-
racterísticas y las estrategias de búsqueda de empleo
de grupos desempleados en Trinidad. La entrevista en
profundidad es un instrumento que produce una abun-
dancia de datos cuyo escrutinio da información so-
bre los aspectos de la búsqueda de empleo relevan-
tes en el contexto de esta investigación. Se ha utili-

zado una matriz basada en esos aspectos para orga-
nizar o “codificar” los datos relativos a la combina-
ción de características y componentes de la estrate-
gia de búsqueda de empleo de cada individuo que
haya conducido a acceder a empleo o haya desembo-
cado en desempleo de largo plazo. Se utiliza el ál-
gebra booleana para facilitar la identificación y com-
paración de las diferentes combinaciones de caracte-
rísticas y estrategias asociadas con el éxito o el fraca-
so en la búsqueda de empleo. El estudio abarcó can-
didatos de niveles socioeconómicos medios bajos y
bajos. Entre estos últimos, sobre todo, la formación
educacional era débil.

La recopilación de datos apuntó a individuos que
se hallaban en diferentes posiciones frente al mercado
laboral. El primer grupo incluyó a aquellos que esta-
ban buscando empleo en el área más dinámica del mer-
cado laboral y que se hallaban muy próximos a acce-
der a él. El segundo grupo estuvo compuesto de indi-
viduos que habían estado desempleados por largos
períodos y que ocupaban una posición marginal en el
mercado laboral. En la investigación se examinó de qué
manera difieren las características y estrategias (deno-
minadas en lo sucesivo “los atributos”) de los candi-
datos en las áreas dinámicas y periféricas del mercado
laboral en Trinidad. La tipología que emerge de este
ejercicio puede ser útil para la planificación de políti-
cas e intervenciones con miras a grupos similares en
riesgo de quedar marginados de la fuerza laboral. Lo
que se busca es una visión holística de la gama de
atributos principales y sus procesos de interrelación. En
el caso de los grupos marginados, los problemas sue-
len tener que abordarse en varios frentes para que las
soluciones sean eficaces.

II
El mercado laboral: el centro y la periferia

Trinidad y Tabago (con una población de 1.4 millo-
nes de habitantes) es uno de los Estados insulares del
Caribe con un pasado colonial y una era más reciente
de independencia que comienza a principios de los

años sesenta. La historia de colonización y desarrollo
ha dado a cada isla caribeña su propio carácter. La isla
de Trinidad se distingue por sus recursos de petróleo
y gas natural. Sus exportaciones de petróleo constitu-
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yen sólo una pequeña fracción de la producción mun-
dial total, pero son la principal fuente de ingreso del
país. La economía depende sobremanera de la produc-
ción y exportación de petróleo y gas. Este sector, que
hace uso intensivo de capital, es muy sensible a las
fluctuaciones de precios en el mercado mundial
(Rogozinski, 1994, pp. 275-279).

Las ganancias imprevistas del petróleo en el pe-
ríodo comprendido entre 1973 y 1982 posibilitaron el
aumento del ingreso, la expansión de las ocupaciones
en el sector público y de las inversiones en infraestruc-
tura y el mejoramiento de las condiciones de vida.1 Con
la caída de los precios internacionales del petróleo
durante los años ochenta, hubo una brusca contracción
de la economía, y no pudieron mantenerse los altos
niveles de gasto del gobierno. Mientras tanto, sólo un
reducido número de los empleos que se habían creado
estaba en el sector productor de bienes durables, e
incluso en la cúspide del auge del petróleo la tasa de
desempleo no bajó mucho de 10%. Durante la rece-
sión, y con las medidas restrictivas que requirió el ajus-
te estructural, habían disminuido los trabajadores en el
sector público. Los programas de obras públicas de
infraestructura, de los que muchos habían llegado a
depender como fuente periódica de ingreso, también
se habían restringido. En la industria de la construc-
ción, la declinación de los sectores público y privado
significó una caída —tras el apogeo de 1980, cuando
empleaba a 18% de la fuerza laboral— a una situación
en que la mitad de la fuerza laboral del sector quedó
desempleada a fines de los años ochenta (Naciones
Unidas, 1995; Ramsaram, 1992). Los individuos no
calificados vieron disminuir sus posibilidades de
ganarse la vida tanto en los proyectos de obras públi-
cas como en el sector de la construcción, lo que aca-
rreó penurias económicas a las familias que habían
dependido de este tipo de trabajo. Esta situación se
reflejaba en las condiciones de vida de los desemplea-
dos con menos educación del grupo considerado.

La tasa de desempleo fluctuó entre 16 y 22% en
los años noventa. En el tercer trimestre de 1995, se-
gún datos de la Oficina Central de Estadística, dicha
tasa fue de 16.3%, la más baja desde 1985. La desocu-
pación era mayor entre las mujeres y la juventud. En
Trinidad y Tabago, el desempleo está vinculado muy

estrechamente con la desigualdad económica y social.
Según Henry y Melville (1989), la correlación entre el
desempleo y la pobreza era de 0.88 a fines de los años
ochenta.

Más de 75% de todos los trabajadores están em-
pleados en el sector formal: el sector formal privado
emplea a 42% y el sector público a 33%. El resto de
la fuerza laboral se ubica en el sector informal y con-
tiene una porción significativa de trabajadores por
cuenta propia (autónomos). El sector agrícola ocupa
menos de 5% de la fuerza laboral. Las ocupaciones no
son significativamente distintas en los sectores rurales
y urbanos.

Ciertas áreas de trabajo no calificado que van en
aumento, tales como los empleos domésticos y de se-
guridad (empleadas domésticas y guardias), tienen
niveles elevados de subempleo. El sector informal2 es
el área del mercado laboral al que los individuos re-
curren en último término en búsqueda de una opor-
tunidad de obtener ingreso. La economía informal es
mirada desde dos ángulos: como factor que refuerza
la desigualdad social o como factor que sirve para ali-
viar o diluir las condiciones de desigualdad (véase
McKeever, 1998).3 El trabajo en el sector informal
comprende servicios personales, producción de arte-
sanías y pequeños negocios (incluidas las microem-
presas). Los salarios en el sector informal equivalen en
promedio a la mitad de los que perciben los trabaja-
dores manuales y no manuales en la empresa moder-
na (CEPAL, 1997, p. 16).

Los datos recopilados revelaron que el estableci-
miento de redes sociales informales, basadas en una
fuerte reciprocidad, y el ingreso intermitente que a

1 El gasto público y los subsidios a la producción aumentaron en la
administración pública, en particular, y en las transferencias que se
expandieron para aliviar las altas tasas de desempleo sostenidas que
se atribuían a que el sector petrolero se caracterizaba por hacer uso
intensivo de capital (Banco Mundial, 1995, pp. 11-32).

2 De conformidad con el uso más aceptado del término, la “econo-
mía informal” se refiere a las formas lícitas de generación del in-
greso que no están reguladas por las instituciones legales y políti-
cas de la sociedad (Portes y Castells, 1989, p. 12). Por ejemplo, los
trabajadores no pagarían impuestos, los lugares de trabajo no cum-
plirían con las ordenanzas gubernamentales o los propietarios de
negocios operarían sin las licencias exigidas. Este tipo de actividad
económica se da, sin embargo, dentro del contexto de una econo-
mía formal dominante, y no en forma independiente de esa econo-
mía. Además, generalmente hay vínculos entre ambas: por ejem-
plo, entre ellas circulan materiales, trabajo y productos terminados
(McKeever, 1998, p. 1211).
3 En estudios más recientes se aduce que la economía informal
comprende una amplia gama de ocupaciones, las que ofrecen opor-
tunidades a muchos que no las tendrían en el sector formal, pero
que al mismo tiempo explotan el trabajo de otros. En el análisis que
hizo McKeever (1998) de los datos de encuestas efectuadas en
Sudáfrica a nivel nacional, se observó que el éxito, en términos de
posición ocupacional y logros de ingreso, sigue patrones de estra-
tificación en la economía informal que son consistentes con los de
la economía formal.
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menudo proviene del sector informal, conforman los
mecanismos más comunes de subsistencia en círculos
que carecen de ingreso regular. Las familias libran una
lucha cotidiana por solventar incluso los gastos esencia-
les, como los de alimentos, medicamentos, vestuario o
transporte para los hijos en edad escolar. La subsisten-
cia económica en las redes informales ha llegado a ser
un mecanismo de supervivencia permanente para los
desempleados y subempleados crónicos. La asistencia

mutua es la única “red de seguridad” existente, que
puede ocasionalmente complementarse con programas
de asistencia social como el que nos permitió contactar
a los desempleados crónicos del grupo estudiado. Mu-
chos individuos desempleados buscan trabajo de una u
otra índole en la economía informal. La venta ambulante
de alimentos y pequeños artículos, o entre los de raigam-
bre rural la venta de productos caseros, son algunas de
las formas de generar ingreso.

III
Estudios previos

La dinámica económica y estructural de la desigual-
dad social en el Caribe ha sido objeto de varios estu-
dios, entre otros los de Ramsaran (1992) y Gafar
(1998). Los aspectos sociopolíticos y raciales de la
desigualdad han sido investigados por Ryan y Stewart
(eds., 1995). Dentro del marco de la pobreza y la pri-
vación, las características de los grupos más necesi-
tados han sido estudiadas por Ryan, McCree y St.
Bernard (eds., 1997), quienes utilizaron encuestas
cuantitativas y datos de entrevistas. Estos aspectos
también figuran en el trabajo de Valtonen (1996)

sobre la integración de los inmigrantes en Trinidad, y
en el estudio minucioso de Neil (1987) sobre una deter-
minada comunidad local en el sector urbano de Tri-
nidad.

En la región caribeña no ha habido investigación
de las estrategias de empleo ni de las etapas de bús-
queda de empleo en el proceso de participación en el
mercado laboral. En este artículo se examina una eta-
pa preliminar, pero crucial, en el umbral del mercado
de trabajo en que los individuos negocian la entrada o
reentrada al empleo.

IV
La recopilación de datos y el grupo escogido

El presente estudio está basado en datos cualitativos
provenientes de entrevistas en profundidad realizadas
en Trinidad4 en 1995-1997. Cada entrevista duraba
entre una hora y una hora y media. Las entrevistas
estaban semiestructuradas en torno a temas que eran
abordados mediante preguntas directas, y también
mediante sondeos. Los individuos estaban dispuestos
a participar en el estudio porque el tema era motivo
de preocupación, tanto para ellos como para otros en
la misma situación.

Los encuestados fueron 45, con edades que fluc-
tuaban entre 17 y 45 años. 22 eran de origen urbano pro-
venientes de Puerto España y sus alrededores, y 23 de
origen rural. 24 sujetos sólo tenían educación primaria.
De los 21 sujetos que tenían alguna educación secun-
daria, 10 habían cursado sólo el primer ciclo de ella. Dos
de estos últimos habían continuado hasta completarla y
habían egresado de la escuela secundaria.5 En general

4 La mayoría de la población vive en Trinidad donde también está
situado el sector industrial “moderno”. El estudio al que se refieren
los datos del artículo se realizó en Trinidad. En Tabago, donde vive
3.3% de la población, la agricultura es la ocupación principal, con
alguna diversificación hacia el turismo.

5 Los grados primero a quinto (grupo etario de 5 a 11 años) corres-
ponden a la enseñanza primaria; la enseñanza secundaria consta de
un primer ciclo de cinco grados (grupo etario de 12 a 16 años) al
término del cual se rinde el examen de nivel O., y de un sexto
grado —superior e inferior—, que atiende al grupo etario de 17 a
18 años y conduce al examen de nivel A. Cabe señalar que 55% de
la población económicamente activa de Trinidad y Tabago sólo ha
cursado los años iniciales de la enseñanza secundaria.
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el grupo exhibía logros educacionales, pero en la ma-
yoría éstos eran de nivel bajo (primario y secundario
inferior).

Siguiendo el procedimiento del método cualitati-
vo, se hizo un muestreo deliberado para llegar a los
individuos que mejor podían suministrar información
sobre el tema que se investigaba. El grupo selecciona-
do se extrajo de dos áreas del mercado laboral, y com-
prendió individuos que estaban buscando empleo en el
sector dinámico del mercado laboral y a punto de ac-
ceder a él e individuos que habían estado desemplea-
dos por largo tiempo y carecían de toda posibilidad
inmediata de hallar trabajo. Este procedimiento de
muestreo permitió diferenciar en el grupo selecciona-
do por resultado de la estrategia y facilitó la compara-
ción de las configuraciones de atributos.

Los sujetos que estaban a punto de acceder a una
ocupación fueron contactados por intermedio de la
Oficina Estatal del Trabajo.6 Algunos se hallaban en
la etapa de preselección para desempeñar labores de
oficina en el sector público y era probable que fueran
llamados de inmediato o dentro de poco a llenar las
vacantes. Otros se estaban inscribiendo para obtener
empleo en la cosecha de frutas en Canadá, que es una
actividad de contratación estacional organizada por las
autoridades laborales.

Los individuos con una posibilidad de empleo
más remota fueron contactados mediante el progra-
ma de alimentación complementaria de una organi-
zación no gubernamental (ONG) que funciona bajo los
auspicios del Estado. El requisito para acogerse a él
es la incapacidad de sufragar la canasta mínima de
alimentos.7 El programa suministra asistencia alimen-
taria a los hogares seleccionados por un período de
tres meses. En su calidad de participantes de este
programa de asistencia social de nivel residual y al-
tamente focalizado, estos hogares venían experimen-
tando dificultades económicas y desempleo por un
número considerable de años. Los datos, por lo tan-
to, se obtuvieron de dos grupos del espectro de los
que buscan empleo, uno que despliega una estrategia
de empleo eficaz y el otro que aplica una estrategia
ineficaz.

El protocolo de la entrevista estaba estructurado
en las siguientes secciones: información personal
(edad, estado civil, familia y tipo de hogar); nivel de
educación (escolaridad y enseñanza profesional); his-
toria laboral (tipos de actividad, empleadores, duración
de los períodos de empleo, búsqueda de ocupación,
canales, contactos); visión propia del futuro, proyec-
tos, sugerencias para intervenciones oficiales.

V
Marco conceptual

El marco teórico y conceptual experimentó algunos
cambios en el curso de la recopilación y el análisis de
datos, cosa que es común en el método cualitativo.8 En
esta sección se analiza el marco teórico elaborado con
la gama de atributos y estrategias de búsqueda de
empleo que, según los datos, tuvieron un impacto so-
bre el proceso de búsqueda de empleo en el grupo
estudiado.

La tesis de Bourdieu relativa al efecto de la trans-
misión cultural sobre el éxito ocupacional ulterior en
la generación siguiente tiene importancia para este
estudio. Bourdieu y Passeron (1977) sostienen que la
educación reproduce el sistema de estratificación so-
cial, puesto que el capital económico de los padres

puede transformarse en el “capital cultural” de los hi-
jos, el que a su vez determina la posición económica
y el éxito ocupacional de la segunda generación. Se-
gún Bourdieu, cada clase posee su propio conjunto de
significados, o marco cultural, que es internalizado
inicialmente mediante la socialización en el seno de la
familia. Este habitus moldea la percepción, el pen-
samiento, el gusto, la apreciación y la acción. Al mis-
mo tiempo, es un marco de significados que la clase

6 El Estado no mantiene servicios integrales de colocaciones e in-
formación laborales (bolsas de trabajo), pero efectúa contrataciones
para determinadas áreas de empleo en el sector público, y con menor
frecuencia en el sector privado.

7 Se estima que 11% de los hogares en Trinidad y Tabago son
“extremadamente pobres”, es decir, incapaces de acceder a la ca-
nasta mínima de alimentos (Naciones Unidas, 1995).
8 Ragin (1994, p. 82) sostiene que la investigación cualitativa suele
entrañar un proceso de aclaración recíproca de la imagen que tiene
el investigador del tema investigado, por una parte, y de los con-
ceptos que enmarcan la investigación, por otra. Las imágenes se
construyen a partir de casos, a veces mediante la búsqueda de simi-
litudes entre varios ejemplos del fenómeno que parecen pertenecer
a la misma categoría general. A su vez, estas imágenes pueden
relacionarse con conceptos.
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dominante está en condiciones de imponer a las demás
(y en el sistema educativo) como la única cultura legí-
tima. Así, los hijos de las familias de las clases altas
están equipados con un “capital cultural” que promueve
sus logros académicos y su éxito ocupacional definiti-
vo. En general, se supone que este proceso de trans-
misión cultural, que subyace a la actividad orientada
al logro, está ausente en los niveles inferiores de la
estructura social, donde se supone que los individuos
están en desventaja frente a sus contrapartes de la cla-
se “superior”.

Aunque el grupo seleccionado no provenía de los
niveles asociados generalmente con los procesos de
transmisión cultural de Bourdieu, los datos mostraron
que la mayoría de los sujetos estaban, empero, muy
conscientes del valor y la utilidad de la educación. No
obstante, a menudo su carrera escolar se había inte-
rrumpido prematuramente porque sus familias o su
origen habían sido demasiado pobres para costear los
gastos de libros, transporte, uniformes, etc., que el caso
requería.9 Esta era una característica prevalente entre
los que habían iniciado la educación secundaria, pero
la habían abandonado antes de completar su primer
ciclo. Su precaria formación educacional no se debió
tanto a estar fuera de los círculos donde se suponía que
ocurría la transmisión cultural, sino más bien a circuns-
tancias materiales que inhibían la continuación de sus
estudios. Esta conclusión corrobora la de Halsey, Heath
y Ridge (1980), cuyo estudio de los alumnos de una
escuela secundaria selectiva halló que las circunstan-
cias materiales eran un factor que determinaba la du-
ración de la carrera escolar.

Al considerar el grupo en estudio conviene exa-
minar los vínculos entre el nivel educativo y la posi-
ción en el mercado laboral desde una perspectiva fa-
miliar. Los sujetos situados en el extremo superior de
la escala educativa, que habían completado efectiva-
mente la enseñanza secundaria, venían de familias en
que al menos un adulto tenía empleo estable en el
sector formal. Entre los sujetos cuya educación se había
interrumpido, los vínculos familiares con el mercado
laboral tendían a ser mucho más tenues. El logro edu-
cacional sostenido en este grupo parece estar vincula-
do, en general, con una posición socioeconómica rela-
tivamente más firme. La teoría de la transmisión cul-
tural puede tener también aplicación en los estratos
socioeconómicos medio bajo y bajo. Mientras que en
los niveles superiores de la estructura social los ante-
cedentes familiares o el “capital cultural” y el mayor

logro académico conducentes al éxito ocupacional es-
tán presumiblemente vinculados, en los niveles infe-
riores el mero hecho de completar la educación básica
puede ser la vía que permite salir de la dependencia
económica o de condiciones de subsistencia.

El concepto de “recursos sociales” involucra una
gama de componentes tangibles e intangibles. Es po-
sible seleccionar aspectos que puedan aplicarse al gru-
po estudiado cuyo respaldo en recursos educativos y
familiares es más débil. Los recursos sociales han sido
definidos en función de la riqueza, la posición social,
el poder y los lazos sociales de las personas que están
vinculadas directa o indirectamente con el individuo.
Lin, Ensel y Vaughn (1981) postularon que el acceso
a los recursos sociales y su utilización a través de la
red propia del individuo ofrece una transición esencial
entre los antecedentes familiares y la educación, por
una parte, y el logro socioeconómico, por la otra. Su
estudio se centró en un aspecto de los contactos per-
sonales, a saber, la posición ocupacional del contacto
utilizado en la búsqueda de empleo. Tomando en cuen-
ta las restricciones metodológicas derivadas del uso de
un solo aspecto de los recursos sociales, los datos su-
girieron que el individuo que tiene acceso a mayores
recursos sociales y los utiliza, posee una ventaja con-
siderable en el proceso de búsqueda de empleo ( ibid.,
p. 1176). Los recursos sociales son considerados como
atributos intermediarios, que median entre los recur-
sos personales y el logro de la posición ocupacional.
El modelo de Lin, Ensel y Vaughn (1981) propone
concretamente que las características (socioeconó-
micas) de los contactos personales influyen en el ni-
vel de la posición ocupacional que se alcanza.

El presente análisis se ocupa de dos aspectos de
los recursos sociales que, conforme indican los datos,
revisten importancia para el proceso de búsqueda de
empleo y sus resultados. Se identificaron dos catego-
rías de lazos sociales, los “lazos débiles” (Granovetter,
1973) y los “lazos de mérito”.

Granovetter sostiene que la mayoría de los mo-
delos de redes se ocupan de los lazos fuertes,10 cir-

9 Las donaciones de libros y uniformes que antes se destinaban a
las familias pobres se suspendieron durante la recesión económica.

10 Granovetter (1973) postula que la fuerza de un lazo es una com-
binación (probablemente lineal) de la cantidad de tiempo, la inten-
sidad emocional, la intimidad (confianza mutua) y los servicios re-
cíprocos que lo caracterizan. Los antropólogos asocian a los lazos
fuertes con los contenidos múltiples (multiplexity) en una relación
(véase Kapferer, 1969, p. 213). Marsden y Campbell (1984) observa-
ron en un estudio de lazos entre mejores amigos que los indicadores
óptimos de un concepto no observado de lazo fuerte eran las medi-
das de cercanía o intensidad, ya que no estaban contaminadas por
otras medidas. La duración tendía a exagerar la fuerza de las relacio-
nes de parentesco y la frecuencia exageraba la fuerza de los lazos
con los compañeros de trabajo y vecinos. La frecuencia tenía una
asociación muy escasa con la cercanía y la duración.
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cunscribiendo su aplicabilidad a grupos pequeños bien
definidos, con lo cual se pasan por alto todos los as-
pectos importantes que entraña su contenido. Hace
hincapié en los “lazos débiles” que funcionan como
mecanismos de enlace con lo externo, y especialmen-
te entre grupos. Estos son cauces por los cuales las
ideas, influencias o información socialmente alejadas
del individuo pueden llegar a él. Mientras menores sean
los contactos indirectos que tenga una persona, más
aislada estará en términos de conocer el mundo más
allá de su propio círculo de amistades. El grado de
superposición de las redes de amistad de dos indivi-
duos varía también directamente con la fuerza de los
lazos diádicos (Granovetter, 1973, pp. 1370-71).

En este estudio se entiende que los “lazos débi-
les” son aquellos que carecen de las características de
los lazos fuertes, pero se destaca especialmente su
función como vías de información nuevas a las que el
individuo que busca empleo no tendría acceso normal-
mente a través de los lazos fuertes de su red de interac-
ción inmediata, pero generalmente limitada. Los “la-
zos débiles” pueden incluir también lazos indirectos
que pueden transmitirse a través de otros, y también
lazos directos flexibles, en que la interacción no se
sostiene en forma intensiva.

Del examen de los datos surgió una categoría de
recursos sociales denominada “lazos de mérito”, que
se refiere a los vínculos con el mercado laboral que se
han establecido gracias al esfuerzo propio del indivi-
duo. El mérito se refiere también al valor asignado por
otros. Los “lazos de mérito” están basados en el logro
o desempeño previo del individuo en alguna esfera. Es
el reconocimiento, reputación o mérito generado en
dicha actividad y goza de legitimidad en amplios cír-
culos del mercado laboral. Tiene la calidad de “capi-
tal simbólico”, que según Bourdieu (1986) es todo ac-

tivo social, tangible o intangible, que es considerado
legítimo en la sociedad. Esta categoría de lazos del
mercado laboral pertenece al tipo de lo “construido”,
es decir, se trata de vínculos construidos por el indivi-
duo con amigos, compañeros de trabajo, empleadores
y otros en el curso de su vida laboral y de otras acti-
vidades, al contrario de los lazos prescritos de consan-
guinidad y parentesco por afinidad (véase Lin, Ensel
y Vaughn, 1981). Dado que buena parte de la investi-
gación realizada sobre el vínculo entre los recursos
personales (antecedentes familiares y educación) y el
logro de una posición ocupacional está centrada en los
estratos donde cabe suponer que los recursos persona-
les son de peso, los “lazos de mérito” como una for-
ma alternativa de recursos personales son de especial
importancia para los estratos socioeconómicos menos
favorecidos que aquí se estudian.

Las áreas de interacción humana rara vez son ca-
tegorías discretas. Los “lazos de mérito” también pue-
den ser generadores de información y funcionar enton-
ces como “lazos débiles”. Estos últimos se consideran
esencialmente como generadores de información, por
ejemplo, sobre las condiciones existentes en el merca-
do laboral, que de otro modo no estarían disponibles
socialmente para el candidato. Se entiende que los pri-
meros son un activo que goza de legitimidad y valor
simbólico en la sociedad. En este estudio se postula que
los “lazos de mérito” están basados, por ejemplo, en la
trayectoria ocupacional de un individuo en una empre-
sa de prestigio, o la historia de relaciones laborales es-
tables sobre todo en el sector formal, que genera una
sensación de confianza en los empleadores potenciales.
Los “lazos de mérito” podrían también ser el sinónimo
o la significación de un nivel de especialización desea-
ble que se mantiene, o quizá incluso se adquiere y de-
sarrolla, en entornos laborales favorables.

VI
Características y estrategias de empleo
observadas en el grupo estudiado

En el examen de los datos se seleccionaron de partida
las estrategias de empleo y características específicas
que ejercían más influencia en el resultado de la bús-
queda de ocupación. Estas se transformaron en medi-

das a escala nominal para cumplir con los requisitos
del álgebra booleana que utiliza datos binarios. Hay dos
condiciones o estados: verdadero (o presente) y falso
(o ausente), que están representados por 1 que indica



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  7 3  •   A B R I L  2 0 0 1

ESTRATEGIAS DE BUSQUEDA DE EMPLEO EN TRINIDAD Y TABAGO • KATHLEEN VALTONEN

180

presencia y 0 que indica ausencia, de los siguientes
atributos:

– Antecedentes familiares abreviado a “familia”: la
presencia de “familia” indica que un adulto de la
familia directa o de la familia ampliada11 del su-
jeto tiene un empleo estable. Hay alguna fuente
regular de ingreso y tal vez también contactos o
“capital social” en el lugar de trabajo. La ausen-
cia significa que el (los) adulto(s) de la familia ca-
rece(n) de un empleo estable.

– Educación secundaria abreviada a “secundaria”:
la presencia de “secundaria” indica que el indivi-
duo ha llegado al segundo ciclo de la enseñanza
secundaria y que ha aprobado el primero. La au-
sencia significa que el individuo ha cursado la
enseñanza primaria y tal vez los primeros años de
la secundaria.

– Enseñanza técnico-profesional abreviada a “téc-
nico-profesional”: la presencia de “técnico-profe-
sional” indica que el individuo ha recibido ense-
ñanza técnico-profesional, adquiriendo con ello
una especialización que incrementa su empleabi-
lidad.12  La ausencia significa que el individuo no
ha pasado por esta enseñanza.

– Especialización: la presencia de “especialización”
indica que el individuo ha adquirido cierto nivel
de especialización, a través de la enseñanza téc-
nico-profesional u otros conductos, que mejora-
ría sus posibilidades en el mercado laboral. La
ausencia significa que el individuo compite bási-
camente por trabajo no calificado en el mercado
del empleo.

– “Lazos de mérito” abreviado a “mérito”: la pre-
sencia de “mérito” indica que el individuo ha es-
tablecido “lazos de mérito” que lo vinculan con,
al menos, una institución o empleador reconoci-
do socialmente. El vínculo es flexible y está ba-
sado en un período de participación adecuado o
en buenos antecedentes laborales. Los “lazos de
mérito” pueden ser también una señal de emplea-
bilidad, pues indican que el individuo ha adquiri-
do cierta especialización en el empleo, y funcio-
nan como una garantía social de competencia o
validez. La ausencia significa que el individuo

carece de garantía social que respalde sus inicia-
tivas de búsqueda de empleo a cualquier nivel.
Los datos sugieren que los “lazos de mérito” se
establecieron principalmente por la participa-
ción en el sector formal. La actividad laboral
en el sector informal no pareció tener este tipo
de valor.

– “Lazos débiles” abreviado a “débiles’’: la presen-
cia de “débiles” indica que el individuo tiene in-
formación sobre, por lo menos, dos áreas posibles
de oportunidad de empleo, mediante contactos con
redes (en este grupo, tales contactos eran en ge-
neral indirectos). Por lo tanto, el individuo está al
tanto de los acontecimientos en el mercado labo-
ral ampliado y de las posibles áreas de oportuni-
dad, especialmente en el nivel apropiado a su
capacidad y potencial. La ausencia significa que
la actividad de búsqueda de empleo del individuo
era algo dispersa, difusa y tal vez improductiva.

– Urbano: la presencia de “urbano” indica que el
sujeto reside en una concentración urbana, donde
generalmente no surgen problemas de distancia y
costo de transporte en la etapa de búsqueda de
empleo. En el caso de los sujetos que viven en el
campo, la búsqueda de empleo se vio entorpeci-
da a menudo por la falta de recursos para cubrir
los costos de transporte.

– Plan: la presencia de “plan” indica que el indi-
viduo proyecta adquirir cierto tipo de capacita-
ción para mejorar su empleabilidad. La ausen-
cia significa que el individuo no está consideran-
do alternativas para mejorar su base de capaci-
dades.

– Búsqueda de trabajo activa abreviada a “activa”:
la presencia de “activa” indica que el individuo
se dedica muy activamente a la búsqueda de
empleo, hace indagaciones con gran frecuencia y
entabla contactos directos. La ausencia significa
que las actividades de búsqueda de empleo son de
poca monta, quizá debido también a problemas
financieros con el transporte.

Una característica que al principio se pensó que
podría ser significativa resultó común a todos los su-
jetos. Todos declararon que estaban dispuestos a acep-
tar cualquier tipo de trabajo. Este atributo no se inclu-
ye en la matriz.

11 Aunque la familia nuclear es la forma que predomina en los
hogares de Trinidad y Tabago (40%), la familia ampliada repre-
senta a 21.4% de los hogares y las familias monoparentales a
13.9%.

12 Se emplea el género masculino en la redacción para aligerar la
lectura del texto.
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El escrutinio de las combinaciones de características
y estrategias se realizó utilizando el análisis compara-
tivo cualitativo y los procedimientos conexos de álge-
bra booleana desarrollados por Ragin (1987 y 1994).
Los aspectos principales de los procedimientos se des-
criben someramente a partir del texto de Ragin.

El análisis booleano es combinatorio por diseño.
Este aspecto de la lógica combinatoria es consistente
con la idea de que los casos, especialmente en sus
rasgos causalmente relevantes, deben ser considerados
en forma holística. Por lo tanto, en la comparación
cualitativa de raíz booleana, las causas no se tratan en
forma aislada sino siempre dentro del contexto de la
presencia y ausencia de otras condiciones causalmente
relevantes.

Si se identifican los patrones de similaridades y
diferencias es posible identificar los vínculos causales:
cómo diferentes configuraciones de causas producen
diferentes resultados en la gama de casos. El enfoque
booleano tiene varios aspectos que se prestan para el
análisis en este estudio. Posee la capacidad de abordar
coyunturas causales complejas y permite que el inves-
tigador estudie los casos como un todo y también como
partes. La organización de las observaciones en la for-
ma de configuraciones que pueden yuxtaponerse hace
posible presentar y “evaluar” explicaciones que com-
piten entre sí.

Se construyó una matriz de datos brutos o “tabla
lógica de verdad” para los datos relativos a todo el
grupo seleccionado. La tabla lógica de verdad no se
presenta aquí en toda su extensión ya que es posible

resumir las configuraciones que existen en la matriz de
datos brutos indicando el número de veces que ocu-
rrió cada una. El cuadro 1 ofrece un resumen de las
configuraciones. Cada renglón del cuadro 1 represen-
ta un tipo de configuración, y el número de veces de
ocurrencia en el grupo estudiado figura en la última
columna.

En el análisis booleano, el número de veces de
ocurrencia de cada combinación de condiciones cau-
sales no entra directamente en cálculo alguno. Los
criterios de frecuencia no son tan importantes como lo
son en el análisis estadístico. Lo que interesa son los
tipos de situaciones (es decir, los renglones de la tabla
lógica de verdad) como la unidad de análisis básica.

Por razones de claridad, las configuraciones se
pueden traducir en letras mayúsculas para representar
la presencia de la condición, y en letras minúsculas
para representar la ausencia de esa misma condición.
Así, “SECUNDARIA” indica la presencia de esta con-
dición, y “secundaria” indica su ausencia. El cuadro 2
muestra todas las configuraciones identificadas (que fi-
guran en el cuadro 1), traducidas en nombres con ma-
yúsculas y minúsculas. El signo de multiplicación (•)
se utiliza para indicar la combinación de condiciones.

En esta etapa, puede darse el primer paso hacia
la minimización, lo que supone combinar los renglo-
nes cuando sólo difieren en una condición causal, pero
tienen los mismos resultados. Este paso produce con-
figuraciones que Ragin (1987) denominó “implicantes
primordiales”. Esta estrategia de simplificación sigue
la lógica de un experimento. Sólo se permite que va-
ríe una condición (la “condición experimental”) a la

VII
Procedimientos y resultados

CUADRO 1
Resumen de configuraciones

Renglón Familia Secundaria Mérito Débiles Urbano Plan Activa Especiali- Técnico- Resultado- Frecuencia
Nº zación profesional empleo

1 1 1 0 1 1 1 1 0 0 1 7
2 1 0 0 1 1 1 1 0 0 1 2
3 0 1 0 1 1 1 1 0 0 1 2
4 1 1 0 1 1 1 1 1 1 1 1
5 0 0 1 1 0 0 1 1 0 1 5

6 0 1 0 0 1 1 1 0 0 0 2
7 0 0 0 0 1 0 1 0 0 0 4
8 0 0 0 0 0 1 0 0 0 0 18
9 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 4
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vez. Si la variación de esta condición no tiene un
impacto discernible sobre el resultado, ésta puede eli-
minarse como factor (Ragin, 1994, pp. 124-125).

En los renglones 1 y 2, ambos conducentes al
resultado de acceso al empleo, todos los aspectos sal-
vo uno, la educación secundaria, son los mismos. Los
individuos pueden estar buscando empleo con efica-
cia, incluso en ausencia de una educación secundaria
superior. No obstante, cabe señalar que la combinación
exitosa con la ausencia de secundaria no es común en
el grupo seleccionado, y es casi una excepción. Sin
embargo, los renglones 1 y 2 pueden parearse, y omi-
tiendo la variable secundaria que no afecta el resulta-
do, el renglón minimizado reza así:

FAMILIA. mérito. DEBILES. URBANO. PLAN.
ACTIVA. especialización. técnico-profesional

No es posible hacer nuevas minimizaciones en-
tre las combinaciones exitosas, puesto que no hay otras
combinaciones de pares que difieran sólo en un aspec-
to. Quedan cuatro configuraciones para describir la di-
versidad de caracteres y estrategias entre los 17 indi-
viduos que están buscando trabajo con eficacia.

En el cuadro 2, en la lista que muestra el resulta-
do negativo (falta de acceso al empleo), los renglones
8 y 9 sólo difieren en la presencia y ausencia de Plan.
Ambos renglones pueden parearse y minimizarse omi-
tiendo la variable Plan que no influye en el resultado.
El renglón minimizado reza ahora así:

familia. secundaria. mérito. débiles. urbano. activa.
especialización. técnico-profesional

Los implicantes primordiales presentan configu-
raciones de atributos sucintos. Las combinaciones de
implicantes primordiales establecidas a partir de los
datos pueden considerarse como configuraciones de
condiciones causales o simplemente como combinacio-
nes de características, que forman la base de una tipo-
logía empírica. Dado que el interés principal de este
estudio es describir sucintamente la diversidad median-
te la determinación de los implicantes primordiales, no
fue necesario proseguir con la minimización o los pro-
cedimientos de computación. La etapa final de la
minimización booleana, el “gráfico de implicantes pri-
mordiales”, que busca la máxima parsimonia lógica,
no se efectuó porque no era ése el objetivo.

La brevedad de la etapa de minimización no es
una desventaja en este estudio, ya que la necesaria
claridad y economía de descripción se logran median-
te la organización de los datos conforme a los proce-
dimientos booleanos que facilitan la identificación de
distintas combinaciones.

El álgebra booleana es útil para el análisis de gru-
pos en los cuales la falta de recursos puede tener la
misma influencia en determinar el resultado, debido a
que los componentes son considerados, en su presen-
cia y también en su ausencia, como parte de las ex-
presiones de los implicantes primordiales. El método
permite extrapolar interrelaciones holísticas dentro de
las configuraciones.

CUADRO 2
Las configuracionesa y sus resultados

Resultado: acceso a empleo

1. FAMILIARES. SECUNDARIA. mérito. DEBILES. URBANO. PLAN. ACTIVA.
especialización. técnico-profesional

2. FAMILIARES. secundaria. mérito. DEBILES. URBANO. PLAN. ACTIVA.
especialización. técnico-profesional

3. familiares. SECUNDARIA. mérito. DEBILES. URBANA. PLAN. ACTIVA.
especialización. técnico-profesional

4. FAMILIARES. SECUNDARIA. mérito. DEBILES. URBANA. PLAN.
ACTIVA. ESPECIALIZACION. TECNICO-PROFESIONAL

5. familiares.secundaria. MERITO. DEBILES. urbana. plan.ACTIVA.ESPECIALIZACION.
técnico-profesional

Resultado: falta de acceso a empleo

6. familiares. SECUNDARIA. mérito. débiles. URBANA. PLAN.ACTIVA. especialización. técnico-profesional
7. familiares.secundaria.mérito.débiles.URBANA.plan.ACTIVA.especialización. técnico-profesional
8. familiares. secundaria. mérito. débiles. urbana. PLAN. activa. especialización. técnico-profesional
9. familiares. secundaria. mérito. débiles. urbana. plan. activa. especialización. técnico-profesional

a En mayúsculas: presencia de la condición. En minúsculas: ausencia de la condición.
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El uso de abundante información de la cual se-
leccionar los fenómenos destacados es una dimensión
inicial del tratamiento “holístico”. La búsqueda de la
presencia y ausencia de características y su interacción,
y el hecho de poder contemplar las configuraciones en
yuxtaposición, son procedimientos que añaden rigor al
análisis de datos cualitativos.

El cuadro 3 muestra las cuatro configuraciones fi-
nales (numeradas 10, 11, 12 y 13) para la búsqueda de
empleo fructífera, y las tres configuraciones finales
(numeradas 14, 15 y 16) para la búsqueda de empleo
frustrada. Estas comprenden una tipología empírica de
configuraciones de atributos en el grupo considerado.

A continuación se examinan la estrategia y carac-
terísticas fructíferas, para luego compararlas con las
frustradas.

El renglón 10 describe el patrón de individuos
para quienes la presencia o ausencia de educación se-
cundaria no influyó en el resultado. Estos individuos
poseen los activos denominados “lazos débiles”, es
decir, información actualizada sobre el mercado labo-
ral y las oportunidades existentes. Residen en el me-
dio urbano, son capaces de sostener una búsqueda de
empleo activa y proyectan capacitarse de algún modo
para incrementar con ello su especialización comercia-
lizable y su empleabilidad. Les falta formación técni-
co-profesional y habilidades especializadas. Carecen de
“lazos de mérito”, es decir, de una trayectoria o repu-
tación sólida que respalde la búsqueda de empleo por
su cuenta. Y vienen de familias con fuertes lazos con
el mercado laboral puesto que en ellas, al menos un
adulto, tiene empleo regular e ingreso.

El renglón 11 muestra una configuración similar
a la del renglón 10, en la mayoría de los atributos. Sin
embargo, los vínculos de la familia o el hogar con el
mercado laboral son débiles, ya que no hay adultos
empleados. No obstante, el candidato posee enseñan-
za secundaria superior. Los estudios han demostrado
que la educación comienza a tener efecto sobre el
empleo cuando ésta es de nivel secundario superior
(Banco Mundial, 1990). Esta observación sugiere que
la presencia de calificaciones educacionales básicas es
decisiva para los individuos provenientes de familias
sin lazos fuertes con el mercado laboral.

El renglón 12 es una configuración de los que
cuentan con buenos recursos en este grupo. Los indi-
viduos no se han adentrado, o quizá no todavía, en el
mercado laboral para establecer “lazos de mérito”, pero
poseen una serie de otros recursos: antecedentes fami-
liares sólidos frente al mercado laboral, educación se-
cundaria, enseñanza técnico-profesional y especializa-
ción de alguna índole. Residen en el entorno urbano,
poseen una base de información (“lazos débiles”),
buscan empleo activamente y proyectan seguir capa-
citándose. Tienen buenas perspectivas.

El renglón 13 es la configuración que no se con-
forma a las características principales de la mayoría de
las configuraciones exitosas ya descritas, lo que abre
una perspectiva interesante. Representa un tipo de
configuración que ha fortalecido su posición en el
mercado laboral con respecto a un punto de partida
original menos ventajoso para la búsqueda de empleo.
Los individuos se asemejan al tipo anterior en que tie-
nen “lazos débiles” o canales de información efectivos

CUADRO 3
Una tipología empírica de configuraciones de atributos
de individuos que buscan empleo

Configuraciones con resultado fructífero: acceso a empleo

10. FAMILIARES. mérito. DEBILES. URBANO. PLAN. ACTIVA. especialización.
técnico-profesional

11. familiares. SECUNDARIA. mérito. DEBILES. URBANO. PLAN. ACTIVA.
especialización. técnico-profesional

12. FAMILIARES.SECUNDARIA.mérito.DEBILES.URBANO.PLAN.ACTIVA. ESPECIALIZACION. TECNICO-PROFESIONAL
13. familiares. secundaria. MERITO. DEBILES. urbano. plan. ACTIVA.

ESPECIALIZACION. técnico-profesional

Configuraciones con resultado adverso: falta de acceso a empleo

14. familiares. SECUNDARIA. mérito. débiles. URBANA. PLAN. ACTIVA. especialización. técnico-profesional
15. familiares. secundaria. mérito. débiles. URBANA. plan. ACTIVA. especialización.

técnico-profesional
16. familiares. secundaria. mérito. débiles. urbana. activa. especialización. técnico-profesional
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y despliegan gran actividad en la búsqueda de empleo,
una combinación que se da en todos los patrones fruc-
tíferos. Estos pueden ser también atributos que se re-
fuerzan mutuamente. Por lo demás, hay ausencia no-
toria de otras ventajas. Los individuos habían ingresa-
do al mercado laboral sin haber cursado la enseñanza
secundaria. Ante la falta de otras conexiones familia-
res con el mercado laboral, los “lazos débiles” se ba-
saban probablemente en las relaciones existentes con
el mercado laboral. No proyectaban seguir capacitán-
dose. También residían en el medio rural.

La diferencia es que ahora poseen “lazos de mé-
rito”, es decir, han establecido una trayectoria en el
mercado laboral basada en relaciones laborales esta-
bles. El tipo de conexión creada con el mercado labo-
ral ha sido decisiva. Lo más probable es que haya dado
origen al recurso especialización, puesto que no han
tenido enseñanza técnico-profesional. El renglón 13
muestra que puede adquirirse un nivel adecuado de
especialización comercializable mediante relaciones
con el empleo productivo, incluso aunque el individuo
no haya tenido antes la oportunidad de obtener esco-
laridad y capacitación formales. Una relación bien
establecida con el mercado laboral puede tener por sí
sola el peso suficiente para superar la ausencia de ca-
lificaciones formales y el capital social de las relacio-
nes familiares. La combinación de lazos débiles y bús-
queda de empleo muy activa se complementa con la
especialización y los “lazos de mérito” establecidos con
el mercado laboral, atributos decisivos para tener mo-
vilidad en el mercado laboral y evitar el desempleo
crónico en esta configuración.

Desde una perspectiva práctica, el renglón 13 pa-
recería ofrecer una fórmula maestra para los buscadores
de empleo que comienzan con pocos recursos. Otro
enfoque, sin embargo, sería el de examinar la gama de
configuraciones fructíferas en yuxtaposición con las
frustradas, y descubrir si sería posible responder con una
amplia gama de intervenciones para hacer frente a las
“ausencias” múltiples de recursos. Los patrones de atri-
butos en la búsqueda de empleo que aquí se muestran
representan diferentes configuraciones que dan origen
a una variedad de procesos interrelacionados. En el caso
de los patrones con una gama de recursos más genero-
sa, las interrelaciones y los procesos de interacción tien-
den a reforzarse y potenciarse recíprocamente. En los
patrones menos dotados, la ausencia múltiple de recur-

sos y activos puede poner en peligro la eficacia de re-
cursos que se dan en forma aislada.

Al examinar los patrones de aquellos en desem-
pleo crónico, se observa que el renglón 14 se asemeja
al renglón 11, excepto que en el primero hay ausencia
de “lazos débiles”. Esto sugiere que sin lazos débiles,
la planificación y diligencia en la búsqueda de empleo
por parte del individuo podrían ser dispersas y en úl-
timo término improductivas. Esta conclusión es impor-
tante pues ilustra cómo la ausencia de un atributo (“la-
zos débiles”) puede anular, por así decirlo, la efectivi-
dad de un recurso (ACTIVA) presente. En los grupos
donde los recursos sociales y personales son menores
en un sentido absoluto, los patrones de configuración
particulares y las relaciones entre los componentes
pueden tener una influencia determinante sobre el re-
sultado de la búsqueda de empleo.

La presencia del factor residencia urbana parece
asociarse sistemáticamente con la presencia de búsque-
da de empleo muy activa. Los individuos de los ren-
glones 14 y 15 residen en el entorno urbano, y, a se-
mejanza de los individuos de los renglones 10, 11 y
12 que también lo hacen, este atributo parece facilitar
la búsqueda de empleo muy activa. En las localidades
urbanas donde la concentración de viviendas y luga-
res de trabajo es mayor, el transporte y sus costos no
constituyen un obstáculo para la búsqueda de empleo
como podría ser en las localidades rurales. Cabe tam-
bién suponer que las redes de información son más
densas en las concentraciones urbanas, lo que conce-
de a los residentes urbanos una posible ventaja sobre
los residentes rurales. No obstante, esto sugiere que la
información generada por la densidad de contacto en
las localidades urbanas puede no ser de la misma ca-
lidad que la generada por los “lazos débiles”. Las con-
figuraciones de los renglones 14 y 15 con resultado
adverso, muestran la presencia de residencia urbana y
una búsqueda de empleo muy activa pero combinadas
con una falta de “lazos débiles” que generen informa-
ción. Esto señala la importancia de poseer información
precisa sobre el empleo y el mercado laboral, la que
estuvo sistemáticamente ausente entre aquellos con
desempleo crónico que carecían de “lazos débiles”. El
funcionamiento de bolsas de trabajo más amplias con
patrocinio oficial ayudaría a salvar, al menos en parte,
esta brecha que separa a los individuos que no poseen
tales contactos.
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Las cuatro configuraciones eficaces y las tres inefica-
ces que aquí se analizan constituyen una tipología
empírica de búsqueda de empleo en dos áreas del
mercado laboral de Trinidad. Desde una perspectiva de
política y de planificación, las tareas de investigación
de esta índole pueden indicar dónde radican las debi-
lidades en las configuraciones de recursos. Los recur-
sos o las carencias de recursos de los individuos no
deben considerarse en forma aislada, sino en el con-
texto de otros atributos influyentes que dan forma en
conjunto al desenlace de la búsqueda de empleo.

Los resultados del estudio iluminan varios aspec-
tos importantes del proceso de búsqueda de empleo.
Ser residente urbano está asociado con tener proyec-
tos de educarse o capacitarse más. En general, los in-
dividuos estaban dispuestos a adquirir especializacio-
nes comercializables, debido posiblemente a la proxi-
midad de los servicios y a los circuitos de información
más densos. Ser residente urbano está asociado tam-
bién con una búsqueda de empleo muy activa. En este
grupo seleccionado que no tiene grandes recursos, una
gran actividad en la búsqueda de empleo puede rendir
muchos beneficios indirectos, como el de incrementar
la toma de conciencia del individuo sobre la dinámi-
ca, la estructura y las reglas no escritas del mercado
laboral. Sin embargo, esta actividad ha demostrado ser
en buena medida improductiva para aquellos candida-
tos que carecían de una fuente de información más pre-
cisa sobre las esferas de oportunidades actuales y en
cierne en las cuales centrar su búsqueda. Los lazos
débiles que generan información “débil” desempeñan
un papel fundamental en toda configuración de atribu-
tos. Entre los buscadores de empleo que carecen de
recursos iniciales tales como enseñanza profesional,
calificaciones educacionales básicas y “capital social”

en el mercado del empleo, los “lazos de mérito” ad-
quiridos paulatinamente a través del desempeño ocu-
pacional en la economía formal pueden ser un activo
compensador que garantice un estándar de competen-
cia o especialización adquirida.

Las configuraciones de atributos que presentan
ausencia múltiple de recursos y la marginación del
mercado laboral apuntan a una situación en que los
individuos se hallan en un patrón de subsistencia que
depende, sobremanera, de redes informales y del in-
greso irregular proveniente de la economía informal.
En este grupo hay una acentuada diferencia de re-
sultados entre aquellos que consiguieron establecer
vínculos con el mercado laboral formal y aquellos que
desempeñan actividades a nivel de subsistencia sin
lograr el ingreso a los sectores formales. De estos da-
tos es posible extrapolar que la asociación con el sec-
tor del empleo formal es más productiva de recursos
—no sólo financieros— que promueven la movilidad
social y económica. Por otra parte, la asociación con
la actividad del sector informal produce beneficios
económicos que bordean el nivel de subsistencia o de
red de seguridad, pero que no conducen a una movili-
dad socioeconómica ascendente o lateral. Las configu-
raciones con enseñanza profesional y especialización
estaban notoriamente ausentes de este grupo (con una
excepción). Es probable que aquellos que poseían ta-
les configuraciones cruzarán pronto el umbral del mer-
cado laboral. Hay algunas medidas obvias para enfren-
tar las condiciones observadas en los grupos perifé-
ricos. Para aplicar enfoques innovadores es preciso
identificar los atributos claves y sus interrelaciones, a
fin de maximizar la eficacia de los programas.

(Traducido del inglés)

VIII
Conclusión
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Jueces de la Revista de la  CEPAL
1999-2000

Durante este período han sido jueces de la Revista de la CEPAL los siguientes
académicos e investigadores:

Manuel Agosin
Irma Arriagada
Alicia Bárcena
Luis Beccaria
Marta Bekerman
Cristián Bellei
Albert Berry
Sebastián Bernstein
Andrés Bianchi
Ricardo Bielschowsky
Jorge Bravo
Rudolf Buitelaar
Alfredo Calcagno
Mario Damill
Oscar Dancourt
Beatriz David
Carlos De Mattos
Lilia Domínguez
John Durston
Ricardo Ffrench-Davis
Carlos Filgueira
Alicia Frohmann
Alexander Galetovic
Norberto García
Francisco Gatto

Daniel Heymann
Norman Hicks
Felipe Jiménez
Andrei Jourvralev
Liselott Kana
Jorge Katz
Emilio Klein
Bernardo Kosacoff
Mikio Kuwayama
Guillermo Labarca
Osvaldo Larrañaga
Norbert Lechner
Terence Lee
Arturo León
Juan Carlos Lerda
Eduardo Lora
Carla Macario
Scott Mainwaring
Jorge Máttar
Patricio Meller
Isidora Mena
Carmelo Mesa-Lago
Alberto Minujin
Graciela Moguillansky
Alfredo Monza

Michael Mortimore
Hugo Nochteff
Nelson Noya
Marcelo Ortúzar
Ernesto Ottone
Juan José Pereira
Esteban Pérez
Juan Carlos Ramírez
Joseph Ramos
Alfredo Rehren
Marcelo Repetto
Nieves Rico
Gert Rosenthal
Alejandro Schejtman
Daniel Schydlowsky
Miguel Solanes
Juan Carlos Tedesco
Daniel Titelman
Andras Uthoff
Alejandro Vargas
Vivianne Ventura
Jurgen Weller
Roberto Zahler

La Revista de la CEPAL les agradece su valiosa contribución.
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Publicaciones periódicas

Balance preliminar de las economías de América Latina y el
Caribe, LC/G.2123-P, Publicación de las Naciones Unidas, Núme-
ro de Venta: S.OO.II.G.138, CEPAL, Santiago de Chile, diciembre de
2000, 107 páginas.

En el año 2000 continuó la recuperación de las economías latinoa-
mericanas y del Caribe iniciada en el último trimestre de 1998. El
producto interno bruto regional aumentó en un 4%, tras el virtual
estancamiento registrado en el año anterior. El motor principal de
la recuperación fue el auge de las exportaciones, ya que la demanda
interna resultó menos dinámica que lo esperado. En parte debido a
ello, el mayor crecimiento no se reflejó en una baja sensible de des-
empleo, cuya tasa se mantuvo cercana a 9%, mientras los salarios
reales subían apenas.

El auge de las exportaciones permitió además reducir el défi-
cit regional en la cuenta corriente de la balanza de pagos, que pasó
de 3.1% a 2.5% del PIB. En ello desempeñó un papel primordial el
contexto externo, aunque éste presentó tendencias contrapuestas: la
economía mundial creció a un ritmo acelerado, se recuperó el co-
mercio intrarregional y mejoraron los precios de muchos productos
básicos, pero no de todos, mientras los mercados financieros pre-
sentaban una alta volatilidad, propagada por los altibajos en las
bolsas de los Estados Unidos. Sin embargo, el déficit corriente pudo
financiarse con las entradas de capital, gracias especialmente a la
inversión extranjera directa.

La inflación mantuvo la tendencia favorable de los cuatro años
anteriores, bajando a apenas 9%, mientras las cuatro quintas partes
de los países registraban incrementos de sólo un dígito. Este resul-
tado se logró pese al alza de los precios del petróleo y a la
reactivación productiva. La mayor flexibilidad de la política mone-
taria se reflejó en una recuperación de la oferta monetaria y una baja
de las tasas de interés. En cambio, la política fiscal fue más riguro-
sa y los déficit fiscales se contrajeron apreciablemente.

Se espera que en el año 2001 se mantenga esta tónica de la
actividad económica regional, salvo y sobre todo en lo que respecta
a una posible desaceleración de la economía mexicana, que deter-
minaría una caída a 3.8% del crecimiento regional proyectado.

Estudio económico de América Latina y el Caribe 1999-2000, LC/
G.2102-P, Publicación de las Naciones Unidas, Número de Venta:
SOO.II.G.2, CEPAL, Santiago de Chile, agosto de 2000, 352 páginas.

Esta edición del Estudio económico corresponde al número 52 de la
serie e incorpora algunos cambios de metodología y de presentación
respecto al número anterior.

Así, se ha adoptado un nuevo diseño de los archivos en CD-ROM,
en los que se incluyen el anexo estadístico, los gráficos y el texto
completo del estudio. A partir del número anterior, en el análisis de
coyuntura de los países (partes II y III) se utilizan las cifras de la
contabilidad nacional en moneda del país, con el año base emplea-

do por éste, en lugar de cifras en dólares. En el análisis regional
(Parte I) se usan cifras en dólares tomando 1995 como año base en
los cálculos a precios constantes. Con el fin de corregir las varia-
ciones estacionales, la tasa de inflación empleada para calcular el
tipo de interés real en el cuadro 2 del análisis de coyuntura de los
países cubre ahora un período de 12 meses, en lugar de correspon-
der a tasas mensuales. Además, se han mantenido los cambios ini-
ciados en 1995 en materia de seguimiento de la coyuntura econó-
mica regional.

El Estudio económico se publica en un volumen único que
consta de tres partes. La primera, que contiene ocho capítulos, ofrece
una síntesis —que se publica además como separata—, en la que se
presenta una evaluación de la economía en 1999 y durante el pri-
mer semestre de 2000. En los seis capítulos siguientes se analiza el
desempeño económico de la región en 1999, aunque se consideran
también datos relativos a la primera mitad del año 2000. En el ca-
pítulo octavo se evalúa el impacto de las reformas económicas so-
bre el crecimiento, el empleo y la equidad en América Latina y el
Caribe en el último decenio.

En la segunda parte se presentan reseñas del desempeño de
los veinte países de América Latina durante 1999 y se incluye in-
formación sobre los primeros meses de 2000. La tercera parte está
dedicada al análisis de la situación del Caribe de habla inglesa.

En el anexo estadístico en CD-ROM se incluyen más de 400
cuadros que permiten visualizar rápidamente la información de los
últimos años y crear cuadros en hojas electrónicas. En este disco se
encuentran también las versiones electrónicas del texto y de los
gráficos.

Otras publicaciones

Crecer con estabilidad. El financiamiento del desarrollo en el
nuevo contexto internacional, LC/G.2117 (CONF. 89/3), Con-
sulta Regional de América Latina y el Caribe sobre Financiamiento
del Desarrollo (Santafé de Bogotá, 9 y 10 de noviembre del 2000),
116 páginas.

A lo largo de los años noventa, los países de América Latina y el
Caribe tuvieron un renovado acceso al financiamiento externo, que
facilitó avances en materia de gestión macroeconómica, reducción
de la inflación y recuperación parcial del crecimiento económico.
Sin embargo, la región se mostró muy vulnerable a la volatilidad
que, salvo la inversión extranjera directa y los créditos oficiales, han
exhibido las fuentes de financiamiento externo. Esta inestabilidad
ha obedecido principalmente a factores ajenos a las variables eco-
nómicas fundamentales de los países, en particular a los fenómenos
de volatilidad y contagio característicos de los mercados financie-
ros. Estos fenómenos se han visto agudizados por la inadecuada
gobernabilidad del sistema financiero internacional. Asimismo, el
acceso a los mercados internacionales de capital no se ha dado siem-
pre en condiciones apropiadas de plazos y costos, especialmente
durante los períodos de crisis. Los países de menor desarrollo rela-
tivo de la región han tenido poco acceso  a las fuentes de crédito
privado y han dependido del crédito multilateral y de la asistencia
oficial para el desarrollo.

Con contadas excepciones, los países de América Latina no
alcanzaron en los años noventa niveles de ahorro e inversión que
permitieran sostener altos ritmos de crecimiento económico. Asimis-
mo, el diseño de las políticas macroeconómicas les ha impreso un
carácter procíclico. Este hecho, unido a la debilidad de los marcos
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de regulación y supervisión de los sistemas financieros nacionales,
se ha reflejado en la inusitada frecuencia de crisis financieras na-
cionales. Elevar el ahorro nacional y la inversión, diseñar políticas
macroeconómicas que respondan a horizontes de mediano y largo
plazo, y consolidar sistemas financieros nacionales estables y pro-
fundos, continúan siendo los desafíos fundamentales de una estra-
tegia viable de financiamiento para el desarrollo. Aunque las tasas
de ahorro e inversión tienden a ser elevadas, en el caso de los paí-
ses del Caribe no se reflejan en altos ritmos de crecimiento econó-
mico. La elevada relación marginal capital-producto puede deberse
tanto a las deseconomías de escala en la inversión que afectan a estos
países como a posibles ineficiencias en materia de inversión.

Las exportaciones, por su parte, continúan siendo la principal
fuente de financiamiento de las compras externas, complementada
en los países de menor desarrollo relativo por las remesas de los
emigrantes. Un amplio grupo de países continúa dependiendo mu-
cho de exportaciones de materias primas y de manufacturas con alto
contenido de recursos naturales, en tanto que el acceso a los merca-
dos externos sigue viéndose afectado por prácticas proteccionistas
de los países industrializados. Los países del Caribe han sufrido,
además, los efectos de la erosión de las preferencias comerciales con
que contaban tradicionalmente, lo que en algunos de ellos ha cau-
sado severos problemas de ajuste.

En el documento reseñado se plantea la necesidad de avanzar
en tres áreas para mejorar el financiamiento del desarrollo de los
países de la región en el actual contexto de globalización. Primero,
es necesario fortalecer la capacidad del sistema financiero interna-
cional para prevenir y administrar crisis, y para diseñar en forma
complementaria políticas macroeconómicas nacionales más preven-
tivas. Segundo, hay que mejorar la inserción comercial de los paí-
ses de la región, así como sus modalidades de acceso a los merca-
dos financieros internacionales. Y tercero, se deben incrementar los
niveles de ahorro nacional y la movilización de recursos nacionales
para el financiamiento de la inversión.

Las mujeres chilenas en los noventa. Hablan las cifras, LC/G.2105-P,
Publicación de las Naciones Unidas, Número de Venta: S.OO.II.G.92,
CEPAL, Santiago de Chile, Septiembre de 2000, 213 páginas.

Este estudio, de carácter técnico, tiene por finalidad contribuir al
diseño de políticas públicas con equidad de género en Chile, aumen-
tando el conocimiento de la situación comparativa de las mujeres
durante los años noventa y la comprensión de las disparidades por
razones de género que las han afectado y que obstaculizan el ejer-
cicio ampliado de su ciudadanía, desde una perspectiva integral del
desarrollo.

Con este objeto, se analizó la información proveniente de las
encuestas CASEN aplicadas en 1990 y 1996 y otras fuentes estadísti-
cas, para lo cual se diseñaron indicadores de género, que permitie-
ron situar la realidad de las mujeres en comparación con la de los
varones, así como vincular su situación con otras dimensiones de la
inequidad social, como la condición de pobreza, la edad y la resi-
dencia urbana o rural.

Los datos estadísticos comparativos otorgan visibilidad y re-
conocimiento tanto a las contribuciones que han realizado las mu-
jeres al desarrollo de Chile como a las dificultades que han enfren-
tado durante estos años, así como a las tendencias más sobresalien-
tes y la evolución que ha tenido su participación en el devenir so-
cial, económico y político del país.

Estos aspectos se analizan en siete capítulos temáticos en los
que se aborda el comportamiento demográfico del país durante los
años noventa; se elabora un perfil de la población que destaca el

impacto de las etapas del ciclo vital y de la inserción familiar sobre
la vida de las personas, la influencia determinante del trabajo do-
méstico sobre las posibilidades de las mujeres de ejercer sus dere-
chos y la importancia de su incorporación al mercado laboral para
la erradicación de la pobreza en los hogares; se examinan las opor-
tunidades económicas y de educación de las mujeres en un contex-
to general de crecimiento económico del país; se abordan algunos
temas asociados a su situación de salud y los recursos con que cuen-
tan para protegerlas, principalmente la previsión social, y se pasa
revista a su participación política y social en los procesos de adop-
ción de decisiones públicas.

De forma complementaria, se muestran los avances que exhi-
be en el período la institucionalización en el aparato estatal de las
políticas públicas orientadas a la equidad de género.

Finalmente, a partir de las principales tendencias identifica-
das y los hallazgos del estudio, se formulan algunas propuestas en
materia de políticas y de investigación.

La CEPAL en sus 50 años. Notas de un seminario conmemorati-
vo, LC/G.2103-P, Publicación de las Naciones Unidas, Número
de Venta: S.OO.II.G.57, CEPAL, Santiago de Chile, julio de 2000,
149 páginas.

Con motivo de la conmemoración de los cincuenta años de la Co-
misión Económica para América Latina y el Caribe y por iniciativa
del Gobierno de Chile, la CEPAL, en conjunto con éste, organizó un
seminario denominado “50 años de la CEPAL: Su aporte al pensamien-
to y desarrollo Latinoamericano”, el que tuvo lugar en la sede de
esta Comisión el 26 de octubre de 1998.

En el seminario se examinaron las distintas etapas que es
posible reconocer en la evolución histórica del pensamiento de la
CEPAL, distinguiendo entre tres períodos: los años cincuenta y sesenta;
los setenta y ochenta, y luego los noventa. Asimismo, se llevó a cabo
un ejercicio de reflexión que permitió esbozar los desafíos que en
el futuro debiera abordar la Comisión.

Las destacadas personalidades participantes entregaron sus
puntos de vista acerca de los elementos sustantivos que caracteriza-
ron el pensamiento de la CEPAL y pusieron de relieve las consecuen-
cias más importantes que las concepciones de la Comisión tuvieron
en el desarrollo de la región.

Funciones básicas de la planificación, LC/IP/G.126-P, Cuader-
nos del ILPES N° 46, Publicación de las Naciones Unidas, Número
de Venta: S.OO.III.F.2, CEPAL, Santiago de Chile, mayo de 2000,
203 páginas.

Al terminar la década de 1990, el balance sobre la planificación
económica y social es heterogéneo. Dependiendo de lo que enten-
damos por proceso o sistema de planificación en cada país (agen-
tes, organismos, sujetos, conocimientos, proyectos políticos, proce-
dimientos, asignación de recursos, imagen-objetivo, institucionalidad
y otros), los resultados son dispares.

De ese balance se desprende, sin embargo, la necesidad de que
el Estado cuente con un organismo o figura que le permita cumplir
tareas básicas e insustituibles de planificación, cualquiera sea el estilo
de desarrollo o reforma que se adopte: para recoger las experien-
cias, consolidar lo avanzado, enmendar lo que se considere incon-
veniente y adoptar los cambios necesarios.

Los trabajos incluidos en esta publicación se concentran en
tres tareas fundamentales. En primer lugar, un esfuerzo de
prospectiva para incorporar previsión, coherencia, unidad y reduc-
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ción de la incertidumbre, todo ello acompañado de una asignación
eficiente y equitativa de los recursos fiscales, con el fin de atender
con prioridad a los servicios, la infraestructura y las obras necesa-
rias para reducir la pobreza y las desigualdades.

En segundo lugar, la coordinación intersectorial, con la con-
secuente compatibilización entre presupuesto y programas y la re-
gulación de los mercados, a fin de darle dirección al proceso social

y orientación coherente al cambio, y asegurar una asignación efi-
ciente y equitativa de los recursos que esté en consonancia con las
prioridades de un Estado moderno y competitivo.

En tercer lugar, el seguimiento y evaluación de planes, pro-
gramas y proyectos como labor fundamental de un modelo de ges-
tión pública orientado a resultados, y el establecimiento de un sis-
tema de indicadores de desempeño.


